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Prólogo 


Diego Alexander Olivera, Dolores Sancho y Sebastián Martín 


El presente libro recoge el trabajo reflexivo forjado 
pacientemente al calor de conversaciones, intercambios, 
lecturas y discusiones de un grupo de docentes, investigadores 
e investigadoras de diversas universidades públicas argentinas. 
En este sentido, nuestra intención no es exhibir resultados, sino 
compartir ideas e inquietudes que parecen hoy intempestivas. 
En efecto, pensar desde el presente, pero siempre bajo el abrigo 
del pasado, cuestiones medulares como el igualitarismo, el 
reconocimiento, la antimeritocracia y el socialismo es un gesto 
de apuesta epistémica y práctica por un futuro sin clausurar. 

Si bien es cierto que la amistad y complicidad de gran 
parte de quienes intervienen aquí cuenta ya con varios años de 
existencia, ha sido en el período comprendido entre 2021 y 
2024 en el que la aventura tomó la forma de un proyecto de 
investigación que recibió financiamiento del Consejo Nacional 
de Investigaciones Científicas y Técnicas (CONICET). Así, 
nuestras indagaciones, que ya en otras ocasiones habían 
logrado aval y financiamiento académico, devinieron en un 
Proyecto de Investigación Plurianual (PIP) que contó con la 
dirección del Dr. Fernando Lizárraga y la codirección de la Dra. 
Suyai García Gualda, quienes, además de desempeñarse como 
docentes en el nivel universitario, investigan en Conicet. 

Travesías de la igualdad: el socialismo contemporáneo frente a 
sus derivas presenta y sustenta a lo largo de los diversos 
capítulos que lo componen la tesis de que el socialismo 
contemporáneo -—especialmente a través de sus corrientes 


humanistas y aquellas que experimentaron el giro normativo 
posrawlsiano- puede alojar y articular de manera coherente 
una visión pluralista de la igualdad, una perspectiva 
transformadora y no meramente afirmativa del reconocimiento, 
y un rechazo radical de la meritocracia. 

De esa tesis general, se han desprendido otras de similar 
relevancia; en primer lugar, que la tradición socialista posee 
recursos normativos claramente asociados a su vocación 
humanista, los cuales se expresan en una concepción de lo 
justo, de la igualdad, de la fraternidad, y de la libertad, todo lo 
cual se conjuga, no sin tensiones, con los dispositivos teóricos 
específicamente explicativos. Por tanto, los principios de 
justicia del socialismo clásico, basados en la contribución según 
la capacidad y la retribución según la necesidad, pueden 
especificarse en términos de objeto, alcance y profundidad, a 
través de la adopción de una perspectiva igualitarista plural 
que, a su vez, busque conciliar las visiones igualitarias 
distributivas y relacionales. En tercer lugar, los aportes teóricos 
en el campo de la teoría y filosofía política feminista sobre 
justicia social, especialmente sobre redistribución, 
reconocimiento y representación (participación política), nos 
permiten problematizar la noción de “justicia de géneros” y 
complejizar los debates contemporáneos en torno a las políticas 
de la igualdad y las políticas de la diferencia. Por último, 
hemos evidenciado que, en la tradición socialista, los principios 
distributivos y los enfoques sobre el reconocimiento brindan 
argumentos robustos para rechazar un orden meritocrático, 
puesto que los privilegios naturales no pueden tener un rol 
distributivo y las diferencias originadas en decisiones genuinas 
pueden producir una fractura social entre ganadores y 
perdedores que afecte el reconocimiento mutuo y repugne la 
visión humanista del socialismo. 

Dentro de este horizonte, el primer capítulo de este libro, 
firmado por Fernando Lizárraga, aborda el prejuicio atribuido 


al comunismo de conducir a una “pesadilla igualitaria”. Dicho 
prejuicio se presenta en forma de distopía en el cuento 
“Harrison Bergeron” de Kurt Vonnegut, pero también en cómo 
imagina el socialismo el filósofo de Harvard John Rawls. En la 
ficción de Vonnegut, se describe una sociedad estrictamente 
igualitaria en la que la igualdad se consigue anulando las 
diferencias personales en todos sus sentidos posibles. Se trata 
de un modelo que responde a la visión estalinista, que sacrifica 
las libertades individuales y suprime las diferencias obteniendo 
un mecanismo igualador hacia abajo. 

Lo curioso es que ese mismo prejuicio, que asocia todo 
igualitarismo socialista al modelo totalitario leninista, es 
retomado por John Rawls en su análisis del principio de 
necesidades (PN). Al desarrollar el criterio maximin, aquel que 
sostiene que la justicia exige como punto de partida una 
igualdad inicial, Rawls admite que puede adecuarse al PN si se 
aplicara un impuesto a los talentos. Sin embargo, desecha esa 
idea porque su implementación implicaría una intromisión en 
las libertades individuales. En otras palabras, la 
implementación del PN mediante un impuesto a los talentos 
derivaría en un tipo de sociedad similar a la descrita por 
Vonnegut en su cuento. Otra importante observación de Rawls 
es la de considerar a la comunista como una sociedad más allá 
de la justicia, en que la abundancia resuelve el problema de la 
distribución, dando lugar, por tanto, a una indiferencia hacia la 
justicia en que la igualdad ocurre sin que importen las 
actitudes de los individuos. Este es, según Lizárraga, uno de los 
dos sentidos en que el comunismo está más allá de la justicia. 
El otro sentido, el que el autor sostiene a modo de defensa 
frente al prejuicio de la “pesadilla igualitaria”, afirma que el 
PN ordena una sociedad buena, con planificación democrática, 
participación igualitaria e igual acceso a los recursos, en el que, 
además, no es necesario sacrificar las libertades básicas. 

En el segundo capítulo, Facundo García Valverde se 


propone analizar la viabilidad de un diálogo entre el 
igualitarismo relacional y la teoría crítica, en la versión de 
Nancy Fraser. Cuestión nada sencilla puesto que las críticas de 
Fraser al paradigma del reconocimiento bien podrían aplicarse 
al igualitarismo relacional. Sin embargo, García Valverde 
argumenta que este último puede resistir las objeciones de 
Fraser en dos aspectos; por un lado, rechazando la idea de que 
las concepciones relacionales reducen los reclamos distributivos 
a reclamos de reconocimiento. Por otro lado, la comprensión de 
las relaciones igualitarias como parte de una concepción 
democrática de justicia. Según nuestro autor, la tendencia a 
adjudicar a las concepciones relacionales la tesis de reducir los 
reclamos distributivos a reclamos de reconocimiento es 
producto de la crítica que los teóricos relacionales hicieron del 
paradigma distributivo. Esa confusión se disipa toda vez que se 
comprende el núcleo de la objeción que el igualitarismo 
relacional le hace al paradigma redistributivo, esto es, que la 
igualdad puede ser interpretada únicamente como un criterio 
que exige ciertas distribuciones y que las relaciones 
democráticas importantes se comprendan distributivamente. 
Para cumplir su propósito de hacer dialogar a las dos 
corrientes, García Valverde se apoya en la distinción que hace 
Forst respecto de las dos lecturas que admite la descripción de 
Fraser sobre el Principio de Paridad Participativa, y de las 
discusiones internas del igualitarismo relacional. En el primer 
caso, la descripción fraseriana habilita una lectura ligada a la 
justicia máxima, donde la injusticia es esencialmente 
económica, y otra ligada a la justicia fundamental, donde la 
injusticia no es esencialmente económica y depende de su 
impacto en las relaciones. En cuanto a los debates internos del 
igualitarismo relacional, Forst identifica dos posiciones dentro 
de él: la pluralista donde la validez normativa de las 
consideraciones relacionales o de reconocimiento no 
dependería de una derivación de algún valor último, y la 


esencialista, donde la validez de las consideraciones vendría 
dada por el principio de igualdad de relaciones. En esa 
dirección, la complementariedad entre ambas teorías sería 
factible en la medida en que el igualitarismo relacional sea 
entendido esencialmente y la teoría de Fraser en términos de 
justicia fundamental. 

Ya en el tercer capítulo, Juliana Udi hace frente al enorme 
desafío de pensar de manera sólida, fecunda y rigurosa 
cuestiones tan actuales y apremiantes como el mérito, la 
discriminación inversa y el reconocimiento. En efecto, sostiene 
que el desplazamiento de la clase como articulador de luchas 
ha movilizado la necesidad de ensayar nuevas formas de pensar 
las injusticias. Es en este contexto, y a la luz de la emergencia 
mundial de sectores neoconservadores que deslegitiman o 
ignoran estos reclamos, en el que resulta evidente el apremio 
por repensar las políticas de acción afirmativa como 
herramienta capaz de dar cobijo a una serie de reclamos 
transversales signados por la diferencia (géneros, sexualidades, 
razas, discapacidades, etc.). Para atender a esta meta, la autora 
se embarca en la hercúlea tarea de revisar con quirúrgica 
meticulosidad las críticas y objeciones que se ofrecen a estas, 
incluso, en ocasiones, provenientes de aquellas personas que 
podrían beneficiarse de ellas. 

Llegados a este punto, podemos afirmar que la virtud de la 
empresa que embarca Juliana Udi no recae solamente sobre su 
objeto de estudio, sino, también, sobre la singularidad de su 
método, que, siguiendo a Anne Phillips, adopta la perspectiva 
de un “argumento negativo de justicia”. Así, la pregunta que 
orienta su reflexión se desplaza de la previsible “¿Por qué 
apoyar las políticas de acción afirmativa?” a una que invierte la 
necesidad de la prueba, a partir de indagar si existen buenas 
razones para no hacerlo. A los efectos de atender a este 
objetivo, someterá a análisis los argumentos que esgrimen dos 
importantes paradigmas contra las políticas de acción 


afirmativa, estos son: el distributivo liberal (que nuclea grupos 
privilegiados que centran sus reclamos en cuestiones ligadas al 
mérito, el presentismo e individualismo ético y la 
discriminación), y el que considerará teórica y prácticamente 
más sofisticado, el paradigma del reconocimiento (vinculado a 
los intereses de los propios grupos marginalizados, vertebrados 
en torno a la noción de identidad y del reconocimiento positivo 
de la diferencia). 

Tras concluir que las razones esbozadas por estas 
vertientes para rechazar la relevancia de las políticas de acción 
afirmativa son insuficientes, propondrá recuperarlas (aun con 
sus limitaciones) como una poderosa herramienta para mejorar 
(en el corto plazo) la vida de muchas personas y para intervenir 
(en el mediano y largo plazo) en los mecanismos institucionales 
cargados de prejuicios y estereotipos que afectan injustamente 
a sectores marginalizados de la sociedad. 

Por su parte, el escrito de Suyai García Gualda se 
encuentra anclado en la certeza de una urgencia que se 
presenta como tarea, a la vez teórica y práctica. Sintetiza, 
en este sentido, y recoge los frutos de una fecunda tarea 
de militancia conceptual y social. Abrevando en el último 
libro de Nancy Fraser, Capitalismo caníbal, invita a recuperar 
el espíritu que lo habita sin limitarse a reponer o comentar la 
serie de tesis que lo componen. Así, se adentra en la espesura 
de este, construyendo su nicho de reflexión en la certeza de que 
las principales luchas en pos de la emancipación, del buen vivir 
y del “vivir sabroso” encuentran un enemigo común, el 
capitalismo. 

De manera meticulosa va mostrando la autora el hilo rojo 
que atraviesa y reúne los activismos feministas y ecológicos (en 
sus versiones anticapitalistas) junto al socialismo. Cada uno de 
ellos y en conjunto evidencian la necesidad de recuperar la 
centralidad de la cuestión distributiva como bandera de lucha 
frente al despojo, la explotación y la expropiación. En este 


sentido, el capítulo muestra cómo el cambio climático expresa 
con creciente celeridad y profundidad las múltiples 
desigualdades que toman cuerpo en el modo de producción 
capitalista, poniendo de manifiesto que pensar la justicia social 
exige y demanda hacerlo desde una perspectiva ambiental y de 
géneros. A lo largo del escrito, la autora desplegará primero la 
necesidad de reconocer al capitalismo como el responsable de 
la catástrofe climática y de desigualdades sociales solo en 
apariencia no ecológicas. La invitación consiste entonces en 
romper el cerco reduccionista de ciertos ecologismos y articular 
las luchas por la sostenibilidad de la vida. Posteriormente, 
explorará los desarrollos marxistas y socialistas en torno a la 
unidad humanidad-naturaleza, sintetizada hegelianamente bajo 
la idea de metabolismo. Resulta interesante aquí cómo García 
Gualda se apropia de las últimas producciones sobre la 
cuestión, poniendo especial atención en la potencia que habita 
en las nociones de cuidado y reproducción de la vida. Por 
último, y a modo de cierre, resurge de su caldero la necesaria 
conclusión de que las falsas dicotomías entre reconocimiento y 
redistribución deben ser superadas. La reciente experiencia 
libertaria en Argentina hace ya evidente la relevancia de 
trabajar en una trama que habilite un orden otro, que coligue 
en un mismo plan de acción y reflexión las luchas de géneros, 
antirraciales, anticapitalistas y ambientalistas. 

Más adelante, Dolores Sancho asume el complejo desafío 
de analizar y dilucidar con experticia las condiciones de 
posibilidad, y fundamentalmente de materialización, de una 
izquierda jurídica. En este sentido, poniendo en juego y 
evidenciando su extensa y actualizada formación sobre la 
cuestión, enfrenta la complejidad de meditar en torno al 
carácter, el sentido y la justificabilidad de la pena en 
sociedades que se encuentran profundamente atravesadas por 
desigualdades sociales, económicas y de reconocimiento. Sin 
temor de avanzar en los asuntos medulares, retoma con arrojo 


una de las preguntas capitales, “¿Qué lugar debería ocupar el 
castigo penal en sociedades desiguales?”. Naturalmente, una de 
las ideas que tensionará aquí la autora es la del merecimiento y 
sentido de la pena. Abjurando del dogmatismo clásico 
“marxista”, que se limitó a entender el derecho como 
manifestación supraestructural, se aviene a reflexionar en torno 
a los desafíos de pensar un derecho de izquierda que recoja la 
vena crítica que habita en sus versiones más sofisticadas. 

Para dar curso a estos objetivos, nuestra investigadora 
comienza por presentar y comparar los desarrollos de Antony 
Duff, John Braithwaite y Phillip Pettit y Roberto Gargarella, 
incluyendo su trabajo aparecido el año pasado. Como 
atinadamente advierte, todas estas teorizaciones comparten el 
hecho de verse vinculadas a corrientes distribucionistas 
surgidas bajo la estela de la producción de John Rawls 
(especialmente el liberalismo igualitario, el comunitarismo y el 
republicanismo). Así, tras comentar y confrontar los modos en 
que Duff, Braithwaite y Pettit proponen enfrentar la dificultad 
de justificar el castigo en sociedades desiguales, se aventura en 
el análisis de los recientes desarrollos de Gargarella que 
recuperan los conceptos marxistas de “alienación” y 
“explotación” para desmontar su operatividad jurídica en las 
sociedades presentes. 

Ya en sus últimas consideraciones, Dolores Sancho dará 
cuenta de que el sistema penal ha sido funcional a los 
mecanismos de explotación y  desposesión mediante la 
implementación de una selectividad punitiva que, a su vez, ha 
garantizado la perpetuación de la dominación. Lejos de cerrar 
el debate, el capítulo finaliza instalando la necesidad y 
urgencia de ensayar formas jurídicas que asuman el 
igualitarismo como ideal regulatorio que debe propender a una 
democracia radicalmente deliberativa, capaz de entender al 
derecho como una conversación entre iguales. 

El capítulo de Sebastián Martín pone en juego sus amplios 


conocimientos sobre la perspectiva marxiana y nos invita a 
pensar cómo la igualdad se configura como una estructura 
temporal dentro del modo de producción capitalista que 
garantiza la explotación de los trabajadores y las trabajadoras. 
El autor entiende que, para Marx, el ideario de la igualdad es 
una forma de conducir la vida que se sostiene en la concepción 
ontológica propia del modo de producción capitalista, 
cimentada sobre el ente “mercancía”. Siguiendo el análisis 
marxiano de la mercancía, en cuanto forma elemental de 
riqueza en la sociedad capitalista, Martín da cuenta de su 
dualidad y afirma que, en el valor de cambio, se sintetiza y se 
pone en juego “la constelación conceptual que configura la 
unidad de sentido mínima y abstracta para comprender la 
lógica profunda que despliega el capitalismo y su ontología: 
tiempo, proporción, relación cuantitativa, abstracción e 
igualdad”. De esta manera, sostiene que la igualdad humana es 
entendida por Marx como “homogenización y disolución de la 
diversidad y pluralidad”, y que esta es instalada socialmente 
como dispositivo de gobierno al servicio del “mundo de las 
mercancías”. Asimismo, afirma que esta igualación de los seres 
humanos, convertidos en algo cuantificable, se realiza mediante 
su reducción al tiempo. Así, presenta al tiempo del capital 
como un tiempo caracterizado por la sucesión monótona de 
unidades consecutivas, homogéneas, lineales e iguales a sí 
mismas. 

Por último, es interesante la recuperación que realiza 
Martín de la crítica de Marx a la igualdad a través de un 
artículo de Allen Wood. En línea con este pensador, concibe 
que no sería adecuado considerar a Marx como un igualitarista 
en cuanto la crítica que el filósofo realiza al modo de 
producción capitalista no se asienta sobre la base de principios 
de justicia o de igualdad de derechos. Por el contrario, el ideal 
de igualdad resulta ser el medio por el cual se consuma la 
opresión. Por todo ello, sostiene que, en los escritos de Marx, la 


abolición revolucionaria de las clases sociales no implica 
ninguna suerte de igualdad entre los seres humanos. 

En el penúltimo capítulo de los que componen este libro, 
Laura Duimich demuestra sus amplios conocimientos sobre las 
teorías igualitaristas contemporáneas y propone un análisis 
comparativo detallado de las visiones embrionarias del 
comunismo presentes en algunas obras de William Shakespeare 
y de Oscar Wilde poniendo el acento en los conceptos de 
“comunidad”, “fraternidad”, “igualdad” y “reciprocidad”. 
Siguiendo a Marx, parte de la idea de que muchos de los 
retratos más claros de las condiciones de vida de una época 
pueden encontrarse en su producción artística. En este sentido, 
retoma las consideraciones del crítico literario británico Terry 
Eagleton acerca de la pertinencia de identificar descripciones 
de la sociedad comunista en la literatura de la época ante la 
ausencia de un análisis detallado de esta en la perspectiva 
marxiana. 

En la primera parte, la autora realiza un paralelismo entre 
las formas de comunismo presentes en dos grandes obras de 
William Shakespeare, La tempestad y El rey Lear, a partir de los 
desarrollos de Eagleton, donde realza tanto las condiciones 
objetivas como las subjetivas. En este sentido, muestra que la 
sociedad imaginada por Gonzalo en La tempestad contempla, en 
cuanto a las condiciones objetivas, la vigencia de una 
superabundancia plena, producto de una naturaleza 
absolutamente providente y un ethos indolente, en relación 
con las condiciones subjetivas, mientras que en El rey Lear 
las penurias materiales dan cuenta de un comunismo de la 
escasez y de un ethos comunitario, respectivamente. 

En la segunda parte, Duimich analiza El alma del hombre 
bajo el socialismo, de Oscar Wilde, donde éste realiza su propia 
descripción acerca de cómo sería la vida en el socialismo. Así, 
muestra que, en cuanto a las condiciones objetivas, el 
socialismo de dicho autor se asemeja a la escena utópica de 


abundancia donde deja de existir la propiedad privada y cada 
uno puede cubrir sus necesidades y alcanzar un individualismo 
refinado. La autora muestra que, en el plano subjetivo, la 
indolencia del dandy pasa a ser el ethos indolente de la utopía 
wildeana. Por último, Duimich destaca que las formas de 
comunismo de Shakespeare y Wilde tienen elementos en común 
con los presentados por Marx cuando se refiere al tipo de 
sociedad poscapitalista, así como también anticipan elementos 
que son tomados en cuenta por las teorías contemporáneas de 
la justicia social. 

Finalmente, el capítulo de Diego Alexander Olivera realiza 
un análisis detallista y audaz acerca de la noción del 
igualitarismo griego y su vínculo con el capitalismo actual 
presente tanto en la obra de Ellen Meiksins Wood como en la 
de Víctor Davis Hanson, para posteriormente dar cuenta de los 
límites y alcances de la democracia griega como laboratorio 
para la comprensión del fenómeno de la igualdad. El interés del 
autor está puesto en contraponer ambas concepciones sobre la 
igualdad en la medida en que el pensamiento político de 
Meiksins Wood se inscribe dentro de las tradiciones del 
socialismo contemporáneo, y el de Hanson, dentro del 
clasicismo conservador y meritocrático, poniendo en evidencia 
que, desde finales del siglo pasado, la cuestión de la igualdad 
en la Grecia clásica es un campo de batalla ideológico. 

Olivera comienza mostrando cómo, durante mucho 
tiempo, la tendencia académica era abordar el problema de la 
democracia griega desde la paradoja de la esclavitud antigua 
hasta que quedó demostrado que la esclavitud ocupaba un 
papel relativamente marginal y que la particularidad de la 
experiencia griega era el hecho de que la mayor parte de la 
población ciudadana era pobre y que esa pobreza no 
condicionaba su participación en el gobierno de la ciudad. A 
partir de esto, sostiene el autor que, en las últimas décadas del 
siglo pasado, los estudios sobre la democracia griega 


comenzaron a prescindir de la esclavitud configurando al 
pequeño y mediano propietario agrícola libre como actor 
central. Dentro de este proceso, muestra que Meiksins Wood es 
una figura central: ella se ocupó del estudio del campesinado y 
la democracia griega con el fin de reflexionar y criticar la 
desigualdad en el capitalismo actual. No obstante, esta 
recuperación del “momento campesino” no fue exclusiva de 
autores socialistas, a ella se sumaron otros pensadores, como el 
clasicista Hanson, que también vinculó sus estudios sobre el 
campesinado ático con sus observaciones sobre la realidad 
política de los Estados Unidos y sus cuestionamientos a la idea 
liberal-progresista de igualdad. En este sentido, Woods y 
Hanson, que parten de marcos ideológicos diferentes, llegan a 
conclusiones disímiles y a concepciones de la igualdad 
distintas, mostrando que lo que está en discusión no es el papel 
de los agricultores en la Antigua Grecia, sino el propio 
concepto de “igualdad”, y la forma en que este permite 
entender el desarrollo histórico ateniense y explicar las 
desigualdades del presente. 


Igualitarismo socialista: necesidades, 
talentos y distopías 


Fernando Lizárraga! '! 


La tradición socialista -que es mucho más extensa y antigua 
que la versión más conocida: el marxismo- ha tenido desde sus 
orígenes una inextricable, aunque trabajosa, relación con el 
ideal igualitario. En la teoría política contemporánea, dicha 
complejidad se expresa como respuesta a la interrogación sobre 
qué aspectos de la vida social deben ser regidos por algún 
principio de igualdad. Además, la igualdad socialista necesita 
ser interpretada, siempre en el marco de las discusiones 
actuales, como un proceso y un resultado a la vez distributivo y 
relacional. El denominado principio de necesidades (PN), que 
el socialismo concibió como regulador de la distribución de 
cargas y beneficios en la fase superior del comunismo, 
manifiesta las tensiones mencionadas y requiere una labor de 
especificación igualitaria que supere su formulación canónica. 
Uno de los prejuicios más largamente arraigados —y alentados 
por los fallidos y terribles experimentos colectivistas- es que el 
comunismo conduce a lo que Michael Sandel califica como 
“pesadilla igualitaria”. Dicho sueño inquietante aparece en una 
ficción de Kurt Vonnegut Jr., “Harrison Bergeron”, y tiene un 
curioso parecido con el esquema que John Rawls imagina, tal 
vez irónicamente, para el comunismo regido por el principio de 
necesidades. En dos artículos publicados en 1974, Rawls acepta 
que el PN podría implementarse en el socialismo, pero sostiene 


que esto demandaría la existencia de un impuesto capitado 
sobre los talentos innatos y desarrollados. Dicho mecanismo es 
completamente ajeno a la concepción socialista y tiene, 
claramente, efectos deletéreos sobre las prerrogativas 
individuales. Quizás, tal dispositivo tributario sea producto de 
la representación distópica del socialismo clásico que Rawls 
también ha expresado en sus Lecciones sobre Marx, donde 
califica al comunismo marxiano como un mundo de personas 
“extrañas”, incapaces de adquirir siquiera un sentido de la 
justicia. En lo que sigue examinaremos, en primer lugar, el 
problema de la “pesadilla igualitaria”; luego veremos el esbozo 
rawlsiano de una sociedad donde los más talentosos pagan un 
impuesto sobre sus dotes inmerecidos; después, observaremos 
cómo el mismo Rawls escoge una salida solo aparentemente 
más apacible (un mundo de abundancia plena y gente extraña); 
y por último analizaremos el PN en su interpretación igualitaria 
al interior de la tradición socialista, disipando así los temores o 
las anticipaciones distópicas de Rawls. 


La pesadilla igualitaria en “Harrison Bergeron” 

En una aguda previsión de futuros posibles, sobre las 
coordenadas abundancia/escasez y jerarquía/igualdad, Peter 
Frase (2016) anticipa las siguientes configuraciones: 
comunismo (igualdad y abundancia); socialismo (igualdad y 
escasez); rentismo (abundancia y jerarquía); exterminismo 
(escasez y jerarquía). Aceptemos por el momento que la visión 
del comunismo es correcta en esas dos dimensiones. Lo que 
Frase añade, correctamente, es que cualquier comunismo 
futuro tendrá varias formas o modalidades de jerarquía ya no 
económicas, pero sí asociadas, por ejemplo, al estatus. Las 
diferencias convertidas en desigualdades parecen configurar un 
escenario casi inevitable incluso allí donde ya ni siquiera hay 
clases, ni racismo ni patriarcado (Frase, 2016). Para que la 
igualdad absoluta y estricta prevalezca, deben anularse, de 


algún modo, las diferencias personales en todos los sentidos 
imaginables. Y esto es precisamente lo que imagina Kurt 
Vonnegut en el cuento “Harrison Bergeron”. Este relato fue 
publicado originalmente en The Magazine of Fantasy 8: Science 
Fiction (1961), donde compartía tapa con un texto de Isaac 
Asimov, en un denominado “12th Anniversary All Star Issue”. 
Posteriormente fue publicado en el libro Welcome to the Monkey 
House (1968). El párrafo inicial describe los rasgos de una 
sociedad estrictamente igualitaria a finales del siglo XXI. 


Era el año 2081 y todos eran por fin iguales. No solo eran iguales 
ante Dios y la ley. Eran iguales en todo sentido posible. Nadie era 
más inteligente que nadie. Nadie era más apuesto que nadie. 
Nadie era más fuerte o más rápido que ningún otro. Toda esta 
igualdad se debió a las enmiendas 211%, 212% y 213? a la 
Constitución, y a la incesante vigilancia de los agentes del 
discapacitador general de los Estados Unidos (Vonnegut, 1961: 
5). 12) 


Para conseguir semejante igualdad, el gobierno, a través 
del Discapacitador General, se ocupaba de neutralizar las 
ventajas naturales de todos y de cada uno. Los más bellos 
llevaban máscaras horribles; los más fuertes cargaban lastres 
proporcionales a su potencia; los más listos debían portar 
auriculares que emitían sonidos espeluznantes cada vez que 
algún pensamiento se volvía demasiado complejo. La idea era 
evitar que personas como George Bergeron, padre de Harrison, 
“sacaran una ventaja injusta de sus cerebros” (Vonnegut, 1961: 
5). George cargaba, además, con una bolsa de perdigones de 21 
kilos en su cuello. Solo personas completamente estándares, 
medio estúpidas y olvidadizas, como Hazel Bergeron, madre de 
Harrison, estaban libres de lastres y  discapacitaciones 
artificiales. “Creo que yo sería una buena discapacitadora 
general”, dice Hazel en un momento, y agrega: “¿Quién sabe 


mejor que yo lo que es normal?”. George, en un breve 
pensamiento permitido, alcanza a comentar que sería 
incorrecto querer quitarse los elementos discapacitadores 
porque, así, “otra gente también se saldría con la suya” y muy 
pronto estarían “de regreso en los tiempos oscuros, con todos 
compitiendo contra todos” (Vonnegut, 1961: 7). La escena, que 
luce estrambótica, se vuelve violenta y aterradora cuando se 
anuncia por televisión que Harrison, de apenas 14 años, estaba 
siendo buscado por las autoridades luego de haber escapado de 
la cárcel, donde purgaba una pena por conspirar para derrocar 
al gobierno. Se lo consideraba “extremadamente peligroso” 
puesto que era “un genio y un atleta” y tenía “insuficiente 
discapacidad” (Vonnegut, 1961: 7). Con todas las 
discapacidades que le habían aplicado, para anular su 
inteligencia, su fuerza, su apariencia y su voluntad, Harrison 
era “una mezcla de Halloween y maquinaria” (Vonnegut, 1961: 
8). Nadie jamás había soportado tantas discapacidades 
artificiales. 

Según Sandel, el relato de Vonnegut “es una expresión 
vivaz de una crítica bien conocida contra las teorías igualitarias 
de la justicia” (Sandel, 2014: 178). Pero, aclara de inmediato, 
la teoría rawlsiana no estaría afectada por este cuestionamiento 
puesto que el principio de diferencia (PD), por caso, “muestra 
que una igualdad niveladora no es la única alternativa a una 
sociedad de mercado meritocrática” (Sandel, 2014: 178). Cabe 
recordar que el PD exige que “las desigualdades económicas y 
sociales han de ser estructuradas de manera que sean para [...] 
mayor beneficio de los menos aventajados” (Rawls, 2000: 280). 
Entonces, la crítica “bien conocida” es aquella que apunta 
habitualmente al igualitarismo como uniformidad, a partir de 
las experiencias colectivistas del siglo XX (y los despojos que 
aún persisten). En su formidable ensayo por un derecho de 
izquierda, Roberto Gargarella identifica al menos dos formas de 
igualitarismo que son lesivas para las libertades individuales. 


Por un lado, están las “visiones estalinistas, que sugerirían 
sacrificar libertades personales tanto como sea necesario” para 
maximizar la acumulación económica colectiva (Gargarella, 
2023: 40). El sacrificio resulta “inaceptable” para el 
igualitarismo de izquierda, cuya intuición fundamental reside 
en que nadie puede obtener ventajas o resultar desaventajado 
por circunstancias fuera de su control, esto es, los denominados 
“factores moralmente arbitrarios” (Gargarella, 2023: 40). Otras 
formas que afectan las libertades personales son las de la “red 
de seguridad social (safety net) o socialdemocráticas”, las cuales, 
si bien aseguran un cierto mínimo social, en particular para los 
menos afortunados, “autorizan la concentración económica en 
unos pocos y desigualdades sociales extendidas” (Gargarella, 
2023: 41), lesionando así no solo las condiciones de igualdad 
material, sino también lo que Rawls denomina “justo valor de 
las libertades políticas” (Rawls, 1995: 301 y ss.). 

El relato de Vonnegut -y a riesgo de incurrir en casi un 
spoiler—- muestra dos aspectos de una sociedad igualitaria al 
estilo estalinista o, si se nos permite, totalitario. Desde el 
primer párrafo, se nos anuncia la presencia de un Estado con 
un régimen constitucional que, a su vez, tiene agentes que 
responden a la oficina del Discapacitador General. Cuando esta 
oficina entra directamente en acción en un punto del relato (no 
solo a través de los dispositivos colocados en las personas), 
nada indica que dichos agentes sean tratados como los demás 
ciudadanos. En la cima del Estado, los agentes no son 
exactamente iguales a todos los demás; los discapacitadores no 
están discapacitados: los privilegios del partido o de la policía 
secreta son rasgos propios de toda forma totalitaria, real o 
ficcional. De todos modos, bien podría pensarse que los 
discapacitadores son personas completamente promedio, como 
Hazel Bergeron, y por eso no precisan llevar discapacidades 
artificiales. Pero eso haría imposible el gobierno, ya que Hazel 
olvida rápidamente cualquier pequeño pensamiento que logra 


desarrollar toscamente. Como revela el personaje de George 
Bergeron, los lastres sobre las capacidades buscan evitar el 
regreso al mundo de la competencia. Por eso, este modelo que 
anula los talentos tampoco puede ser asimilado a aquellos que 
Gargarella llama “visiones tipo línea de largada” (starting gate 
theories) que buscan “igualar a todos en sus condiciones 
iniciales” y luego habilitan la competencia sin importar 
los resultados finales, por más no igualitarios que sean 
(Gargarella, 2023: 41). Estas visiones, en realidad, se 
asemejan al sistema que Rawls denomina “igualdad 
liberal”, es decir, una combinación de justa igualdad de 
oportunidades y eficiencia. 

En el hiperbólico mundo de Vonnegut, entonces, se verifica 
un mecanismo igualador o nivelador hacia abajo que no se 
lleva bien con el igualitarismo más refinado que administra las 
diferencias moralmente arbitrarias por medio de las 
instituciones. Con el fin de que nadie obtenga una ventaja 
injusta por el uso de sus privilegiados cerebros, el Estado 
simplemente suprime tales diferencias en lugar de hacerlas 
funcionar para beneficio de todos y, en especial, de los menos 
aventajados, como manda el igualitarismo de Rawls. En 
principio, entonces, parece ser una forma de comunismo/ 
estalinismo ya que, según las coordenadas de Frase, hay aquí 
abundancia e igualdad (atrozmente forzosa) y, según el criterio 
de Gargarella, la igualdad estricta suprime libertades en 
nombre de una entidad colectiva. Curiosamente, Rawls 
incursionó en un esquemático experimento mental sobre el 
comunismo y el principio de necesidades en dos textos 
publicados en 1974. Como veremos a continuación, el 
mecanismo institucional que Rawls postula para implementar 
el principio distributivo comunista arroja como resultado un 
mundo pavorosamente parecido al de “Harrison Bergeron”. 


Un impuesto sobre (y contra) los talentos 


En Teoría de la Justicia ([1971] 2000), Rawls no tiene mucho 
para decir sobre el comunismo. Como regla, considera que 
Marx anticipaba una sociedad más allá de las circunstancias de 
justicia, esto es, en condiciones materiales de abundancia y 
subjetivas de óptima cooperación. Sin embargo, sí examina — 
aunque brevemente- los principios distributivos de la tradición 
socialista en el marco de su análisis sobre los preceptos de 
justicia. Así, aborda el principio de contribución, según el cual 
cada persona recibe de manera proporcional a su aporte 
individual (menos las deducciones realizadas para un fondo 
común). Sin decir que es una norma socialista y reduciéndolo 
al estatus de precepto de sentido común, Rawls dictamina que 
no es una norma suficientemente general como para 
convertirse en un principio de justicia. Además, añade el autor, 
los preceptos de justicia, al ser incompletos por definición, 
requieren de un conjunto de instituciones de trasfondo para 
poder operar. De todos modos, podrían ser aplicados sobre las 
porciones distributivas, de manera subordinada a principios e 
instituciones más generales. Por ejemplo, explica Rawls, en una 
economía competitiva y sin igualdad de oportunidades, tendría 
más valor distributivo el entrenamiento que el esfuerzo; pero, 
en una sociedad con justa igualdad de oportunidades, donde el 
acceso al entrenamiento y la educación ha sido brindado a 
todos, el esfuerzo podría ser un criterio de diferenciación. Con 
todo, muy al pasar, considera que, así como el principio 
milliano de utilidad podría elevarse a primer principio, lo 
mismo podría decirse del principio de necesidades (PN) 
socialista: “De cada quien según su habilidad, a cada quien 
según su necesidad” (Marx, 1973: 425). No obstante, desestima 
rápidamente la posibilidad porque “adoptar uno de [los 
principios de sentido común] como primer principio nos 
conducirá seguramente a descuidar otras cosas que han de 
tenerse en cuenta” (Rawls, 2000: 285). Esas “otras cosas” son el 
marco institucional general de la economía y la sociedad. La 


distribución según las necesidades, explica Rawls, es 
inespecífica y debe circunscribirse a la rama de transferencia 
(Rawls, 2000: 286), la cual funciona de manera articulada con 
las ramas de asignación, de estabilización y de distribución en 
el hipotético esquema institucional rawlsiano. 

Tras haber despachado rápidamente al PN en Teoría de 
la Justicia, Rawls retoma el análisis de este principio (o 
precepto de sentido común) en dos artículos publicados en 
1974: “Some Reasons for the Maximin Criterion” [“Algunas 
razones a favor del criterio maximin”] (1974a) y “Reply to 
Alexander and Musgrave” [“Respuesta a Alexander y a 
Musgrave”] (1974b). En el primer artículo, enfatiza que el 
criterio maximin es aquel según el cual la justicia exige 
maximizar la posición de los menos aventajados en un esquema 
de reciprocidad general, tomando como punto de partida una 
situación de igualdad inicial. En otros términos, el criterio 
maximin prescribe que las desigualdades económicas y sociales 
funcionen “para el mayor beneficio esperado de los miembros 
menos aventajados de la sociedad” (Rawls, 1974a: 227). Es otra 
forma de nombrar al PD o a la concepción general de la justicia 
como equidad rawlsiana. El argumento central a favor del 
criterio maximin dice que un punto fijo en nuestras 
convicciones es que nadie merece ni sus atributos naturales ni 
su lugar inicial en la sociedad, por lo cual nadie puede 
reclamar ventajas especiales por el uso de estos rasgos 
inmerecidos (moralmente arbitrarios) ni ser perjudicado por no 
haber obtenido un número ganador en las loterías natural y 
social. 

Entonces, para evaluar un criterio general o sus principios 
derivados, la regla consiste en considerar cuál de ellos 
neutraliza de mejor manera las desigualdades que pueden 
surgir del uso de las ventajas iniciales. Rawls entiende que la 
distribución de los talentos es un acervo común (common asset) 
y que no hay razón para suprimir tales variaciones entre 


personas. En rigor, 


cuando se respeta el criterio maximin, la distribución natural de 
las habilidades es vista, en algunos aspectos, como un activo 
común. Mientras que una distribución igual puede parecer más 
adecuada con la igualdad de personas morales libres, al menos si 
la distribución fuese un asunto de elección, esto no es razón para 
eliminar las variaciones naturales, mucho menos para destruir 
talentos inusuales (Rawls, 1974a: 230). 


De lo que se trata es de hacerlas funcionar, 
institucionalmente, en favor de todos y de los menos 
aventajados en particular. La reciprocidad entre grupos es 
crucial en este esquema (Rawls, 1974a: 231), a tal punto que se 
espera que quienes se benefician más lo hagan en modos que 
puedan ser justificados ante quienes se benefician menos. En 
este contexto, Rawls explica que un tributo sobre los ingresos 
podría ser un mecanismo idóneo (Rawls, 1974a: 231) e insiste 
en que resulta inadmisible destruir talentos en nombre de la 
igualdad (Rawls, 1974b: 246-247). 

Con todo, en un intento de vislumbrar una posible 
implementación del PN como primer principio, Rawls admite 
que 


el criterio maximin se adecuaría al precepto “de cada quien según 
su habilidad, a cada quien según su necesidad” si la sociedad 
aplicara un impuesto capitado sobre los activos naturales. De este 
modo, las desigualdades en ingresos serían reducidas en gran medida 
cuando no directamente eliminadas (Rawls, 1974a: 231; mis 
cursivas). 


Al especificar un poco más esta idea, sostiene que el 
criterio maximin se ajustaría al “precepto citado por Marx [el 
PN] si la sociedad fuese a implementar un impuesto total [lump 


sum tax] sobre los activos naturales y los mejor dotados tuvieran 
que pagar un impuesto más alto” (Rawls, 1974b: 252; mis 
cursivas). Se trata, lisa y llanamente, de cobrar un impuesto a 
los talentos naturales para neutralizar las ventajas que los más 
afortunados pueden obtener a partir de su utilización y 
compensar a quienes no han tenido la misma suerte en la 
lotería natural. 

Al contemplar este mecanismo para la implementación del 
PN, Rawls observa de inmediato los problemas prácticos y 
normativos que conlleva. En primer lugar, parece casi 
imposible identificar y medir las habilidades relevantes como 
para poder fijar un tributo; segundo, incluso si esto fuese 
posible, habría personas que tenderían a ocultar sus atributos 
para eludir el gravamen; y, tercero y principalmente, este 
impuesto supone una interferencia inadmisible sobre las 
libertades básicas (Rawls, 1974a: 231). Es cierto que Rawls no 
tiene ningún compromiso con la autopropiedad y que la 
distribución de los talentos es parte de un acervo común. Pero 
esto simplemente implica que los más aventajados deben ser 
alentados para mejorar su propia situación si, y solo si, al 
mismo tiempo mejoran la de quienes están peor. Obligar a los 
más talentosos a trabajar para los menos afortunados o, en el 
extremo, sofocar sus talentos con un impuesto a estos, 
constituye una violación no solo de las libertades, sino también 
del preciado bien primario del respeto por uno mismo (Rawls, 
1974a: 231). 

Para ilustrar las dificultades prácticas de implementar el 
gravamen sobre los talentos, Rawls toma el caso de la 
inteligencia como capacidad natural y adquirida. Así, sostiene 
que, “si una habilidad fuese, por ejemplo, una computadora en 
la cabeza con una capacidad fija medible, y con definidos e 
inalterables usos sociales”, no habría problema para determinar 
el impuesto. Sin embargo, la inteligencia no es una “habilidad 
natural innata” y, como otras capacidades, “debe tener 


indefinidamente muchas dimensiones que son formateadas y 
alimentadas por diferentes condiciones sociales” (Rawls, 
1974b: 253). Las capacidades, innatas o adquiridas, añade 
Rawls, tienen variaciones significativas que son complejas y 
todavía poco comprendidas. Más aún, 


entre los elementos que afectan a estas capacidades están las 
actitudes sociales y las instituciones directamente involucradas 
con su entrenamiento y reconocimiento. Por lo tanto, la 
capacidad potencial de ingresos no es algo independiente de las 
formas sociales y las contingencias particulares en el curso de la 
vida, y la idea de un impuesto total no es aplicable (Rawls, 
1974b: 253). 


Y tampoco es aplicable cuando se considera el problema de 
en qué momento de la vida dicho impuesto tiene que ser 
calculado. Si el PN depende, entonces, de un impuesto de tales 
características, es inviable por muchas razones. El criterio 
maximin, en cambio, sale airoso porque acepta la diversidad en 
la distribución de capacidades o talentos, y exige que nadie se 
beneficie a menos que esto funcione para ventaja de todos y en 
particular de los menos afortunados (Rawls, 1974b: 253). 

Tras considerar la posibilidad de adoptar el PN como 
primer principio y descartarlo por ser inaplicable en la práctica 
e inaceptable por sus implicancias para otros aspectos de la 
teoría, Rawls concluye que 


Marx parece haber pensado que este precepto [...] pertenece a 
una sociedad socialista completamente desarrollada, cuando el 
propio trabajo es la primera necesidad vital (das erste 
Lebensbediirfnis) y las limitaciones de escasez moderada ya no 
se aplican. Así, en este sentido, no es un precepto de justicia, sino 


un precepto para una sociedad más allá de la justicia (Rawls, 
1974b: 252). 


Por lo tanto, puede colegirse que Marx “presupone una 
sociedad más allá de la justicia; y, dadas instituciones justas, 
puede requerirse mucho más que un sistema de impuestos 
factible para hacerlo efectivo” (Rawls, 1974b: 253). 

Como se sabe, Rawls considera que sus principios de 
justicia son compatibles con un régimen de propiedad privada 
o con un régimen de propiedad social, con el capitalismo o con 
el socialismo. Es una convicción que se mantiene desde Teoría 
de la Justicia hasta sus escritos tardíos, en particular la 
Reformulación de 2001 (2004). De allí que no sea del todo 
extraño que, en algún punto, se haya detenido a considerar la 
viabilidad del PN. Tampoco es sorprendente su conclusión de 
que Marx había pensado tal principio para una sociedad más 
allá de la justicia, ya que es la visión que anticipa en Teoría de 
la Justicia, donde se lee: 


una sociedad donde todos puedan conseguir el máximo 
bienestar, donde no haya demandas conflictivas y las necesidades 
de todos aparezcan unidas, sin coacción, en un armonioso plan de 
actividad, es una sociedad que, en cierto sentido, va más allá de 
la justicia. Ha eliminado las ocasiones en que se hace necesario 
recurrir a los principios del derecho y la justicia. Este caso ideal 
no me interesa, por más deseable que pueda ser (Rawls, 2000: 
263). 


En una nota al pie, Rawls aclara que “algunos han 
interpretado la concepción de Marx de una sociedad 
completamente comunista como una sociedad más allá de la 
justicia”, en el sentido referido en el párrafo recién citado; esto 
es, una sociedad donde se han eliminado las circunstancias de 
justicia (Rawls, 2000: 263). Lo novedoso en los artículos de 
1974 es ese sistema impositivo sobre los talentos, el cual 
convertiría al PN en algo compatible con el criterio maximin, 
pero al precio de sacrificar libertades básicas y eficiencia. 


Pareciera que Rawls no puede concebir al socialismo sin 
coerción, con igualdad voluntaria o con virtudes institucionales 
y personales capaces de arrojar resultados compatibles con las 
exigencias del PN. El gravamen sobre los talentos no está muy 
lejos, en esencia, del grotesco sistema de discapacitaciones que 
imaginó Vonnegut diez años antes de la publicación de Teoría 
de la Justicia. 

Como veremos más adelante, el PN se funda en un rechazo 
de la autopropiedad y, por ende, puede asumir sin problemas la 
distribución de talentos como un activo común que, en función 
de la reciprocidad, puede funcionar en beneficio de todos y de 
los más desfavorecidos en particular. Si la piedra de toque para 
evaluar principios distributivos consiste en observar cuál 
neutraliza mejor la incidencia de las contingencias naturales, 
puede decirse que el PN está en mejores condiciones que el 
criterio maximin rawlsiano que, en última instancia, autoriza 
desigualdades económicas y sociales a partir de una 
justificación factual de los incentivos no igualitarios (Lizárraga, 
2016a: 80-81). El principio socialista nunca ha sido 
interpretado como un mandato para la supresión de talentos, 
sino, por el contrario, como un impulso al florecimiento de la 
diversidad de autorrealizaciones. Entonces, la sola idea de 
implementar el PN a través de un impuesto de suma total sobre 
los talentos —además de tener tenebrosas reminiscencias con el 
mundo distópico de “Harrison Bergeron”- es inaceptable para 
el socialismo y su idea de libertad como autorrealización. El 
socialismo bien puede tomar como propias las razones de 
Rawls para rechazar el impuesto a los talentos, ya que la 
prerrogativa personal es un punto innegociable. El deber de 
contribuir es parte del esquema de reciprocidad socialista, pero 
a nadie se le obliga hacer tal o cual tarea, o se le impide optar 
por un paquete de trabajo-ocio de su preferencia. Acierta Rawls 
cuando dice que hace falta mucho más que un sistema de 
impuestos factible: según el socialismo, lo que hace falta es un 


ethos de justicia capaz de equilibrar instituciones justas y 
personas justas, abundancia moderada y personas 
suficientemente motivadas para sostener los principios justos e 
igualitarios. Si volvemos sobre las tipologías de Gargarella y de 
Frase, podríamos decir que la sociedad que Rawls imagina 
aquí, con ese ominoso impuesto sobre los talentos, se parece 
más al estalinismo, con su centralización de las decisiones y la 
violación sistemática de las libertades individuales; o quizá sea 
una forma de rentismo (jerarquía y abundancia), ya que se 
requiere de una cierta estructura burocrática con poder 
coactivo y estatus privilegiado para implementar el impuesto 
sobre lo más aventajados. 


Abundancia plena y personas extrañas 

Así como, en los artículos de 1974, Rawls coquetea con una 
distopía totalitaria que suprime los talentos a fuerza de 
impuestos, en las Lecciones sobre la Historia de la Filosofía 
Política (2009) imagina un comunismo también inquietante. Ya 
no se trata de una sociedad que anula talentos por vía de un 
impuesto, ni de una mera situación de abundancia tal que 
puede considerarse más allá de la justicia. Recuérdese que, en 
su primera caracterización del comunismo, señala que se trata 
de un lugar donde “todos [pueden] conseguir el máximo 
bienestar, donde no [hay] demandas conflictivas y las 
necesidades de todos [aparecen] unidas, sin coacción, en un 
armonioso plan de actividad”. Esto remite a una noción de 
abundancia plena que Rawls ratifica al señalar, en 1974, que 
Marx piensa el PN para una sociedad donde las limitaciones de 
la escasez ya no tienen cabida y el trabajo es 
predominantemente atractivo y desalienado (Rawls, 1974b: 
252). En otro lugar hemos discurrido y argumentado contra la 
visión que atribuye a Marx un pronóstico de abundancia 
absoluta como condición para el socialismo (Lizárraga, 2016a: 
67 y ss.), en línea con la lectura que hacen tanto G. A. Cohen 


como el propio Rawls. Aunque consideramos que Marx no 
hacía tal previsión y que el ecosocialismo debe rechazarlo si en 
efecto existe tal vaticinio, en obsequio al presente argumento 
adoptaremos la interpretación rawlsiana, esto es, que para 
Marx el comunismo es una sociedad más allá de la justicia por 
haber superado las circunstancias que la hacen posible y 
necesaria. 

La implicancia directa de esta visión es que tal sociedad ha 
“eliminado las ocasiones en que se hace necesario recurrir a los 
principios del derecho y la justicia” (Rawls, 2000: 263). Ya no 
se requieren las normas puesto que la abundancia soluciona 
todo conflicto distributivo o, mejor dicho, lo vuelve abstracto. 
El PN, entonces, aunque aparezca inscripto en las triunfales 
pancartas de la nueva sociedad —como lo indica Marx en la 
Crítica del Programa de Gotha—, se convierte en la descripción de 
un estado de cosas y no en la prescripción de un deber ser 
distributivo. Rawls, siempre tras los pasos de G. A. Cohen en 
este punto, considera que esta es la visión que efectivamente 
tenía Marx sobre el comunismo futuro. Un corolario de esta 
posición es que niega la necesidad de agencia virtuosa por 
parte de las personas, ya que la igualdad distributiva se alcanza 
simplemente gracias a la abundancia plena. 

Podría pensarse que, fiel a su concepción sobre la 
estructura básica como objeto de la justicia, Rawls entiende 
que el comunismo, al igual que la sociedad bien ordenada 
regida por los principios de la justicia como equidad, no 
requiere el ejercicio de virtudes personales, puesto que bastan 
las virtudes de las instituciones. Pero, en una sociedad situada 
absolutamente más allá de la justicia, claro está, no hace falta 
ni la virtud institucional ni la virtud personal, en lo que toca a 
la justicia distributiva. Esta descripción está emparentada con 
las narraciones míticas o utópicas sobre mundos de abundancia 
ilimitada, donde es posible incluso prescindir del trabajo 
productivo. En efecto, la visión del comunismo que Rawls 


expone en las Lecciones es, a la postre, casi tan tenebrosa como 
aquella que se parece al mundo de “Harrison Bergeron”. 

En la tercera Lección, titulada “Marx IM. Su ideal: Una 
sociedad de productores libremente asociados”, Rawls examina 
las razones por las cuales Marx no accedió explícitamente a 
elaborar una concepción de lo justo y se detiene a imaginar la 
forma que el comunismo adoptaría, en cuanto asociación libre 
de productores. Se trata de una sociedad, dice Rawls, sin 
conciencia ideológica, sin alienación y sin explotación 
(Rawls, 2009: 439). Aquí, Rawls entiende la conciencia 
ideológica, o, sencillamente, la ideología, como una falsa 
conciencia que permite estabilizar a un sistema social. Esta 
ideología, en la acepción negativa de Marx, está compuesta por 
“las ilusiones (apariencias) y las delusiones (engaños)” (Rawls, 
2009: 439). El punto importante aquí es que Rawls introduce la 
idea de que, en una sociedad comunista de “productores 
libremente asociados, dejan de ser necesarias todas esas 
delusiones: el funcionamiento de la economía se guía por un 
plan democrático y públicamente reconocido, porque es visible 
para todos sin que ello ocasione consecuencia perturbadora 
alguna” (Rawls, 2009: 442). Esta idea de planificación 
democrática en la fase superior de la sociedad comunista se 
repite una y otra vez a lo largo de esta Lección. Así, con el 
trasfondo de la socialización de los recursos y la conversión del 
trabajo en necesidad vital, la participación de todos en los 
asuntos públicos y la nueva transparencia del mundo social 
permiten superar la alienación en todas sus formas. La 
planificación democrática, a su vez, también expresa la 
superación de la explotación de clase, puesto que ahora “se 
respeta el derecho igualitario que emana de la idea que tiene 
Marx de la justicia como el igual acceso de todas las personas a 
los recursos de la sociedad” (Rawls, 2009: 445).1%! En 
definitiva, escribe Rawls: 


Esa comprensión compartida que dichos productores tienen de su 
mundo social —manifestada en el plan económico público- es una 
descripción verdadera de su mundo social. Constituye también 
una descripción de un mundo social que es justo y bueno. Es un 
mundo en el que los individuos satisfacen sus verdaderas 
necesidades humanas de libertad y desarrollo personal, en el que, 
al mismo tiempo, se reconoce el derecho de todos a tener igual 
acceso a los recursos de la sociedad (Rawls, 2009: 446). 


Tras esta definición, Rawls examina el principio de 
contribución y, en particular, señala que esta norma permite 
desigualdades al recompensar con más medios de consumo a 
quienes pueden realizar mayores aportes en virtud de sus 
talentos especiales o, como diría Marx, “privilegios naturales”. 
Rawls no ignora que Marx advirtió las limitaciones de este 
principio de la fase inferior del comunismo y por eso se 
pregunta por qué este no pensó en algo similar al principio de 
diferencia. Hemos analizado con detalle este problema en otro 
lugar (Lizárraga, 2016) y concluido que Marx estuvo a un tris 
de formular tal principio y que, de haberlo conocido, sí lo 
habría aceptado como fórmula superadora del principio de 
contribución. Rawls, una vez más siguiendo a Cohen, arroja 
sobre Marx una severa imputación al decir que este adoptó una 
“perspectiva libertaria”, la cual implica, por un lado, afirmar la 
autopropiedad -que permite que cada quien haga lo que le 
venga en gana sin afectar derechos de otros— y, por otro, que 
nadie está obligado a ayudar a nadie a no ser que medie alguna 
forma de contrato entre las partes (Rawls, 2009: 449). Rawls 
confiesa: 


... nO me atrevería a tanto como decir que Marx es un libertario 
de izquierda, pues él jamás se habría calificado a sí mismo de ese 
modo. Pero es cierto que esa es una perspectiva que encaja en 
varios sentidos con lo que él dice (Rawls, 2009: 449). 


En particular, piensa Rawls, encaja con la visión 
libertariana de izquierda sobre la igualdad inicial de acceso a 
los recursos externos, y, más importante aún, resulta notable 
que Marx no ponga como condición que los mejor dotados 
ganen más, pero solo de un modo que contribuya a mejorar la 
posición de los menos dotados. Entonces, más allá del igual 
acceso a los bienes externos, dice Rawls, “nadie le debe nada a 
nadie, salvo aquello que quieran deber voluntariamente. Los menos 
favorecidos no están privados por ello del acceso a los recursos 
externos; lo único que sucede, simplemente, es que no están tan 
bien dotados” (Rawls, 2009: 450; mis cursivas). Así, es una 
sociedad en la cual, en línea con lo previsto en La Ideología 
Alemana, no hay exigencias de ayuda mutua y cada quien 
puede hacer lo que se le ocurra, en un marco de abundancia 
que evita conflictos distributivos. En suma, dice Rawls, Marx 
rechazaría una norma como el PD o el criterio maximin que 
exige mejorar la situación de los menos aventajados. Y esto es 
así, añade Rawls, siempre en coincidencia con Cohen, porque 


el filósofo alemán concebía al comunismo como una forma 
radical del igualitarismo —de acceso igualitario a los recursos de 
la sociedad— sin coacción. Esto último significa que nadie puede 
ser obligado a beneficiarse solo de forma que contribuya con ello 
también al bienestar de otros. Esto sería coactivo. Equivaldría a 
dar derechos a unas personas (aquellas a las que se ayuda de ese 
modo) sobre cómo deben usar otras sus poderes (suponiendo que 
todas respeten el principio libertario de izquierda del derecho a 
una igualdad de acceso) (Rawls, 2009: 450). 


Este comunismo que Rawls vislumbra es atractivo, entre 
otras cosas, porque cada quien hace lo que se le antoja, 
individual o grupalmente, y “no hay una conciencia de 
limitación o de obligación moral, ni sensación alguna de estar 
ligados por unos principios de lo correcto y lo justo” (Rawls, 


2009: 451). Rawls conjetura que la autorrealización individual 
en el comunismo podría ocurrir a través de un esquema 
cooperativo como el que se da en una orquesta, con una 
división del trabajo que es compatible con la realización 
individual en cuanto la cooperación no es forzosa ni excluye a 
nadie. Pero, dice Rawls, la visión de Marx no es esta, sino una 
en la cual se espera que 


nos convirtamos en unos individuos plenamente versátiles y nos 
unamos a los demás solo si nos place hacerlo. Se trata de una 
idea acorde con la de “autopropiedad” [...] y que no está 
restringida por conciencia alguna de lo correcto o de lo justo 
(Rawls, 2009: 452). 


Esta sociedad es posible por la abundancia ilimitada y la 
transformación del trabajo en algo no solo atractivo, sino en la 
primera necesidad vital (Rawls, 2009: 452). Y es aquí donde el 
PN entra nuevamente en escena, pero, según Rawls, 


no se trata [...] de un precepto de justicia ni de un principio de 
derecho. Es simplemente un principio o precepto que describe 
con precisión tanto lo que se hace como la manera en que se 
desarrollan las cosas en la fase superior del comunismo (Rawls, 
2009: 452). 


Dicha fase, recuerda Rawls, “equivale a un igualitarismo 
radical sin coacción”, donde todos tienen acceso igual a los 
recursos, igual derecho a participar en la toma de decisiones 
públicas y democráticas, y donde existe una distribución 
igualitaria del trabajo socialmente necesario. Así las cosas, 


la distribución de bienes es justa si aceptamos también como 
justa la igualdad. Además, se respeta el derecho igualitario de 
todos al uso de los recursos y a la participación en la 


planificación pública democrática, siempre que sea necesaria 
dicha planificación. Así que, en este sentido (con esta concepción 
concreta de la justicia), la sociedad comunista es sin duda justa 
(Rawls, 2009: 453). 


Ahora bien, Rawls parece advertir que la interpretación 
recién señalada es muy atractiva y se aleja de su habitual visión 
del comunismo como un mundo utópico y más allá de las 
normas. Entonces, añade un fragmento sorprendentemente 
distópico, en línea con la visión también negativa que ofrece al 
considerar el impuesto sobre los talentos. Escribe Rawls: 


Pero hay otro sentido en el que la sociedad comunista sí parece 
trascender los límites de la justicia. Y es que, aunque consiga ser 
justa en ese sentido en el que acabamos de definir, lo hace sin 
depender en absoluto del sentido de la ética o de la justicia de las 
personas. Los miembros de la sociedad comunista no son 
personas movidas por los principios y los preceptos de la justicia 
(es decir, por la disposición a actuar conforme a principios y 
preceptos de justicia). Puede que sepan lo que es la justicia y que 
recuerden que sus antepasados sí estuvieron motivados por 
aquella, pero ni el interés o la preocupación por la justicia, ni los 
debates sobre lo que esa justicia requiere para que se materialice 
forman parte de la vida normal de esas personas. Estas nos son, 
pues, extrañas: nos resulta difícil describirlas (2009: 453). 


La sorpresa y el estupor crecen cuando Rawls opina que 
“ese desinterés por la justicia era un elemento atractivo para 
Marx” (Rawls, 2009: 453). Para el filósofo de Harvard, aquí se 
plantea un problema profundo, ya que es fácil rechazar como 
utópica la abundancia ilimitada, pero no así esta indiferencia 
hacia la justicia. En este punto, Rawls enfatiza que las 
instituciones justas no se construyen por sí solas, sino que 
dependen en buena medida del sentido de justicia de los 
propios ciudadanos. Luego, es “indeseable” que no exista un 


sentido de la justicia, ya que esto es parte de la vida humana, 
de las relaciones con otras personas y del crucial 
reconocimiento de sus derechos. Escribe Rawls: “... actuar 
siempre como nos plazca sin preocuparnos por otras personas 
ni ser conscientes de sus demandas o necesidades sería una 
vida vivida sin tener conciencia de las condiciones esenciales 
de una sociedad humana digna” (Rawls, 2009: 454). 

Que Marx haya despreciado la palabrería sobre la justicia y 
sobre la formalidad del derecho no implica que no haya tenido 
un interés por lo justo. Ya la literatura ha saldado esta cuestión, 
aunque perduren algunas obstinaciones que adhieren a un 
Marx tenazmente opuesto a cualquier lenguaje moral. La visión 
rawlsiana del comunismo como una sociedad de abundancia, 
habitada por personas “extrañas”, difíciles de describir, que 
apenas recuerdan que sus ancestros sí estuvieron motivados por 
la justicia, pero ya no es algo que los preocupe o movilice, 
orilla los contornos de la distopía. La alegoría rural de La 
Ideología Alemana, llevada a este extremo, devuelve un mundo 
poco apetecible, como el mismo Rawls se ocupa de señalar al 
calificarlo como un lugar donde no se tiene conciencia de las 
condiciones de una vida digna (aunque todas las cuestiones 
materiales estén resueltas). Según la clasificación de Frase, este 
comunismo que Rawls imagina se asienta sobre las 
coordenadas de igualdad y abundancia, pero se trata de una 
igualdad que simplemente ocurre, independientemente de las 
actitudes de esas personas extrañas. Cabe enfatizar que este es 
un segundo sentido en que el comunismo está más allá de la 
justicia. Como vimos, hay un primer sentido en el que el 
comunismo es una sociedad buena y justa, donde existe la 
planificación democrática, la participación igualitaria, la 
igualdad en el acceso a los recursos, todo esto bajo la 
invocación del principio de necesidades. Si descontamos el 
supuesto de la abundancia absoluta y la noción de que el 
PN solo es descriptivo, este comunismo igualitario y 


democrático se parece mucho más al que quizás Marx (y, si no 
Marx, el marxismo tras el giro ético) haya vislumbrado. 


Un comunismo deseable (y posible) 

Situado como remate de un párrafo crucial de la Crítica del 
Programa de Gotha -y utilizado también en un casi ignoto 
fragmento de la Ideología Alemana—, el PN es el enunciado 
normativo por excelencia para el comunismo. Como dijimos, la 
tradición socialista lo había hecho suyo ya antes de que Marx y 
Engels lo adoptaran definitivamente. El texto indica claramente 
las condiciones bajo las cuales el PN puede aplicarse: 
superación de la división del trabajo, el cual se convierte en 
atractivo y en primera necesidad vital; desarrollo integral de las 
personas con el correspondiente cambio en el esquema de 
motivaciones; incremento de las fuerzas productivas hasta el 
punto en que es efectivamente posible distribuir según las 
necesidades, sin que esto implique abundancia irrestricta; la 
presencia de un ethos comunitario fundado en la reciprocidad y 
la negación de la tesis de autopropiedad (Lizárraga, 2016: 107 
y ss.; Cohen, 1995: 124). Se trata de un escenario donde las 
circunstancias objetivas y subjetivas de justicia son superiores a 
las de la fase inferior del comunismo, pero no implican una 
situación cornucópica. Esto da lugar a una sociedad que, como 
indica Pablo Gilabert, es “igualitaria, solidaria y sensible a las 
diferencias” (Gilabert, 2015: 207). Un repaso por las 
características salientes del PN, en una interpretación 
contemporánea, socialista e igualitaria, permite poner en 
evidencia los límites y las deficiencias de las visiones 
rawlsianas. 

La noción de reciprocidad, tan cara a Rawls, también es 
clave en el comunismo marxiano. Bajo el PN, en cuanto norma 
distributiva, existe un esquema cooperativo donde cada quien 
contribuye y recibe, no de manera proporcional como en el 
socialismo (o primera fase del comunismo), sino en función de 


necesidades socialmente reconocidas. Lejos de la uniformidad u 
homogeneidad, es un espacio de autorrealización individual, de 
florecimiento de lo singular que, de todos modos, no excluye el 
deber de cooperar con los demás a través de contribuciones 
significativas. Mientras la visión rawlsiana presenta un 
socialismo donde “nadie le debe nada a nadie” y un comunismo 
donde las personas casi han perdido el sentido de justicia, la 
concepción marxiana, informada por la tradición socialista, 
aboga por el deber efectivo de contribuir y postula una forma 
de reciprocidad no instrumental. Salvo quienes no pueden 
hacerlo, todos los demás deberían aportar a la creación de 
riqueza común. Y hasta quizá pueda contemplarse alguna 
forma de renta universal que cubra a quienes, por el motivo 
que fuere, prefieren no cooperar (la literatura utópica socialista 
prevé la existencia de, por ejemplo, disidentes obstinados 
[obstinate refusers]).!* 

A diferencia del “derecho burgués” que solo intercambia 
equivalentes (incluso en la etapa socialista), el PN supera ese 
rasgo al afincarse en una forma de reciprocidad no 
instrumental —para usar un afortunado concepto de G. A. 
Cohen-, la cual supone una radical ruptura con la lógica de la 
equivalencia.!?! Esta reciprocidad contribuye a que la sociedad 
adquiera un perfil deseable porque la comunidad y la 
cooperación se valoran por sí mismas (Cohen, 2011: 32-37); 
porque existe una estipulación de no ser tomado por tonto (non 
sucker proviso) que en cierta medida limita el abuso por parte 
de los polizones; y, sobre todo, en virtud de que cada quien se 
brinda porque los demás lo necesitan y no para obtener algo a 
cambio. El quantum aportado no tiene ninguna importancia, lo 
cual anula también la invocación al merecimiento fundada en 
la posesión y el uso de factores moralmente arbitrarios 
(talentos e incluso esfuerzo). De manera congruente con la 
concepción rawlsiana, esta reciprocidad no instrumental del 
comunismo impide que algunos obtengan ventajas indebidas. 


De este modo, también se evita la explotación de unos sobre 
otros, cuando se entiende la explotación en forma ampliada (no 
según el tecnicismo económico marxiano).!*. 

De lo anterior se colige fácilmente que el PN es claramente 
un principio que rechaza la autopropiedad, y no solo que la 
elude por medio de la afirmación de la abundancia o la 
hipersocialización (o la indiferencia mutua). La transferencia 
de recursos desde los más productivos y menos necesitados 
hacia los menos productivos y más necesitados ocurre como 
cuestión de principios, a través del marco institucional 
establecido y con base en la planificación democrática (que 
tanto Marx como Rawls reconocen como características del 
comunismo desarrollado). Recordemos que la tesis de 
autopropiedad impide obligar a que unos asistan o ayuden a 
otros, ya que cada quien es propietario absoluto de sí y de los 
recursos que ha adquirido. Sin embargo, no hace falta un 
impuesto sobre los talentos ni sobre sus frutos para obtener, 
democráticamente, el resultado que requiere el PN. Es difícil 
imaginar por qué Rawls pensó un dispositivo tan cercano al 
horror totalitario previsto por Vonnegut. En rigor, es 
desconcertante porque Rawls no ignora —de hecho, lo cita 
textualmente— el repudio marxiano a la incidencia distributiva 
de los denominados “privilegios naturales” en la fase inferior 
del comunismo (Rawls, 2009: 448). En suma, el PN niega la 
autopropiedad en cuanto mantiene el deber de contribuir, 
rechaza o supera la recompensa proporcional al aporte 
individual, y demanda que el total de la producción individual 
pase a formar parte del producto social y retorne solo 
parcialmente para satisfacer necesidades personales 
diferenciadas. El rechazo normativo a los privilegios naturales 
funciona plenamente bajo el PN, de modo que nadie puede 
reclamar el fruto completo de aquello que le ha sido dado por 
factores contingentes, naturales y sociales (Lizárraga, 2013: 
48-49, 55). 


El trabajo como necesidad vital y la autorrealización (con 
el esquema de trabajo-ocio que cada quien prefiera y sea parte 
de un plan público) son otros dos rasgos centrales de una 
sociedad que se guía por el PN. Estamos en presencia de una 
transmutación del trabajo respecto de las formas que adopta 
generalmente en el capitalismo, y que corresponde en buena 
medida a las anticipaciones de los socialistas utópicos como 
Charles Fourier, o de contemporáneos de Marx como William 
Morris u Oscar Wilde. También, si se quiere, es un trabajo que 
encuentra la recompensa deseada en su propia realización, 
como lo estipula el principio aristotélico rawlsiano. Marx 
sostiene que este trabajo como necesidad vital depende de la 
superación de la división del trabajo capitalista (que se 
mantiene como residuo en el socialismo) y de la abolición de la 
diferencia entre actividad manual e intelectual. En el 
comunismo no podría existir esclavitud de los talentosos (ya 
que estos se brindan voluntariamente y según el plan público y 
democrático), y las labores riesgosas o desagradables que 
persisten son o bien compartidas o bien altamente remuneradas 


como para compensar debidamente a quienes eligen realizarlas. 
[7] 
La “crítica bien conocida contra las teorías igualitarias de 


la justicia” que refiere Sandel, como vimos, remite a la 
“pesadilla igualitaria” del modelo estalinista y afines. El punto 
es que, habitualmente, se ha querido sostener que la igualdad 
siempre exige el sacrificio de libertades básicas. Pues bien, 
nada de esto es cierto, normativamente, bajo el PN. Su 
implementación, según la tradición socialista, supone un 
sistema de libertades, publicidad e instituciones democráticas 
que presuponen y aseguran las libertades individuales. Es cierto 
que, si se toma el enunciado del PN a secas, nada dice de 
dichas instituciones, pero un repaso de la tradición socialista en 
general y del marxismo en particular permite observar una 
inquebrantable vocación democrática y republicana. El modelo 
de la Comuna de París sigue siendo una fuente insoslayable. 


Los más recientes trabajos sobre el socialismo republicano 
también apuntan en tal sentido (O'Shea, 2019; Roberts, 2017: 
230-231; passim). En tal sentido, Gilabert enfatiza que “una 
descripción completa [de la dimensión normativa] del 
socialismo debería incluir también otros principios”, como, por 
ejemplo, “principios de libertad civil y política, y entenderlos 
capaces de sobrepujar al [principio de necesidades] cuando sus 
aplicaciones entran en conflicto” (Gilabert, 2015: 203). La 
prerrogativa personal, en cuanto inviolabilidad del individuo, 
no puede sino ser parte esencial del socialismo. 

El marco democrático mencionado impide, por otra parte, 
soluciones paternalistas y la temida dictadura sobre las 
necesidades, esto es, que alguna élite tecno-burocrática decida 
cuáles son las necesidades que han de ser satisfechas. La 
métrica de necesidades, claro está, ha dado origen a una vasta 
producción académica y no pocas controversias. Lo cierto, 
como dice Cohen, es que la noción de necesidades nos hace 
mirar en la dirección correcta, aunque sea difícil especificar 
cuáles, en qué cantidad y calidad. Pero hay suficientes 
indicaciones en la literatura marxiana como para capturar esta 
escurridiza noción. Por ejemplo, en La Ideología Alemana, Marx 
y Engels hablan de las necesidades como “posesiones y 
disfrute” (Marx € Engels, cit. en Geras, 1990: 258), una 
combinación de recursos y bienestar que, en nuestra época, ha 
sido formulada como igual acceso a las ventajas por G. A. 
Cohen o como capacidades básicas por Amartya Sen. Se trata, 
en todo momento, de no olvidar la diversidad de necesidades y 
el debido respeto a las singularidades (Marx, 1973: 425). Va de 
suyo que, ya desde la primera fase del comunismo, las 
necesidades esenciales están satisfechas como para que se 
puedan asegurar las condiciones de plena ciudadanía. 

Así las cosas, el PN es auténticamente revolucionario 
porque, superando “el estrecho horizonte del derecho burgués”, 
rompe la relación de equivalencia y establece una forma de 


reciprocidad no instrumental que, como dice Cohen, es 
negadora de la lógica del mercado. El rechazo de la 
autopropiedad y de los privilegios naturales como factor 
distributivo, a su vez, impide que pueda invocarse el mérito 
moral como criterio de reparto de cargas y beneficios. Al igual 
que Rawls sobre finales del siglo XX, ya Marx en los años 1870 
observa que nadie merece su lugar inicial en la sociedad y, por 
ende, las invocaciones meritocráticas no tienen sentido alguno. 
Todo esto parece sumamente contraintuitivo y de difícil 
implementación. Sin embargo, debe tenerse presente que se 
supone la existencia de un ethos de justicia igualitaria forjado al 
calor del proceso revolucionario que conduce hacia la 
instauración del socialismo y luego del comunismo pleno. Este 
ethos, además, hace que las instituciones derivadas O 
congruentes con el PN sean estables, por cuanto las personas 
están suficientemente motivadas para sostenerlas, en particular 
aquellas que se beneficiarían más en un esquema como el de 
contribución, que recompensa según el aporte individual. Esa 
visión se da de bruces con ese imaginario rawlsiano de un 
mundo de personas extrañas y ajenas a la idea de justicia. 9! 


Consideraciones finales 

Elizabeth Anderson recuerda que Rawls, su maestro, estaba 
escandalizado por la simpatía que la película Amadeus (1984), 
dirigida por Milos Forman, exhibía hacia el compositor Antonio 
Salieri, archirrival de Mozart. Para Rawls, Salieri estaba 
motivado solamente por una profunda envidia hacia los 
talentos extraordinarios del joven Mozart y sentía que dicha 
desigualad era un daño o una afrenta. Anderson, desde su 
igualitarismo relacional, entiende que aquí no hay injusticia 
alguna, puesto que, para que exista tal cosa, es preciso que 
haya daño a los intereses de alguna persona (Anderson, 2010: 
8). No hay lugar desde donde quejarse por los talentos 
superiores de Mozart. Y tampoco hay a quién echarle la culpa 


por esta desigualdad, excepto, como hace Salieri, a Dios. Así, 
Anderson imagina un test interpersonal -como el que propone 
Cohen para poner a prueba la teoría rawlsiana- en el que se 
produce el siguiente diálogo entre los dos músicos. 


Salieri: El hecho de que tus talentos musicales sean superiores a 
los míos es un agravio para mí. 

Mozart: ¿Querés que vaya y me mate, para aliviar el 
sufrimiento que te produce mi existencia? 

Salieri: No pediría tanto, porque eso empeoraría tu posición 
respecto de la mía. Yo solo quiero igualdad. 

Mozart: OK, ¿entonces debería mutilar mi talento musical, 
para no componer mejor que vos? 

Salieri: Con eso alcanzaría (Anderson, 2010: 9). 


Anderson interpreta que “aquí entramos en el monstruoso 
mundo del naturalmente muy dotado Harrison Bergeron”, 
imaginado por Vonnegut (Anderson, 2010: 9). Rawls 
seguramente habría suscripto el razonamiento de su discípula. 
Por eso mismo, resulta muy desconcertante el experimento 
mental de un comunismo regido por el PN y fundado en un 
impuesto sobre los talentos. En esta interpretación de 1974, 
Rawls incurre en el error de equiparar comunismo con 
estalinismo o alguna forma de totalitarismo negador de las 
libertades básicas, un mundo homogéneo y autoritario, hecho a 
la medida de innumerables salieris. En las Lectures, como 
vimos, también avanza con una visión estrafalaria sobre los 
habitantes del comunismo. Ya no son envidiosos, como los que 
habrían dado origen al impuesto sobre talentos, sino 
radicalmente indiferentes entre sí, sin sentido de la justicia, sin 
preocupaciones distributivas (debido también a la plena 
abundancia), y solo ocupados de sus autorrealizaciones 
individuales. 

Ninguna de estas distopías es congruente con el 


pensamiento marxiano y con una sobria visión del comunismo 
regido por el PN. El propio Rawls acierta en describir ese 
mundo que, en un sentido, es justo porque hay igualdad, 
planificación democrática, superación de la explotación y la 
alienación, abolición de la división del trabajo y participación 
en los asuntos comunes. Este Rawls sí está en línea con la 
tradición socialista y su interpretación del PN (salvo por el 
hecho de que se empecina en suponer abundancia ilimitada). 
Se trata, en suma, de un principio distributivo (no una mera 
descripción) que se apoya en una abundancia suficiente y un 
ethos igualitario que ni supone altruismo universal ni 
indiferencia absoluta; es un principio que niega la 
autopropiedad, rechaza la meritocracia, requiere reciprocidad 
no instrumental y se expresa en instituciones que aseguran las 
libertades básicas, la participación democrática y las 
condiciones para la autorrealización. El auténtico igualitarismo 
comunista jamás permitiría la horrible máscara y los pesados 
grilletes que humillan y abruman al talentoso Harrison 
Bergeron. 
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(Cohen, 2011: 18-19). Estas son anticipaciones que eluden, con sobriedad, 
imágenes edénicas de la sociedad de los productores asociados. « 

. El comunismo como igualdad radical sin coerción también es contrario a 
la analogía del comunismo como banda de jazz propuesta por G. A. 
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autorrealización de los demás. He discutido esta interpretación 
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Lizárraga, 2016b. 
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La búsqueda de intersecciones entre 
relaciones igualitarias y 
participaciones paritarias 


Facundo García Valverde!!! 


Los últimos cincuenta años de teoría política fueron testigos de 
un llamativo cambio de posiciones y objetivos, si se asume que 
la expectativa tradicional era que las teorías de corte marxista 
se dedicaran a las dimensiones productivas y económicas y las 
liberales se dedicaran a la protección de esferas de acción 
individual. Por un lado, las posiciones de teoría crítica, 
herederas de la teoría marxista, pasaron a ocuparse 
fundamentalmente de cómo las valoraciones sociales y 
culturales producían grupos oprimidos y subordinados; por el 
otro lado, las teorías liberales se centraron en tratar de hallar y 
fundamentar patrones de distribución que fueran consistentes 
con una idea de cooperación equitativa. Frente a esta 
transformación de expectativas típicas, la teoría política intentó 
construir posiciones que o bien intentaran mostrar la necesidad 
de incluir otras consideraciones, o bien pretendieran mostrar la 
reducibilidad de un tipo de razones a otras; en definitiva, el 
problema residía en cuán reduccionista podía ser una teoría de 
la justicia social. 

Dos de las concepciones que reaccionaron, desde 
presupuestos teóricos diferentes, a esa transformación de 
paradigma fueron el igualitarismo relacional y la reformulación 
de la teoría crítica realizada por Nancy Fraser. La primera 


concepción reaccionó a las derivas de la discusión de la justicia 
distributiva posrawlsiana, postulando que las sociedades 
igualitaristas deberían preocuparse fundamentalmente por 
cómo se estructuran las relaciones entre individuos y entre 
estos y las instituciones, fomentando las relaciones construidas 
sobre normas de respeto y preocupación mutua y 
desmantelando las normas que requieren la estigmatización, la 
opresión y la humillación de algunos sectores poblacionales. La 
segunda concepción, heredera de la tradición crítica, sostuvo 
que una sociedad justa exige unos acuerdos sociales en los que 
cada individuo pueda participar como un igual y que esto 
implicaba tanto la satisfacción de condiciones económicas 
como de condiciones de reconocimiento. 

El objetivo de este trabajo es poner en diálogo ambas 
concepciones para analizar la plausibilidad de estos intentos de 
resistir el llamativo cambio de posiciones registrado en la 
teoría política. Si bien este diálogo no ha sido, a nuestro 
conocimiento, desarrollado, hay razones para pensar que puede 
ser prolífico. El igualitarismo relacional ha sido presentado, en 
algunas formulaciones, como un intento por reincorporar los 
problemas de respeto y valoración social en la discusión 
igualitarista liberal, colonizada por un paradigma redistributivo 
(Anderson, 1999: 314). Este objetivo pareciera acercarlo, pero 
también alejarlo de la teoría fraseriana: por un lado, 
descuidaría las cuestiones distributivas de la producción de 
bienes y recursos, pero, al mismo tiempo, incluiría la necesidad 
de construir una teoría de la igualdad basada en un valor más 
amplio, como el de las relaciones igualitarias, lo cual la 
asemejaría a la capacidad integradora que Fraser exige a la 
teoría crítica. A su vez, la teoría fraseriana hace depender la 
justificación normativa de un reclamo de justicia de un ideal de 
participación paritaria, el cual podría pensarse que exige que 
las relaciones entre individuos no estén articuladas en torno a 
la estigmatización, la dominación o la opresión. Como 


intentaremos mostrar, este diálogo permitirá profundizar en las 
razones por las cuales tanto las demandas de reconocimiento 
como de redistribución son valiosas para una sociedad 
democrática y en si es posible establecer algún tipo de 
prioridad normativa en la satisfacción de esas demandas. 

La estructura del texto es la siguiente. En la primera 
sección, reconstruiré la teoría de Nancy Fraser y sus críticas al 
paradigma reduccionista del reconocimiento, formulado, entre 
otros, por Axel Honneth. Estas críticas, que se asumen como 
correctas, son relevantes para el diálogo propuesto porque 
parecen replicarse estructuralmente en algunas objeciones 
consistentes y repetidas contra la definición relacional del valor 
de la igualdad; de acuerdo con tales críticas, esa definición 
relacional del valor de la igualdad descuida la importancia y 
necesidad de las redistribuciones económicas que podrían ser 
exigibles (Gosepath, 2013). En última instancia, si el 
igualitarismo relacional se presenta a sí mismo como una 
concepción de la igualdad no distributiva, cabe pensar que 
podrían alcanzarle las mismas objeciones que a la teoría no 
distributivista de Axel Honneth. Este, precisamente, será el 
objetivo de la segunda sección de nuestro trabajo: determinar 
el rol y el papel que tienen las relaciones igualitarias y los 
patrones de reconocimiento dentro del marco de esta teoría. 
Para ello, mostraremos que, en primer lugar, el igualitarismo 
relacional puede defender el valor de las relaciones igualitarias 
sin que se le apliquen las críticas fraserianas y, en segundo 
lugar, que puede incorporar buena parte de las preocupaciones 
de reconocimiento como parte de una teoría igualitaria, sin 
apelar a una idea del bien. En la tercera sección, 
estableceremos los términos de un diálogo entre ambas teorías 
que permita responder si ellas son, entre sí, equivalentes, 
complementarias oO rivales. A través de mostrar una 
ambigiedad crucial en la teoría fraseriana, intentaremos probar 
que la conexión no puede ser de equivalencia y que, solo bajo 


una lectura de esa  ambigúedad, puede haber 
complementariedad. 


Las críticas fraserianas al paradigma del 
reconocimiento 

A lo largo de buena parte de su trayectoria intelectual, Nancy 
Fraser (1997, 2000, 2020; Fraser y Honneth, 2006) advirtió 
acerca de la grave reconversión que la teoría crítica atravesaba 
y de sus posibles riesgos. Esta reconversión no solo podía 
obturar su potencial crítico, sino también comprometer su 
objetivo político de alcanzar la emancipación humana de todas 
las formas de explotación e injusticias. De acuerdo con su 
diagnóstico, al caer el bloque político del socialismo real y 
mostrarse los graves abusos cometidos en su nombre, la teoría 
crítica habría abandonado el bagaje teórico marxista y su 
lectura de la realidad social en clave de lucha de clases para 
adoptar, en su lugar, una base empírica compuesta por los 
reclamos de los nuevos movimientos sociales, organizados en 
torno a identidades sociales menospreciadas y atacadas, como 
las de las diversidades sexuales, los grupos aborígenes, el 
feminismo, etc. 

Este abandono trajo aparejadas varias consecuencias 
problemáticas que conforman los contornos de la crisis de la 
teoría crítica sobre la que alerta Fraser. En primer lugar, 
abandonar la preocupación por la estructura económica 
distributiva de la sociedad para interesarse en los reclamos de 
reconocimiento y de desvaloración cultural; así, el sujeto de 
análisis de la teoría crítica dejó de ser la clase social para 
convertirse en algún grupo social con identidades 
supuestamente bien definidas y claras. En segundo lugar, 
reproducir el problema teórico que ya habían padecido en su 
momento las agendas políticas socialistas y progresistas del 
feminismo; estas se habrían comprometido con un sistema dual, 
en el cual las materialidades económicas del patriarcado eran 


separadas de las bases culturales del menosprecio de género y 
se asumía que los problemas del sistema cultural serían 
disueltos una vez que el sistema de intercambio capitalista se 
hubiera desmontado (Armstrong, 2006: 140-141). 

Para mostrar los problemas de estas cesiones históricas, 
Fraser utilizará dos argumentos que se identifican 
prístinamente en la célebre discusión que mantuvo con Axel 
Honneth (Fraser y Honneth, 2006). En primer lugar, la autora 
sostiene la imposibilidad de reducir los problemas de 
distribución y producción económica a los problemas de 
valoración cultural y social omo lo intentará 
paradigmáticamente la teoría honnethiana del 
reconocimiento—, y viceversa. En segundo lugar, argumenta 
que, para ser materia de una concepción crítica de justicia, 
cada uno de esos reclamos debería ser justificado 
normativamente como parte de lo que debe garantizar una 
sociedad, y no como meros obstáculos al desarrollo de los 
planes de vida o a la autorrealización personal. Veamos 
detalladamente estos puntos de oposición. 

Con respecto al primer punto, Fraser argumentó que, 
cuando las teorías de Honneth y de Iris Young pretenden 
reducir las cuestiones de redistribución a reconocimiento, no 
parecieran estar estableciendo más que un punto semántico- 
definicional. No obstante, si su objetivo fuese captar una 
verdadera esencia de las injusticias sufridas, Fraser considera 
que la teoría sería incapaz de captar muchos casos relevantes 
de injusticia; por ejemplo, la teoría no tendría sentido cuando 
el problema redistributivo no está intersectado con el problema 
de reconocimiento, como cuando existen amplios sectores 
desempleados en una situación económica de 
desindustrialización nacional (Fraser y Honneth, 2006: 41). 

El problema principal de esta estrategia no es, no obstante, 
solo que existan problemas de justicia que tienen únicamente 
un aspecto redistributivo o únicamente un aspecto de 


reconocimiento. El problema más fundamental, de acuerdo con 
la autora, estriba en que una teoría crítica debería ser capaz de 
dar cuenta del carácter interseccional de muchos de los 
problemas sociales contemporáneos; las situaciones de 
injusticia que sufren grupos sociales desaventajados están 
muchas veces interrelacionadas y, por lo tanto, tienen tanto un 
aspecto económico como un aspecto relacional. Por ejemplo, el 
género de un individuo determina qué códigos culturales, 
expectativas y patrones de reconocimiento se le aplicarán y 
cómo, por el solo hecho de identificarse con tal género, ese 
individuo recibirá una valoración social determinada; sin 
embargo, el género también estructura numerosas interacciones 
económicas, produciendo trabajos feminizados y 
masculinizados, remuneraciones diferenciales e incluso una 
distinción insidiosa entre trabajos remunerados y trabajos no 
comodificados. Esta misma  interseccionalidad puede 
reconocerse en el caso de las opresiones sufridas por las 
minorías racializadas: ser miembro de una raza minoritaria, por 
un lado, reduce las oportunidades laborales del individuo 
relegándolo a un tipo de trabajo y de educación y a un monto 
bajo de remuneración, pero, por el otro lado, implica una 
subordinación jerárquica a un conjunto de estándares 
culturales dominantes, a exclusiones de la vida social, a una 
devaluación cultural y a un conjunto de estigmatizaciones que 
no dependen de las acciones individuales, sino del significado 
negativo que los grupos poderosos de la sociedad le atribuyen. 
De acuerdo con Fraser, una teoría crítica de la justicia 
debería tener la capacidad teórica para atacar, precisamente, 
estas distintas cadenas que entrelazan y refuerzan a las 
injusticias. Las mujeres no solo tienen menores oportunidades 
para acceder a puestos de jerarquía en compañías, sino que 
también tienen que superar patrones culturales y de conducta 
que las menosprecian; no solo cobran menos por un trabajo 
igual, sino que la firmeza al defender una idea en el lugar de 


trabajo es interpretada como el gesto de “una mujer difícil”; las 
minorías raciales no solo tienen menores oportunidades 
educativas, sino que su vestimenta es utilizada como una alerta 
que los excluye de lugares públicos, etc. 

Dada esta interseccionalidad de la injusticia, sería evidente 
por qué las políticas unidimensionales son absolutamente 
ineficientes (y, en ocasiones, perjudiciales) para destruir esos 
eslabones de injusticia; así, ciertas políticas de acción 
afirmativa oO de valorizar positivamente una forma 
supuestamente “femenina” de hacer política o de conducir los 
negocios, en realidad, obturan la disminución de la brecha 
salarial o la mercantilización del trabajo de cuidado.!?! Si se 
piensa en las políticas de protección social que atienden a los 
individuos o las familias en situación de pobreza, un enfoque 
centrado exclusivamente en la redistribución podría reforzar la 
injusticia (García Gualda, 2021; García Valverde, 2022). Por 
ejemplo, muchas de las prestaciones de la protección social son 
diferentes cuando se dirigen a individuos pobres que cuando se 
dirigen a individuos que tienen un empleo formal; para acceder 
a un mismo beneficio, se exige a los primeros (pero no a los 
segundos) que realicen determinadas tareas, que demuestren 
efectivamente su condición socioeconómica y que estén sujetos 
a un control estricto. En Argentina (pero también en otros 
países latinoamericanos), la asignación familiar (una 
transferencia monetaria) que reciben los progenitores (o 
encargados legales) de niños en edad escolar es entregada 
condicionalmente cuando es pobre (Asignación Universal por 
Hijo), pero incondicionalmente cuando el individuo a cargo 
tiene un empleo formal (Régimen de Asignaciones Familiares). 
Lo que vemos en este ejemplo es cómo la prioridad de un 
paradigma redistributivo esconde injusticias provenientes de un 
paradigma del reconocimiento y, por lo tanto, refuerza 
estigmas y patrones culturales aplicables a los padres y las 
madres pobres (que no tienen la motivación suficiente para 


cuidar a sus hijos e hijas, que no gastan prudentemente esa 
transferencia si esta no fuera condicionada, que su condición 
está parcialmente determinada por sus propias elecciones, etc.). 
Estos ejemplos evidencian que la apuesta de Fraser es alta: una 
vez comprendida la interseccionalidad de las injusticias, la 
autora asume que las medidas políticas que podrían proponerse 
para combatir situaciones necesariamente también deberían 
modificarse. 

Pasemos a considerar el segundo punto en discusión, 
acerca de la justificación de los reclamos de justicia. Fraser 
critica abiertamente la tesis de Honneth de que las fallas de 
reconocimiento social sean preocupantes únicamente en la 
medida en que afectan a la constitución intersubjetiva de los 
individuos; de acuerdo con Fraser, sostener esta posición 
tendría la consecuencia contraintuitiva de justificar los 
reclamos de grupos racistas que son estigmatizados O 
despreciados en sus comunidades o darles plausibilidad a las 
denuncias de grupos decididamente patriarcales contra una 
“ideología de género dominante y excluyente” que denuncia 
sus prácticas y creencias racistas. 

Frente a estos dos problemas que frustrarían los objetivos 
de la teoría crítica, Fraser ha hecho esfuerzos ingentes por 
recuperar su unidad perdida; tal unidad debería tanto ser capaz 
de realizar una crítica separable e irreductible a cada una de las 
dimensiones, como mostrar que es posible un análisis social 
constituido a partir de la interseccionalidad de ambas clases de 
problemas. Este objetivo teórico podría ser alcanzado 
únicamente, según la autora, desarrollando una concepción 
bidimensional de la justicia. De acuerdo con tal concepción, los 
reclamos de los movimientos sociales no solo pueden modificar 
la política de una sociedad, sino que también deben adoptar el 
objetivo de modificar el marco propio de la discusión sobre la 
justicia, es decir, la forma de comprenderla y diseñarla; en 
otros términos, no solo deben atacar a la causa directa de la 


injusticia concreta, sino también alterar el marco en el cual se 
discute tal injusticia. 

Es importante detenerse en este aspecto metanormativo de 
la teoría fraseriana. Una tentación posible para este intento 
reunificador podría consistir en reproducir la estrategia 
rawlsiana de jerarquizar unos reclamos sobre otros; ambos 
tendrían un valor irreducible, pero, dada la posibilidad de 
competencia entre ellos, podría pensarse que uno es más 
relevante que otro. Por ejemplo, si bien ambas dimensiones de 
justicia son relevantes y deberían ser tomadas en cuenta, se 
hace necesario establecer ciertas prioridades: ¿no podría, por 
ejemplo, decirse que es más urgente, dada la existencia de 
grandes sectores aquejados por la pobreza, privilegiar la 
cuestión distributiva sobre la del reconocimiento, sin olvidar 
que también deberíamos hacer algo más adelante por esa 
dimensión demorada?; ¿no podría cuestionarse el sentido de 
invertir dinero público en realizar un concurso literario que 
apoye ciertas identidades sexuales subvalorizadas, pero que 
tenga una escasa probabilidad de modificar los patrones 
culturales que determinan los parámetros distributivos de esa 
sociedad? 

Fraser rechaza esta tentación y, al mismo tiempo, 
mantiene la consistencia con su tesis de la no reducibilidad de 
los reclamos. De acuerdo con ella, el establecimiento abstracto 
y a priori de una prioridad normativa de uno sobre otro 
conduce a la reproducción de injusticias; estos conflictos de 
prioridad son eminentemente políticos, y, por lo tanto, solo los 
propios grupos reclamantes pueden decidir contextualmente 
qué estrategia y qué dimensión impulsar en su momento, 
mientras tengan en cuenta que hay un resto normativo que 
debe impulsarse y que puede traer consecuencias considerables 
y mientras, además, pugnen por participar en pie de igualdad 
en las deliberaciones sociales sobre tales estrategias (Fraser y 
Honneth, 2006: 47). 


El rechazo de esta tentación muestra cuál es el camino que 
la autora perseguirá para unificar la teoría crítica: recurrir a la 
participación democrática como criterio normativo. Este 
criterio es un principio comprehensivo denominado “principio 
de paridad participativa”, que, según Fraser, es derivado de un 
liberalismo deontológico sustantivo que busca hacer realidad la 
igualdad de oportunidades para una vida autónoma y que no 
está fundado en un concepto sustantivo de buena vida; por el 
contrario, corporizaría institucionalmente el significado de 
“igual respeto por la igual autonomía de los seres humanos y 
los actores sociales” (Fraser y Honneth, 2006: 173). Según este 
principio, la justicia exige unos “acuerdos sociales que 
permitan que todos los miembros (adultos) de la sociedad 
interactúen en pie de igualdad” (Fraser y Honneth, 2006: 8). 
Este principio de paridad participativa tendría, así, dos 
precondiciones que representan, precisamente, el carácter 
bidimensional de su teoría: por un lado, una condición 
objetiva que señala que los individuos deben disfrutar de 
los recursos y las oportunidades materiales suficientes para 
participar de la vida social en cuanto iguales, y, por otro lado, 
una condición intersubjetiva que exige que las normas de 
valoración cultural expresen el mismo respeto por todos los 
participantes y garanticen la igualdad de oportunidades para 
conseguir la estima social. 

Según la autora, el principio de paridad participativa 
operaría como un criterio normativo para determinar la justicia 
o injusticia de los reclamos presentados por grupos 
subordinados. Un reclamante debería mostrar, entonces, o bien 
a) que sus pretensiones distributivas o de reconocimiento 
atienden y reducen la existencia de un obstáculo para la 
participación comunitaria, o bien b) que, si ese reclamo es 
atendido, se extenderá la participación comunitaria. 


¿Implica el igualitarismo relacional la reducibilidad de 


los reclamos de redistribución? 

En esta sección mostraremos que, a pesar de cierta similitud 
estructural en los objetivos antidistributivos del igualitarismo 
relacional y el paradigma del reconocimiento, la primera 
concepción puede resistir a las objeciones presentadas por 
Fraser. Esta resistencia estará basada en dos movimientos 
conceptuales: por un lado, el rechazo de la tesis de la 
reducibilidad y, por otro lado, la comprensión de las relaciones 
igualitarias como parte central de una concepción de justicia 
democrática. 

Como ya mencionamos en la introducción, hay cierta 
plausibilidad inicial en adjudicar a las concepciones 
relacionales la tesis de la reducibilidad de los reclamos 
distributivos en reclamos de reconocimiento. Tal plausibilidad 
emerge de la profunda crítica que sus miembros realizaron al 
paradigma  distributivo  (Wallimann-Helmer,  Fourie y 
Schuppert, 2015: 6). Por ejemplo, una de sus principales 
exponentes, Elizabeth Anderson (1999), afirmó que las 
desigualdades económicas entre individuos no tienen —en sí 
mismas- un carácter normativamente problemático; buena 
parte de los ejemplos utilizados en su texto clásico sobre la 
cuestión “What is the point of Equality?” muestran que la 
búsqueda de precisión en la equidad de los resultados 
redistributivos implica la defensa de relaciones jerárquicas, de 
subordinación o de opresión; así, esta búsqueda de precisión 
malrepresentaría a la igualdad; al mismo tiempo, Jonathan 
Wolff (1998), otro de sus principales expositores, mostró cómo 
las políticas derivadas de una distribución completamente 
equitativa pueden llevar a expresar irrespeto hacia quienes 
merecerían las redistribuciones. Como señaló acertadamente 
Christian Schemmel, esto podría sugerir que, “al buscar 
reenfocar la teorización igualitarista en asuntos de relaciones 
sociales y políticas más que en las distribuciones, implica 
afirmar la tesis concomitante de que la esfera distributiva es de 


poca importancia” (2010: 368); a su vez, esto quedaría 
confirmado tanto por un poco demandante criterio de 
suficiencia distributiva en la posición andersoniana (1999: 
316-320), como por un valor instrumental de las 
distribuciones para las relaciones igualitarias (Schemmel, 2015: 
369). Por otro lado, buena parte de los temas que preocupan a 
los igualitaristas relacionales (bajos niveles de autorrespeto y 
de autoestima, relaciones opresivas, discriminación, políticas 
de asistencia económica, democracia en el trabajo, etc.) están 
vinculados con dimensiones intersubjetivas de respeto y 
valoraciones sociales: los significados expresados por las 
políticas del Estado de bienestar, las creencias que tienen los 
mejores aventajados sobre los que ni siquiera obtienen una 
ventaja de los sistemas de cooperación social, etc. 

A nuestro juicio, tal impresión de reducibilidad es errónea: 
ningún igualitarista relacional sostiene que el valor de una 
situación distributiva se reduce a su contribución a las 
relaciones igualitarias y menos al reconocimiento. Las 
distribuciones equitativas pueden derivar su valor de 
numerosas fuentes: que son intercambios entre agentes 
individuales, que respetan mandatos de eficiencia, que 
mantienen ciertas reglas y procedimientos, que no emergen de 
la coerción, que tienen un impacto determinado en el bienestar 
individual de los sujetos de la distribución, etc. (Elford, 2012; 
García Valverde, 2016; Wolff, 1998). El núcleo que debe 
captarse para disipar completamente esta impresión es 
comprender la objeción relacional al paradigma distributivo: 
que la igualdad sea interpretada únicamente como un criterio 
que exige ciertas distribuciones y que las relaciones 
democráticas importantes sean comprendidas 
distributivamente. Después de todo, la crítica al paradigma 
distributivista —ejemplificado por el igualitarismo de la suerte 
de Anderson, Cohen y Dworkin- es que no capta una dimensión 
de valor importante para la democracia y que, por lo tanto, 


reduce la definición del valor de la igualdad (Wolff, 2007). 

Para comprender la relevancia de este núcleo crítico del 
igualitarismo relacional, es conveniente seguir el razonamiento 
de Giddeon Elford (2017) acerca del valor impersonal de estas 
relaciones. De acuerdo con él, podría pensarse que las 
relaciones igualitarias admiten alguna reinterpretación 
distributivista. Por ejemplo, la inaceptabilidad de casos de 
jerarquías —implícitas en la dominación, la opresión o la 
estigmatización— podría reinterpretarse como que algunos 
individuos no tienen suficiente estatus o valoración social y 
que, por lo tanto, lo que debería garantizárseles es un mínimo 
suficiente de ese estatus o valoración. Si esto fuera así, las 
relaciones admitirían una traducción en términos de justicia 
distributiva —ya sea siguiendo un patrón igualitario o uno 
suficientista- que exija que los individuos no sean tratados 
como sirvientes, pero no la de que todos y cada uno sean 
tratados como caballeros; en definitiva, lo que debería 
redistribuirse es el estatus de los individuos. Esta reconversión 
redistributiva del valor de las relaciones negaría que las 
relaciones igualitarias tengan algún valor impersonal. 

Sin embargo, Elford sostiene que este valor está presente 
en muchas de las evaluaciones y juicios que realizamos para 
condenar instancias de opresión o dominación. Tal valor está 
implícito, por ejemplo, cuando juzgamos racista e insultante 
que los selknam —grupo aborigen ya extinto- sean calificados 
como salvajes e incivilizados; a pesar de que esa calificación no 
implica un daño al bienestar de individuos reales (ya que no se 
los puede tratar realmente), sí ocurre un acto derogatorio que 
nos permite identificar claramente quién es racista, a pesar de 
que no sea irrespetuoso con ningún individuo existente en 
particular. Si este valor existe independientemente de la 
contribución al bienestar de otros, es porque es impersonal y 
resistente a una traducción distributiva (2017: 83-89). 

La identificación de este valor permite, así, mostrar que las 


relaciones igualitarias ostentan un valor intrínseco que prohíbe 
ciertos tratamientos y actitudes no solo por cómo afectan al 
bienestar de los individuos, sino también porque la segregación 
racial, la subordinación, la dominación y la estigmatización — 
ejemplos típicos de relaciones no igualitarias- son tratamientos 
y actitudes injustos. 

Analicemos ahora la pertinencia de la segunda crítica de 
Fraser al paradigma del reconocimiento. Recordemos que, de 
acuerdo con tal objeción, las teorías no redistributivas del 
reconocimiento solo se postulan como reclamos contra los 
obstáculos para desarrollar una concepción de la buena vida. 
Como mostraremos a continuación, el valor impersonal de las 
relaciones igualitarias bloquea esta segunda crítica porque 
evita sostener que el hecho de que un individuo o grupo sea 
menospreciado es suficiente para despertar un reclamo 
justificado de justicia. 

El igualitarismo relacional hace depender la posición social 
de un individuo tanto del peso que sus intereses tienen en las 
discusiones públicas, como de las formas en que sus talentos, 
habilidades, circunstancias, prácticas e identidades son 
estimados por su comunidad política; mientras que, en la 
primera dependencia, las bases sociales del autorrespeto 
pueden quedar comprometidas, en la segunda, la clave a 
analizar es la autoestima y la que resultará más importante 
para nuestros objetivos presentes. Recordemos que, de acuerdo 
con la teoría honnethiana (1997: 114-173), las autorrelaciones 
prácticas de autoestima obtienen su sentido de una comunidad 
de valores que da y justifica una base afectiva y racional para 
que los propios talentos y capacidades sean juzgados 
positivamente. Si el igualitarismo relacional puede dar cuenta 
de las experiencias subjetivas por sufrir menosprecio oO 
minusvaloración sin apelar a esa idea de autorrealización (o a 
una similar), la teoría podría evitar la crítica fraseriana. 

El igualitarismo relacional apoyará la inclusión de los 


grados de autoestima como relevantes para una sociedad 
democrática, pero no porque los individuos poco estimados no 
puedan desarrollar una relación sana consigo mismos, sino 
porque, cuando esas valoraciones son persistentes y sostenidas 
autoritativamente de manera pública, suelen convertirse en 
diferencias estigmatizantes que conforman el estatus de los 
individuos y que, por lo tanto, afectan significativamente las 
relaciones de amistad cívica, la participación política o la 
participación en la vida social (por ejemplo, Fourie, 2015: 97). 
Aquí es importante resaltar que no es el mero hecho de no 
ser valorado positivamente lo que despierta la preocupación 
relacional: ni ser admirado por exhibir talentos deportivos en 
una competencia ni ser elogiado por desarrollar virtudes 
morales de heroísmo o integridad suelen tomarse como 
fenómenos sociales preocupantes para las relaciones 
igualitarias. Tal afectación únicamente ocurre si tales actitudes 
y valoraciones fuesen suficientes para reclamar y recibir tratos 
diferenciales o la cesión de privilegios por parte de otros; en 
estos casos, la fuente válida de la mayor estima social 
produciría espacios de privilegios, honores y tratamientos que 
no pueden ser extendidos a todos y que obstaculizarían 
mantener relaciones iguales, ya que permitirán a algunos 
confirmar su propio sentido de seguridad y a otros asegurar su 
sentido público de inferioridad. En esta dirección, Carina 
Fourie sostuvo que las razones para estimar a alguien podrían 
ser problemáticas si están demasiado ligadas causalmente a 
faltas de respeto básico (por ejemplo, admirar la piel blanca en 
contextos de racismo o si se valora la industriosidad de cierto 
grupo de inmigrantes en un área específica comercial) o si hay 
escasos espacios alternativos para que los individuos que son 
perdedores de una competencia no sean también perdedores en 
otra. Cuando esto ocurre, la baja autoestima se convierte en un 
síntoma de un orden social compuesto por reglas que 
promueven las actitudes de deferencia o de soberbia y que 


hacen más difícil apegarse a las ideas de la sociedad 
democrática. 

De este modo, este razonamiento permite también 
desechar la segunda objeción fraseriana a las teorías del 
reconocimiento. Las teorías relacionales no suelen justificar su 
preocupación en una idea del bien humano ni en cómo las 
relaciones igualitarias son necesarias para la constitución 
intersubjetiva de la personalidad moral; por ejemplo, estas 
teorías no tienen ninguna preocupación con individuos que 
rechazan voluntariamente ingresar en relaciones con otros 
(Anderson, 1999: 318-319). Por el contrario, el argumento 
central para mostrar la injusticia de las relaciones igualitarias 
es que una correcta interpretación de ellas implica la exigencia 
de no caer en tratamientos y consideraciones de deferencia e 
inferioridad a los participantes de esa relación. Estas relaciones 
desiguales afectan, obviamente, a la constitución intersubjetiva 
de los individuos, pero la razón principal de su 
cuestionabilidad es que violan una norma de igual respeto en 
las sociedades democráticas y que desconocen el valor 
intrínseco e impersonal de la igualdad. 


¿Equivalencia o complementariedad? 
En las secciones anteriores, pudimos reconstruir los argumentos 
utilizados por el igualitarismo relacional para incorporar las 
preocupaciones clásicas del paradigma del reconocimiento, 
pero, al mismo tiempo, resistir las críticas de Fraser. Esta 
sección evaluará si el compartir estas tesis permite establecer 
algún tipo de equivalencia estructural y sustantiva entre la 
concepción relacional y la fraseriana, es decir, si podría 
pensarse que son equivalentes o, al menos, complementarias. 
La complementariedad entre ambos proyectos pareciera 
ser explícita y deseada, ya que la propia Anderson sostuvo que 
la propuesta tiene como objetivo integrar “las demandas de 
igual reconocimiento a aquellas de igual distribución” (1999: 


314). Si el igualitarismo relacional es una teoría que rechaza 
restringir el significado y valor de la igualdad a la esfera 
distributiva, entonces es claro que su propia concepción de la 
igualdad podría embarcarse en un proyecto conjunto con el 
principio de paridad participativa (Armstrong, 2003: 160; 
Robeyns, 2008: 183). Bajo esta interpretación, la participación 
paritaria de los individuos exigiría que interactúen entre sí 
como pares en diferentes áreas de la vida social, ya sea las del 
sistema de producción, las de las esferas de producción de 
valores culturales o las instituciones de toma de decisiones 
colectivas. !?! 

A pesar de estos importantes objetivos comunes, 
argumentaremos en esta sección que el establecimiento de una 
equivalencia significativa entre ambos proyectos exige mayor 
cautela, dado que una ambigitedad intrínseca al principio 
fraseriano permite dos conexiones alternativas, no fácilmente 
reconciliables entre sí, con el igualitarismo relacional. 

Esa ambigiiedad, resaltada por varios intérpretes, tiene 
como origen el silencio de Fraser sobre la discusión 
contemporánea acerca de la justicia distributiva igualitaria. Por 
ejemplo, ella no ha defendido ni una métrica del bienestar ni 
un principio de distribución y, lo que es más importante, 
tampoco ha terminado de explicar por qué las desigualdades 
económicas son injustas (Robeyns, 2008). Al mismo tiempo, ha 
pasado por alto concepciones igualitaristas que podrían dar 
cuenta conjuntamente tanto de demandas de reconocimiento 
como de oportunidades económicas (Pereira, 2013: 25-28). De 
hecho, Fraser (2009: 30-47) ha afirmado que buena parte de 
esta discusión era presa de dos dogmas, el dogma de restringir 
el dominio de la igualdad a las fronteras estatales y el dogma 
de creer que el método científico no participativo podría 
resolver los problemas de justicia distributiva. 

Este silencio genera un halo de incertidumbre acerca de 
cuál es la comprensión de Fraser del eje redistributivo y, en 


última instancia, de la injusticia de las groseras desigualdades 
económicas de las sociedades contemporáneas. Como 
mostraremos a continuación, los problemas y las consecuencias 
de esta incertidumbre pueden verse iluminados a través de una 
intersección posible con una discusión interna del igualitarismo 
relacional. 

Permítasenos explicar este problema utilizando una 
distinción trazada por Rainer Forst (2014: 136-138). De 
acuerdo con él, la descripción fraseriana de su propio principio 
de paridad participativa admite dos lecturas, una ligada a la 
justicia máxima y otra a la justicia fundamental. De acuerdo 
con la primera lectura, el principio conforma un télos al cual 
deben aproximarse las estructuras económicas y culturales 
alternativas; de acuerdo con la segunda lectura, el principio se 
constituye como el medio principal de la justicia cuyo respeto 
generaría condiciones paritarias para deliberar acerca de las 
medidas políticas posibles y justas. 

Tal oscilación entre las formas de describir su propio 
principio comprehensivo se refleja en dos posibles respuestas a 
la injusticia de una distribución desigual. Según el primer 
modelo, la desigualdad sería injusta porque, por ejemplo, 
conduce a la explotación de los obreros, es decir, que se 
produce una transferencia de valor al capital bajo la apariencia 
de un intercambio libre de salario por trabajo (Fraser, 2023: 
42). Según este primer modelo, la injusticia es esencialmente 
económica y no relacional, es decir, que viola la condición 
objetiva del estado de cosas al que debería conducir. Por 
supuesto, podría afirmarse que la explotación implicará otro 
tipo de injusticias de reconocimiento, pero ellas no alterarían la 
característica intrínseca de la explotación; si la injusticia de la 
explotación fuese abolida, sería posible “llevar una vida 
totalmente integrada en lo social sin sufrir una forma de 
injusticia estructural” (Forst, 2014: 137). De acuerdo con el 
segundo modelo, la injusticia no sería esencialmente 


económica, sino que dependerá de su impacto en las relaciones 
entre ciudadanos, como, por ejemplo, el impacto de esa 
desigualdad en la capacidad de interactuar o para deliberar 
conjuntamente; así, si la desigualdad fuese injusta, sería porque 
otorga mayor voz e influencia a unos que a otros y porque esto 
asegura unos intercambios discursivos distorsionados. Esta 
forma de comprender la desigualdad no especifica, entonces, 
una estructura determinada de producción y distribución de 
bienes, sino que únicamente exige la reflexividad de los 
procesos democráticos que llevarían a esa discusión de manera 
ulterior (Forst, 2014: 137). 

La disolución de esta ambigiedad requeriría no solo una 
definición más precisa de los patrones distributivos justos de 
una sociedad democrática, sino también tener una posición más 
clara acerca de los fundamentos del valor de la igualdad, algo 
que el propio proyecto de Fraser —no fundamentalista y 
pragmático, en su propia caracterización (Fraser y Honneth, 
2006: 156-158)- rechaza explícitamente hacer. El problema 
con esta reticencia no es solo semántico-definicional acerca del 
concepto de la igualdad, sino que puede implicar diferencias 
prácticas considerables que, para peor, arrojen resultados 
paradójicos en los propios términos de su teoría. 

Tales resultados paradójicos pueden ser claramente 
identificados al intersectar la anterior distinción de Forst con 
una discusión interna al igualitarismo relacional. A pesar de 
compartir la idea de que la justicia igualitaria debe propender a 
buscar que las relaciones entre ciudadanos no sean jerárquicas, 
es reconocible una diferencia interna en la comprensión del 
valor de la igualdad. En la primera de estas posiciones — 
llamémosla “pluralista”—, la igualdad es un ideal complejo, 
compuesto tanto por consideraciones normativas como 
relacionales y de distribución, las cuales son importantes por 
razones mormativas independientes y que, aunque puedan 
entrar en conflicto, no generan ninguna inconsistencia 


intrínseca (Wolff, 2010: 347); el punto central es que la validez 
normativa de cada una de esas consideraciones no dependería 
de una derivación de algún valor último o de la concreción de 
un estado de cosas. Como es claro, esta posición habilitaría una 
interpretación de justicia máxima, en la distinción de Forst. En 
la segunda de esas posiciones —llamémosla “esencialista”-, las 
razones relacionales y las razones distributivas son mutuamente 
competitivas y la única forma de determinar la validez de cada 
una de esas consideraciones, o de un posible trade-off entre 
ellas, solo podría ser determinada en referencia a un valor 
relacional que no tenga características eminentemente 
redistributivas (Elford, 2017: 81-82), como es el principio de 
igualdad de relaciones. Como es claro, esta posición sería 
consistente con una interpretación de justicia fundamental, 
siguiendo el marco de la distinción de Forst. 

Esta intersección entre la distinción trazada por Forst y la 
discusión interna al igualitarismo relacional ilumina los 
resultados paradójicos a los que aludíamos recién. Si las 
desigualdades distributivas fuesen injustas solo por violar algún 
principio equitativo de distribución —tal como sugiere la 
posición pluralista-, la conexión entre la teoría fraseriana y el 
igualitarismo relacional reproduciría el problema de la 
reunificación de la teoría crítica. Esto ocurriría porque la 
capacidad integradora del principio de paridad participativa 
quedaría reducida a mera retórica, ya que las razones de 
reconocimiento y de redistribución serían independientes, así 
como los reclamos y las preocupaciones derivados de su 
violación, y la satisfacción del principio quedaría 
completamente indeterminada. Así, Fraser habría querido dar 
cuenta de la interseccionalidad de buena parte de las 
injusticias, pero no habría sido exitosa en su proyecto de 
justificar un principio de justicia omniabarcante que unifique 
los reclamos de reconocimiento y de redistribución; tan solo 
habría logrado un principio que mantiene la escisión entre 


ellos. Por el contrario, si las desigualdades distributivas son 
preocupantes porque violan u obturan valores relacionales o 
impersonales no distributivos, entonces la conexión podría 
darse con las concepciones esencialistas, y la interpretación 
derivada del principio de paridad participativa podría ofrecer 
cierta capacidad integradora. Este principio sería, bajo esta 
intersección, el encargado de determinar en qué medida esas 
relaciones y tratamientos obturan y dificultan la participación 
igualitaria, independientemente de si el origen de ese obstáculo 
es el desprecio o la desigualdad económica. 

Ilustremos estas dos posibilidades para mostrar por qué 
esta discusión supone algo más que una mera reflexión sobre 
conceptos normativos controvertidos y por qué sería relevante 
para ambas teorías. Tomemos el caso de políticas de viviendas 
sociales, donde un Estado igualitario se preocupa por las 
condiciones insalubres, inseguras y de hacinación en las que un 
sector importante de la población vive. Cada una de las lecturas 
ofrecidas del principio de paridad participativa justificará un 
acercamiento y unas respuestas diferentes al problema. De 
acuerdo con la versión de la justicia máxima, el problema debe 
considerarse como eminentemente de redistribución, es decir, 
de cómo asegurar que el acceso a un bien central para el 
bienestar humano sea garantizado; si el Estado facilitara su 
acceso (a través de créditos blandos, cesiones de viviendas, 
etc.), entonces descargaría su obligación distributiva. Como es 
claro, algunas formas de garantizar este acceso podrían impedir 
ciertos bienes relacionales, pero el punto central es que el 
Estado satisfaría la condición objetiva de la justicia igualitaria. 

El marco de evaluación normativa ofrecido por la segunda 
forma de trazar la relación entre el principio de paridad 
participativa y el igualitarismo relacional es diferente, ya que 
su centro neurálgico es si es posible justificar ciertos 
intercambios (trade-offs) entre la satisfacción de valores 
relacionales y de valores distributivos desde un punto de vista 


comprehensivo constituido por el respeto a la igualdad 
relacional. Así, el problema de cómo distribuir el acceso a 
soluciones habitacionales se convertiría, en este marco, en el 
problema de cómo asegurar que, en la discusión acerca de las 
viviendas sociales, los destinatarios de justicia sean respetados 
como iguales; esto significaría que, por ejemplo, no solo deba 
garantizárseles el acceso, sino que lo que se interprete como 
una vivienda digna dependa de una discusión igualitaria y en 
donde puedan participar como pares. Así, la garantía del acceso 
a una vivienda no sería suficiente para satisfacer la justicia 
igualitaria; también sería necesario que se tomase en 
consideración dónde se construirá, la calidad y frecuencia del 
transporte y los servicios públicos, cómo los eventuales 
desmantelamientos de redes sociales comunitaria afectarían sus 
relaciones, etc. Estos problemas no son separables, sino que 
constituyen el objeto al cual debe intentar satisfacer la justicia 
igualitaria. 

De esta manera, y si nuestro análisis es correcto, la 
complementariedad entre ambas teorías únicamente podría 
establecerse, de manera prolífica y consistente, si la teoría 
relacional es comprendida esencialmente y si la teoría 
fraseriana es explicada en términos de la justicia fundamental 
destacada por Forst. Bajo esta intersección, ambas teorías se 
podrían enriquecer mutuamente. Por un lado, la capacidad 
unificadora e integradora del principio de paridad 
participativa, clave para dar cuenta de la interseccionalidad de 
las injusticias sufridas por grupos oprimidos o dominados, se 
vería representada en el desiderátum normativo de promover 
relaciones igualitarias que no se restrinjan únicamente a la 
esfera política, sino que también se extiendan al dominio social 
e interpersonal. Por otro lado, el igualitarismo relacional se 
vería reforzado de dos maneras. En primer lugar, al tener que 
ser más explícito acerca de las razones por las que la 
desigualdad y el esquema productivo de una sociedad pueden 


impactar negativamente sobre las relaciones construidas entre 
individuos. En segundo lugar, debe explicar mejor cómo se 
producen las intersecciones entre la injusticia de las relaciones 
desiguales y la de las desigualdades económicas; creemos que 
esta tarea puede ser realizada de mejor manera al contar con el 
diagnóstico sociológicamente más informado que puede ofrecer 
la teoría de Fraser —y la teoría crítica en general- acerca de las 
razones y causas por las cuales las relaciones jerárquicas y 
opresivas se mantienen estables y correlacionadas por ligazones 
estructurales. En este sentido, la utilidad de reflexionar sobre 
las relaciones interpersonales jerárquicas podría ser incluso más 
manifiesta si se establece que es en ellas donde los eslabones de 
la injusticia se intersectan. 
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1. Universidad de Buenos Aires — IICSAL FLACSO CONICET. « 

2. Sobre la cuestión de la acción afirmativa, puede verse también, en este 
mismo libro, el capítulo de Juliana Udi. « 

3. Por ejemplo, nótese la similitud entre las capacidades cuyo acceso un 
Estado igualitario andersoniano (1999: 316-320) debe garantizar (para 
funcionar como ser humano, como miembro cooperante del sistema 
productivo y como ciudadano) y las condiciones objetivas e 
intersubjetivas que Fraser postula para participar como un par. « 


La acción afirmativa en cuestión 


Discriminación inversa, mérito y reconocimiento 


Juliana Udil'! 


Con el descentramiento de la clase y la emergencia de los 
“nuevos movimientos sociales” que se organizan alrededor del 
género, la sexualidad, la raza, la discapacidad y otros ejes 
transversales de diferencias, !2! los gobiernos!”! y la filosofía 
política se vieron obligados a ampliar las herramientas con las 
que contaban para abordar las (in)justicias que afectan a 
grupos sociales histórica y sistemáticamente marginalizados. Al 
calor de las luchas de estos movimientos, de las elaboraciones 
teóricas que se hacen eco de sus agendas, pero también de las 
reacciones neoconservadoras hoy en ascenso a nivel global, las 
políticas de acción afirmativa (en adelante, AAf) dirigidas a 
estos grupos vuelven a suscitar controversias que se ven 
atravesadas por esos giros de la teoría y la política. Algunas de 
estas controversias se plantean en términos ya muy transitados 
—por no decir gastados o agotados—. Así es que, por ejemplo, se 
siguen escuchando, aquí y allá, reclamos de varones blancos 
que dicen ser “discriminados” por políticas que buscan 
compensar el impacto del sexismo o del racismo. Otras críticas, 
en cambio, son más novedosas, más interesantes, y dejan 
entrever nuevas aristas y desafíos para el diseño y la 
conceptualización de este tipo de políticas. 

A menudo identificamos a la AAf con las políticas de cupos 


(incluyendo en ese universo a las propuestas de paridad de 
género que, partiendo de una visión binaria del género, exigen 
un reparto de posiciones del 50 % y 50 %). Así entendidas, las 
políticas de AAf —es casi una obviedad decirlo- son bastante 
limitadas o parciales como vía para la transformación social. 
Sin embargo, el concepto de “AAf” es potencialmente más 
abarcador. Puede referirse también a medidas especiales para 
grupos específicos en procedimientos de reclutamiento o 
evaluación, programas de financiamiento, capacitación oO 
crédito focalizados en ciertas poblaciones, y reformas 
semejantes. En este sentido amplio, que incluye, pero excede, 
las políticas de cupos, concebiremos a la AAf en este trabajo. 

También es importante aclarar que las denominaciones 
alternativas que suelen emplearse para hablar de AAf difieren, 
en gran medida, de acuerdo con la valoración que se haga de 
estas políticas. Y que, más allá de la conciencia o la intención 
de quienes emplean una expresión u otra, las maneras de 
conceptualizar y nombrar estas políticas no son indiferentes en 
lo que respecta a sus efectos, su legitimidad y su eficacia. 
Quienes las consideran injustas para con las mayorías suelen 
hablar de “discriminación inversa”, una conceptualización que 
presenta a la AAf en su peor luz y que banaliza la idea misma 
de discriminación. Quienes están a favor, en cambio, suelen 
enfatizar su rol como “acción afirmativa” o “positiva” hacia los 
grupos marginalizados. La expresión “discriminación positiva”, 
por su parte, desde algunas miradas un oxímoron, tiene, para 
otras perspectivas, la particularidad de reconocer y reivindicar, 
al mismo tiempo, el carácter “discriminatorio” de estas 
políticas (cf. Young, 2000: 324).!*! “Trato preferencial” es otra 
denominación frecuente, quizás la más extendida. Suele ser 
utilizada tanto por detractores como por defensores. Sin 
embargo, como veremos, vuelve a la AAf especialmente 
vulnerable a la crítica (Bacchi, 2006). 

Las políticas de AAf tienen una larga historia. En los 


Estados Unidos, cobraron fuerza hacia la década de 1960, 
traccionadas por las luchas del movimiento por los derechos 
civiles de la población negra. De hecho, el origen de la 
expresión “acción afirmativa” con el sentido técnico que le 
damos hoy suele remontarse a un decreto emitido por el 
presidente John F. Kennedy en el año 1961, la Orden Ejecutiva 
n.2 10.925, en la que este exigía a todas las agencias 
gubernamentales que fueran más allá de la no discriminación 
pasiva adoptando “medidas afirmativas” para abordar de un 
modo más activo la exclusión en el empleo de la población 
afroamericana. Recién hacia la década de 1990, 
paradójicamente cuando en los Estados Unidos los vientos 
parecían empezar a soplar en contra de la AAf, con una 
seguidilla de reveses políticos y judiciales (cf. Dworkin, 1998), 
el tema empezó a cobrar peso en las agendas de países 
europeos, latinoamericanos, y en instituciones transnacionales 
(Teigen, 2000: 63). 

En Argentina las acciones positivas adquirieron estatus 
constitucional con la reforma de 1994, que las incorporó 
explícitamente en el artículo 37 de nuestra ley fundamental. Al 
día de hoy, contamos con varios ejemplos, algunos bastante 
recientes, de implementación de políticas de AAf a nivel 
nacional, provincial, y en microcontextos institucionales como 
universidades, museos, hospitales, etc. En la esfera política, un 
caso paradigmático, pionero a nivel latinoamericano, es la Ley 
n.? 27.412 de Paridad de Género en Ámbitos de Representación 
Política, sancionada en 2017 y aplicada por primera vez en las 
elecciones presidenciales del año 2019. Esa ley, que vino a 
sustituir el anterior cupo femenino del 30 % sancionado en 
1991, establece que las listas de candidatxs al Congreso de la 
Nación y al Parlamento del Mercosur deben ser armadas 
“ubicando de manera intercalada a mujeres y varones”.!?! 

Otro ejemplo —pionero, en este caso, a nivel mundial- lo 
proporciona la Ley n.* 27.636 de Promoción del Acceso al 


Empleo Formal para Personas Travestis, Transexuales y 
Transgénero “Diana Sacayán - Lohana Berkins”, sancionada a 
nivel nacional en el año 2021.19! La norma rige desde entonces 
para los tres poderes del Estado, organismos descentralizados o 
autárquicos, entes públicos no estatales y empresas y 
sociedades del Estado, en todas sus contrataciones, y establece 
la obligatoriedad de ocupar en una proporción no inferior al 1 
% de su personal a personas travestis, transexuales y 
transgénero. Además del cupo propiamente dicho, la ley 
contempla otro tipo de medidas de AAf: prevé incentivos 
impositivos para empleadores del ámbito privado que contraten 
trabajadores y trabajadoras trans, contempla la prioridad de 
contrataciones por parte del Estado a empresas proveedoras 
que posean en su planta laboral a personas de ese colectivo, y 
promueve líneas de crédito con tasa preferencial para el 
financiamiento de emprendimientos de personas trans. 

En el ámbito de la educación pública superior, un ejemplo 
novedoso es el proyecto de “democratización de la composición 
de las instancias colegiadas de evaluación académica” 
aprobado por la junta departamental de la Carrera de Filosofía 
de la Universidad de Buenos Aires en el año 2019. Se trata de 
una iniciativa en cierta forma atípica como política de cuotas, 
porque rompe el techo del 50 % para los grupos marginalizados 
que suponen las medidas que exigen la paridad. La exigencia 
que introduce, en cambio, es que se limite la presencia del 
grupo históricamente sobrerrepresentado —el de los varones 
cis- a no más del 50 % en las instancias colegiadas de 
evaluación!?! y toma de decisiones del Departamento de 
Filosofía (cf. Colectivo Filo Feminista, 2022: 95-99). Esta 
especie de “techo” o cupo máximo para ese grupo privilegiado 
deja abierta la posibilidad —aunque no la exige- de que 
ocasionalmente las mujeres ocupen ciertos espacios en una 
proporción mayoritaria, invirtiendo la tendencia histórica. 

Los ejemplos podrían seguir. Pero lo relevante aquí es que 


cada una de estas medidas, y otras semejantes, invariablemente 
han estado rodeadas de controversias, dudas, resistencias. Así 
ha ocurrido siempre con las medidas de acción afirmativa, 
resistidas muchas veces por las propias personas que podrían 
beneficiarse de ellas. Y así continúa ocurriendo. 

Desde la convicción de que estas políticas, aun con sus 
problemas y limitaciones, son un aporte valioso, en lo 
inmediato, para mejorar la vida presente de muchas personas y, 
en el mediano y largo plazo, para intervenir sobre los 
mecanismos institucionales informales, prejuicios y estereotipos 
que perjudican a grupos, en este trabajo ensayaremos una 
defensa por la negativa. La pregunta-guía, entonces, no será 
tanto la de por qué apoyar la AAf, sino, más bien, la de si acaso 
hay buenas razones para no hacerlo —algo del orden de lo que 
Anne Phillips llama “argumento negativo de justicia” (Phillips, 
1995: 81)-. Después de todo, parece razonable pensar que la 
carga de la prueba debería estar del lado de quienes quieren 
mantener un statu quo a todas luces injusto, no del lado de 
quienes buscan cambios que permitan una mayor equidad. Así 
es que nos proponemos hacer un análisis y una evaluación 
crítica de las principales razones sobre las que se sostienen las 
resistencias a la AAf, con el objetivo de desestimarlas. El 
abordaje que haremos, además de negativo en este sentido, 
será conceptual y argumentativo, aunque no supondrá afirmar 
un inmanentismo teórico o una autosuficiencia de los 
argumentos. Lejos de ello, creemos que el trasfondo de los 
recelos que despiertan las políticas de AAf no se dirime 
enteramente en el plano de la teoría y la argumentación. No 
basta con encontrar los mejores razonamientos a favor o en 
contra. La historia y, desde ya, también nuestra coyuntura 
actual modelan la manera en que percibimos este tipo de 
políticas y las razones —a favor y en contra— que construimos 
alrededor de ellas. Un pasado colonial y una larga tradición 
liberal universalista que ante las diferencias exige asimilación 


sin conflictividad (el mito del “crisol de razas”), la construcción 
de una identidad nacional cimentada sobre el supremacismo 
blanco y el exterminio, a veces literal, a veces simbólico, de 
indígenas y afroargentinos (“los argentinos bajaron de los 
barcos”) son, sin dudas, factores históricos condicionantes. 
¿Cómo dar crédito siquiera al sentido de políticas focalizadas 
en grupos sociales racializados, por ejemplo, cuando la propia 
existencia de estos grupos en los espacios públicos es negada o 
subestimada? Actualmente, la misoginia, la homofobia, el 
racismo y, en general, el backlash antifeminista que vemos 
acompañar el avance de las “nuevas derechas” en nuestro país 
y en otros lugares del mundo también juegan en contra de la 
legitimidad y la continuidad de las políticas de AAf. El poder, 
la historia, la ideología y el hecho de la opresión son factores 
inescindibles de las razones filosóficas que analizaremos aquí, y 
las preceden. 

A la hora de considerar las principales razones que se 
esgrimen en contra de la AAf, distinguiremos, a grandes rasgos, 
dos vertientes en el debate: una planteada en términos del 
paradigma distributivo liberal y otra en términos del 
paradigma del reconocimiento —o que, al menos, incorpora 
inquietudes propias de este paradigma o que surgen de la mano 
de las políticas de la diferencia—.!9! En el marco del paradigma 
distributivo liberal, el eje de la controversia reside en la 
discriminación, el mérito y el presentismo y el individualismo 
éticos en la distribución de posiciones y beneficios. Y, 
mayormente, las objeciones a la AAf se plantean por —o en 
nombre de- los grupos privilegiados que, según aducen 
algunos, se verían “perjudicados”. Desde el paradigma del 
reconocimiento, en cambio, el debate gira en torno de la 
“identidad” y del reconocimiento positivo de la diferencia, y los 
principales reparos se plantean en términos de los intereses de 
los propios grupos marginalizados hacia los que las políticas de 
AAf buscan hacer justicia. Sostendremos que, a diferencia de 


las objeciones que se plantean en nombre de la no 
discriminación y del mérito, estas últimas son más atendibles. 
Aunque no nos parecen suficientes para impugnar las políticas 
de AAf como tales, sí podrían sugerir la necesidad de revisiones 
en el diseño, y en la conceptualización y justificación de estas 
políticas. 


Objeciones centradas en la discriminación, el mérito 
y el presentismo ético 

Las principales objeciones normativas!”! que se plantean a las 
políticas de AAf en el marco de la justicia distributiva liberal se 
centran en la discriminación, el mérito, y en el presentismo y el 
individualismo éticos. Suelen ser formuladas por —o en nombre 
de- los grupos hegemónicos (o grupos “aventajados”, como se 
los llama en la jerga de este paradigma). 

Una objeción frecuente es la que señala el carácter 
discriminatorio (y, por lo tanto, también inconsistente) de estas 
políticas (cf., por ejemplo, Elster, 1994). Desde esta óptica, las 
políticas de AAf incurrirían en el mismo problema que buscan 
combatir, a saber, la discriminación basada en factores como la 
raza, el género, la sexualidad, etc. Para no discriminar a ciertos 
grupos —reza la objeción-, se termina por discriminar a otros. 
Es bajo esta lógica que se habla de cosas tales como 
“discriminación” de los varones cis, “discriminación” de las 
personas blancas o “discriminación” de heterosexuales. La AAf 
sería una discriminación al revés, una “discriminación inversa”, 
tan condenable como cualquier discriminación. 

En algunos casos, la objeción plantea que las políticas de 
AAf nos arrojan a las puertas de un dilema, un escenario 
aporético en el que enfrentamos dos decisiones insatisfactorias: 
discriminar a unos o discriminar a otros (Fullinwider, 1980: 
156). En otros casos, solamente el perjuicio sobre los grupos 
hegemónicos que supondría la AAf es señalado como un mal. 
La vulneración de los intereses y derechos de los grupos que las 


políticas de AAf buscan proteger y promover, en cambio, no se 
reconoce como tal: no sería más que el producto de las acciones 
y decisiones de individuos libres, o del funcionamiento de 
instituciones y marcos normativos desregulados que no sería 
legítimo ni conveniente limitar o regular mediante la coerción. 
Una expresión corriente de este tipo de mirada es la defensa de 
una libertad de contratación o de un derecho de admisión 
irrestrictos (en ámbitos laborales, sociales, educativos, de 
prestación de servicios de salud, etc.). Estas perspectivas 
extremas, por lo general asociadas con idearios liberales 
libertarios —-en este sentido, ya ajenas al paradigma de la 
justicia distributiva que aquí estamos considerando-—, entienden 
que la discriminación es una extensión de la libertad (de 
elección, de asociación, de contratación), y que no se necesitan 
mayores explicaciones o razones para la exclusión de personas 
o grupos de ciertos ámbitos cuando estas suceden dentro del 
espontáneo devenir de un orden social libre.!!%! 

Igualmente frecuentes suelen ser las críticas a la AAf que 
señalan que estas eluden los debidos procesos competitivos y 
vulneran un principio de mérito —cuya validez se presupone 
absoluta y universal- según el cual las posiciones deberían ser 
ocupadas siempre por “los mejores”. Desde esta perspectiva, 
elegir a los más idóneos o a los más meritorios, excluyendo o 
relegando a los menos, no implica una discriminación 
objetable. De un modo semejante a como se denuncia la 
“discriminación” de las personas no contempladas por las 
políticas de AAf, se señala que pertenecer a un grupo social “no 
es ningún mérito”. En cambio, lo que sí es objetable desde esta 
óptica es darles prioridad a personas que no están 
suficientemente calificadas o que lo están, pero en menor 
medida que otras. Entonces, las únicas discriminaciones 
censurables —-de hecho, las únicas que ameritan ser llamadas 
“discriminaciones”- serían aquellas que van dirigidas hacia 
personas idóneas o meritorias que se ven excluidas o relegadas 


por motivos entendidos como “no relevantes” en función de las 
posiciones a las que aspiran. Para evitar esas injusticias, se 
sostiene, no se necesitan políticas de AAf y bastaría con normas 
antidiscriminación, prohibicionistas y punitivas que disuadan a 
potenciales discriminadores o los castiguen y ofrezcan 
reparaciones a las víctimas. 

Esta perspectiva meritocrática radical'*!! converge con el 
principio que reduce la justicia a la no discriminación o a la 
“igualdad de trato”, en un ideal formal de igualdad de 
oportunidades o “carreras abiertas a los talentos”. Entre otras 
cosas, este ideal supone una ontología social estrictamente 
individualista. Dicho en otros términos, para esta perspectiva, 
las personas deberían ser tratadas únicamente como individuos, 
nunca como miembros de grupos. Sus diferencias, concebidas 
como no relevantes, deberían ser ignoradas, y sus opciones y 
recompensas en la vida deberían basarse solamente en sus 
logros individuales y su idoneidad personal. Se trata de una 
perspectiva que define la justicia como ignorar o trascender la 
diferencia de grupo para garantizar un principio de igualdad de 
trato. Dentro de esta lógica, todas las “diferencias” tienen el 
mismo estatus: ser blanco o negro, varón o mujer, cisgénero o 
transgénero. Todas, sin distinción, deberían ser ignoradas. 

Por último, una tercera línea de crítica a la AAf en el 
marco de este paradigma es la que, suponiendo un principio de 
presentismo ético (cf. Elster, 1993), objeta que las personas que 
se benefician de las políticas de AAf en el presente no son las 
mismas que fueron discriminadas en el pasado, lo que haría a 
estas políticas fuera de lugar e injustas. 

Ahora bien, nos parece que las objeciones a la AAf hasta 
aquí planteadas son débiles o discutibles en varios sentidos 
que, a continuación, intentaremos precisar. En primer lugar, en 
relación con la objeción que sostiene que la AAf es 
discriminatoria, sencillamente podemos recurrir a la distinción 
entre tratar a las personas de manera igual y tratar a las 


personas como iguales, esto es, con igual consideración y 
respeto (Dworkin, 1993: 332; Young, 2000: 328). Si esto último 
es lo fundamental, como creemos, en ocasiones tendremos que 
dar un trato desigual a las personas para poder tratarlas como 
iguales. 

La identificación de la justicia con el trato estrictamente 
igual o con ignorar o trascender las diferencias de grupo ha 
sido ampliamente cuestionada por los nuevos movimientos 
sociales y por las perspectivas teóricas que consideran al 
reconocimiento positivo de la diferencia como un asunto 
prioritario de la justicia social (cf. Honneth, 1997; Young, 
2000). Más allá de que hoy podamos pensar que hemos 
alcanzado consensos relativamente extendidos respecto de que 
ninguna persona debería ser excluida de empleos, actividades 
políticas, sociales o educativas en razón de ciertas diferencias, 
las diferencias de grupo existen y, en los hechos, continúan 
funcionando como base para distinguir entre grupos 
privilegiados y otros excluidos o marginalizados. Bajo estas 
circunstancias, insistir en que la justicia implica ignorar la 
diferencia tiene efectos opresivos para grupos cuya experiencia, 
cultura y formas de vida difieren de las que tienen los grupos 
hegemónicos. Los grupos privilegiados definen los criterios de 
acuerdo a los cuales se va a medir todo. Su privilegio conlleva 
el no reconocer estos criterios como cultural y 
experiencialmente sesgados, y así es que ese viejo ideal de 
“humanidad” común en el que todas las personas pueden 
participar sin importar la raza, el género o la edad es 
presentado como neutral y universal. Las diferencias reales 
entre los grupos oprimidos y la norma dominante, sin embargo, 
tienden a ponerlos en una situación de desventaja (Young, 
2000: 277). Además, las ideas que asocian a la equidad con la 
ceguera frente a la diferencia permiten a los grupos 
privilegiados ignorar su propia especificidad de grupo. Esto, 
lógicamente, contribuye a perpetuar su hegemonía al permitir 


que las normas que expresan sus puntos de vista y experiencias 
aparezcan como neutrales, universales o normales. 

Otra manera de hacer frente a la objeción de que la AAf es 
discriminatoria pasa por desnudar y romper la ambigiúedad que 
encierra el concepto de “discriminación” en esa objeción. Se 
sostiene que no es correcto ni coherente valerse de una 
discriminación para evitar o reparar otra. Sin embargo, las 
discriminaciones que la objeción equipara no son realmente 
equivalentes (por eso, en las políticas de AAf, no solo no hay 
injusticia, sino que tampoco hay un verdadero dilema ni una 
inconsistencia). En un caso, “discriminación” alude a sesgos y 
prejuicios que ponen en desventaja a grupos, mientras que, en 
el otro caso, refiere a prácticas focalizadas conscientes que 
favorecen a grupos específicos (Young, 2000: 327). La 
discriminación sin más aclaraciones es ambigua y, en sí misma, 
no está bien ni está mal. Hay discriminaciones que refuerzan la 
opresión, y están mal. Y hay otras que ayudan a socavar la 
opresión, y están bien. Para saber cuál es el caso, deberíamos 
evaluarlas contextualmente, por referencia a sus fines 
(Dworkin, 2000). Aunque esta respuesta implica rescatar el 
principio de no discriminación de la crítica, señalar la 
importancia de que se considere el contexto en el que el trato 
(des)igual se lleva a cabo implica un desplazamiento, aunque 
sea tímido, desde un enfoque estrictamente individualista hacia 
uno más cercano a la igualdad estructural (Saba, 2005: 137), 
que es la concepción que privilegiamos en algunos de los 
contraargumentos que referimos a continuación. 

La objeción que estamos considerando también pierde 
fuerza si abandonamos el presupuesto de que la no 
discriminación es el principio supremo de la justicia, el 
presupuesto de que es el único o el principio que más importa, 
o que es el principio que mejor recoge las injusticias que sufren 
los grupos marginalizados. Si bien las políticas discriminatorias 
a veces causan o refuerzan la opresión, la opresión entraña 


muchas acciones, prácticas y estructuras que tienen poco que 
ver con preferir o excluir a los miembros de ciertos grupos en 
la concesión de beneficios. En esta línea, quizás en ocasiones 
haya que discriminar para evitar otro tipo de injusticias. 

De hecho, pensar las injusticias que sufren los grupos 
subalternizados kbajo el paradigma liberal de la no 
discriminación es inadecuado e inconveniente en varios 
sentidos. Por un lado, identificar la injusticia basada en el 
grupo con la discriminación tiende a poner la carga de la 
prueba en las “víctimas” para que demuestren, caso por caso, 
que se les ha hecho un daño (Young, 2000: 329; Dubet, 2011: 
77). Además, como concepto por defecto, la discriminación 
tiende a presentar la injusticia que sufren los grupos como algo 
anómalo, la excepción más que la regla. Se tiende a pensar en 
la condición normal como la ausencia de discriminación 
(Young, 2000: 329; Bacchi, 2004: 133). Por otra parte, dado 
que en muchos lugares hoy la discriminación explícita contra 
las mujeres, los grupos racializados o las personas LGBTIQ+ ha 
disminuido en términos relativos, la igualación de la injusticia 
basada en el grupo con la discriminación lleva a mucha gente a 
asumir que todas las injusticias contra estos grupos han sido 
eliminadas también. 

Otro inconveniente es que no siempre es sencillo detectar o 
probar que la discriminación tiene lugar. Con relativa facilidad, 
las personas O las instituciones consiguen o procuran 
“racionalizar” y disimular la segregación apelando a la 
supuesta preferibilidad objetiva de determinadas aptitudes, o 
arguyendo que se trata de preferencias por ciertos tipos de 
caracteres y comportamientos, en lugar de preferencias (y 
aversiones) por grupos (Young, 2000: 329-330; Dubet, 2011: 
79-80). Verificar la exclusión o subrepresentación de ciertos 
grupos sociales, en cambio, no requiere de una evaluación e 
interpretación de las motivaciones subjetivas de quienes tienen 
el poder de decidir. 


Por último, otras observaciones agudas acerca de las 
limitaciones del enfoque de la no discriminación fueron 
planteadas por los feminismos negros y la teoría crítica de la 
raza. Alan Freeman (1996) señaló que las medidas 
antidiscriminatorias  deshistorizan e  individualizan las 
injusticias que pesan sobre ciertos grupos sociales. Se adopta 
una perspectiva de “perpetrador-víctima” que deshistoriza e 
individualiza las injusticias, volviéndolas prácticamente 
problemas interpersonales: algo malo que un agente malo 
(individual o colectivo) le hace a otro (individual o colectivo). 
Siguiendo esa lógica, se supone que las marginaciones se 
resuelven con leyes y normas antidiscriminatorias, y con 
sanciones a quienes las incumplen. Pero todo esto implica una 
comprensión equivocada del funcionamiento de sistemas de 
exclusión que son estructurales, y por eso los remedios que se 
proponen resultan igualmente inadecuados. 

Consideremos ahora la objeción que observa que la AAf 
contradice el principio de mérito según el cual las posiciones 
deberían ser ocupadas siempre por las personas mejor 
cualificadas. Más allá de su evidente popularidad en el discurso 
político y de su profundo arraigo en el sentido común, la 
justicia meritocrática es problemática desde múltiples ángulos. 
Algunos de ellos son especialmente pertinentes en relación con 
la discusión que nos ocupa aquí.!!?! Una línea de crítica 
relativamente transitada advierte sobre lo injusta que resulta su 
aplicación sobre un trasfondo de fuertes desigualdades 
estructurales. En sociedades desiguales como la nuestra, no 
todo el mundo tiene oportunidades reales de desarrollar las 
calificaciones necesarias para competir en igualdad de 
condiciones por ocupar las posiciones más ventajosas. Esta es la 
posición de muchos autores y autoras que, aun sin cuestionar la 
existencia de marcadas desigualdades en las retribuciones 
(remunerativas o simbólicas) en el mundo del trabajo y las 
profesiones, plantean, no obstante, que la aplicación del 


principio de mérito solo es legítima si se toman medidas para 
igualar las oportunidades de desarrollar calificaciones 
relevantes. Esta posición no cuestiona al mérito como un 
criterio intrínsecamente injusto, pero ata su aplicación a ciertas 
condiciones de justicia de trasfondo. Si estas condiciones 
ideales de trasfondo no se verifican (como, de hecho, ocurre), 
la aplicación del principio de mérito debería, como mínimo, 
poder circunscribirse, relativizarse y admitir excepciones. 

Otra línea de crítica advierte sobre la imposibilidad de 
establecer criterios que sean normativa y culturalmente 
neutrales para evaluar o medir el mérito. Los “árbitros del 
mérito” son individuos de carne y hueso, con identidades, 
valores, intereses, lazos de lealtad, preferencias, prejuicios, 
credenciales y habilidades particulares. No son, no pueden, ni 
deberían ser neutrales. En consecuencia, los criterios que 
normalmente se establecen para definir quién es mejor o quién 
tiene aptitudes suficientes para ocupar una posición requieren, 
como primera medida, del ejercicio de una sana sospecha. 
Además, deben fijarse y aplicarse lo más democráticamente 
posible en un contexto de pluralismo (Young, 2000: 336 y ss.). 
Esta línea de crítica tampoco cuestiona al principio de mérito 
como inherentemente injusto, pero, en la medida en que pone 
en entredicho su objetividad y neutralidad, abre las puertas 
para una discusión sobre su papel en la impugnación de las 
políticas de AAf como antimeritocráticas. 

Por último, también podríamos y deberíamos revisar la 
pertinencia de aplicar un criterio meritocrático fuerte o radical 
para la distribución de ciertas posiciones específicas, como 
ciertos puestos de trabajo o cargos políticos. ¿Se trata acaso de 
premios o distinciones que se otorgan tras una competencia, 
como se entrega una medalla dorada al más veloz tras una 
carrera en los juegos olímpicos? No es casual que las metáforas 
más utilizadas en el imaginario meritocrático sean deportivas 
(“igualar la línea de largada y que gane el mejor”, “nivelar el 


campo de juego”, “abrir la carrera a los talentos”). La idea de 
los premios (y su correlato, los castigos) debería alertarnos 
sobre otro aspecto cuestionable de la meritocracia como 
régimen distributivo, a saber, su fuerte componente ideológico, 
moralista y normalizador. Curiosamente, aunque es posible 
justificar la meritocracia en términos consecuencialistas —con el 
argumento de que asignar ciertas posiciones a los mejores suele 
redundar en un beneficio social—, la defensa más corriente de 
las asignaciones meritocráticas es moralista: ciertos individuos 
merecen, por sus virtudes, aquello que reciben. Como 
contrapartida, se considera que las personas que reciben menos 
o no reciben nada, perdedoras o fracasadas, son culpables de 
sus carencias (en virtud de sus vicios o deficiencias). 

En este punto puede ser útil introducir una distinción entre 
dos tipos de procedimientos para la asignación de posiciones y 
bienes: la selección y la admisión. Un procedimiento de 
selección compara a individuos entre sí, generalmente 
produciendo un “orden de méritos”, y los acepta comenzando 
desde el primero y bajando en la lista hasta que se terminan los 
cargos o bienes disponibles. Un proceso de admisión compara a 
individuos con un umbral absoluto y ofrece las posiciones o los 
bienes a aquellos y solo a aquellos que traspasan ese umbral. 
Obviamente, los procedimientos de admisión no son adecuados 
para la distribución de bienes escasos e indivisibles que existen 
en cantidades rígidamente fijas. Debido a que los rasgos 
relevantes de los individuos tienden a variar estocásticamente, 
la cantidad de solicitantes que exceden el umbral puede no 
llegar a la cantidad de unidades del bien, en cuyo caso podrían 
desperdiciarse recursos. A la inversa, podría haber más 
receptores calificados que unidades del bien, en cuyo caso los 
que distribuyen deben comenzar todo nuevamente utilizando 
un umbral diferente o cambiando a un sistema de selección. A 
su vez, los procedimientos de admisión pueden ser puros o 
impuros. En el primer caso, el umbral es elegido porque en 


algún sentido es realmente adecuado. En el segundo caso, la 
admisión se utiliza como un sustituto de la selección, con el 
umbral elegido con vistas a hacer coincidir la cantidad de 
solicitantes con la cantidad de lugares (Elster, 1994: 35-36). 
Hechas estas distinciones, pensemos, por ejemplo, en un cargo 
docente en una universidad o en un puesto laboral en la 
administración pública. Quien califique para obtenerlos en un 
concurso debería cumplir con una serie de requisitos que 
permitan predecir, aunque más no sea por aproximación, un 
desempeño idóneo en la tarea. Pero ¿por qué reservar ese tipo 
de cargos para el/la mejor en lugar de para una persona entre 
muchas suficientemente calificadas? Podría responderse a esto 
que elegir a quien se considera mejor puede ser un criterio para 
elegir entre una variedad de personas que, aunque quizás no 
exhiben el mismo nivel de calificación, de todas formas están 
suficientemente calificadas, cuando la posición por cubrir es 
escasa con relación al número de aspirantes. Sin embargo, 
deberíamos poder dar razones positivas a favor de la elección 
de este criterio específico frente a otros alternativos, como la 
necesidad de trabajar de lxs aspirantes, su pertenencia a un 
grupo desfavorecido, el azar (el cargo podría sortearse entre 
todxs lxs suficientemente calificadxs), la búsqueda de un 
equilibrio o criterio de proporcionalidad en la composición de 
la planta de empleadxs (principio de diversidad), etcétera. A lo 
que vamos es a que, en muchos casos, el mérito, al igual que 
cualquier otro criterio distributivo, debería poder quedar 
expuesto a eventuales restricciones o ponderaciones en virtud 
de otras consideraciones de justicia tanto o más importantes. 
Por último, la objeción que señala que las personas que en 
el presente se benefician de las políticas de AAf no son las 
mismas que sufrieron discriminación en el pasado podría 
perder sentido si abandonamos la justificación de estas políticas 
como compensación o reparación por injusticias pretéritas. 
Aunque las políticas explícitamente discriminatorias ya no sean 


legales, ciertos grupos sociales siguen estando sujetos a 
prejuicios y estereotipos, a menudo inconscientes, por parte de 
quienes toman decisiones. En este sentido, las políticas de AAf 
pueden justificarse, sin necesidad de apelar al pasado en forma 
directa, como un medio necesario para combatir esos prejuicios 
que continúan operando en el presente (Young, 2000: 
332-333). 


Otras objeciones 
Hasta aquí, hemos recorrido una serie de objeciones a las 
políticas de AAf que podemos enmarcar dentro del paradigma 
distributivo y, más específicamente, dentro de la tradición 
liberal de la justicia como igualdad formal de oportunidades o 
“Carreras abiertas a los talentos”. Como vimos, por lo general, 
estas objeciones se plantean en nombre de los grupos 
“aventajados”, aquellos que reclaman ser activamente 
perjudicados por las políticas de AAf focalizadas en otros 
grupos. Desde esta óptica, la AAf es concebida como una 
“discriminación al revés” o como un “trato preferencial” o 
“especial”, que injustamente les retacea posiciones y bienes a 
quienes los merecen, y que nada tiene de “positivo”. Sin 
embargo, como hemos intentado mostrar, todas esas objeciones 
son discutibles. Les confieren a los principios de no 
discriminación y de mérito una validez absoluta o prioritaria 
que no tenemos por qué aceptar, y  deshistorizan e 
individualizan relaciones de opresión que tienen un carácter 
estructural, banalizándolas. En este sentido, parten de una 
comprensión equivocada sobre cómo funcionan el sexismo, el 
racismo, el capacitismo y otros sistemas de exclusión, lo que 
redunda en un obstáculo para terminar con esas opresiones. 
Cuando la mirada crítica sobre la AAf se configura desde — 
o pensando en- los intereses de los grupos oprimidos, o cuando 
es modulada por las variables que introducen el paradigma del 
reconocimiento y la política de la identidad, salen a la luz otros 


problemas y otras preocupaciones. Después de todo, las 
políticas de AAf podrían ser injustas para los grupos 
marginalizados incluso cuando consiguieran exactamente lo 
que se proponen, en lo inmediato, en términos distributivos, a 
saber, una distribución más equitativa o equilibrada de 
posiciones y de otros beneficios. E, incluso, cuando no le 
quitaran nada a nadie. Podría ser el caso si, por ejemplo, 
contribuyeran a encasillar a ciertos grupos en maneras de ser 
estereotipadas o los volvieran blanco de alguna forma de 
desprecio, llegando a dañarlos incluso en la comprensión y 
estima que tienen de sí mismos, algo que, de más está decir, 
siempre se construye intersubjetivamente. 

Quizás, a primera vista, se podría entender que estas otras 
objeciones son utilitaristas o “prácticas” (cf. Dworkin, 1998; 
Teigen, 2000: 64), en el sentido de que parecen centrarse más 
en los efectos sociales probables que producirán las políticas de 
AAf antes que en los principios o derechos que, supuestamente, 
vulneran o desatienden. Si así las entendiéramos, sería más 
fácil desestimarlas. Para respaldar sus afirmaciones, tanto los 
defensores como los detractores que abordan la cuestión desde 
esta perspectiva se basan en pruebas fácticas, siempre parciales, 
interpretables y controversiales. Sin duda, existen estudios 
empíricos serios al respecto. En ocasiones, sin embargo, se 
apela al poder de persuasión de reportes periodísticos de 
incidentes aislados de cooperación o de discordia en espacios 
donde se implementa la AAf, a relatos experienciales singulares 
de individuos que atribuyen a la AAf el haberles dado una 
oportunidad o, por el contrario, haberlos estigmatizado, 
insultado o subestimado, o a especulaciones o supuestos de 
sentido común sobre cómo “deben” o “pueden” sentirse o 
reaccionar las personas afectadas por estas políticas. Al margen 
de estas discusiones y especulaciones, sin embargo, podemos 
concebir a las objeciones que siguen como objeciones de 
principio, al mismo nivel que las revisadas previamente, si 


suponemos, como en este trabajo, que el debido 
reconocimiento es, en sí mismo, una exigencia de justicia. 
Junto con Nancy Fraser, creemos que no siempre es fácil, pero 
sí necesario, buscar las maneras de conjugar estas exigencias de 
justicia, de una manera consistente, con las propias del 
paradigma de la redistribución (Fraser, 2000: 25). 

En el marco del paradigma de la justicia como 
reconocimiento, como su nombre indica, el foco está puesto, 
fundamentalmente, en el reconocimiento y el respeto igual de 
las diferencias: de género, sexuales, raciales, étnicas, etcétera. 
Las injusticias de reconocimiento se encuentran arraigadas en 
modelos sociales de representación, interpretación y 
comunicación e incluyen cosas tales como la dominación 
cultural, la invisibilización y la falta de respeto (la difamación, 
el desprecio, la estereotipación, la estigmatización), tanto en 
las representaciones culturales públicas, como en las 
interacciones cotidianas en las esferas social y privada (Fraser, 
2000: 28-29). En este sentido, la reparación o eliminación de 
las injusticias de reconocimiento requiere de cambios no 
solamente materiales, sino también, y sobre todo, culturales o 
simbólicos: la reevaluación de las identidades denigradas y de 
los productos culturales de los grupos difamados, y el 
reconocimiento y la valoración positivos de sus diferencias 
(Fraser 2000: 31-32). Lo que se exige es que la integración en 
la mayoría o la asimilación de las normas culturales 
dominantes no sean el precio que hay que pagar por un respeto 
igual (Fraser, 2006: 17). En este sentido, los grupos que se 
consideran objeto de injusticia no persiguen la asimilación, el 
“trato igual” o indiferente frente a sus respectivas marcas 
distintivas, sino que, por el contrario, reivindican con orgullo 
su diferencia, pretenden que sea visible y respetada, exigiendo 
su reconocimiento positivo. 

Ahora bien, los grupos sociales a los que suelen ir 
destinadas las políticas de AAf son grupos que podríamos 


considerar como “comunidades bivalentes” (Fraser, 2000: 34 
ss.), esto es, comunidades que están sujetas, al mismo tiempo y 
de manera interconectada, a injusticias distributivas y de 
reconocimiento. En principio, las políticas de AAf van dirigidas 
a reparar ambos tipos de injusticia. Por un lado, buscan una 
distribución más equitativa o equilibrada de posiciones sociales 
y bienes en general. Al mismo tiempo, y a través de ello, 
también podemos pensarlas como persiguiendo cambios en el 
orden cultural y simbólico que perpetúa la marginalización de 
esos grupos. Sin embargo, compatibilizar estos objetivos no 
siempre resulta sencillo. Las políticas de redistribución y las de 
reconocimiento responden a lógicas distintas y, en ocasiones, 
pueden entrar en tensión (Fraser, 2000: 33-34). Las políticas 
redistributivas a menudo aspiran a la abolición o corrección de 
un orden económico que discrimina entre grupos. En cambio, 
las reivindicaciones de reconocimiento muchas veces suponen, 
y aspiran a mantener, la diferenciación, generando una 
atención especial sobre las identidades o las diferencias. En 
consecuencia, cuando se intenta combatir ambos tipos de 
injusticia simultáneamente, emergen dilemas y dificultades. 

En este sentido, al amparo —o, incluso, en los bordes- del 
paradigma de la justicia como reconocimiento, aparecen otras 
objeciones a la AAf, diferentes a las que criticamos en el 
apartado anterior. Estas otras objeciones parecen mucho más 
atendibles y traen nuevos desafíos al diseño, la 
implementación, la conceptualización y la justificación de las 
políticas de AAf. Veamos algunas de ellas. 

Una preocupación razonable en relación con las políticas 
de AAf se vincula con la pregunta de si acaso estas políticas no 
podrían tener el resultado contraproducente, claramente no 
buscado, de estigmatizar y denigrar a ciertos grupos como 
incapaces, como inherentemente deficientes o, incluso, como 
insaciables (Fraser, 2000: 60). Exponer de este modo a los 
grupos alcanzados por las políticas de AAf, se advierte, podría 


terminar generando la idea de que no podrían haber alcanzado 
por sí mismos el lugar o los beneficios que estas les facilitan 
(Bacchi, 2004: 135). Fraser va incluso más allá, previendo el 
absurdo de que, con el tiempo, ciertos grupos marginalizados 
pudieran llegar a parecer “privilegiados”, beneficiarios de un 
trato especial y de una generosidad inmerecidos (Fraser, 2000: 
60). A este respecto, resulta significativo que, en ocasiones, la 
comprensión de la AAf como trato preferencial o especial, o 
como concesión de beneficios inmerecidos o inalcanzables por 
otra vía, anime a individuos de los grupos destinatarios a 
querer desvincularse de estas políticas, o hasta a negar u 
ocultar su pertenencia a un grupo marcado como blanco de 
ellas. Por ejemplo, es frecuente escuchar a mujeres decir que no 
quieren ser alcanzadas por la AAf, y que prefieren incluso 
declinar el acceso a ciertas posiciones y bienes por el deseo de 
ser juzgadas “por sus propios méritos” (cf. Dubet, 2017: 62-63). 

En ocasiones, la representación de los grupos-objetivo 
como “el problema” sitúa a las políticas de AAf como actos 
especiales de “generosidad” o de “caridad” de ciertos sectores 
sociales hacia otros: unos renuncian a “lo propio” o “se hacen a 
un lado” para que otros reciban. Como señala Carol Bacchi, 


quienes están dispuestos a hacer provisiones “especiales” para 
ayudar a otros a superar su “atraso” aparecen como benevolentes 
y benéficos. La AAf se convierte en una especie de caridad y las 
preguntas típicas pasan a ser: ¿cuánta “ayuda” necesita la 
“desfavorecida”? ¿Cuánta “ayuda” es “permisible”? (Bachi, 2004: 
132). 


Al respecto, resulta sugerente que no todos los grupos a los 
que se destinan asignaciones y subsidios periódicos especiales 
son percibidos de esta manera —v. gr., veteranos de guerra, 
personas que trabajan en zonas geográficas desfavorecidas, 
etc.—. Esto hace pensar que quizás una parte del problema sea 


la construcción discursiva de la AAf como “discriminación 
positiva” o “trato preferencial”, que contribuye a que los 
grupos objetivo lleguen a ser calificados de “privilegiados”. Las 
políticas y los subsidios focalizados que no son presentados de 
esa manera muchas veces tienen una mejor aceptación social. 

Otro aspecto que podría señalarse como problemático es la 
“obligatoriedad” de tener y de exhibirl!*! una identidad 
definida para poder ser blanco de las políticas de AAf. En 
ciertos casos extremos, la implementación de políticas 
focalizadas podría suponer una verificación cuasi policíaca de 
la identidad, empujar a las personas a identificarse, contra su 
voluntad, con un grupo, o hasta suponer la asignación exógena 
de una identidad. La ley de promoción de acceso al empleo 
formal para personas trans que mencionamos más arriba a 
título de ejemplo tiene la virtud de evitar una presión excesiva 
sobre la identidad al no requerir un cambio registral (una 
posibilidad disponible en nuestro país en virtud de la Ley n.? 
26.743 de Identidad de Género, sancionada en el año 2012, que 
reconoce el derecho de las personas a ser inscriptas en su 
documento nacional de identidad acorde con su identidad de 
género), aunque, aun así, se podría plantear que no todas las 
cuestiones relativas al reconocimiento que estamos 
considerando quedan saldadas y libres de dilemas. 

Otro peligro relativo a la esfera del reconocimiento debido 
es la victimización y la inducción de la autovictimización: 
algunas personas podrían verse inducidas a tener un interés o 
una necesidad de exhibir una identidad despreciada y 
vulnerada para poder obtener la ventaja diferencial que les 
permitiría beneficiarse de las políticas de AAf. Esto, además de 
devolverles una imagen devaluada de sí mismas, podría alentar 
una especie de “competencia de víctimas” en la que cada grupo 
social marginalizado necesitara buscar presentarse como más 
víctima que los otros para ver satisfechas sus demandas de 
justicia (Dubet, 2011: 77-78). 


Por último, otra consecuencia indeseable desde el punto de 
vista de los grupos sistemáticamente despreciados es que, al 
cargarse todas las tintas sobre ellos, sobre su condición 
“vulnerable” o “desaventajada”, el privilegio de los grupos 
dominantes y las condiciones y políticas por las que 
adquirieron su ventaja y la mantienen pueden perderse de foco. 
De este modo, se facilitaría que el statu quo permaneciera lejos 
de la crítica en cualquier sentido estructural real, incluso 
cuando los partidarios de conceptualizar a la AAf como trato 
preferencial se comprometieran, en el discurso y los 
considerandos de las normas, como suele suceder, con 
transformaciones de esta clase y tenor (Bacchi, 2004:129). 


Comentarios finales 

La AAf es un asunto altamente disputado. Las objeciones más 
frecuentes a este tipo de políticas son las que se plantean en 
nombre de los intereses de los grupos privilegiados. En este 
trabajo, además de discutir esas objeciones, poniendo de 
relieve los compromisos individualistas y meritocráticos que 
suponen, hemos querido darles espacio a otras inquietudes 
emparentadas de alguna manera con el enfoque de la justicia 
como reconocimiento. Queda por fuera de los propósitos y las 
posibilidades de este análisis evaluar si es posible desestimar o 
superar los problemas que sugieren estas otras observaciones 
críticas. Los señalamientos vinculados con la política de la 
identidad (la “obligatoriedad” de la identidad, su exhibición, su 
cristalización, su estigmatización, etc.) son parte de ricos y 
acalorados debates en curso alrededor de los alcances y límites 
de este tipo de política y no podemos abordarlos aquí 
específicamente. Con todo, podemos dejar insinuadas, a título 
de hipótesis, dos orientaciones que posiblemente podrían 
atenuar algunos problemas de la política de la identidad para 
las políticas de AAf, facilitando quizás una mayor aceptación y 
una mejor sinergia entre las metas redistributivas y las relativas 


al orden del reconocimiento que las informan. 

En lo que respecta al diseño de políticas, quizás un camino 
a explorar para desarrollar iniciativas de AAf que no resulten 
excesivamente costosas, en términos de reconocimiento, para 
los grupos marginalizados pase por entenderlas como acciones 
más “transformadoras” que “afirmativas” de la diferencia (cf. 
Fraser, 2000: 47 y ss.), evitando estrategias que tiendan a 
sobreexponer y cristalizar en exceso a grupos identitarios que 
son producto de construcciones y que, por lo tanto, son siempre 
contingentes y dinámicos (Butler, 1990). Si bien no hace falta 
señalar el valor político coyuntural de movilizarse en torno a 
las identidades, a la hora de diseñar e implementar políticas de 
equidad focalizadas, procurar escabullirse a los marcadores 
identitarios cristalizados que la cultura emplea para perpetuar 
injusticias puede ser un horizonte promisorio. Una estrategia 
concreta, por ejemplo, podría pasar por buscar maneras más 
escurridizas o indirectas de implementar políticas focalizadas 
que alcancen a ciertos grupos específicos, pero sin aludirlos 
expresamente (cf. Dubet, 2017: 41 y ss.). Otra posibilidad, en 
una dirección similar, podría radicar en hacer esfuerzos por 
desplazar el foco desde las necesidades y carencias de los 
grupos marginalizados hacia la limitación de los privilegios y 
las ventajas distributivas de los grupos dominantes, como en el 
tercero de los ejemplos que mencionamos al comienzo de este 
trabajo. Finalmente, en lo que respecta al plano discursivo, 
para nada menor en este tipo de cuestiones (cf. Bacchi, 2004), 
una reconceptualización de las políticas de AAf que las 
desvincule de la idea de un trato “preferencial” o 
“discriminatorio” también podría contribuir a una mejor 
aceptación. Como vimos, más allá de lo cuestionables que 
puedan ser las objeciones que denuncian una discriminación al 
revés o un trato preferencial injustificado, conceptualizar la 
AAf desde esos imaginarios configura el debate de una manera 
que contribuye a deslegitimar la AAf, a hacerla menos eficaz y, 


en definitiva, a mantener un statu quo de inequidad. En ese 
marco, resulta imposible cuestionar los criterios que se 
aplicaron a quienes actualmente ocupan posiciones de poder y 
autoridad, y que continúan utilizándose en la contratación y la 
promoción. El discurso según el cual individuos marginalizados 
necesitan “ventajas” O “ayudas” especiales acepta 
implícitamente que, en general, la igualdad de oportunidades 
funciona. En este sentido, podemos entender que expresiones 
como “trato preferencial” no constituyen deslices semánticos 
menores y que, más bien, dejan entrever la aceptación general 
de una concepción de la justicia como igualdad de 
oportunidades. Esto, sin dudas, protege y reproduce los 
privilegios de quienes se benefician de los acuerdos sociales 
actuales. 
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1. CONICET / Universidad Nacional de Quilmes / Universidad de Buenos 
Aires. « 

2. En las agendas de estos movimientos, el interés de clase como motivo de 
movilización política cede terreno a la identidad de grupo en función de 
una “diferencia” (Fraser, 2000: 23). « 

3. Sean gobiernos de Estados o decisores en microcontextos institucionales 
(universidades, empresas privadas) relativamente autónomos que, aunque 
puedan estar limitados por normas estatales, tienen cierta autonomía para 
tomar medidas. Para esto último, ver el concepto de “justicia local” de 
Jon Elster (1994: 13-16). « 

4. En La justicia y la política de la diferencia (2000), Iris Marion Young 
plantea que explicitar y defender la medida en que las políticas de AAf 
desafían los principios de justicia liberales más arraigados, como la no 
discriminación, lejos de poner a la AAf en una posición de debilidad, la 
fortalecen. « 

5. En las provincias, la legislación en materia de paridad de género dentro 
de la política es anterior, siendo Formosa la primera en aprobar una ley 
de este tipo en el año 2000. « 

6. Previamente, en el año 2015, había sido sancionada una ley similar en la 
provincia de Buenos Aires. « 

7. Jurados de tesis, de selecciones internas para cargos docentes, comités de 
revistas y posiciones semejantes. « 

8. Nos referimos a paradigmas relativos a cómo concebir la justicia social. 
La referencia obligada para esta distinción es Fraser (2006; 2000). Fraser 
habla de “justicia como reconocimiento” y “justicia como redistribución”. 
La expresión “paradigma distributivo” fue acuñada, desde una perspectiva 
crítica, por Iris Marion Young (2000). El hecho de que distingamos dos 
vertientes en el debate no significa que exista una línea de tiempo donde 
un paradigma, el del reconocimiento, sucede y reemplaza al otro. Si bien 
es cierto que el paradigma de la justicia como redistribución tiene una 
historia más larga, y que el paradigma del reconocimiento emerge más 
tardíamente y viene ganando terreno con fuerza, los dos paradigmas 
coexisten y, en mayor o menor medida, ambos modulan los debates 
presentes sobre la AAf. « 

9. Dejaremos de lado objeciones fácticas referidas a la eficacia de estas 
políticas evaluadas por referencia a datos estadísticos o juicios 
empíricos. « 

10. Véase, como ejemplo, la postura crítica frente a las leyes 
antidiscriminatorias en ámbitos laborales y educativos de Milton 
Friedman (1966: 108-118). En un orden capitalista, dice Friedman, las 
actitudes discriminatorias son preferencias caras, elecciones ineficientes 
y, por tanto, destinadas a desaparecer por el solo juego del libre mercado. 
Como contrapartida, las leyes antidiscriminatorias implicarían una 


11. 


12. 


13. 


coacción inaceptable desde todo punto de vista. « 

Califico de “radical” a esta perspectiva meritocrática porque concibe al 
principio de mérito como un principio con validez absoluta y universal, 
esto es, como un principio que no admite ningún tipo de 
condicionamiento o límite en su aplicación. Vale la pena aclarar que no 
todas las políticas de AAf se desentienden por completo de la idoneidad o 
los méritos, aun cuando impliquen alguna solución de compromiso o 
trade-off entre ese principio y otras consideraciones de justicia. En 
muchos casos, lo que exigen es dar prioridad a candidatos suficientemente 
cualificados (aun no siendo los máximamente cualificados). En otros casos, 
contemplan programas de capacitación ad hoc para los grupos que se 
busca incluir. « 

Para un abordaje crítico más exhaustivo de la meritocracia, véase 
Lizárraga (2021). « 

En El segundo sexo ([1949] 2017), Simone de Beauvoir observaba que la 
categoría marcada es siempre la categoría dominada. « 


Crisis ambiental y justicia de géneros 


Ecosocialismo y ambientalismo 
feminista anticapitalista 


Suyai Malen García Gualdal! '! 


Introducción 


La producción capitalista [...] no desarrolla la técnica y la 
combinación del proceso social de producción sino socavando, al 
mismo tiempo, los dos manantiales de toda riqueza: la tierra y el 
trabajador. 


Marx, [1867] 2016: 612-613 


En una coyuntura de lucha hegemónica por el poder 
mundial, en la que ciertos sectores progresistas y de izquierda 
han dejado de lado su preocupación por la desigualdad 
distributiva y se han vuelto funcionales a los intereses 
neoliberales, se acelera una crisis sistémica que, asimismo, es 
una crisis civilizatoria y ecosocietal. En este marco, se ha 
modificado la forma en la que se articulan los debates sobre la 
justicia y, en consecuencia, el nodo problemático es la aparente 
antítesis existente entre las políticas de clase y las políticas de 
identidad. Entonces, de acuerdo con Nancy Fraser (2008), 
entender y analizar esta crisis supone volver a poner sobre la 


mesa de debate el afamado dilema entre redistribución y 
reconocimiento, sin perder de vista la importancia que detenta 
la dimensión política, es decir, la representación en términos de 
paridad participativa. 

La complejidad y gravedad de la situación contemporánea, 
sobre todo en relación con los efectos del cambio climático, nos 
exige pensar la justicia social en clave ambiental (y climática) y 
de géneros. Es decir, resulta indispensable advertir las 
múltiples formas de desigualdad que se imbrican e impactan en 
la vida humana y no humana. La ecopolítica se ha vuelto 
ubicua e involucra a diversos actores políticos. Por esta razón, 
a nuestro juicio, creemos que indagar en los aportes del 
ecosocialismo y los feminismos ambientalistas anticapitalistas 
(ecofeminismos y feminismos ecoterritoriales) resulta crucial 
para consolidar una mirada crítica profunda, capaz de 
cuestionar los cimientos del modo de producción capitalista, en 
cuanto sistema de muerte. 

En el presente trabajo, nos proponemos recuperar los 
aportes de pensadoras y pensadores críticos, como Nancy 
Fraser (2023), Yayo Herrero (2018), Amaia Pérez Orozco 
(2018), Kohei Saito ([2017] 2023), Silvia Federici (2018), 
Verónica Gago (2018), Carolyn Merchant ([1982] 2023), 
Michael Lówy (2012) y John Bellamy Foster ([2000] 2022). Se 
trata de autoras y autores que, de una u otra manera, 
propugnan la organización y lucha anticapitalista, 
transambiental y feminista. Creemos urgente torcer el rumbo 
de un destino que se nos presenta como inevitable y lúgubre, y, 
a nuestro juicio, estas voces son un faro ante tanta 
incertidumbre y negacionismo. 

La organización del escrito intenta presentar discusiones 
teóricas sin perder de vista experiencias situadas, pues nuestro 
trabajo de investigación se emplaza en un espacio territorial 
vapuleado por el avance del modelo de desarrollo extractivista. 
En un principio reflexionamos sobre las características de la 


crisis actual y el riesgo que supone en lo que refiere a la 
sostenibilidad de la vida. A partir de allí, nos centramos en las 
contradicciones inherentes al modo de producción capitalista 
para, en un segundo momento, detenernos en los aportes que el 
pensamiento marxista y los socialismos contemporáneos han 
realizado en relación con el metabolismo sociedad-naturaleza. 
Avanzado el escrito, nos adentramos en los debates actuales en 
torno a los cuidados, entendiendo que en ellos podemos 
articular nociones tales como justicia ambiental (y climática) y 
de géneros. Y, hacia el final, aproximamos algunas 
consideraciones a modo de balance e invitación a la 
insurrección del pensamiento. 


La sostenibilidad de la vida en riesgo 


El sistema económico capitalista y todo el armazón cultural que 
le acompaña se han expandido sin tener en cuenta que la vida 
humana tiene dos insoslayables dependencias materiales. La 
primera es la de la naturaleza y sus límites, la segunda es 
consecuencia de la vulnerabilidad de la vida humana y por tanto 
de la imposibilidad de sobrevivir en solitario: necesitamos a lo 
largo de toda la vida del tiempo que otras personas nos dedican 
para poder llevar vidas decentes. 


Herrero, 2018: 111 


En la actualidad, como ya hemos dicho, atravesamos una 
crisis ecológica a escala global que es, a su vez, una crisis 
multidimensional sin precedentes. En los últimos años, la 
pandemia COVID-19 nos colocó ante un sinnúmero de retos y, 
sobre todo, nos hizo conscientes de los límites planetarios 
(Ciriza, 2021). Y, si bien poco a poco se instalan en el escenario 
político nacional e internacional discursos negacionistas del 
cambio climático, creemos que, como asevera Nancy Fraser 


(2023), existe cierto consenso social y político sobre el peligro 
que supone el deterioro ambiental.!?! Entender las razones de 
la presente crisis puede colaborar con la consolidación de 
propuestas o proyectos superadores y, para ello, resulta 
indispensable incorporar una perspectiva interseccional!*! que 
sea capaz de advertir cómo operan de manera imbricada 
múltiples estructuras de poder —y desigualdad- sobre la vida 
humana y no humana. 

En este marco, observamos que los debates sobre la justicia 
ambiental y climática se tornan impostergables y ameritan un 
diálogo profundo con aquellos centrados en la justicia social y 
de géneros.!*! Esto tiene su origen en que entendemos al modo 
de producción capitalista como el motor sociohistórico del 
cambio climático y, al mismo tiempo, como la causa de 
múltiples injusticias sociales en apariencia “no ecológicas” 
(Fraser, 2023). Por esta razón, resulta un desafío crucial 
superar cierto ecologismo reduccionista y trascender lo 
meramente “ambiental”, tal como sugiere la feminista 
norteamericana Nancy Fraser en su reciente y afamado libro 
Capitalismo Caníbal: qué hacer con este sistema que devora la 
democracia y el planeta, y hasta pone en peligro su propia 
existencia (2023). Y, en este sentido, los-as-es cientistas sociales 
tenemos que asumir el reto que supone superar las 
explicaciones binarias y dicotómicas propias del pensamiento 
moderno colonial capitalista y patriarcal. En palabras de la 
ecofeminista y ecosocialista española Yayo Herrero López: 


... el modelo de pensamiento acuñado en la sociedad occidental e 
intensificado a partir de la expansión hegemónica del 
neoliberalismo se ha desarrollado en contradicción con las bases 
materiales que sostienen la vida. Construida sobre cimientos 
patriarcales, antropocéntricos y capitalistas, la organización de 
nuestras sociedades actuales pone en riesgo los equilibrios 
ecológicos que permiten la vida humana (y la de otras especies) y 
amenaza con provocar un verdadero colapso ecológico y humano 


(2018: 111). 


Entonces, partimos de la idea de que la contradicción 
ecológica profunda y estructural que alberga en sí el 
capitalismo se intersecta o entrelaza con otras contradicciones 
que también le son inherentes. Siguiendo este razonamiento, 
propuesto por Fraser (2023), podemos afirmar que el 
capitalismo canibaliza a la naturaleza y, a la par, canibaliza al 
trabajo reproductivo y de cuidados, ambos pilares 
fundamentales para el sostenimiento de todo el engranaje 
económico: “... sin este trabajo de reproducción social [...] no 
podría haber producción o ganancia o capital; no existirían ni 
la economía ni la cultura ni el Estado” (Fraser, 2023: 95). Al 
respecto, son muy ilustrativas las palabras sobre el trabajo 
doméstico (trabajo reproductivo y de cuidados no remunerado) 
que la feminista marxista Silvia Federici expuso en su popular 
libro Revolución en punto cero. Trabajo doméstico, reproducción y 
luchas feministas (2012): 


Es importante reconocer que cuando hablamos de trabajo 
doméstico no estamos hablando de un empleo como cualquier 
otro, sino que nos ocupa la manipulación más perversa y la 
violencia más sutil que el capitalismo ha perpetrado nunca contra 
cualquier segmento de la clase obrera. Cierto es que bajo el 
capitalismo todo trabajador es explotado y su relación con el 
capital se encuentra totalmente mistificada [...]. No obstante, el 
salario por lo menos te reconoce como trabajador, por lo que 
puedes negociar y pelear sobre y contra los términos y la 
cantidad de ese trabajo [...]. La diferencia con el trabajo 
doméstico reside en el hecho de que este no solo se le ha 
impuesto a las mujeres, sino que ha sido transformado en un 
atributo natural de nuestra psique y personalidad femenina, una 
necesidad interna, una aspiración, proveniente supuestamente de 
las profundidades de nuestro carácter de mujeres. El trabajo 
doméstico fue transformado en un atributo natural en vez de ser 


reconocido como trabajo ya que estaba destinado a no ser 
remunerado [...]. Debemos admitir que el capital ha tenido 
mucho éxito escondiendo nuestro trabajo. Ha creado una obra 
maestra a expensas de las mujeres. Mediante la denegación del 
salario para el trabajo doméstico y su transformación en un acto 
de amor, el capital ha matado dos pájaros de un tiro (pp. 37-38). 


Es innegable que el control de la naturaleza y de las 
mujeres (especialmente de sus cuerpos) han sido valores 
esenciales para el modo de producción capitalista. De acuerdo 
con Carolyn Merchant ([1982] 2023), durante la transición de 
los modos de producción de subsistencia hacia el capitalista, el 
pensamiento moderno encontró en la capacidad reproductiva 
de las mujeres el argumento para inferir y justificar su 
dependencia económica. Esto es lo que Federici (2018) ha 
definido como patriarcado del salario y que Fraser ha descrito 
con extrema claridad: 


. quienes se desempeñan en trabajo reproductivo esencial 
quedan estructuralmente subordinados a quienes perciben 
salarios vitales a cambio del trabajo generador del plusvalor en la 
economía oficial, aunque sea el trabajo de los primeros el que 
posibilita el de los segundos (2023: 100). 


Los datos estadísticos demuestran que, a pesar de los 
siglos transcurridos, todavía son las mujeres quienes 
mayormente se ocupan de las “tareas domésticas”, es 
decir, del trabajo reproductivo y de cuidados, dentro y fuera de 
los hogares. A modo ilustrativo, podemos señalar que las 
mujeres argentinas destinan en promedio 6.4 horas diarias a 
tareas de cuidado, mientras que en promedio los varones 
destinan la mitad (Rodríguez Enríquez, 2018). La brecha de 
género en el tiempo de cuidado es evidente y se entrecruza con 
otras formas de desigualdad: “... las mujeres que viven en los 


hogares más pobres dedican 8.1 horas diarias promedio al 
trabajo doméstico y de cuidado no remunerado, las mujeres 
que pertenecen al 20% de los hogares más ricos dedican apenas 
3” (Rodríguez Enríquez, 2018: 146).19 Esto indica que la 
organización social del cuidado (en adelante OSC) es injusta, 
en cuanto reproduce y profundiza la desigualdad y, a la vez, 
promueve la vulneración de derechos. !*! 

Todo lo dicho pone sobre la mesa de debate la crisis de 
cuidados, la cual se hizo visible y tangible, como mencionamos 
anteriormente, con el avance de la pandemia. El capitalismo 
neoliberal y globalizador promueve la desinversión pública y 
privada en bienestar social y, a la par, fomenta la incorporación 
de las mujeres en el mercado laboral, lo cual convierte a la 
reproducción social y a los cuidados en una mercancía. De este 
modo, observamos cómo en la actual etapa de acumulación 
capitalista se importa mano de obra racializada para ocuparse 
de las tareas de cuidado, mientras que las mujeres de sectores 
menos aventajados se ven entrampadas para subsistir en un 
ciclo de doble o triple jornada laboral. De este modo, la OSC 
adopta una dimensión transnacional, como explica Amaia Pérez 
Orozco (2007), conformándose cadenas globales de cuidados 
que no hacen más que agudizar la desigualdad social y de 
géneros. 

Insistimos, entonces, en que la actual crisis civilizatoria no 
es exclusivamente ambiental o de conocimientos, sino que es 
una crisis de reproducción o cuidados en cuanto tiene su origen 
en la lógica de crecimiento y acumulación ilimitada que 
colisiona con la reproducción y sostenibilidad de la vida. Por 
tanto, estamos ante una crisis sistémica que genera múltiples 
formas de violencias y que amenaza, de facto, nuestra 
posibilidad de permanencia en el planeta Tierra. Esto nos 
obliga a reflexionar sobre diversas aristas de la problemática: la 
importancia del reconocimiento del trabajo reproductivo y la 
necesidad de redistribuir las tareas de cuidado y, también, de 


reconocer la urgencia que suponen los debates sobre la justicia 
ambiental. Como hemos anticipado en este escrito, el crítico 
panorama contemporáneo nos reta a idear profundas 
transformaciones estructurales del orden social, político, 
económico y cultural que nos permitan concebir otro 
metabolismo sociedad-naturaleza. 


Ecosocialismo y ambientalismo feminista: un diálogo 
necesario 


La tierra enferma, “tú muerta, tú putrefacta” probablemente 
podría sanar solo con la inversión de los valores establecidos y la 
revolución de las prioridades económicas. En este sentido, y una 
vez más, hay que poner el mundo patas arriba. 


Merchant, [1982] 2023: 388 


Tomando como punto de partida las contribuciones de 
Carolyn Merchant en su reconocido libro La muerte de la 
naturaleza. Mujeres, Ecología y Revolución Científica ([1982] 
2023), podemos decir que tanto los feminismos como el 
movimiento ecologista han sido marcadamente críticos en lo 
que refiere a los costos, para la naturaleza y la sociedad en su 
conjunto (especialmente para las mujeres y personas LGBTIQ 
+), que tiene la economía de mercado capitalista.!”! Entender 
la grave situación ambiental y climática a la que hemos 
arribado, como hemos dicho antes, supone mirar críticamente 
el desarrollo económico capitalista, las  epistemologías 
antropocéntricas y androcéntricas hegemónicas y, en efecto, el 
rol de la ciencia moderna al servicio de los intereses de 
mercado. 


La “crisis” surge no solo de la experiencia de alienación, cuya 


superación es algo que los trabajadores exigen con todas sus 
fuerzas, sino también del conflicto del capital con la “ciencia”. No 
basta con que ella se limite a permitir la invención de nuevas 
tecnologías destinadas a aumentar las fuerzas productivas, y así 
preparar las condiciones materiales para la sociedad futura. [...] 
la ciencia también pone de relieve la crisis del capitalismo 
cuando demuestra la irracionalidad del robo instaurado por el 
modo de producción capitalista y sus correspondientes fracturas 
metabólicas que exigen, en consecuencia, adoptar una forma de 
producción más sostenible (Saito, 2023: 308). 


En pocas palabras: es imprescindible poner en debate la 
concepción moderna colonial y patriarcal de la naturaleza, 
entendida como un grifo de insumos inagotables disponible 
para ser apropiado y transformado por los seres humanos. Es 
decir, es preciso cuestionar la lógica utilitarista y mecanicista 
de la naturaleza que erosiona la vida. Pues, como agudamente 
ha señalado Fraser en diferentes trabajos (2020; 2021; 2023), 
el capitalismo instituye, por un lado, la idea de que la 
economía es un campo de acción humana creativa que genera 
valor y, por otro lado, sitúa a la naturaleza como ámbito de 
cosas desprovistas de valor, capaz de recuperarse de manera 
infinita (2023: 135). Por tanto, arguye la autora, entraña una 
relación extractiva y canibalesca y, al mismo tiempo, niega 
toda externalidad ecológica, lo cual lo conduce hacia la 
inestabilidad de sus condiciones de posibilidad. 

Es cierto que dicha concepción de la naturaleza —que 
puede ser transpolada a la visión dominante sobre la sexualidad 
y el trabajo de las mujeres y LGBTIQ+- ha permeado al 
pensamiento científico moderno y perdura hasta la actualidad. 
Sin embargo, hay quienes aseguran que el marxismo ha sido 
pionero en las críticas a esta contradicción ecológica fundante 
del modo de producción capitalista. En esta línea, se ubican las 
contribuciones de John Bellamy Foster, quien, en su obra La 
Ecología de Marx. Materialismo y Naturaleza ([2000] 2022), cita 


a Karl Marx para exponer la perspicacia con la que este 
analizaba el metabolismo sociedad-naturaleza, es decir, la 
relación humana con la naturaleza a través del trabajo. A 
continuación, compartimos dos citas que recupera Foster y que 
entendemos de relevancia para graficar la concepción a la que 
hacemos referencia. El primer fragmento corresponde a El 
Capital, y el segundo forma parte de Escritos económicos varios, 
obra de Marx y Engels: 


El trabajo es, en primer lugar, un proceso entre el hombre y la 
naturaleza, un proceso en el que el hombre media, regula y 
controla su metabolismo con la naturaleza. El hombre se enfrenta 
a la materia natural misma como un poder natural. Pone en 
movimiento las fuerzas naturales que le pertenecen a su 
corporeidad, brazos, piernas, cabezas y manos, a fin de 
apoderarse de los materiales de la naturaleza bajo una forma útil 
para su propia vida. Al operar por medio de ese movimiento 
sobre la naturaleza exterior a él y transformarla, transforma a su 
vez su propia naturaleza. [...]. [El proceso de trabajo es la] 
condición general del metabolismo entre el hombre y la 
naturaleza, entera condición natural de la vida humana (Marx, 
cit. en Foster, 2022: 216). 


El hombre vive de la naturaleza quiere decir que la naturaleza es 
su cuerpo, con el que debe mantenerse en un proceso constante 
para no morir. La afirmación de que la vida física y espiritual del 
hombre se halla entroncada con la naturaleza no tiene más 
sentido que la naturaleza se halla entroncada consigo misma, ya 
que el hombre es parte de la naturaleza (Marx y Engels, cit. en 
Foster, 2022: 217). 


En ambos fragmentos se evidencia la preocupación de los 
autores por la “cuestión ambiental”, o, mejor dicho, se observa 
su concepción materialista de la naturaleza en relación con la 
concepción materialista de la historia. Es más, Foster (2022) 


asegura que Marx denunció la expoliación de la naturaleza 
antes de que naciera la conciencia ecológica moderna y 
burguesa. Incluso, en relación con la noción de metabolismo, 
este pensador aduce que es fundamental recuperar del 
pensamiento marxiano el concepto de “fractura metabólica”. 
Esto significa que para Marx se da una fractura en la 
interacción metabólica entre “el hombre” y la Tierra. Esta 
contradicción se desarrolla mediante el simultáneo crecimiento 
de la industria y la agricultura a gran escala bajo el capitalismo 
(Foster, 2022: 215), pues, a pesar de los avances científicos y 
tecnológicos, el capital es incapaz de mantener las condiciones 
para el reciclaje de los elementos del suelo. Y, agrega John 
Bellamy Foster (2022), Marx usó el concepto de “fractura” para 
justamente denotar el extrañamiento material de los humanos, 
dentro del capitalismo, en relación con las condiciones 
naturales que constituyen su base de existencia. 

La sociedad capitalista a gran escala, según Marx, viola las 
condiciones de sostenibilidad impuestas por la naturaleza. Por 
tanto, al igual que Engels, reniega de aquellas concepciones 
que sitúan a los humanos en el centro del universo y que 
desprecian las vidas no humanas. Por todo esto, ambos 
consideraban necesaria una transformación revolucionaria de 
la relación humano-naturaleza. En esta sintonía, el japonés 
Kohei Saito, en La naturaleza contra el capital. El ecosocialismo 
de Karl Marx (2023), señala que volver al pensamiento de Marx 
nos permite observar que la crisis moderna del ecosistema es 
una manifestación de una contradicción inmanente del 
capitalismo, resultado inexorable de la manera específicamente 
capitalista de la organización del metabolismo social y natural 
(p. 82). Ergo, el capitalismo es un sistema de producción 
insostenible. Entonces, como dijo hace más de una década 
Michael Lówy (2012), la cuestión ecológica es el gran reto para 
la renovación del pensamiento marxista. 

Hoy en día somos testigos de la profundización de 


múltiples inequidades y del repliegue del Estado a favor de los 
mercados, lo cual hace parte de una insondable crisis de la 
democracia y, en consecuencia, anima la conformación de una 
sociedad cada vez más individualista en el cuidado de las 
personas y los bienes comunes de la naturaleza (Fraser, 2023). 
Es por ello por lo que reconocer que la crisis de los cuidados se 
imbrica con la crisis ambiental es indispensable para debatir 
tanto las desigualdades de género como la economía y sus 
impactos socioecológicos. En este cuadro, creemos que los 
ecofeminismos o feminismos ambientalistas (aquellos no 
hegemónicos como los feminismos populares, territoriales y 
comunitarios) y el ecosocialismo se complementan y permiten 
el desarrollo de análisis atentos a las contradicciones que 
hemos enumerado y comprometidos con la justicia social, 
ambiental y de géneros. 

Por todo esto, apostamos por una lectura que cuestione los 
discursos negacionistas y, también, que sea crítica de aquellas 
variantes verdes que replican lógicas dominantes y violentas en 
las que la naturaleza (incluso los cuerpos) se convierte en un 
cúmulo de recursos monetizados. Advertimos, de este modo, en 
los peligros que detentan las políticas de reconocimiento 
departamentalizadas y acríticas de la desigualdad distributiva. 
[81 Por esta razón, valoramos los aportes de aquellos 
feminismos y socialismos contemporáneos que ponen en foco la 
responsabilidad de la crisis que tienen las cadenas de 
producción capitalista. Entendemos que estamos ante un 
problema complejo que excede al consumo individual y que 
debe comprometernos en propuestas colectivas que pongan en 
el centro del debate, desde un enfoque de derechos, la 
sostenibilidad y reproducción de la vida. 


La justicia ambiental y de géneros: políticas de 
cuidados en debate 


Volvamos finalmente a la idea de “cuidar”. Aunque muy 
despreciada, ésta ha sido siempre la clase de servicio/trabajo que 
se ha requerido de las mujeres en el capitalismo patriarcal. 
Mientras la sociedad denigra el valor de este trabajo, la 
reproducción social no se puede dar sin él. Esta es una actividad 
que debe ser considerada económica desde el punto de vista 
ecológico (aunque no tenga valoración crematística) y como tal 
debe interesar a los teóricos del ecosocialismo. 


Salleh, 1992: 232 


La devastación ambiental y la afectación a la salud y a los 
territorios, sumadas a la crisis política y económica que marcan 
los tiempos que corren, nos imponen una agenda de discusión 
centrada en la necesidad de gestar alternativas de 
desmercantilización de los bienes y servicios que garantizan y 
sostienen la vida, la urgencia de idear nuevas formas de 
organización del trabajo, y la importancia de recuperar la 
autonomía sobre los territorios y cuerpos, sobre todo en 
contextos caracterizados por el avance del modelo extractivista. 
Esto último nos obliga a señalar que, como sostienen Fraser 
(2023) y Gago (2019), la cuestión ecológica está entreverada 
con la división constitutiva del capitalismo entre explotación y 
expropiación. 

La idea de Fraser (2023) de que la expropiación es un 
rasgo estructural del capitalismo y requerimiento habilitante de 
la explotación nos parece acertada. Coincidimos con ella en que 
la expropiación de los otros racializados (más aún las otras y 
otres)!?! es una condición necesaria para la explotación de 
trabajadores asalariados. En este sentido, la perspectiva de 
Verónica Gago resulta enriquecedora, en cuanto se focaliza en 
la importancia que tiene problematizar esta cuestión desde una 
lente feminista: 


Hacemos una lectura inclusiva de quiénes somos productoras de 
valor en la clave de pensar cómo la diferencia reconceptualiza la 
noción misma de fuerza de trabajo. [...] los cuerpos en juego dan 
cuenta de las diferentes tareas en términos de diferencial de 
intensidad y de reconocimiento, impidiendo cristalizar una figura 
homogénea del sujeto trabajador (2019: 127). 


De este modo, Gago destaca la importancia que reviste el 
reconocimiento y la redistribución de las tareas de cuidado que 
realizan mujeres e identidades feminizadas y, además, analiza 
cómo se politiza la reproducción en coyunturas en las que 
existe una notable crisis del salario. 

En Argentina, iniciados los años 2000, se vivió una 
profunda crisis que tuvo como protagonistas a la desocupación 
y a la pobreza. En ese marco, al igual que en la actualidad, se 
constató un proceso de feminización de la pobreza (y de las 
luchas populares).!1%l Esto significa que la desigualdad de 
género sobredetermina la situación de pobreza de las mujeres, 
es decir, la pobreza afecta de manera diferenciada a varones, 
mujeres y  diversidades.!!!! Es importante decir que 
entendemos que la pobreza no refiere solamente al 
funcionamiento de la economía, sino que supone la 
intersección de condiciones materiales, monetarias, 
estructurales, simbólicas y relacionales (Rosales, 2021). Por 
ende, es una forma de injusticia vinculada a problemas 
redistributivos y a la falta de reconocimiento, a formas de 
vulneración de derechos que dañan la subjetividad de las 
personas y la interacción entre ellas. Ejemplo de esto es la 
mayor precarización de la existencia que resulta de la 
discriminación y violencia por razón de géneros que padecen 
mujeres y diversidades, incluso al interior de sus propios 
hogares.!!2! 


La desestructuración de la autoridad masculina que se produce al 


perder el salario como “medida objetiva” de su poder dentro y 
fuera del hogar [...] y el declive de la figura de proveedor tiene 
una doble vía. Por un lado, esa desestructuración masculina se 
amplifica y acelera por la vía de la politización de las tareas 
reproductivas que se desconfinan del hogar, derramándose en el 
terreno social ampliado [...]. Por otro, al entrar en crisis la 
autoridad masculina como estructuradora de las relaciones de 
subordinación, acude a formas de violencia “sin medida” 
especialmente dentro del hogar (Gago, 2019: 130). 


Esta politización de la reproducción de la que habla Gago 
(2019) se puede observar en el surgimiento de liderazgos 
femeninos al interior de los movimientos sociales y de 
resistencia, por caso en las luchas  socioambientales 
contemporáneas (Svampa, 2015).11%! El avance sobre los 
cuerpos y la repatriarcalización de los territorios que supone el 
modelo (neo)Jextractivista se conjuga con el capitalismo 
financiarizado y la ausencia de políticas que promuevan la 
justicia social y de géneros, lo cual impacta en la sostenibilidad 
ecológica. Resulta fundamental subrayar que la desposesión y 
el despojo (Harvey, 2005; Roux, 2008), que caracterizan la 
etapa de acumulación actual, son posibles porque los Estados 
garantizan protección jurídica y militar a los sectores 
empresarios; aunque seamos testigos de intentos sostenidos por 
escindir el poder privado del capital del poder público estatal, 
no podemos olvidar que esta también es una de las 
contradicciones inherentes al capitalismo (Fraser, 2023). 

Todo esto ubica a las mujeres y LGBTIQ+ en la arena 
pública-política en defensa del sostenimiento y la reproducción 
de la vida, en todas sus formas. Por tal razón, la economía del 
cuidado se torna un debate impostergable en el campo de las 
políticas públicas. Es así como el Estado se ve o debiera verse 
obligado a gestionar en materia de cuidado, ya que el 
panorama regional y nacional muestra que la injusticia de la 
OSC se traduce en injusticia social ambiental y de géneros. 


Sobre este punto, resultan ilustrativas las palabras de Soledad 
Fernández Bouzo, quien explica que en América Latina 


las pautas patriarcales establecieron históricamente que la 
responsabilidad por el cuidado de la salud debía recaer sobre las 
mujeres, y en la medida en que la crisis socio-ecológica se fue 
agudizando en la región, junto con el deterioro del ambiente, la 
sobrecarga sobre ellas fue in crescendo de forma concomitante 
[...]. En este contexto crítico, la falta de respuestas en materia de 
políticas públicas ambientales recae mayormente sobre las 
mujeres, en la medida en que el trabajo reproductivo que llevan 
adelante se encuentra aún más recargado y precarizado (2021: 
1). 


Es decir, como plantea Rodríguez Enríquez (2018), la 
cuestión del cuidado es importante en materia de derechos y de 
justicia distributiva, pero también en términos de 
reconocimiento social (y de participación comunitaria). La 
inacción estatal en esta área implica no solo una subutilización 
de la fuerza de trabajo de las mujeres asalariadas, sino que 
también profundiza las restricciones para superar la pobreza, y, 
al mismo tiempo, esto incrementa injusticias ambientales. 

El principio de la antipobreza —como el de igualdad en el 
tiempo de ocio y el de reconocimiento del trabajo no 
remunerado de las mujeres- es un pilar fundamental de la 
justicia de géneros para Nancy Fraser (2015). Los siete 
principios!!*! que enumera Fraser, en Fortunas del feminismo. 
Del capitalismo gestionado por el Estado a la crisis neoliberal 
(2015), suponen, en última instancia, la puesta en 
funcionamiento de políticas sociales que logren poner en 
práctica las tres R: reconocimiento, redistribución y 
representación. Como asevera Rodríguez Enríquez, “remover 
los obstáculos para una participación plena de las mujeres en la 
vida laboral es indispensable para mejorar la calidad material 


de la vida de la población, reducir la pobreza y la exclusión 
socioeconómica” (2018: 141). Para esto, es preciso que las 
políticas sociales sean sensibles al género, es decir, que dejen 
de ser consideradas como sexualmente neutras (Anzorena, 
2014) y, sobre todo, que sean interseccionales e interculturales. 

Esto cobra sentido frente a una compleja realidad que nos 
muestra en carne viva los límites que tienen los “pequeños 
arreglos de política social”.!1%! La distribución económica, 
plasmada por ejemplo en políticas antipobreza basadas en la 
transferencia monetaria condicionada, es insuficiente porque la 
crisis no es exclusivamente económica y la justicia social 
ambiental climática y de géneros como meta requiere 
respuestas integrales. Como dice Fraser (2015), son necesarias 
transformaciones estructurales profundas que permitan superar 
“el sometimiento de la reproducción a la producción que tiene 
lugar en el capitalismo financiarizado, pero esta vez sin 
sacrificar ni la emancipación ni la protección social” (p. 111). 
De este modo, podemos afirmar que es indispensable poner en 
centro a la cuestión del cuidado a fin de promover la igualdad 
de género y los derechos de las mujeres y diversidades, ya que 
la justicia social ambiental y climática no se puede alcanzar sin 
justicia de géneros. 


Comentarios finales 


[Clontra toda visión catastrófica que lleva al escepticismo, 
tenemos que prepararnos junto a la clase trabajadora, la 
juventud, las mujeres y los sectores populares en todo el mundo. 
La degradación ambiental -junto a las crisis económicas y el 
agravamiento de las penurias sociales de las masas- interpela a 
considerar cada vez más la lucha de clases y la rebelión de las y 
los explotados por la supervivencia. 


Duarte y Benitez-Vieyra en Saito, 2023: 
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En estas pocas páginas, realizamos un sucinto recorrido 
teórico a fin de exponer y problematizar la cuestión de la 
injusticia ambiental (y climática) y de géneros en la actualidad, 
entendiendo que nos hallamos en un momento de crisis en el 
que está en riesgo la sostenibilidad y reproducción de la vida. A 
su vez, intentamos mostrar el potencial político que poseen los 
socialismos contemporáneos, sobre todo en clave feminista. Por 
esto, insistimos en que tanto el ecosocialismo como los 
feminismos ambientalistas o ecofeminismos, en sus diferentes 
versiones, resultan cruciales para sortear las amenazas y los 
males que nos aquejan -—producto de las contradicciones 
inherentes al modo de producción capitalista—- en términos de 
desigualdades. 

En este sentido, creemos que apremia aportar lecturas 
críticas que nos permitan complejizar los análisis de una 
coyuntura que a diario desalienta la esperanza de construir y 
consolidar sociedades más democráticas, igualitarias y justas. 
Como asevera la mexicana Ana Esther Ceceña (2006), la crisis 
destructiva del capitalismo debería provocar un proceso de 
sublevación del pensamiento que motorice oportunidades de 
organización y luchas que, como dice Fraser, sean capaces de 
“descubrir el modo de matar de hambre a la bestia y poner fin, 
de una vez y para siempre, al capitalismo caníbal” (2023: 238). 

A lo largo de las distintas secciones del presente escrito, 
observamos que resulta imposible alcanzar la justicia ambiental 
(y climática) sin justicia de géneros y que esto no es factible si 
se aplican políticas departamentalizadas y funcionales a los 
intereses del sistema económico dominante. Entonces, 
asumimos que, en este momento de la historia, es indispensable 
(re)imaginar un nuevo u otro orden -social económico político 
y de géneros- a partir de posturas transambientales, feministas, 


antirracistas y anticapitalistas. Por este motivo, colocamos en el 
centro de la discusión la organización social de los cuidados, 
pues entendemos que resulta injusta y que nos permite 
visibilizar las consecuencias que tiene el avance voraz del 
capitalismo sobre la vida. Frente a esto, no es un capricho 
remarcar que es indispensable superar cierto sesgo culturalista 
que, en los últimos años, ha ganado legitimidad en la arena de 
los movimientos sociales y políticos. 

La Argentina actual es un claro ejemplo de los efectos del 
predominio de discursos y luchas centrados en el 
reconocimiento que ignoraron durante mucho tiempo la lucha 
de clases. El desplazamiento que observa Fraser (2008; 2012), 
desde el afamado giro cultural hasta nuestros días, no ha hecho 
más que suponer una presunta sinergia entre el reconocimiento 
de las diferencias con la redistribución, participación mediante. 
Sin embargo, esto no se corroboró ni se corrobora en la 
práctica y tampoco se hace tangible en la vida cotidiana de una 
enorme cantidad de seres humanos que engrosan los llamados 
“sectores desaventajados” de nuestra sociedad: aquellos que 
hacen cuadras de fila por un plato de comida en comedores 
desfinanciados por las políticas de un gobierno que se hace 
llamar “libertario” (anarcocapitalista); los mismos que padecen 
en sus cuerpos y territorios las consecuencias del mal 
desarrollo;!*%! quienes detentan una ciudadanía restringida, a 
pesar de ser “sujetos y sujetas de derecho” ante la ley; los 
sectores no contados, a los que se les niega la voz en la toma de 
decisiones. 

Entonces, hablar de justicia ambiental (y climática) es 
hablar de participación política para la efectiva vigencia de 
derechos, de redistribución de recursos (incluso de los bienes 
comunes estratégicos, por caso el territorio) y, también, de 
reconocimiento cultural e identitario (Schlosberg, 2011; Berger, 
2012). En palabras de David Schlosberg: 


... los [y las] activistas por la justicia ambiental reivindican 
procedimientos para el diseño de políticas que favorezcan una 
activa participación comunitaria, que institucionalicen dicha 
participación, que reconozcan los conocimientos de las 
comunidades y que se valgan de formatos e intercambios 
interculturales para facilitar la participación de diversos 
miembros de las comunidades vulnerables (2011: 31). 


Del mismo modo, como hemos dicho antes, la justicia de 
géneros invita a superar la falsa antítesis reconocimiento- 
redistribución y a garantizar la paridad participativa en los 
procesos de toma de decisiones. En este cuadro emergen las 
políticas de cuidado como una deuda pendiente por parte de 
los Estados, lo cual quedó arduamente expuesto con el correr 
de la pandemia. La organización social de los cuidados, en 
nuestro país y la región latinoamericana en general, es 
profundamente injusta y requiere de transformaciones 
estructurales capaces de cuestionar los propios cimientos del 
modo de producción y la sociedad capitalista y patriarcal. Y, en 
este camino, como ya mencionamos, los aportes de las 
ecofeminismos y la economía feminista, como también del 
ecosocialismo, se tornan inestimables. 

El desafío consiste en imaginar un futuro en el que las 
relaciones humano-humano y humano-naturaleza tengan una 
nueva posibilidad, un otro metabolismo sociedad-naturaleza. 
Para ello, se requiere urdir una organización y movilización 
social y política anticapitalista que se atreva a crear 
alternativas en las que todas, todes y todos tengan derecho a un 
salario, a un ambiente sano, a vivir una vida libre de violencias 
en la que los cuidados se basen en la corresponsabilidad, y que 
todas, todes y todos participen de la vida social y política 
comunitaria. Para ello, nos debemos un debate profundo sobre 
qué democracia y qué Estado buscamos consolidar, pues, como 


hemos dicho en trabajos previos, la justicia social 


(ambiental-climática y de géneros) es incompatible con un 
modelo económico en esencia injusto. 
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2. Cabe aclarar que, a los fines del presente capítulo, entendemos que el 
ambiente es “el espacio en el que tienen lugar y se interrelacionan los 
procesos físicos, biológicos y las actividades humanas. Por esta razón, 
detenta la trascendente función de garantizar la reproducción de la vida 
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en cualquiera de sus manifestaciones” (Fernández Bouzo y Papuccio de 
Vidal, 2023: 4). « 


. El término “interseccionalidad” fue acuñado, hacia finales de los años 


ochenta, por Kimberlé Williams Crenshaw. Sin embargo, diversos estudios 
y documentos sostienen que ya en la década de 1960-1970 se comenzaba 
a debatir en torno a esta noción. El origen de este concepto se halla en el 
pensamiento y la lucha de feministas negras, pues surgió para explicar y 
entender las experiencias de las mujeres afrodescendientes en Estados 
Unidos. Para profundizar sobre este tema, se sugiere consultar Busquier, 
Yáñez Lagos y Parra (2021). « 


. Para profundizar por qué hablamos de justicia de géneros en plural, 


sugerimos consultar García Gualda (2021). « 


. Para un análisis de la relevancia del tiempo para el modo de producción 


capitalista, puede consultarse, en este mismo libro, el capítulo de 
Sebastián Martín. « 


. El derecho a cuidar, ser cuidado y a cuidarse (autocuidado). En palabras 


de la especialista Laura Pautassi: “Sólo en la medida que se lo incluya 
como un derecho propio y universal (tanto para quienes deben ser 
cuidados como para quienes deben o quieren cuidar) se logrará un 
importante avance tanto en términos de reconocimiento de aquello hasta 
hoy invisibilizado, como en términos de calidad de vida ciudadana” 
(2007: 2). « 


. Al respecto, una de las máximas exponentes ecofeministas, Alicia Puleo 


(2011), sostiene que género, ambiente y modo de producción están 
íntimamente vinculados y, a la vez, condicionados por el orden de 
géneros patriarcal. Es por esto por lo que “las prácticas y visiones 
históricas que hombres y mujeres [y LGBTIQ +] construyen respecto del 
ambiente difieren y se relacionan con la desigual distribución de trabajo, 
del poder de gestión y de la propiedad de los bienes naturales y 
productivos” (Fernández Bouzo y Papuccio de Vidal, 2023: 5). « 


. Es importante marcar que para distintos autores-as, entre los-las que se 


destaca Nancy Fraser (2008), en la etapa postsocialista -signada por la 
globalización—, las luchas por el reconocimiento desplazaron a las luchas 
por redistribución, lo cual dio lugar al predominio de reivindicaciones y 
políticas centradas en cuestiones simbólicas, identitarias y culturales por 
sobre las económicas y de clase. Este giro cultural se tradujo en Argentina 
en políticas multiculturales que perseguían como fin la tolerancia y 
preservación de la diversidad. Es cierto que estas políticas ayudaron a 
visibilizar cómo han sido utilizadas las fronteras étnicas y culturales como 
justificativos de la explotación, pero, también, fortalecieron discursos 
esencialistas que, de una u otra forma, actuaron como obstáculo para la 
organización y articulación política de diversos sectores históricamente 
excluidos. En suma, podemos decir que, a pesar de los avances 
conseguidos, este tipo de políticas reprodujo y sostuvo relaciones 
asimétricas de poder. « 


. Para ampliar sobre este tema, se sugiere ver García Gualda (2022). « 
. Ejemplo de ello fueron las mujeres piqueteras y el protagonismo que 


tuvieron en las ollas populares. Prácticas que vuelven a cobrar actualidad 
y centralidad en nuestros días. « 

Los procesos de ajuste estructural que tuvieron lugar en la década de los 
noventa impactaron sobre el orden de géneros debido, entre otras cosas, a 
la alta masa de desempleados o subempleados varones y, en 
consecuencia, a la incorporación de las mujeres al mercado laboral. La 
creciente feminización del mercado laboral se vio acompañada por una 
notable feminización de la pobreza. De este modo, se puede observar que 
en dicho período los hogares con jefaturas femeninas crecieron 
considerablemente, lo cual se tradujo en un aumento de los hogares 
indigentes encabezados por mujeres, en la mayoría de los casos por ser las 
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únicas receptoras de ingresos. Cabe señalar que, a comienzos de los años 
2000, se calculaba que alrededor de un tercio de los hogares contaban 
con una jefa mujer y, entre ellas, se observaba una alta proporción de 
pobres e indigentes (García Gualda, 2017). « 

La feminización de la pobreza afecta no solo a las mujeres, sino que actúa 
directamente sobre las unidades económicas de los sectores carenciados, 
lo que genera diversos impactos negativos en el conjunto de los grupos 
más empobrecidos; ejemplo de ello es la violencia por razón de géneros 
(García Gualda, 2017). « 

Para algunas pensadoras esto se explica, en parte, por la politización de la 
maternidad y la domesticidad como uno de los rasgos característicos de la 
historia latinoamericana (Molyneux, 2001). En este sentido, resulta 
pertinente sugerir trabajos que analizan este tema en relación con los 
pueblos y las naciones indígenas en Argentina, tales como García Gualda 
(2016) y Sciortino (2013). « 

En el libro Fortunas del feminismo. Del capitalismo gestionado por el Estado a 
la crisis neoliberal (2015), la autora enumera siete principios, a saber: (a) 
la antipobreza, es decir, la asistencia social con el ánimo de prevenir y 
erradicar la pobreza; (b) la antiexplotación, a fin de evitar la explotación 
de los sectores y sujetos no aventajados de la sociedad; (c) la igualdad de 
renta entre varones y mujeres; (d) la igualdad en el tiempo de ocio, lo 
cual supone la distribución equitativa de las tareas de cuidado; (e) la 
igualdad de respeto entre varones y mujeres, lo cual incluye el 
reconocimiento del trabajo no remunerado de las mujeres y de su 
condición de personas; (f) la antimarginación, para garantizar la 
participación activa de las mujeres en la vida social y política; (g) y el 
principio antiandrocentrista, que implica poner fin al androcentrismo 
institucionalizado. En síntesis, para Fraser (2015), la erradicación del 
sexismo requiere políticas redistributivas y políticas de reconocimiento a 
favor de las mujeres (y diversidades), sin perder de vista la importancia 
de la participación en la vida democrática. « 

En este punto, es menester observar cómo los “subsidios” funcionan como 
garantía estatal para la toma de crédito de poblaciones no asalariadas 
(Gago, 2018) y así se perpetúa y sostiene el extractivismo financiero de 
época. Además, muchas veces, estas políticas tienen consecuencias en 
términos de no reconocimiento o reconocimiento erróneo, es decir, se 
genera estigmatización y exclusión social. En palabras de Fraser: “... la 
concesión de ayudas de beneficencia focalizadas, aisladoras y 
estigmatizadas a las familias encabezadas solo por la madre, no respetan 
varios de los principios normativos [...], que son también esenciales para 
la justicia de género en el bienestar social” (2015: 145). Estas políticas 
también reproducen estereotipos de género que excluyen a las mujeres de 
la escena pública-política y las recluyen al espacio doméstico-privado. 
Esto, dice Gago, refuerza una “jerarquía de merecimientos con relación a 
la obligación de las mujeres según sus roles en la familia patriarcal” 
(2019: 142). Para profundizar en estos temas, se sugiere consultar García 
Gualda (2021a). « 

Véase Svampa y Viale (2014). « 


Derecho, (des)igualdad 
e izquierda jurídica 


Dolores Sancho!!! 


Introducción 

De acuerdo con Karl Marx (1818-1883), las sociedades 
modernas, caracterizadas por el modo de producción 
capitalista, están estructuradas por un sistema de estratificación 
de clases sociales, en función de la propiedad o no de los 
medios de producción, que tienen intereses económicos 
contrapuestos y relaciones entre sí caracterizadas por el 
conflicto y la desigualdad. Esta lucha de clases, también, es una 
lucha entre ideologías opuestas construidas sobre la base de 
intereses opuestos. Según Marx, la clase privilegiada, que es 
propietaria de los medios de producción material, además, es 
propietaria de los medios de producción mental: 


La clase que tiene a su disposición los medios para la producción 
material dispone con ello, al mismo tiempo, de los medios para la 
producción espiritual, lo que hace que se le sometan, al propio 
tiempo, por término medio, las ideas de quienes carecen de los 
medios necesarios para producir espiritualmente. Las ideas 
dominantes no son otra cosa que la expresión ideal de las 
relaciones materiales dominantes, las mismas relaciones 
materiales dominantes concebidas como ideas; por tanto, las 
relaciones que hacen de una determinada clase la clase 
dominante son también las que confieren el papel dominante a 
las ideas (Marx, [1846]1974: 50-51). 


Desde el marxismo clásico, se entiende el derecho como 
parte de la superestructura de determinada sociedad, o sea, 
como una forma jurídica con una función ideológica. Para 
entender esto, hay que tener en cuenta que Marx concibe a la 
sociedad a partir de lo que se conoce como “metáfora edilicia”. 
Según esta, toda formación social está compuesta por una 
estructura, O base económica, sobre la que se edifica una 
superestructura jurídica-política e ideológica. En términos del 
autor: 


En la producción social de su existencia, los hombres establecen 
determinadas relaciones, necesarias e independientes de su 
voluntad, relaciones de producción que corresponden a un 
determinado estadio evolutivo de sus fuerzas productivas 
materiales. La totalidad de esas relaciones de producción 
constituye la estructura económica de la sociedad, la base real 
sobre la cual se alza un edificio [úberbau] jurídico y político, y a 
la cual corresponden determinadas formas de conciencia social. 
El modo de producción de la vida material determina [bedingen] 
el proceso social, político e intelectual de la vida en general. No 
es la conciencia de los hombres lo que determina su ser, sino, por 
el contrario, es su existencia social lo que determina su 
conciencia (Marx, [1859] 2008: 4-5). 


De esta manera, el supuesto central es que las condiciones 
materiales de la existencia humana determinan, en última 
instancia, la conciencia humana. La estructura económica 
condiciona a la superestructura y, por ende, el derecho y el 
Estado no son más que la consecuencia de cierto modo de 
producción. En este sentido, quienes dominan los medios de 
producción material también controlan los medios de 
producción no material de la vida, como las ideas, los valores, 
las creencias, las normas, el derecho. Como dice Marx, “el 
gobierno del Estado moderno no es más que una junta que 
administra los negocios comunes de toda la clase burguesa” 


(Marx, [1848] 2011: 331. 

Así, el sistema y la doctrina jurídica surgen como un modo 
de mantener el orden social, como una forma de proteger y 
sostener el modo de producción dominante, que beneficia a una 
clase en detrimento de otra a través de formas 
superestructurales de conciencia que justifican dicho orden y 
ocultan la desigualdad, la dominación y la explotación. Desde 
esta perspectiva, el derecho capitalista sostiene el concepto de 
“sujeto jurídico universal” y mantiene e impone el principio de 
igualdad ante la ley, a pesar de las desigualdades económicas y 
sociales que pueden ser advertidas de forma objetiva en el 
plano real.!?! 

Como mencionamos anteriormente, este es el planteo del 
marxismo clásico. No obstante, dentro del socialismo 
contemporáneo, encontramos perspectivas que, sin desconocer 
la relación causal que suele existir entre economía y derecho, 
sostienen que también el derecho influye sobre la economía. En 
esta línea, se inserta la propuesta del jurista Roberto 
Gargarella, quien considera que el derecho debe ser repensado 
a la luz de los ideales igualitarios, abogando, de esta forma, por 
la construcción de un “derecho de izquierda” que 


se oriente a atender, de manera prioritaria, los dramas de nuestro 
tiempo como la desigualdad; que lo haga tomando como punto 
de partida sociedades como las que hoy existen, multiculturales, 
compuestas por miles de grupos internamente heterogéneos, y 
sobre la base de supuestos por completo diversos: el indeclinable 
respeto por las opciones morales de cada uno y la plena confianza 
en la capacidad colectiva para el autogobierno democrático 
(Gargarella, 2023: 170-171). 


En este sentido, es importante mencionar que, en los 
últimos tiempos, aparecieron diversas propuestas que 
reflexionan sobre el castigo penal y las sociedades desiguales y 


sobre la necesidad de soluciones diferentes a las que brinda 
habitualmente el derecho penal, en cuanto este resulta 
insuficiente y demasiado limitado para comprender los 
problemas estructurales que las atraviesan (Beade, 2011). 
Dentro de este debate, se encuentran diversos autores y autoras 
que se preguntan sobre la legitimidad del castigo en contextos 
de injusticia social y, sobre esta base, proponen teorías acerca 
de cómo podría el derecho penal promover la igualdad en esas 
sociedades. Aquí encontramos perspectivas como la de 
Gargarella (2021, 2023), ligada al  constitucionalismo 
democrático; la de Braithwaite y la de Pettit (2015), 
estrechamente asociadas a los ideales políticos del 
republicanismo, y otras, como la de Duff (2015), relacionadas 
con aspectos de la filosofía moral y la deliberación pública, 
pero que comparten elementos en común: una defensa fuerte 
de la democracia y la consideración de que la solución a 
muchos de los problemas del castigo proviene de soluciones 
dialógicas (Beade, 2011). Desde nuestro punto de vista, estos 
autores pueden ubicarse dentro de lo que se denomina 
“izquierda jurídica”, en cuanto se encuentran comprometidos 
con la idea de igualdad.!?! 

El objetivo de este capítulo es dar cuenta del diagnóstico 
desde el que parten estos autores sobre la legitimidad del 
castigo en sociedades desiguales para luego realizar un análisis 
comparativo sobre las formas de derecho que ellos proponen en 
sus teorías a fin de superar esas condiciones de injusticia social 
(teniendo en cuenta que el derecho influye en el plano 
material). En este sentido, pondremos en relación las 
concepciones del derecho (penal) presentes en la teoría del 
castigo propuesta por Antony Duff y la teoría republicana de la 
justicia penal propuesta por John Braithwaite y Phillip Pettit, 
teniendo en cuenta que la primera se construye desde una 
teoría retribucionista de la pena, ligada a una ética 
consecuencialista,l* y la segunda, desde una crítica al 


retribucionismo, que no lo descarta de forma completa, pero 
que se asienta en la teoría restaurativa. Asimismo, pretendemos 
articular estas teorías con la propuesta de Gargarella de 
constituir un derecho de izquierda basado en una concepción 
de democracia como “una conversación entre iguales” (2021, 
2023). En términos generales, es necesario resaltar que las 
teorizaciones de estos autores se vinculan con diversas teorías 
distributivas contemporáneas surgidas a partir de la obra de 
Rawls, especialmente con el liberalismo igualitario, el 
comunitarismo y el republicanismo (Gargarella, 2013). 

Para esto, primero reflexionaremos sobre la legitimidad del 
castigo en sociedades profundamente injustas, principalmente, 
a partir de las perspectivas de Gargarella (2012) y Duff (2001). 


La legitimidad del castigo en sociedades desiguales 
El punto de partida de las teorías que se pretenden analizar 
aquí está conformado por la pregunta sobre la legitimidad del 
uso de la coerción penal en circunstancias caracterizadas por 
una fuerte e injustificada desigualdad social (Gargarella, 2012). 
De acuerdo con Gargarella, “no hay discusión más importante 
en la filosofía actual, que aquella referida al uso legítimo del 
poder coercitivo del Estado” (Gargarella, 2012: 119). Este autor 
plantea que es muy difícil justificar el uso de la coerción estatal 
y, aún más, la coerción penal en tanto el castigo es un 
sufrimiento impuesto de modo intencional, a causa de la acción 
indebida de alguna persona, y que esa dificultad se agrava en 
situaciones de profunda injusticia social. En este sentido, el 
autor, sostiene que las razones que se acostumbran a dar para 
justificar el castigo en nuestras sociedades, centradas en el 
retribucionismo (se imponen castigos porque se lo merecen) y 
en el consecuencialismo o utilitarismo (se impone un castigo 
para disuadir al resto de seguir su ejemplo), han demostrado 
ser muy frágiles (Gargarella, 2023). 

Por un lado, el utilitarismo presenta problemas a causa de 


que tiende a tomar a las personas como medios para el 
beneficio de otros y otras; de su susceptibilidad para respaldar 
el castigo de inocentes; de que no está demostrada la capacidad 
disuasoria de las penas que avala, como la privación de la 
libertad; y de que existen formas alternativas de disuasión más 
razonables, menos violentas, para el reproche penal. Por otro 
lado, el retribucionismo también ha mostrado inconvenientes 
ligados, especialmente, con la dificultad para determinar cuál 
es el castigo proporcionalmente merecido al mal que se ha 
generado. En este punto, al igual que Braithwaite y Pettit 
(2015), Gargarella reconoce que las formas contemporáneas de 
retribucionismo se encuentran cada vez más comprometidas 
con castigos cada vez más severos. 

Es interesante notar que aquí Gargarella recupera las 
reflexiones de Marx sobre el castigo penal: su crítica al 
utilitarismo en cuanto “el mundo no ha sido ni intimidado ni 
mejorado por el castigo” (Gargarella, 2023: 89), y su crítica al 
retribucionismo en cuanto las leyes pueden servir únicamente a 
los intereses de la clase dominante. En este sentido, Marx se 
pregunta si sería justo que, en esa situación, se fuerce a las y 
los ofensores a cumplir con la ley o si este sería solo un modo 
de contribuir a la consolidación del orden social. Así, para 
Marx, reforzar el castigo en una sociedad desigual reforzaría el 
statu quo. 

En relación con esto, sostiene que, en “contextos de fuerte 
e injustificada desigualdad social, existe un riesgo serio de que 
los medios coercitivos del Estado sean utilizados a los fines de 
preservar las desigualdades que les dan marco” (Gargarella, 
2012: 120). La explicación a esto la encuentra en la teoría. 
Afirma que, si se concibe a la democracia como un sistema que 
se justifica por su inclinación a generar decisiones imparciales, 
si se entiende que la imparcialidad se relaciona íntimamente 
con la posibilidad de cada persona y grupo de expresarse y ser 
tenido en cuenta en el foro público, si se parte del supuesto de 


que existen amplios sectores sociales real o virtualmente 
excluidos de la esfera pública, hay razones para sospechar que 
el ordenamiento vigente se va a sesgar en favor de aquellos y 
aquellas que cuentan con más influencia sobre el sistema de 
toma de decisiones. 

De esta manera, se parte de considerar que existente una 
importante relación entre (in)justicia penal e (in)justicia social 
que puede socavar la justificación del castigo. En este sentido, 
Duff sostiene que la mayoría de las personas o los grupos que 
comparecen ante la justicia penal “han sufrido formas de 
exclusión tan severas que las precondiciones esenciales de la 
responsabilidad criminal no resultan suficientemente 
satisfechas” (Duff, 1998: 196) y, por lo tanto, 


cualquier explicación del castigo que le dé un lugar central a la 
justicia del castigo al ofensor debe enfrentar el problema de si 
podemos castigar de modo justo a sujetos cuyas ofensas se 
encuentran estrechamente vinculadas con injusticias sociales 
serias que han sufrido (Duff, 1998: 197). 


A partir de esto, Gargarella (2012), en sintonía con Duff 
(1998), afirma que, si esas condiciones injustas no se 
modifican, las personas que realizan actos delictivos no podrían 
ser juzgadas justamente, condenadas o castigadas. 

Gargarella fundamenta su crítica sobre la justificación de 
la coerción penal en sociedades desiguales a partir de dos 
líneas argumentativas complementarias: una se relaciona con la 
idea de derecho, a partir de una posición del tipo 
contractualista, y otra se vincula con la idea de democracia, 
desde una concepción dialógica. En cuanto a la primera, el 
autor retoma el planteo de Jeffrie Murphy, quien afirma que el 
castigo puede justificarse, frente a cada persona, si este puede 
considerarse plausiblemente como un producto de su propio 
consentimiento. Desde este punto de vista, la ley debe 


garantizar que las personas que la desobedecen no obtengan 
una ventaja injusta sobre aquellos y aquellas que 
voluntariamente deciden obedecerla. Entonces, el castigo tiene 
como función restablecer un balance apropiado entre beneficios 
y Obediencia: es una deuda que se les debe a las y los miembros 
de la sociedad respetuosos de la ley. En este punto, Gargarella 
(2012) señala que, claramente, en nuestras sociedades, 
habitualmente y al menos en relación con extensos sectores 
sociales, es difícil reconocer beneficios producidos por el 
accionar estatal. Muy por el contrario, lo que ocurre es que los 
sectores más vulnerados de la sociedad son colocados en una 
situación de grave desventaja por el Estado, que los abandona a 
sí mismos o los agrede a través del derecho penal. Por lo tanto, 
no queda claro qué es lo que estas personas le deben al Estado. 
Gargarella (2012), retomando a Murphy, recupera la 
sugerencia marxista según la cual la teoría retributiva es 
formalmente correcta, pero materialmente inadecuada. 

En cuanto a la democracia, Gargarella sostiene que 
“las mormas justificadas son aquellas respecto de las 
cuales puedo considerarme razonablemente su autor” 
(Gargarella, 2012: 124). De esta manera, el derecho 
aparece como la expresión de las propias convicciones de 
las personas sobre las cuales se aplica. No obstante, afirma 
que, ante esa situación ideal, en la realidad nos 
encontramos frente a situaciones de alienación jurídica 
donde las personas no reconocen su voz propia en el 
derecho, sino una que les parece ajena e incomprensible, pero 
que, al contar con el respaldo de la fuerza estatal, se les 
impone. En este sentido, es importante resaltar que Gargarella 
retoma dos conceptos de linaje marxista para expresar la crisis 
jurídica e institucional de las democracias reales: alienación y 
explotación (Gargarella, 2023). De acuerdo con el autor, 
vivimos en el marco de comunidades jurídicas muy defectuosas 


respecto de las cuales hemos perdido el control. Así, las normas 
que se pretendían nuestras y al servicio de nuestra libertad 
pasaron a operar en una dirección opuesta haciendo que 
nuestras vidas se sientan restringidas. Por esto, el autor habla 
de alienación jurídica en la medida en que pasamos a estar 
sometidos por aquello que habíamos ayudado a construir 
esperando que sirviera a nuestra liberación. 

En sintonía con esto, Duff también reflexiona sobre la 
validez del derecho y el deber de obedecerlo o no: 


Si existen individuos o grupos dentro de una sociedad que, en los 
hechos aunque de un modo no buscado, se encuentren excluidos 
de modo persistente y sistemático de la participación en la vida 
política y de los bienes materiales, normativamente excluidos en 
cuanto a que el tratamiento que reciben por parte de las leyes e 
instituciones existentes no refleja un genuino cuidado hacia ellos 
como miembros de una comunidad de valores, y lingiísticamente 
excluidos en tanto que la voz del derecho les resulta una voz 
extraña que no es ni podría ser suya, entonces la idea de que 
ellos, como ciudadanos, se encuentran atados a las leyes y que 
deben responder a la comunidad se convierte en una idea vacía. 
Las fallas persistentes y sistemáticas, las fallas no reconocidas o 
no corregidas en lo que hace al trato de los individuos o grupos 
como miembros de la comunidad socavan la idea de que ellos se 
encuentran atados por el derecho. Ellos solo pueden sentirse 
atados como ciudadanos, pero tales fracasos les niegan, 
implícitamente, su ciudadanía al negarles el respeto y la 
consideración que se les debe como ciudadanos (Duff, 2001: 
195-196). 


Entonces, la situación de alienación legal es la contracara 
de otra en la cual la comunidad se reconoce como plenamente 
autora del derecho que la rige y la controla y, por lo tanto, a 
través del derecho, se siente dueña de su propio destino. Así, de 
acuerdo con Gargarella y Duff, solo tenemos razones para 


obedecer el derecho cuando podemos, genuinamente, 
reconocerlo como nuestro, cuando podemos reconocernos 
nosotros mismos y nosotras mismas como sus autores y autoras. 

Según Gargarella (2023), el problema es que las reglas 
básicas de la sociedad son redactadas, aplicadas e interpretadas 
por una minoría y, por lo tanto, terminan sirviendo a la 
libertad de algunas y algunos, en cuanto sería extraño que ese 
pequeño sector las escriba de una manera que conspire contra 
sus propios intereses, pudiendo hacer lo contrario. Según el 
autor, con el paso del tiempo, esa minoría que redacta, aplica e 
interpreta el derecho comienza a actuar como una clase ante 
los privilegios y las oportunidades con los que cuenta, como 
una clase con intereses propios, alejada del control de la 
ciudadanía y libre de mecanismos apropiados para 
responsabilizarla por sus faltas e inacciones. Así, el derecho 
comienza a servir para que la clase dirigente expanda sus 
libertades y beneficios de espaldas a la ciudadanía o a través de 
la toma de ventajas inequitativas, o sea, a través de la 
explotación jurídica del resto (Gargarella, 2023). Esta idea se 
distingue de la concepción de “explotación” de Marx en cuanto 
refiere a relaciones y estructuras dentro de las cuales priman 
situaciones de abuso, toma de ventajas inequitativas, carencia 
de reciprocidad, entre otros. De esta manera, el derecho 
consagra y legitima situaciones de injusta desigualdad, permite 
la reproducción de esas situaciones abusivas a lo largo del 
tiempo y amenaza con sanciones a quienes desafían o ponen en 
riesgo la preservación de esas desigualdades (Gargarella, 2023). 

De lo dicho anteriormente, se desprende, como 
profundizaremos más adelante, que estos autores adhieren a 
una idea de democracia deliberativa según la cual las normas 
solo se justifican en la medida en que ellas pueden ser 
reconocidas como el producto de una discusión inclusiva, que 
tiene en cuenta a todos los afectados y todas las afectadas. En 
esta línea también se encuentra el planteo de Braithwaite y 


Pettit (2015). Gargarella (2012) argumenta que la teoría 
deliberativa de la democracia vincula la imparcialidad de las 
normas con procesos de discusión inclusivos y, por lo tanto, los 
niveles de exclusión existentes y la falta de debate público 
redundan en un ejercicio fuertemente sesgado e injustificado de 
la coerción estatal (y penal). En este sentido, afirma: 


La pretensión del Estado de hacer uso de la violencia que 
controla resulta decisivamente cuestionable cuando quienes son 
más afectados por esa violencia representan a aquellos que menos 
involucramiento han tenido en el diseño, aplicación e 
interpretación de esas políticas de violencia (Gargarella, 2012: 
127). 


En otras palabras, el Estado no puede reclamarles 
autoridad penal coercitiva a quienes se encuentran privados y 
privadas de voz en sus respectivas comunidades. Por lo tanto, 
donde existen radicales índices de exclusión, no se puede 
justificar el uso de la violencia penal por parte del Estado. No 
obstante, Gargarella argumenta, siguiendo a Duff, que esto no 
significa que las y los pobres, marginadas y marginados, no 
deben ser consideradas y considerados penalmente 
responsables de sus delitos, sino que la pregunta más general 
que deben hacerse los jurados y las juradas o jueces, como 
miembros del sistema de gobierno, cuando tienen que decidir 
sobre un caso, es si se ha tratado a quien se juzga como a un 
ciudadano o ciudadana: “... las dramáticas condiciones sociales 
que afectaron el derecho de alguien a vivir una vida decente, 
no necesariamente exculpan al delincuente, pero pueden 
condicionar la posición del Estado para condenarlo” (Duff, 
1986: 229). Según Duff, “nosotros mismos, que mantenemos o 
toleramos un sistema social y legal que perpetúa groseras 
injusticias, difícilmente podemos alegar el derecho de castigar a 
aquellos que actúan injustamente” (Duff, 1986: 229). 


De acuerdo con Gargarella (2012), esto no significa que 
deba disolverse el código penal en situaciones de alta exclusión 
social, de graves y sistemáticas violaciones de derechos, sino 
que hay que ser más exigentes respecto de los modos en que el 
Estado ejerce la violencia penal: hay que obligarlo a justificar 
“por qué quiere hacer lo que viene haciendo, dado el contexto 
social que existe, y del que directo responsable [por acción u 
omisión]” (Gargarella, 2012: 128). En estas condiciones, se le 
debería exigir al Estado que demuestre que está haciendo todos 
los esfuerzos necesarios para poner fin a las injusticias sociales. 

Ahora veremos qué tipo de derecho penal proponen Duff y 
Braithwaite y Pettit frente a las dificultades para justificar el 
castigo en sociedades desiguales, para luego adentrarnos en la 
propuesta de un derecho de izquierda de Gargarella, que 
incluye al derecho penal. 


El derecho penal en la teoría democrática de Duff y en 
la teoría republicana de Braithwaite y Pettit 

Tanto Duff (2015) como Braithwaite y Pettit (2015) proponen 
teorías que no son abstractas, sino que pretenden modificar la 
realidad, que buscan ser aplicables en los sistemas jurídicos 
concretos. En otras palabras, parten de una crítica del derecho 
realmente existente para proponer una teoría acerca de cómo 
debería ser este en nuestras sociedades desiguales. El primero 
parte de un cuestionamiento del carácter excluyente del 
derecho penal y propone una teoría normativa de él y del 
proceso penal que tiene el objetivo de reformar los sistemas 
jurídicos observando las prácticas reales, específicamente en 
Reino Unido. Los segundos, a partir de una crítica del 
retribucionismo, proponen una teoría que es práctica y discuten 
con los teóricos y las teóricas de la justicia penal que arrancan 
del discurso filosófico, una concepción idealizada del bien que 
no puede conectar con los discursos de las comunidades que 
viven y respiran y aquellos y aquellas que aceptan 


acríticamente el sentido común de las masas o de la elite 
dominante. 

Entonces, el punto de partida de la teoría democrática de 
Duff (2015) es un cuestionamiento del carácter excluyente del 
derecho penal y del sistema de justicia. Sobre esta base, 
construye un modelo normativo desde una teoría 
retribucionista de la pena basada en una ética 
consecuencialista. El autor considera que actualmente el 
derecho penal exceptúa de los derechos y de los beneficios de 
la ciudadanía a aquellos y aquellas contra quienes ejerce su 
poder: los presos y las presas quedan excluidos y excluidas, en 
lo material y en lo simbólico, de la participación en la vida 
cívica cotidiana porque se considera que perdieron su posición 
como ciudadanos y ciudadanas; los exconvictos y las 
exconvictas son discriminados y discriminadas en muchos 
aspectos de la sociedad civil a causa de la estigmatización; y el 
derecho penal tiene una retórica excluyente al afirmar que es 
algo que “nosotros y nosotras”, los ciudadanos y las ciudadanas 
respetuosos de la ley, les imponemos a los “otros” y las “otras” 
peligrosos y peligrosas para defendernos (Duff, 2015). Por esto, 
el autor propone una teoría del derecho penal para ciudadanos 
y ciudadanas falibles: un derecho penal democrático, inclusivo 
y no excluyente. 

Por su parte, Braithwaite y Pettit (2015) parten de una 
crítica de ciertas teorías consecuencialistas (aquellas que 
prometen las mejores consecuencias o el mejor bien) y de las 
teorías deontológicas (las que se centran en respetar las 
restricciones). En relación con las teorías consecuencialistas, 
discuten con aquellas ligadas al utilitarismo (las que consideran 
que el sistema penal debe buscar la felicidad del mayor 
número) y al prevencionismo (las que afirman que la función 
de la pena es la prevención del delito a través de la 
resocialización, la disuasión y la  incapacitación). Su 
cuestionamiento se basa en que, en términos teóricos, no 


ofrecen ninguna guía sobre qué debe ser penalizado, qué debe 
ser objeto de vigilancia policial ni qué delitos deben ser 
investigados o sometidos a proceso judicial, así como también 
porque pueden motivar el castigo de inocentes; y, en términos 
prácticos, porque fracasan en el objetivo que se proponen e 
incluso, en algunos aspectos, empeoran el problema, en cuanto 
los convictos y las convictas aprenden nuevas destrezas en las 
cárceles o son reclutados y reclutadas por grupos de 
delincuentes. 

Además, Braithwaite y Pettit (2015) realizan una crítica de 
las teorías deontológicas que sirven de fundamento del castigo 
desde la década del setenta en las sociedades occidentales: el 
retribucionismo y el neoretribucionismo. Estas exigen tanto el 
castigo de las y los delincuentes proporcional a su merecido y 
proporcional a la culpabilidad de sus acciones y los daños 
causados por ellas, como el no castigo de los inocentes. En 
términos teóricos, son cuestionadas porque no pueden 
responder a la pregunta de cuál es el castigo merecido, o sea, 
cuál es el justo merecido para cada acto, así como también 
porque exigen el castigo de todos los culpables y todas las 
culpables sin mostrar un mínimo de clemencia frente a los 
delitos. En términos prácticos, son criticadas porque, en las 
sociedades contemporáneas, hay una serie de factores ligados a 
la distribución del poder que impide que el castigo se imponga 
a quienes más lo merecen y, entonces, una política de 
imposición de castigo a todos y todas los y las que lo merecen 
tiene el efecto de aumentar la injusticia al agravar las 
tendencias a castigar más en los casos en que el merecido es 
menor, demostrando que el modelo del justo merecido no 
ayuda a promover la justicia entendida como igualdad. De 
acuerdo con los autores, los retribucionistas actuaban guiados 
por las razones correctas, pero tomaron el camino incorrecto ya 
que se alejaron demasiado de los aspectos positivos de las 
tradiciones utilitaristas y prevencionistas ligados al cuidado y 


quedaron reducidas, en las realidades de la política 
demagógica, a una estrategia de mano dura que incrementó la 
opresión del sistema de justicia penal. 

Braithwaite y Pettit (2015), a diferencia de Duff (2015), 
proponen una teoría normativa integral de la justicia penal ya 
que consideran que la justicia penal está compuesta por 
subsistemas estrechamente relacionados y en interacción 
continua entre sí. Estos autores se proponen brindar un 
conjunto de respuestas completas, coherentes y sistémicas 
acerca de qué deberían hacer el poder legislativo, el poder 
ejecutivo y el poder judicial en lo que respecta a las preguntas 
centrales que se le plantean a la política en materia de justicia 
penal: desde qué tipo de conductas deben penalizarse hasta qué 
tipo de penas deberían permitirse o imponerse. 

Duff (2015) se pregunta por el funcionamiento del derecho 
penal como institución política que se ocupa de los actos 
incorrectos. Es importante destacar que, para este autor, el 
derecho penal es parte de una estructura política, de un sistema 
político específico. En el marco de un sistema democrático, este 
derecho debe ser nuestro como miembros de un sistema 
político, como ciudadanos y ciudadanas, que tienen derechos y 
responsabilidades. En este sentido, afirma que 


un derecho penal democrático no es algo que “ellos” (un 
soberano, una elite gobernante) nos impongan a “nosotros” como 
sus súbditos, ni algo que “nosotros” les impongamos a “ellos”: es 
un derecho que nos imponemos a nosotros mismos y unos a otros, 
como miembros en pie de igualdad del sistema político (Duff, 
2015: 30). 


Es una institución que pertenece a la comunidad, en 
términos normativos, y que incluye reglas que los ciudadanos y 
las ciudadanas deciden y se imponen a ellos mismos y ellas 
mismas. En este marco, como mencionamos anteriormente, el 


origen democrático de las leyes es una condición para su 
autoridad y su legitimidad. Así, el derecho penal aparece en el 
razonamiento práctico de las personas como reivindicando una 
autoridad normativa, como normas que incluyen en su 
enunciado valores con los que la comunidad se encuentra 
comprometida. 

Esta teoría es pensada para una república democrática 
liberal y, por ello, se vincula tanto al republicanismo como al 
liberalismo, algo que lo acerca a la propuesta de Braithwaite y 
Pettit (2015). Duff defiende una noción de ciudadanía 
inclusiva basada en la igual consideración y respeto, en la 
confianza cívica y en la idea de agencia. La inclusión refiere al 
hecho de que todos los ciudadanos y todas las ciudadanas son 
miembros plenos de la comunidad política con acceso pleno a 
todos los aspectos de la vida cívica, pero también con 
responsabilidades y deberes que deben cumplir para el bien de 
esta. 

Para el autor, la ciudadanía, además, se basa en la “igual 
consideración y respeto” (Dworkin, 2003): la consideración 
refiere al bienestar; y el respeto, a los valores como la dignidad, 
la autonomía y la privacidad. Entonces, los ciudadanos 
democráticos y las ciudadanas democráticas se reconocen y 
tratan como participantes iguales en la vida cívica. En este 
punto, es importante resaltar que la falta de reconocimiento del 
estatus de ciudadano o ciudadana de alguna persona o grupo 
manifestada en la vulneración sistemática de sus derechos y 
libertades como ciudadano o ciudadana convierte en ilegitimo 
el juzgamiento de esa persona o ese grupo: puede ser llamado a 
responder por el delito cometido, pero la legitimidad de la 
comunidad política se encuentra debilitada. 

Este punto de la teoría de Duff se puede relacionar con 
otra característica de la propuesta republicana de la justicia 
penal de Braithwaite y Pettit (2015): si para el primero los 
ciudadanos y las ciudadanas se deben igual consideración y 


respeto, para los segundos las personas deben gozar de dominio 
pleno, o sea que deben ser igualmente libres frente a la ley. 
Como afirmamos anteriormente, estos autores proponen una 
teoría no solo integral, sino también consecuencialista —no 
utilitarista ni prevencionista- en cuanto define un objetivo — 
una característica valorada- para el sistema de justicia penal y 
no una restricción (como lo hacen las deontológicas). En otras 
palabras, parten de evaluar el sistema de justicia penal según 
las consecuencias que propicia y no de las restricciones a que se 
adecua. Sin embargo, según los autores, su teoría se diferencia 
de otras consecuencialistas en que cumple con los tres 
postulados que toda teoría normativa debe cumplir para 
alcanzar el “equilibrio reflexivo” (Rawls, 1997), es decir que se 
adapta a los juicios considerados de justicia penal que buscan 
generar cierto consenso en las comunidades pertinentes. En 
este sentido, la que ellos proponen define un objetivo 
incuestionable en las comunidades pertinentes —en concreto, en 
las democracias occidentales del mundo  moderno-, 
estabilizante, en el sentido de que genera una asignación 
estable de derechos incuestionables que protege a las personas 
como individuos al obligar a otros y otras agentes, 
especialmente del Estado, a tratarlos como corresponde, y 
alcanzable, en cuanto motiva el respeto por los limites 
incuestionables de los poderes asociados con el sistema de 
justicia penal. 

Es importante destacar que la teoría republicana de la 
justicia penal se propone como objetivo incuestionable, 
estabilizador y alcanzable la maximización del dominio del 
individuo, o sea, la libertad en términos republicanos. Se trata 
de una concepción de libertad negativa, es decir que requiere la 
minimización o eliminación de la interferencia de otros y otras 
—lo que la vincula con el liberalismo clásico-, pero que se 
encuentra vinculada a la condición de ciudadanía o igualdad 
ante la ley, “una condición bajo la cual cada individuo se 


encuentra protegido por la ley frente a la depredación de otros” 
(Braithwaite y Pettit, 2015: 76) de igual manera. En este 
sentido, no es posible separar la igualdad ante la ley de la 
libertad en términos republicanos ya que todos y todas 
debemos contar con las mismas posibilidades de libertad. 

Esta idea de libertad, vinculada a una concepción holista 
de la sociedad —-en oposición a la concepción atomista liberal-, 
considera al dominio como una condición social, un estatus 
social, algo que liga a los autores con las teorías comunitaristas 
(Gargarella, 2013). Esto implica que la libertad de un individuo 
depende de cuál es su situación específica y con respecto a 
otros y otras integrantes de la sociedad: la libertad perfecta se 
define en forma comparativa o relacional. Una persona goza de 
dominio pleno solo si tiene posibilidades de libertad no 
inferiores a las disponibles para otros ciudadanos y otras 
ciudadanas, si es de conocimiento público entre los ciudadanos 
y las ciudadanas que se encuentra vigente esa condición, y si 
goza de posibilidades de libertad no inferiores a las máximas 
compatibles con las mismas posibilidades que los y las demás. 

Para los autores, la promoción de dominio constituye un 
objetivo incuestionable, estabilizador y alcanzable para el 
sistema de justicia penal porque impone respeto por las esferas 
fundamentales que se espera que el sistema de justicia penal 
proteja: las personas, la propiedad y la libertad, no solo de las 
víctimas o potenciales víctimas, sino también de aquellos y 
aquellas afectados y afectadas por el proceso penal. Es 
incuestionable porque los tipos fundamentales de delito (robo, 
homicidio, agresión, etc.) invaden el dominio de los ciudadanos 
y las ciudadanas restringiendo su libertad. Es estabilizador en 
cuanto motiva una asignación legal de derechos incuestionables 
en la esfera de la justicia penal de forma estable (por ejemplo, 
el derecho de una persona inocente a no recibir castigo). Y es 
alcanzable ya que es poco probable que la promoción del 
dominio motive castigos que excedan límites incuestionables en 


grado o tipo. 

De acuerdo con Duff (2015), un Estado liberal democrático 
tiene el deber de instaurar un sistema penal ya que es algo que 
les debe a sus ciudadanos y ciudadanas (Duff, 2001). El juicio 
penal es entendido como un proceso mediante el cual la 
comunidad política les pide a estos y estas que rindan 
cuentas. Es importante señalar que, según el autor, los 
demás ciudadanos y ciudadanas tienen el deber de tratar 
a los y las delincuentes como miembros de la comunidad 
política en todas las etapas de este proceso y una vez 
finalizado este. Según Duff (2015), más allá de que la 
comisión de un delito no es en sí un acto cívico (a menos que 
se cometa como un acto de desobediencia civil o protesta) ni 
un ejercicio del rol de ciudadano o ciudadana, hay que resistir 
la idea de que, al cometer un delito, la persona pierde su 
categoría de ciudadano o ciudadana en cuanto todos y todas 
somos seres falibles e imperfectos. 

En la misma línea que Duff, para Braithwaite y Pettit 
(2015), los y las delincuentes son ciudadanos y ciudadanas 
iguales a cualquier otro u otra que merecen ser respetados y 
respetadas como personas. Se trata de agentes morales 
responsables que eligen qué hacer sobre la base de un 
razonamiento sensible a consideraciones morales. Los y las 
delincuentes deben ser castigados solo para asegurar el 
dominio de otras personas. No obstante, no todas las 
actividades delictivas deben ser penalizadas de la misma 
manera ya que debe primar el supuesto de la parsimonia. En 
este sentido, los autores afirman que “en una teoría republicana 
sólo se tendería a penalizar aquellas actividades que amenacen 
la persona, la propiedad o la libertad de otros ciudadanos” 
(Braithwaite y Pettit, 2015: 115). 

Algunas cuestiones que saltan a la vista respecto del 
castigo es que, tanto en la teoría democrática del derecho 
penal, como en la teoría republicana de la justicia penal, hay 


un pronunciamiento en contra de los castigos excesivos, de la 
pérdida de derechos durante el encarcelamiento, de la 
estigmatización de los condenados y las condenadas por algún 
delito, del castigo de inocentes, de la incapacitación y de la 
disuasión como función de la pena, de la pena como venganza, 
y de algunos tipos de retribucionismo (aquellos que buscan 
infringir en el o la delincuente cierta cantidad de sufrimiento 
merecido). Asimismo, ambas teorías se muestran a favor de la 
reintegración de los y las delincuentes, del encarcelamiento 
únicamente en el caso de los delitos graves, de la utilización de 
medidas alternativas a la prisión como castigo, y de que el 
proceso de justicia penal procure constituir un proceso de 
comunicación que involucre al acusado en el discurso moral. 

La perspectiva comunicativa del castigo de Duff (2001) le 
otorga un lugar central a la participación del y la delincuente 
en cuanto considera que este o esta debe ser tratado o tratada 
como agente racional y moral y ser enfrentado o enfrentada a 
un proceso de juzgamiento y sanción por el delito cometido si 
pertenece y se identifica con un lenguaje normativo y con los 
valores de su comunidad política. En este marco, el castigo es 
entendido como un proceso bidireccional de comunicación de 
la comunidad política con el o la delincuente y viceversa: se 
trata de un encuentro racional y recíproco entre personas 
iguales. Para el autor, el castigo es una obligación cívica 
siempre y cuando no lo veamos simplemente en términos de 
incapacitación y disuasión o de un sufrimiento supuestamente 
merecido —premisa común de algunos retribucionistas— ya que, 
en este caso, se trataría de una mera imposición. Aquí, se ve 
una crítica a algunos tipos de retribucionismos y lo que 
Braithwaite y Pettit (2015) denominan “prevencionismo”, algo 
que también cuestionan. 

De acuerdo con Duff, la existencia de una “comunidad 
lingúística” es una precondición para la responsabilidad penal. 
Sin embargo, esto debe ser compatible con el desacuerdo que 


existe en las sociedades pluralistas y, además, tener algo de 
contenido. Asimismo, no solo es necesario que las personas 
sean capaces de entender el lenguaje, sino que el derecho les 
hable en una voz y con inflexiones que puedan asumir como 
propias y no como las de quienes ocupan posiciones 
económicas y políticas privilegiadas. En este sentido, Duff 
afirma que, si una persona ha sufrido situaciones de injusticia 
material y política de forma sistemática, el lenguaje del 
derecho se presentará como un lenguaje de opresión y 
obediencia sumisa (Duff, 1998). 

El autor también se pregunta por los modos de castigo más 
congruentes con un reconocimiento de la ciudadanía común 
entre castigadores y castigados o castigadas (Duff, 2015). En 
relación con esto, sostiene que el castigo debe incluir siempre 
una promesa de rehabilitación, de recuperación del estatus 
pleno de ciudadanía, algo que se asemeja a la reintegración 
propuesta por Braithwaite y Pettit (2015). A este respecto, Duff 
afirma que el encarcelamiento “debería reservarse a los delitos 
más graves, aquellos que nos fuerzan a decir que, durante un 
tiempo, no podemos vivir en comunidad cívica normal con el 
delincuente” (Duff, 2015: 63), y solo debería ser por un tiempo 
limitado. Aquí, no se debe pasar por alto el hecho de que la 
teoría de Duff, la de Braithwaite y Pettit y también la de 
Gargarella (2012) se muestran a favor de medidas alternativas 
a las penas privativas de la libertad y dejan al encarcelamiento 
como “último recurso”, solo en caso de delitos graves y por un 
tiempo limitado, ya sea porque de otra manera no se le 
reconocería su ciudadanía a los y las delincuentes (Duff, 2015), 
o porque se perjudicaría su dominio y el de la comunidad 
(Braithwaite y Pettit, 2015). 

Por otra parte, Braithwaite y Pettit (2015) proponen una 
teoría republicana de la justicia penal que sostiene que solo se 
debe castigar cuando se promueve el dominio, que se debe 
castigar solo a quienes son declarados o declaradas culpables, 


que se debe ser parsimonioso al castigar sin superar el nivel 
mínimo apto para promover el dominio, y que las sanciones se 
deben fundamentar en la reprobación de las ofensas que se 
cometen y en la reintegración de los infractores o las 
infractoras y de las víctimas. Según los autores, la penalización 
no es el único medio de inhibir una conducta, e incluso es el 
medio más intrusivo y torpe del que dispone el Estado. De 
hecho, parten de la premisa de que “es bueno que las 
sociedades se sientan incómodas respecto del castigo, que los 
ciudadanos consideren al castigo un mal necesario antes que un 
bien en sí mismo”, ya que 


una sociedad cuya moral se siente cómoda al enviar a hombres y 
mujeres jóvenes aterrorizados a instituciones en que serán 
aporreados, violados, maltratados, despojados de su dignidad 
humana y privados de la libertad de expresión y circulación tiene 
un compromiso dudoso con la noción de libertad (Braithwaite y 
Pettit, 2015: 22). 


En este sentido, todo acto de castigo, vigilancia, 
investigación oO detención genera un daño inmediato e 
incuestionable en el dominio de alguien: su aplicación solo se 
justifica cuando la ganancia de dominio de la comunidad es 
mayor que la pérdida de dominio del infractor o la infractora, o 
de quienes serán investigados e investigadas, o vigilados y 
vigiladas. 

Entonces, si se busca promover el dominio, el castigo 
requiere de justificación positiva: “... la respuesta natural es la 
clemencia [la no intervención]; la respuesta que necesita 
validación es el castigo [la intrusión]” (Braithwaite y Pettit, 
2015: 99). La promoción del dominio sustenta un principio de 
parsimonia en relación con el castigo y con cualquier invasión 
del dominio por parte del Estado que se considere justificada 
en función de la promoción general de dicho objetivo. 


Braithwaite y Pettit (2015) realizan una crítica al 
retribucionismo y a su supuesto interés por la justicia como 
igualdad, o sea, al principio según el cual quienes son 
igualmente culpables de iguales males deben ser castigados de 
la misma manera porque en las sociedades contemporáneas, 
lleva a un aumento de la injusticia de clase frente a la ley: 
impone castigos hacia quienes no tienen poder, pero no puede 
hacer lo mismo con los poderosos y las poderosas. De acuerdo 
con los autores, hay dos estados de igualdad completa ante la 
justicia penal: uno donde toda persona culpable es castigada 
por igual (como sostienen el retribucionismo), y otro donde 
toda persona culpable recibe igual clemencia (como promueven 
el republicanismo). En este sentido, sostienen que, dadas las 
realidades sociológicas y fiscales de la justicia penal, el sistema 
de justicia penal será más equitativo si otorga clemencia a 
quienes actualmente reciben algún castigo. De este modo, 
sostienen que “el principio de parsimonia [propio de la postura 
republicana] es un principio de maximización de la igualdad” 
(Braithwaite y Pettit, 2015: 221), no solo porque impulsa la 
clemencia hacia los y las delincuentes comunes, sino también 
porque promueve algún tipo de castigo hacia algunos tipos de 
delito de guante blanco. 

A continuación, veremos cómo confluyen estos principios 
en la propuesta de Gargarella de construir un derecho de 
izquierda. 


La propuesta de un derecho de izquierda 

Roberto Gargarella, en su reciente libro titulado Manifiesto por 
un derecho de izquierda (2023), se pregunta cómo podemos 
abordar el derecho desde la izquierda en el marco de la crisis 
democrática que nos atraviesa y nos invita a pensar en las 
implicancias jurídicas, en los significados y efectos de un 
“derecho de izquierda”. Este es entendido como un 


ordenamiento jurídico que busca honrar dos ideales 
fundamentales: el autogobierno colectivo (una ¡idea de 
democracia radical, que alude a la posibilidad efectiva de que 
cada sociedad se gobierno de acuerdo con sus propias leyes, y de 
ese modo se convierta en dueña plena de su propio destino); y la 
autonomía personal, es decir, el derecho de cada uno a vivir su 
vida conforme a sus propios designios: a expresarse libremente, a 
manifestarse, a juntarse con otros grupos, a ejercer su sexualidad 
con libertad y como dueño de su propio cuerpo, etc. Esta 
definición [...] comienza a completarse cuando reconocemos 
algunos de los elementos implicados en ella [...]. Pienso, 
fundamentalmente, en la central preocupación que ha mostrado 
siempre la izquierda por la cuestión social o que lo podríamos 
llamar, de modo más general, el principio de igualdad; o bien, de 
modo más específico, las condiciones materiales de la libertad 
personal y el autogobierno colectivo (Gargarella, 2023: 27-28). 


Se trata de un derecho que no acepta pagar el costo de un 
sistema contramayoritario para asegurar la defensa de ciertas 
libertades personales básicas ni tampoco acepta sacrificar tales 
libertades básicas con el fin de mantener firme su compromiso 
con la mayoría política. 

Gargarella señala que la asociación entre la izquierda 
jurídica y la protección de libertades personales básicas resulta 
controvertida dada la resistencia que, durante décadas, mostró 
la izquierda política hacia el derecho en cuanto se entendía 
como una mera consecuencia superestructural. No obstante, el 
autor afirma que no se debería llegar a conclusiones 
apresuradas sobre el vínculo entre marxismo, la idea de 
derechos y la defensa de las libertades personales. En palabras 
de Gargarella, Marx 


no solo defendía una noción fuerte de autogobierno (por ejemplo, 
al presentar —en su forma ideal- a la sociedad comunista como 
una sociedad radicalmente democrática), sino que acompañaba 


dicha postura con la reivindicación de una idea (aristotélica) de 
“autorrealización personal”, que no es sino una versión fuerte de 
lo que aquí denomino autonomía personal (Gargarella, 2023: 35). 


Entonces, para el autor, la izquierda jurídica tiene un 
doble compromiso con los ideales de la libertad colectiva y 
personal que tiene implicancias en su involucramiento con la 
cuestión social. De hecho, afirma que, en todos los ámbitos y en 
todos los niveles, el derecho de izquierda siempre mostró 
interés y preocupación por consagrar el principio de la 
igualdad, o sea, por garantizar las condiciones materiales de la 
libertad colectiva y personal. Esto se debe a que ninguna de 
esas libertades puede asegurarse en cualquier contexto, en 
cuanto una comunidad no puede autogobernarse si carece de 
los recursos básicos, necesarios para reproducirse y sostenerse 
en el tiempo, y una persona no puede ejercer sus libertades 
básicas si se encuentra forzada a entregar su vida completa a la 
subsistencia propia y de su familia. 

De acuerdo con Gargarella, un derecho de izquierda se 
encuentra comprometido con la filosofía política igualitarista 
cuyo núcleo central está constituido por la idea de que una 
sociedad puede considerarse justa solo si la vida de cada uno y 
cada una y la del conjunto no depende de circunstancias que 
están fuera de su control, tal como sostiene John Rawls. Por el 
contrario, una sociedad es injusta si permite que las personas 
resulten institucionalmente beneficiadas o perjudicadas por 
cuestiones de las que no son responsables. Esta perspectiva 
pretende resguardar tanto las libertades personales como las 
colectivas, de forma simultánea y permanente, insiste en la 
preservación de las condiciones materiales necesarias para que 
esas libertades se reproduzcan en el tiempo, y se muestra 
sensible frente al modo en que las instituciones procesan las 
injusticias históricas existentes y transforman las condiciones 
personales en desventajas sociales. Asimismo, Gargarella 


(2023) sostiene que esta filosofía considera que una comunidad 
o un Estado puede violar los derechos de sus miembros no solo 
a través de acciones, sino también de omisiones al no asegurar 
los derechos (negativos o positivos) que les corresponden a las 
personas. Otra cuestión que nos aclara el autor es que el 
igualitarismo reconoce como fuente de desigualdades 
injustificadas a la raza, la etnia, el género, la clase, etc., y 
también el reclamo de derechos especiales, beneficios o 
privilegios en nombre de otros hechos moralmente arbitrarios 
como el talento, la belleza, la inteligencia o cualquier destreza. 

Dicho esto, Gargarella se pregunta sobre la concepción de 
la democracia que mejor encaja con un derecho de izquierda. 
Según el autor, dada la pluralidad, la multiculturalidad, la 
diversidad de visiones y los profundos desacuerdos sobre cómo 
llevar la vida colectiva que caracterizan a las sociedades 
actuales, aquella que expresa el ideal de la conversación entre 
iguales es la concepción de democracia más adecuada para 
resolver esas diferencias (Gargarella, 2021). En este sentido, se 
trata de desarrollar una conversación inclusiva y horizontal 
entre todos los afectados y todas las afectadas de forma 
potencial buscando limar diferencias y construir acuerdos. 

Esta idea de conversación entre iguales forma parte de lo 
que se conoce como teorías de la “democracia deliberativa”, 
que, como mencionamos anteriormente, están presentes en los 
planteos de Gargarella y Duff. De acuerdo con estas, las 
decisiones públicas se justifican solo en la medida en que son el 
resultado de una deliberación entre todos los afectados y todas 
las afectadas. Las diferencias que plantea Gargarella entre la 
mayoría de estas teorías y la conversación entre iguales son 
dos: primero, se considera que esta no se reduce al intercambio 
de argumentos, sino que también hay emociones que alimentan 
las discusiones entre personas que están en desacuerdo; y, 
segundo, se entiende que la conversación pública debe ser lo 
más horizontal y extendida posible, algo que se aleja de la 


discusión política o parlamentaria en nuestras sociedades 
afectadas por una seria crisis de representación. 

Asimismo, el autor se pregunta cuál sería la concepción de 
los derechos con la que podría comprometerse un derecho de 
izquierda. En este sentido, rechaza la tradición de los derechos 
naturales de Locke —que ha influido en juristas asociados con el 
liberalismo de izquierda— y abraza el enfoque que considera 
que los derechos son un producto de la democracia, el 
resultado de un proceso de reflexión colectiva, de una 
conversación entre iguales. De acuerdo con Gargarella, esta 
visión se encuentra anclada en los trabajos de Jeremy Bentham, 
quien afirma que los derechos son producto de una creación 
humana y que, por ende, nacen y mueren con la ley. Se trata de 
creaciones colectivas, instrumentos diseñados con el fin de 
proteger las cosas que más nos importan. 

En cuanto al derecho penal, la propuesta de Gargarella 
(2023) recupera las teorizaciones vistas de Duff (2015) y 
Braitwaite y Pettit (2015). A este respecto, sostiene que 
actualmente las respuestas del Estado a las ofensas cometidas 
se caracterizan por su violencia, en cuanto “lo que se busca es — 
como nos recuerda Duff- “amoldar a alguien a los golpes”, 
asustar a alguien, provocar que la persona tenga miedo y, por 
eso, no vuelva a cometer una falta” (Gargarella, 2023: 90), idea 
que se contradice con los propósitos que debe tener el castigo 
penal en una comunidad de iguales. A este respecto, siguiendo 
a Duff, sostiene que la persona que cometió un delito debe 
entender la gravedad de su falta para que no vuelva a 
cometerla. Al igual que los autores mencionados, Gargarella 
(2023) argumenta que la respuesta estatal no debe centrarse en 
la exclusión carcelaria, “mucho menos con la idea de que, de 
ese modo, una vez cumplida su pena, esa persona podrá 
integrarse mejor a su comunidad” (Gargarella, 2023: 90), ya 
que resulta absurdo pensar que una persona estará en mejores 
condiciones de sumarse a la sociedad luego de haber sido 


separada de su comunidad y puesta en contacto con “las 
personas que la sociedad ha identificado como las de peor 
conducta” (Gargarella, 2023: 90). Para el autor, y tal como 
vimos con Duff y Braithwaite y Pettit, la respuesta estatal debe 
ser integrativa, genuina y orientada para que la persona vuelva 
a vincularse con su comunidad. Asimismo, menciona que existe 
una amplia variedad de respuestas posibles, diferentes a la 
exclusión para quienes cometen faltas graves como las 
mencionadas por Braithwaite y Pettit (2015): las multas y las 
afectaciones a la propiedad, el trabajo comunitario, la 
inhabilitación para ciertas tareas, etc. De esto concluye que, 
“en una comunidad de iguales, las formas tradicionales del 
castigo (violentas, crueles, irracionales, excluyentes) deben 
quedar abolidas” (Gargarella, 2023: 90-91). 

En este libro Gargarella también se interroga sobre qué 
sistema económico conviene adoptar para promover un 
derecho de izquierda. Alejándose del determinismo 
economicista, plantea que las esferas jurídicas y económica van 
de la mano y se alimentan entre sí: las injusticias económicas 
que amplios sectores sociales padecen resultan, en buena 
medida, creadas y sostenidas por el derecho. Por lo tanto, 
ambas esferas pueden y deben trabajar en forma conjunta y 
progresiva para colaborar en pos de la igualdad. En relación 
con esto, Gargarella (2023) subraya, en consonancia con el 
pensamiento marxista clásico, que es cierto que existe una 
relación causal entre economía y derecho. No obstante, como 
mencionamos en la introducción, el autor plantea que la 
relación entre economía y derecho es más compleja, de modo 
que la primera influye en el segundo, y viceversa: el derecho es 
primordial para fundar determinado orden económico ya que le 
otorga, o no, la fuerza coercitiva de la que dispone para 
“sostener ciertos arreglos económicos poco justificados o 
carentes de una justificación apropiada, y su autoridad para 
legitimarlos” (Gargarella, 2023: 141). 


A partir de todo lo dicho hasta aquí, Gargarella se 
pregunta: “... ¿qué debe hacer, en la práctica, el derecho de 
izquierda, para poner en marcha sus compromisos 
fundamentales con las libertades colectivas (el autogobierno) y 
personales (la autonomía)?” (Gargarella, 2023: 39). Para 
responder a esta pregunta, se centra en dos tipos de respuesta 
posible: una vinculada con la estructura económica y otra 
referida a la estructura constitucional. Retomando a Rawls, 
Gargarella afirma que solo dos modelos de organización 
económica son compatibles con los principios de libertad y 
democracia y son capaces de asegurar que se mantenga la 
“dispersión de la propiedad de la riqueza y el capital”: un 
“socialismo liberal o de mercado” y una “democracia de 
propietarios”. El primero, referido a un sistema donde las 
empresas son manejadas por los trabajadores y las trabajadoras 
que definen qué y cómo producir y cómo distribuir las 
ganancias obtenidas, donde los precios son fijados por el 
mercado y donde el gobierno central desarrolla un plan general 
de inversiones, entre otras cuestiones. El segundo, referente a 
un sistema que autoriza la propiedad privada, que se encuentra 
democráticamente distribuida gracias a las instituciones del 
Estado, e impide la concentración del poder económico. 

En relación con la esfera institucional, Gargarella propone 
algunas alternativas para promover los principios mencionados 
(autogobierno colectivo y libertad personal). En ese sentido, 
afirma que, en un primer nivel básico de nuestra organización 
común, debemos delegar ciertas tareas a las funcionarias y los 
funcionarios estatales y a cuerpos administrativos 
predeterminados como puede ser la recaudación de impuestos 
y la resolución de conflictos individuales. En el área judicial, 
algunas decisiones de importancia local pueden quedar en 
manos de jurados populares. En un segundo nivel, las 
decisiones locales más importantes pueden ser tomadas por 
asambleas limitadas en número, al estilo de los minipúblicos, o 


de la comunidad entera. Y, en un tercer y último nivel, las 
determinaciones políticas más decisivas para la comunidad y 
los conflictos de interpretación constitucional más importantes 
pueden quedar sujetos a debates públicos y procesos decisorios 
inclusivos, como los de las asambleas ciudadanas (Gargarella, 
2023). 


Reflexiones finales 

En este capítulo, partimos de la premisa de que el castigo en las 
sociedades modernas se distribuye de forma desigual y de que 
esto puede explicarse desde la perspectiva del materialismo 
histórico. En este sentido, siguiendo el planteo de Valeria Vegh 
Weis (2012), la acumulación originaria, basada en el despojo 
sistemático de los medios de producción de gran parte de la 
población, se vio acompañada por una selectividad punitiva 
originaria que contribuyó a la consolidación del modo de 
producción capitalista. En términos de Harvey (2004), esta 
acumulación originaria encuentra su correlato actual en la 
“acumulación por desposesión”, desposesión que encuentra en 
la selectividad del sistema penal un gran aliado para su 
perpetuación. Sin embargo, como vimos, Gargarella plantea 
que esta relación es más compleja en cuanto el derecho 
también puede influir en esas condiciones materiales de 
existencia contribuyendo a su reproducción. 

A lo largo de estas páginas, vimos tres perspectivas que se 
pueden incluir dentro de lo que se denomina “izquierda 
jurídica” y que nos invitan a pensar en la legitimidad del 
derecho y, en particular, del derecho penal, en sociedades 
profundamente desiguales. De acuerdo con Gargarella (2023), 
el derecho consagra y legitima situaciones de injusta 
desigualdad, permite la reproducción de esas situaciones 
abusivas a lo largo del tiempo y amenaza con sanciones a 
quienes desafían o ponen en riesgo la preservación de esas 
desigualdades. 


Desde nuestro punto de vista, la riqueza conceptual (y 
práctica) de la propuesta de Gargarella reside en su 
recuperación del materialismo histórico dialéctico para realizar 
un diagnóstico del derecho en nuestras sociedades (a partir de 
los conceptos de “alienación jurídica” y “explotación jurídica”) 
y proponer una solución que pretende, desde el derecho, 
promover la igualdad en el plano real. Gargarella plantea la 
idea de que el derecho es el resultado de una conversación 
entre iguales, cuyo fundamento se encuentra en la democracia 
deliberativa, entendida en términos radicales. Este planteo, 
como vimos, no solo es compartido por este autor, sino también 
por Duff y Braithwaite y Pettit. Todas las teorías vistas aquí son 
normativas en cuanto consideran que la igualdad es un “ideal 
regulatorio” (Gargarella, 2023) que debe ser promovido por el 
derecho y que, a su vez, es una condición de este. 

Por último, es importante resaltar que el “derecho de 
izquierda” de Gargarella, la teoría del castigo propuesta por 
Antony Duff y la teoría republicana de la justicia penal 
propuesta por John Braithwaite y Phillip Pettit interpelan y 
critican las reactualizaciones del populismo penal que se 
experimentan en nuestras sociedades altamente desiguales. 
Estas perspectivas cuestionan el funcionamiento de los sistemas 
de justicia penal en la actualidad donde los y las delincuentes 
son tratados como “otros” y “otras” inasimilables a “nosotros” y 
“nosotras” que merecen únicamente la exclusión. Entonces 
proponen reconocer a los y las delincuentes como ciudadanos y 
ciudadanas que tienen derechos y deberes (Duff, 2015), que 
son igualmente libres (Braithwaite y Pettit, 2015) y promueven 
que el encarcelamiento penal sea utilizado como último recurso 
ya sea porque de otra manera no se reconocería el carácter de 
ciudadanos y ciudadanas de los y las delincuentes (Duff, 2015), 
o porque se perjudicaría su dominio y el de la comunidad 
(Braithwaite y Pettit, 2015). 
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La igualdad como estructura temporal 
del modo de producción capitalista 


Sebastián Martín!!! 


¡Qué mayor inconsciencia que desentenderse del tiempo! 


Thomas Mann 


Introducción 

Dentro de la frondosa literatura socialista, la cuestión de la 
igualdad ha ocupado y ocupa un lugar privilegiado. En el 
interior de esta tradición, más precisamente en el seno del 
pensamiento marxista, ocurre otro tanto. Por su parte, Marx ha 
dedicado algunas de sus reflexiones más agudas y sus 
pensamientos más arriesgados a este tópico. En este sentido, 
resulta interesante ver cómo el autor, al vérselas con este 
concepto, no procede como sociólogo, economista O 
historiador, sino que se recuesta sobre su formación filosófica. 
Dicho de otro modo, para dar cuenta de este objeto, recurre al 
pensar más propio de la deutschen Wissenschaft.!?! Alejándose 
en su reflexión de la positividad de los hechos sostenida por la 
filosofía francesa y de la instrumentalidad pragmática propia 
de la economía inglesa, la singularidad metafórica de Marx 
“manifiesta la necesidad de un conocimiento simultáneamente 
analítico y sintético, científico y crítico, teórico y práctico. Ora 
concisa, ora desplegada, esta creatividad expresa tanto la 
desconfianza hacia un lenguaje formalizado como el pesar por 


su falta” (Bensaid, 2013: 305). Desde fuera de la academia, 
arremete contra los fetiches y las formas celestiales, recogiendo 
los frutos de un saber otro que asume una perspectiva crítica de 
clase, que pretende tensionar el todo desde el interior de su 
lógica más profunda. Señala también Bensaid que, en dos cartas 
fechadas el 12 de noviembre de 1858 y el 20 de febrero de 
1866, alerta Marx sobre la singularidad propia de esta ciencia 
en gestación: 


“La economía como ciencia en el sentido alemán del término [im 
deutschen Sinn] está pendiente de hacerse [...]. En una obra como 
la mía, la composición, las múltiples conexiones constituyen un 
triunfo de la ciencia alemana [deutschen Wissenschaft]”. Crítica de 
las apariencias y del fetichismo, esta ciencia contempla “las 
relaciones internas” que se encuentran más allá de las formas 
fenoménicas (Bensaid, 2013: 306-307). 


Su ciencia alemana, forjada bajo la estela de Leibniz, 
Goethe, Hegel y Schelling, ha visto templado su espíritu 
especulativo por la intervención de la crítica como tarea que 
busca revolucionar el orden existente. En este contexto, y desde 
esta matriz, entenderá Marx, en efecto, que el ideario de la 
igualdad, cincelado especulativamente en mármol divino, es la 
expresión conceptual de, para decirlo con Max Weber ([1920] 
2011), una Lebensfiihrung. Ahora bien, este modo de conducir la 
vida cobija, en su seno, una concepción ontológica específica. 
Naturalmente, el análisis de esta ontología que emprenderá 
Marx se encuentra depurado por el tamiz de la crítica y no se 
mueve en el registro propio de las formas filosóficas 
condenadas ya en sus textos más tempranos. Debemos tener 
presente aquí que “la crítica no es una pasión de la cabeza sino 
la cabeza de la pasión” (Marx, [1844] 2008: 97). Dicho de otro 
modo, en su meditación, abandonará la nebulosa propia de los 
ultramundos para embarrarse en las prosaicas contiendas del 


más acá. La ontología que se pretende clarificar y desmontar 
reúsa por tanto cualquier carácter puro, pues parte de la 
asunción de que el pensamiento nace marcado con la maldición 
de la materia.!*! Así, el ordenamiento ontológico que Marx 
busca superar no encuentra su razón de ser en la antigua lógica 
griega del kósmos o en la judeocristiana de la creación divina ex 
nihilo. Su perspectiva novedosa entiende el orden de lo real 
como procesos y luchas sociales, como el resultado, siempre 
abierto y contingente, de fuerzas en pugna. 

En este aspecto, la ontología que se presenta como objeto 
de estudio es la propia del modo de producción capitalista. Es 
una ontología histórica condicionada por las fuerzas materiales 
de la producción. Esta encuentra su arché en una sustancia 
definida, simple en apariencia, pero dotada de sutilezas y 
complejidades. El ente que sostiene esta ontología 
históricamente determinada es, como se adivinará, la forma 
mercancía. En este sentido, la célebre y magistral apertura del 
libro primero de El Capital no puede ser entendida sino como 
una descripción de la configuración específica y dominante que 
reviste el ente en este sistema. 


La riqueza de las sociedades en las que domina el modo de 
producción capitalista se presenta como un “enorme cúmulo de 
mercancías”, y la mercancía individual como la forma elemental 
de esa riqueza. Nuestra investigación, por consiguiente, se inicia 
con el análisis de la mercancía (Marx, [1867] 2018: 43). 


En oposición a los clásicos sistemas metafísicos monistas 
de la Antigúedad, el del modo de producción capitalista se 
presenta como pluralista.!*! En efecto, si, como supo escribir 
Martin Heidegger ([1954] 1994), queremos avanzar desde una 
comprensión correcta hacia una verdadera, esto es, que penetre 
la trama genuina de este ente y sea capaz de sustraerse al 
embrujo de las apariencias, debemos observar el entramado 


que trazan entre sí las mercancías. Es necesario, entonces, 
atender al cúmulo de relaciones que guardan unas con otras, a 
su desplazamiento, a su generación y corrupción y, 
fundamentalmente, a su transustanciación. Todos estos 
movimientos, este horror al reposo que expresan las 
mercancías, se sostienen y se encuentran encriptados bajo la 
razón de un logos que ordena, regula y orienta el proceso, el de 
la lógica equivalencial; dicho de otro modo, bajo el despotismo 
de la igualdad temporal. Veremos a continuación, en detalle, 
cómo se despliega esta lógica. 


Dualidades 

Tal como se detalla al inicio de El Capital, la mercancía 
presenta una dualidad, la de ser a un mismo tiempo valor de 
uso y valor de cambio. En cuanto valor de uso, la mercancía es 
un objeto que satisface necesidades, cualesquiera sean ellas. La 
fuente y la razón de estas necesidades no resultan aquí, en 
principio, relevantes. En este sentido, en cuanto “contenido 
material de la riqueza” (Marx, [1867] 2018: 44), la mercancía 
no reviste ningún carácter misterioso, su utilidad se vincula a 
sus cualidades corporales u objetuales. Resulta interesante 
atender entonces al hecho de que, desde esta perspectiva, lo 
que dota a la mercancía de valor es su singularidad o 
especificidad. Naturalmente, aquí las ideas de singularidad y 
especificidad no suponen necesariamente el carácter único o 
irrepetible de la mercancía. Ilustran en todo caso que el valor 
es, en este marco, cuestión de cualidad y contenido, en 
oposición al par conceptual cantidad/forma. 

Ahora bien, advierte Marx que, en el modo de producción 
que se analiza, los valores de uso son al mismo tiempo 
portadores de valor de cambio. He aquí, entonces, el segundo 
aspecto de la mercancía. En la primera alusión que el autor 
ofrece para caracterizar esta faceta de la mercancía, se sintetiza 
y se pone en juego la constelación conceptual que configura la 


unidad de sentido mínima y abstracta para comprender la 
lógica profunda que despliega el capitalismo y su ontología: 
tiempo, proporción, relación cuantitativa, abstracción e 
igualdad. Leemos: 


En primer lugar, el valor de cambio se presenta como relación 
cuantitativa, proporción en que se intercambian valores de uso de 
una clase por valores de uso de otra clase, una relación que se 
modifica constantemente según el tiempo y el lugar [...]. ¿Qué 
denota esta ecuación? Que existe algo común, de la misma 
magnitud, en dos cosas distintas [...]. Ambas, por consiguiente, 
son iguales a una tercera, que en sí y para sí no es ni la una ni la 
otra [...]. Es preciso reducir los valores de cambio de las 
mercancías a algo que les sea común, con respecto a lo cual 
representen un más o un menos (Marx, [1867] 2018: 45-46). 


Esta dinámica del intercambio, que asume la factibilidad 
de establecer una proporción, se sostiene sobre el horizonte que 
abre el ente fundamental del modo de producción capitalista, 
este es, como ya se indicó, la mercancía. En cuanto “forma 
elemental de la riqueza capitalista”, no remite 
necesariamente a contenido alguno, sino que obedece más bien 
a una razón de tipo cuantitativa. En este sentido, la riqueza 
adquiere la configuración de un orden que puede sustraerse a 
las necesidades sociales e individuales señalando, entonces, 
meramente un quantum abstracto. Cabe señalar aquí que la 
posibilidad de un intercambio equivalencial de mercancías 
supone una deliberada obliteración de sus valores de uso, es 
decir, de sus propiedades objetuales. Dicho de otro modo, de 
sus particularidades o cualidades. “En cuanto valores de uso las 
mercancías son, ante todo, diferentes en cuanto a cualidad; 
como valores de cambio sólo pueden diferir por su cantidad, y 
no contienen, por consiguiente, ni un solo átomo de valor de 
uso” (Marx, [1867] 2018: 46). Marx entenderá que este 


proceso de establecimiento de proporciones, que permite 
definir la fórmula adecuada y “justa” de esta operación de 
intercambio, descansa en el suelo común a toda mercancía. He 
aquí, entonces, el próximo movimiento conceptual necesario 
para nuestro autor. 

¿Qué es lo común a toda mercancía? Si su singularidad 
corpórea desaparece al dejar al margen su valor de uso, otro 
tanto ocurre con el trabajo específico del que resulta. La 
mercancía ya no se presenta como el hacer determinado de su 
productor —carpintero, agricultor, etc.-, sino como el resultado 
de una actividad humana indiferenciada, abstracta. “Con el 
carácter útil de los productos del trabajo se desvanece el 
carácter útil de los trabajos representados en ellos y, por ende, 
se desvanecen las diversas formas concretas de esos trabajos” 
(Marx, [1867] 2018: 47). La singularidad de todo proceso 
productivo se diluye. Como consecuencia, lo que queda, lo que 
resta es un “residuo”, una “objetividad espectral”, una suerte 
de “gelatina de trabajo humano indiferenciado”, homogéneo. 
En otros términos, se trata del gasto de fuerza de trabajo 
humana. Todo esto sin atender al cómo, a la forma en que se 
empleó esta. Las mercancías, “en cuanto cristalizaciones de esa 
sustancia social común a ellas [fuerza humana de trabajo], son 
valores” (Marx, [1867] 2018: 47). El valor, como objetivación 
o materialización de trabajo abstractamente humano, parece no 
emerger para Marx con la claridad y distinción solicitada por 
Descartes, sino que, más bien, lo hace de manera confusa, 
fantasmagórica, con la dudosa consistencia de algo gelatinoso. 

En el marco de esta lógica que, como ya se advierte, opera 
exclusivamente de manera cuantitativa, surge una nueva 
dificultad, a saber: ¿cómo es posible medir la magnitud de 
valor contenida en un valor de uso? Naturalmente, atendiendo 
a la cantidad de fuerza de trabajo social media contenida en 
ella. Repetimos entonces la pregunta: ¿cómo medimos esta 
cantidad de fuerza de trabajo? ¿Cuál es su unidad o patrón? “Es 


sólo la cantidad de trabajo socialmente necesario, pues, o el 
tiempo de trabajo socialmente necesario para la producción de un 
valor de uso, lo que determina su magnitud de valor” (Marx, 
[1867] 2018: 48). He aquí entonces que hace su entrada en 
escena, tras persistir en la indagación, el tiempo. “En cuanto 
valores, todas las mercancías son, únicamente, determinada 
medida de tiempo de trabajo solidificado” (Marx, [1867] 2018: 
49). El trabajo queda reducido a la ejecución de una actividad 
social común y abstracta, cuya unidad métrica es el tiempo. 
Llegados a este lugar, siempre en el marco del capítulo 1 de El 
Capital, advierte Marx que, en sintonía con el carácter 
“bifacético” de la mercancía como valor de uso y valor de 
cambio, se revela el aspecto bifacético del trabajo. El autor se 
adjudica, en este punto, haber sido el primero en reparar 
críticamente en este aspecto crucial, del cual afirma que 
constituye “el eje en torno al cual gira la comprensión de la 
economía política” (Marx, [1867] 2018: 51). 

El trabajo es, en principio, “trabajo útil”, es decir, una 
actividad cuyo fin consiste en producir un valor de uso, un 
efecto útil capaz de satisfacer una necesidad humana.!?! Existe, 
en este sentido, una diversidad de actividades responsables de 
producir las mercancías más variadas. En conjunto expresan 
una división social que, cualitativamente, manifiesta las 
diferencias existentes entre los distintos tipos de trabajo y sus 
productos. Este carácter disímil de la actividad y su resultado 
es la condición para el intercambio de mercancías. Desde esta 
perspectiva, el trabajo expresa y objetiviza una relación 
metabólica entre el ser humano y la naturaleza. Es por esta 
razón por la que, para el autor, es una “condición de la 
existencia humana, necesidad natural y eterna de mediar [...] 
la vida humana” (Marx, [1867] 2018: 53).19! 

Si enfocamos ahora la cuestión desde el ángulo de la 
mercancía en cuanto valor, observamos que la singularidad 
cualitativa entre los diversos géneros de trabajo resulta 


indiferente. Lo mismo ocurre con el uso o la finalidad de la 
mercancía. En cuanto valores, las diversas mercancías 
comparten una sustancia igual e indiferenciada, como se dijo, 
“el gasto de fuerza de trabajo humana [...] gasto productivo del 
cerebro, músculo, nervio, mano, etc., humanos” (Marx, [1867] 
2018: 54). Se trata entonces del trabajo como unidad de 
medida simple y pura, como la capacidad media que cualquier 
ser humano posee merced a su condición de ser corpóreo. Es 
esta, entonces, la magnitud de valor que la mercancía expresa. 

Apenas un par de páginas más adelante, rendirá nuestro 
autor a Aristóteles el reconocimiento de haber sido el primero 
en pensar y analizar la forma valor. El estagirita advirtió que la 
forma dineraria no es sino el despliegue de la forma simple de 
valor. También, supo poner de manifiesto que la relación de 
valor se asienta sobre la posibilidad de establecer una 
igualación entre las mercancías y que esta operación resulta 
solo viable a la luz de la conmensurabilidad de estas. Llegado a 
este punto, y frente a la perplejidad que ocasiona la 
comparación de cosas cualitativamente tan disímiles, como lo 
son dos mercancías diversas, se detuvo Aristóteles en su 
razonamiento. La causa de esto radica, para Marx, en que el 
filósofo griego no pudo identificar el trabajo humano igual 
como la “esencia” que permite la conmensurabilidad de las 
mercancías porque su sociedad se cimentaba sobre un modo de 
producción esclavista, desde el cual resulta imposible pensar la 
equivalencia de todo trabajo humano. En efecto, este sistema 
encuentra su justificación en la desigualdad natural entre los 
seres humanos y sus fuerzas. Por ello, afirma Marx: 


El secreto de la expresión de valor, la igualdad y la validez igual 
de todos los trabajos por ser trabajo humano en general, y en la 
medida en que lo son, sólo podía ser descifrado cuando el 
concepto de la igualdad humana poseyera ya la firmeza de un 
prejuicio popular. Mas esto solo es posible en una sociedad donde 


la forma de mercancía es la forma general que adopta el producto 
del trabajo, y donde, por consiguiente, la relación entre unos y 
otros hombres como poseedores de mercancías se ha convertido, 
asimismo, en la relación social dominante (Marx, [1867] 2018: 
73-74). 


La igualdad humana, que no es para Marx otra cosa que 
homogenización y disolución de la diversidad y pluralidad, es 
socialmente instalada como dispositivo de gobierno al servicio 
de aquel “mundo de las mercancías” al que se aludía en el 
inicio de El Capital. Como se advierte, esta relación social 
dominante sostiene una metafísica específica que solo 
puede cobrar forma tras estrictos procesos de abstracción 
que obturan cualquier forma de singularidad, ya sea 
cósica o humana. “La igualdad de trabajos toto coelo diversos 
sólo puede consistir en una abstracción de su desigualdad real, en 
la reducción al carácter común que poseen en cuanto gasto de 
fuerza humana de trabajo, trabajo abstractamente humano” 
(Marx, [1867] 2018: 90). 


La igualdad temporal y la lógica de la mercancía 
La igualación de los seres humanos, su conversión en magnitud 
cuantificable se realiza mediante la reducción de todo 
individuo a tiempo. Así como el salario oculta, tras el velo del 
contrato entre “partes igualmente libres”, la explotación, la 
jornada laboral medida cronométricamente encubre la 
magnitud de la vida robada. Aquello que toda mercancía, en 
cuanto valor, esconde en lo profundo de sí es el ser tiempo de 
trabajo humano. “El valor, en consecuencia, no lleva escrito en 
la frente lo que es. Por el contrario, transforma a todo producto 
del trabajo en un jeroglífico social” (Marx, [1867] 2018: 
90-91). 

Podemos observar que claramente arroja Marx un manto 
de sospecha sobre el ideal de igualdad. Aquel concepto tan caro 


a la tradición del pensamiento político moderno y, en 
particular, a la Revolución francesa encuentra su origen 
profano en un modo de producción específico, el capitalista. 
Solamente en una sociedad donde la producción general reviste 
la forma de mercancía y los seres humanos se relacionan entre 
sí fundamentalmente como poseedores de ellas, puede 
germinar esta noción como algo valioso de suyo. Como se dijo 
ya, en su faceta de valor, toda mercancía expresa trabajo 
humano abstracto y común. El carácter común reside en que 
todo trabajo supone un gasto de fuerza humana, esto es, un 
desgaste “que sólo toma cuerpo en la carne y la sangre del 
hombre” (Marx, [1849] 1985: 9). Por esto la fuerza de trabajo, 
en cuanto mercancía, “se mide con el reloj” (Marx, [1849] 
1985: 9). Es el tiempo la unidad de medición que expresa, por 
abstracción, la posibilidad de reducir a magnitudes 
cuantitativas actividades útiles que son cualitativamente 
diversas. 

Ahora bien, este tiempo cronometrado por los relojes no es 
un tiempo cualquiera. El modo de producción capitalista opera 
sobre él, lo determina, lo forma a su imagen y semejanza. El 
tiempo del capital no es justamente el tiempo del “uso”, de la 
“utilidad” o la cualidad, sino el de la sucesión monótona de 
unidades consecutivas, homogéneas, lineales e iguales a sí 
mismas. Esta forma específica de temporalidad ha obedecido a 
un diseño específico, pergeñado desde el interior más profundo 
de la lógica del capital. En su trabajo titulado En letras de sangre 
y fuego: trabajo máquinas y crisis del capitalismo (2020), se 
detiene George Caffentzis en la elucidación de alguna de las 
crisis de energía más significativas que ha sufrido el 
capitalismo en su historia y sus consecuentes “apocalipsis”. Su 
análisis pone de manifiesto que, en cada ocasión, este modo de 
producción debe operar sobre la noción de tiempo, ajustándola 
a los requerimientos de las fuerzas de la producción material 
que se despliega epocalmente. Así, señala: 


En el período newtoniano, la principal tarea del capital es la 
regularización del tiempo como  precondición para la 
prolongación de la jornada de trabajo. El tiempo de la producción 
medieval era circular y el ritmo de trabajo y “descanso” estaba 
fijado por las “eternas” dicotomías estacionales y diurnas. El 
verano y los días no podían ser estirados; el invierno y las noches 
no podían encogerse a voluntad. Newton y sus colegas 
planificadores “de un siglo de genios” debían crear un tiempo-de- 
trabajo no terrestre que pudiera ser el mismo en invierno y 
verano, por las noches tanto como por los días, así en la tierra 
como en el cielo. Sin esta transformación del tiempo, la 
prolongación de la jornada de trabajo sería imposible de 
imaginar, mucho menos de imponer “a sangre y fuego”. 


Por el contrario, las “revoluciones” y las 
formas organizativas erigidas por la clase 
obrera en la primera mitad del siglo xix 
sancionaron el fin de un período en que la 
ganancia podía ser generada a través del 
estiramiento de la jornada laboral hasta sus 
límites. El capital tuvo que “revolucionar” 
las condiciones técnicas y sociales de 
producción para convertir la revuelta 
proletaria contra el trabajo en una jornada 
laboral intensivamente productiva. La 
esencia dejó de ser el tiempo absoluto para 
pasar a ser la intensidad productiva [...]. El 
problema ya no era cómo confinar a los 
trabajadores el mayor tiempo posible, sino 


cómo transformar su energía y calor 
revolucionario en trabajo. No por casualidad, 
la termodinámica, “el estudio de la energía, 
principalmente en relación al calor y el 
trabajo”, se convirtió en una ciencia después 
de 1848 (Caffentzis, 2020: 41-42). 


Vemos en la cita que una de las primeras operaciones que 
el modo de producción capitalista debe realizar para operar es 
diseñar y ejecutar un tiempo artificial y de artificios, un tiempo 
que nos encontramos tentados a denominar “no humano” o “no 
natural”. Si partimos de la identidad entre humanidad y 
naturaleza, asumida por Marx desde sus trabajos de juventud, 
podemos entender a qué nos referimos con esta denominación. 
Remitimos aquí a una temporalidad específica que, si bien se 
presenta como un producto de la industria humana, ya no toma 
a estos seres como el centro de la experiencia temporal.!”! 
Evoca, por el contrario, una forma de tiempo “no terrestre”, 
liberada de los ritmos y compases propios de estos seres finitos. 
Si, como supo decir Heidegger ([1927] 2014), el Dasein es, 
esencialmente, ser-en-el-mundo, este tiempo no mundano (o no 
terrestre) es un tiempo deshumanizado.!*! Cabe aclarar aquí 
que no es por ello menos social, pues no es un don celestial, 
sino que obedece a la lógica de la mercancía, que impone su 
propio “tiempo de trabajo socialmente necesario”. 
Naturalmente, la necesidad social de este tiempo de trabajo 
obedece a las razones estructurales del capital que encarnan en 
la clase social que la expresa subjetivamente. 

Por su parte, Moishe Postone, tras explicitar que la 
humanidad ha ensayado diferentes formas de concebir, 
experimentar y medir el tiempo, propone una taxonomía que 


parta de distinguirlo según este opere como una variable 
dependiente o independiente. Con ella, será factible “investigar 
la relación de la categoría de tiempo de trabajo socialmente 
necesario con la naturaleza del tiempo en la sociedad 
capitalista moderna” (Postone, 2006: 247). Presentará y 
opondrá, entonces, los tiempos concretos frente al tiempo 
abstracto. Nótese aquí que la utilización del plural y del 
singular nos da ya una pista de la diferente naturaleza de 
ambos. 

Los distintos modos del tiempo concreto son aquellos que 
se encuentran signados y regulados en función de los 
acontecimientos, sean estos de tipo natural o bien respondan a 
periodicidades propias de la vida humana o a procesos 
singulares. Esta forma de concebir el tiempo fue la que, en 
Europa, precedió a la llegada del modo de producción 
capitalista. No debe confundirse con el tiempo cíclico ya que 
existen concepciones lineales del tiempo que son también 
concretas. Lo importante aquí es que el tiempo concreto “no 
[es] una categoría autónoma, independiente de los 
acontecimientos, de ahí que pudiera ser determinado 
cualitativamente como bueno o malo, sagrado o profano” 
(Postone, 2006: 274). Por tratarse de una variable dependiente, 
el cálculo del tiempo estará sujeto a los acontecimientos que lo 
estructuran y determinan, pues ellos no se dan en el tiempo, 
sino que lo configuran otorgándole sentido y trazabilidad. 

Como contrapartida, el tiempo abstracto se presenta como 
independiente de los acontecimientos. Su medición es ajena y 
extraña a la singular cualidad de los eventos, sean estos 
humanos, naturales, o de otra índole. Este aparece como 
“uniforme, continuo, homogéneo y “vacío” [...]. Un tiempo tal 
es divisible en unidades iguales, constantes, no cualitativas” 
(Postone, 2006: 275).1?! El carácter abstracto del tiempo, su 
indiferencia frente a los acontecimientos, abrió el camino a una 
nueva forma de organizar la actividad social y la vida, tanto en 


su sentido individual como colectivo. De esta forma, el tiempo 
y su medición se ven investidos de un carácter impersonal que, 
a su vez, es asociado a uno de los valores por excelencia de la 
modernidad occidental, esto es, la “objetividad”. Se allana así 
el camino a nuevas formas de dominación social que responden 
en su dinámica a la lógica propia de la forma mercancía. La 
igualdad en cuanto homogeneidad, uniformidad e indiferencia 
cualitativa queda de este modo garantizada como condición 
necesaria para la explotación capitalista. 

Lo que nos interesa señalar es que esta forma de vida, 
confinada a “desarrollarse” dentro de los estrechos márgenes 
del capital, se encuentra estructuralmente erigida sobre la 
alienación. Este tiempo no es obra de la divinidad o de la 
naturaleza, es hechura humana, pero de una humanidad que se 
encuentra desgarrada, que fija sus estándares en función de un 
sistema autónomo que escapa a su control. Por esto, en sus 
Extractos de lecturas sobre J. Mill apuntes previos a la redacción 
de los Manuscritos de 1844, escribe Marx que la enajenación se 
presenta como la consumación de una relación social 
cimentada en “la existencia abstracta del hombre [...] en 
cuanto un ser deshumanizado” (cit. en Antunes, 2015: 216). El 
tiempo abstracto es un tiempo que no gravita sobre la 
experiencia humana, sino que cifra su razón y la posibilidad de 
su medición en función de la dinámica propia que le imprime 
el capital, que orienta su curso fijando como únicas metas la 
ganancia y el beneficio. Es en este sentido en que Caffentzis 
afirma: “... el capital no produce cosas [...] sino valores, 
trabajo. Es un sistema de explotación del tiempo, la vida y la 
energía” (2020: 85). 

El tiempo que la mercancía despliega expresa la 
“necesidad” que se cifra en la lógica del plusvalor. Esto es, de 
un sistema impersonal, ceñido a una dinámica objetiva y 
autónoma que responde a leyes que pretenden maximizar una 
forma históricamente concreta de riqueza, aquella que se erige 


sobre el valor.!!%! La “necesidad” no remite aquí a nada 
humano o natural, sino que articula los requerimientos de un 
artificio que se hace mundo y para ello subsume bajo su ratio 
todo lo dado. En lo que refiere al tiempo, este se constituye 
como lineal, objetivo, uniforme, vacío y cuantificable. Deben 
garantizarse todas estas condiciones para que sea posible la 
igualación de todo y cualquier tiempo. Recordemos que el valor 
de la mercancía reside en la magnitud de trabajo humano 
abstracto e igual que contiene, y esta magnitud solo puede ser 
expresada en tiempo, más específicamente, en tiempo igual y 
equivalente. 

En este marco, podríamos considerar junto a Daniel 
Bensaid al tiempo como una relación social. Tal y como 
sostiene, el desarrollo de la ciencia moderna arremete contra 
las concepciones metafísicas tradicionales del tiempo, ligadas a 
reflexiones de corte existencial. En su lugar instala un tiempo 
secular, que supone además el reemplazo de la temporalidad 
solar por un tiempo social. Así: 


Los signos cómplices del calendario y la desigualdad de las horas 
estacionales se borran en la indiferente divisibilidad de las horas 
iguales [...]. La generalización del intercambio mercantil 
desacraliza las relaciones humanas. En lo sucesivo abstracción 
relojera y abstracción monetaria corren parejas. El tiempo es 
dinero. Los tiempos capitales se vuelven el tiempo del capital 
[...]. Vaciado y calculado, ese tiempo que se gana y se pierde sin 
vivirlo ya no es el de los dioses y los signos, los trabajos y los 
días, los calendarios y las confesiones. Mal genio que se ríe 
burlonamente, en lo sucesivo parece mover los hilos del lazo 
social. Es la medida mercantil de todas las cosas, comenzando por 
la actividad humana (Bensaid, 2013: 122-123). 


El tiempo desencantado deviene un tiempo depurado de 
humanidad. Obedece a una racionalidad de corte matemático 
que afirma captar, comprender y ordenar la realidad en tablas 


y fórmulas objetivas, es decir, ajenas a toda necesidad o deseo 
humano. A esto seguramente se refiere el autor al señalar que 
“el capital es una organización conceptual específica y 
contradictoria del tiempo social” (Bensaid, 2013: 124). El 
diseño social de esta forma de temporalidad oculta su origen de 
clase bajo la máscara de cientificidad que le proporciona la 
forma conceptual de dicha organización. Como ya supo señalar 
el joven Nietzsche ([1873] 2011), el concepto solo puede 
erigirse e imponerse sobre el olvido y la obturación de la 
singularidad. En cuanto organización conceptual del tiempo, el 
modo de producción capitalista subsume formal y 
materialmente la subjetividad humana en una estructura 
objetiva, impersonal y autotélica que solo se aviene a “pesos y 
medidas”, desconociendo el aspecto cualitativo de toda 
existencia —condición necesaria de cualquier forma de vida 
emancipada-. 

Al poner de manifiesto críticamente la tasa de explotación, 
coeficiente esquivo y dinámico, Marx pone sobre el tapete la 
dimensión temporal de la lucha de clases. El análisis de la 
división interna de la jornada laboral en trabajo necesario y 
trabajo excedente expresa, como una fotografía, la situación 
puntual que se muestra en escena entre el tiempo de actividad 
retribuido y el tiempo de actividad no retribuido en un período, 
un lugar y una rama específica de la producción. En la 
experiencia diaria de quien trabaja, esta situación se encuentra 
velada por la relación salarial. A pesar de las opiniones que 
pueda suscitar en nosotros la Edad Media europea, sostiene 
Marx que, en ella, resulta claro para los siervos de la gleba la 
cantidad de trabajo, medido en tiempo, que destinan al servicio 
del señor. La razón de esto la encuentra en el carácter explícito 
de la dependencia personal. Ella permea todas las relaciones 
sociales y las esferas de la vida. 


Precisamente porque las relaciones personales de dependencia 


constituyen la base social dada, los trabajos y productos no tienen 
por qué asumir una forma fantástica diferente de su realidad. 
Ingresan al mecanismo social en calidad de servicios directos y 
prestaciones en especie. La forma natural del trabajo, su 
particularidad, y no, como sobre la base de la producción de 
mercancías, su generalidad, es lo que aquí constituye la forma 
directamente social de aquél. La prestación personal servil se 
mide por el tiempo, tal cual se hace con el trabajo que produce 
mercancías, pero ningún siervo ignora que se trata de 
determinada cantidad de su fuerza de trabajo personal, gastada 
por él al servicio de su señor (Marx, [1867] 2018: 94). 


La producción bajo la égida de la mercancía oculta en la 
forma salarial la apropiación de tiempo no retribuido. Esta 
operación es posibilitada, justamente, porque, a diferencia de 
lo que ocurre con el modo de producción feudal, donde lo que 
cuenta es la particularidad del trabajo, su forma natural, 
singular y cualitativa, en la producción mercantil el eje de 
gravitación es el trabajo indiferenciado, cuantitativo e igual. 
Lejos de emancipar a los seres humanos, en el terreno político y 
en el de la producción —economía política—, la igualación opera 
como mecanismo mistificador y vehículo de la explotación. 
Oculta en la forma salarial la enajenación de tiempo excedente, 
y, en la figura del “libre” contrato entre partes iguales, la 
opresión de clase.!!?! 

Allen Wood, en un clásico artículo titulado “Marx y la 
igualdad” (1989), ha puesto de manifiesto que el pensador 
alemán debe ser considerado como un crítico del ideal de 
igualdad.!!2! Arguye que, a pesar de oponerse férreamente a la 
opresión social y a los privilegios, no sería adecuado considerar 
a Marx como un igualitarista. Para Wood la igualdad, como 
categoría, no presenta un sentido unívoco. En principio podría 
entendérsela como un derecho o bien como una meta de las 
luchas sociales. En cuanto telos de toda praxis emancipatoria, 
sostiene que resultaría “dudoso que Marx considerara la 


igualdad social como algo bueno o deseable en sí mismo” 
(Wood, 1989: 159). Por el otro lado, en cuanto derecho, el 
pensador alemán arremete contra la idea de igualdad desde sus 
textos más tempranos, en la medida en que esta noción suele 
estar asociada a la de justicia. Según Wood, la crítica que el 
filósofo realiza al modo de producción capitalista no se sostiene 
sobre la base de principios de justicia o de igualdad de 
derechos.!!*! Muy por el contrario, lo irónico es que el 
concepto de “igualdad”, “lejos de proteger a los trabajadores 
frente a la opresión, es precisamente el medio por el cual se 
lleva a cabo la opresión del trabajo asalariado” (Wood, 1989: 
161). En los escritos de Marx, la abolición revolucionaria de las 
clases sociales no implica ninguna suerte de igualdad entre los 
seres humanos. Más bien, por el contrario, la emergencia de 
una sociedad emancipada solo podrá darse en la medida en que 
“el libre desarrollo de cada cual [sea] la condición para el libre 
desarrollo de todos” (Marx, [1848] 1998: 67).!!“ Incluso 
Friedrich Engels, en una carta dirigida a Auguste Bebel en 
marzo de 1875, a propósito de la redacción del Programa de 
Gotha, estima que la consigna de “supresión de toda 
desigualdad social y política” resulta dudosa pues “la 
concepción de la sociedad socialista como el reino de la 
igualdad es una idea unilateral francesa [...] que hoy debe ser 
superada” (Engels, [1875] 1974: 533). 

Estos breves pasajes y referencias ilustran sintéticamente el 
rechazo de Marx a la noción de “igualdad” en las esferas de lo 
político y económico. Ahora bien, retomando la cuestión de la 
igualdad y el tiempo -sobre la cual creemos que se articulan las 
dos anteriores-, hemos visto que justamente la lógica de la 
mercancía y su despliegue resulta solo factible bajo el 
establecimiento de una temporalidad uniforme y homogénea, 
fraccionable, vacía e indeterminada. La mercancía y su forma 
son la materialización de aquello que Bensaid (2013) denomina 
“despotismo temporal”. Por ello, justamente, la reflexión de 


Marx se detiene de manera sostenida, aunque no siempre de 
modo sistemático, en la forma que el tiempo adquiere en la 
producción capitalista. Dispersa, pero constante en sus escritos, 
la preocupación por el tiempo expresa la certeza de que esta 
categoría “está en el centro de la crítica de la economía política 
[...]. El tiempo es la medida de la relación social” (Bensaid, 
2013: 129). Lo que ocurre es que, en el modo de producción 
capitalista, erigido sobre la alienación y el fetichismo, las 
relaciones sociales no son de tipo personal y abierta. Existen, 
más bien, “como un conjunto de estructuras 
cuasiindependientes, opuestas a los individuos, un ámbito de 
necesidades impersonales “objetivas? y de “dependencias 
objetivas”. Consecuentemente, el modo de dominación 
característico del capitalismo no es abiertamente social y 
personal” (Postone, 2006: 185-186). Por el contrario, la 
explotación se lleva a cabo mediante mecanismos abstractos 
que se ejercen sobre el trabajo que, para Postone, debe ser 
concebido como el espacio central de la dominación en el 
capitalismo, ya que este se despliega en una suerte de 
objetividad que se encuentra contra y sobre los individuos, 
fijando medios y objetivos del hacer humano. 


A modo de cierre 

Para los seres humanos, el tiempo es vida. En esta misma línea, 
a mediados del siglo XX, supo escribir Jorge Luis Borges: “... el 
tiempo es la sustancia de que estoy hecho” (2007: 181). Resulta 
interesante aquí la utilización, por parte del autor, del singular. 
Probablemente Marx hubiera estado de acuerdo. Si bien la 
experiencia del tiempo y sus campos de percepción se mueven 
en el orden de lo colectivo, en el registro de lo común, dentro 
de este horizonte de posibilidades que se abren o cierran existe 
la oportunidad de apropiarse de este de una manera singular y 
única. En este sentido, el tiempo no es sino el ámbito que 
cobija en su seno la oportunidad de la libertad. El tiempo es la 


precondición de la libertad que se expresa prácticamente como 
actividad y acción —poiesis y praxis-. En efecto, sostiene Marx 
que “el reino de la libertad sólo comienza allí donde cesa el 
trabajo determinado por la necesidad y la adecuación a 
necesidades exteriores” ([1894] 2014: 1044). Dicho de otro 
modo, la libertad encuentra su origen y emerge solo donde el 
tiempo de trabajo fijado por la lógica de la forma mercancía es 
superado. Esto es, donde la determinación social del tiempo 
consagrado al trabajo no encuentra ya su norte en la creación 
de valor, sino en la “riqueza real de la sociedad y la posibilidad 
de ampliar constantemente el proceso de su reproducción” 
(Marx, [1894] 2014: 1044). 

En un ensayo relativamente reciente, señala Franck 
Fischbach: 


Una de las grandes aportaciones filosóficas de su [Marx] 
pensamiento es ciertamente la de haber establecido no sólo que, 
en la época dominada por el capital, el ser de todas las cosas se 
interpreta esencialmente como “valor”, sino que, además, el 
“valor” es fundamentalmente una determinación temporal (2012: 
86). 


El modo de producción capitalista se despliega como un 
sistema impersonal y extrañado que se erige sobre “el robo de 
tiempo de trabajo ajeno” (Marx, [1857-1858] 2009: 228). 
Aniquila de este modo la unidad identitaria entre tiempo y 
vida, haciendo de la renuncia al tiempo libre la condición para 
el sostenimiento de la “vida”. Esta es solo comprendida desde 
la abstracción alienante, ajena a cualquier forma de existencia 
emancipada, que reduce a los seres humanos a una cantidad de 
tiempo igual e indeterminado, susceptible de ser explotado. En 
efecto, “el obrero asalariado sólo está autorizado a trabajar 
para mantener su propia vida, es decir, a vivir, en la medida en 
que trabaja gratis durante cierto tiempo para el capitalista” 


(Marx, [1875] 2015: 451-452). El capitalismo fija la idea de 
vida mediante un rasero mezquino, que escamotea humanidad 
en términos de autodesarrollo, plenitud y dignidad. Al reducir a 
los individuos a mera cantidad de tiempo indiferenciado e 
igual, gobierna la vida a través de cálculos y coeficientes que 
homogenizan. Ahora bien, “los individuos desiguales —y no 
serían distintos individuos si no fuesen desiguales— sólo pueden 
medirse por la misma medida siempre y cuando se los coloque 
bajo un mismo punto de vista” (Marx, [1875] 2015: 446) y se 
los contemple únicamente desde ese aspecto específico. Así, el 
establecimiento de magnitudes temporales, tales como la de la 
jornada laboral, obtura y oculta el hecho de que una hora de 
vida de cualquier ser humano es singular y que, quizás, no 
exista una medida común para ellas. O, mejor aún, que, si tal 
cosa acontece, se debe al hecho de que los seres humanos 
operan como engranajes del sistema. Cabe pensar incluso que, 
en su tiempo “libre”, se les sustrae este tiempo singular pues, 
cuando no producen, se encuentran arrojados al consumo. !??. 
Según Marx y Engels, el modo de producción capitalista ha 
desacralizado el mundo. Es verdad que, como sostienen estos 
autores, “ahogó el sagrado paroxismo del idealismo religioso, 
[el] entusiasmo caballeresco, [el] sentimentalismo 
pequeñoburgués en las gélidas aguas del cálculo egoísta” 
([1848] 1998: 42). No obstante, hno compartimos 
completamente la opinión de que, de este modo, haya 
“sustituido la explotación disfrazada con ilusiones religiosas y 
políticas por la explotación franca, descarada, directa y 
escueta” (p. 42). Tal y como hemos visto, la mediación social 
en el capitalismo no es personal, sino que responde a las formas 
fetichizadas y fetichizantes que obedecen al embrujo de la 
forma mercancía y su lógica de igualación humano/temporal. 
Se erigen así, sobre las ruinas de los templos y monasterios, la 
hipóstasis de la abstracción, la uniformidad y la cantidad. 
Como resultado de esto, la burguesía opera como el hechicero 


que conjuró aquellas fuerzas que han hecho que “los diferentes 
trabajos [hayan] sido nivelados” (Marx, [1847] 2021: 21). La 
consecuencia de este movimiento reside en que 


los hombres desaparecen ante el trabajo; que el péndulo del reloj 
ha pasado a ser la medida exacta de la actividad relativa de dos 
obreros [...]. Por eso, no hay que decir que una hora de trabajo 
de un hombre vale tanto como una hora de otro hombre, sino 
más bien que un hombre en una hora vale tanto como otro 
hombre en una hora. El tiempo lo es todo, el hombre ya no es 
nada; es, a lo sumo, la osamenta del tiempo. Ya no se trata de la 
calidad. La cantidad lo decide todo: hora por hora, jornada por 
jornada; pero esta nivelación del trabajo no es obra de la justicia 
eterna de Proudhon, sino simplemente un hecho de la industria 
moderna (Marx, [1847] 2021: 21). 


Este fragmento de Miseria de la filosofía, con su potencia 
teórica y crítica, sintetiza de modo sublime el rechazo de Marx 
a la lógica y al consecuente modus operandi que encarna la 
forma mercancía. Para Postone (2006), en Marx, este avance 
del tiempo abstracto como forma dominante de la 
temporalidad, que se dio de la mano del desarrollo de la forma 
mercancía, se encuentra directamente relacionado a la 
consolidación del capitalismo en Cuanto forma de vida - 
Lebensfiihrung, para decirlo, una vez más, con Weber—. La 
nivelación del trabajo que se impone mediante la igualación 
temporal no es sino la equiparación de los valores de uso, los 
trabajos concretos y la riqueza material. Es, en definitiva, la 
reducción de la cualidad a la cantidad, la anulación de todo 
“uso” en cuanto expresión de singularidad. Es por ello por lo 
que la lucha por la duración de la jornada laboral, además de 
expresar directamente un conflicto de clases, despliega la 
posibilidad de constituir social y prácticamente un tiempo 
diverso. Dicho en otros términos, sienta las bases para el reino 


de la libertad. De ahí que la regulación social y racional del 
tiempo de trabajo necesario se presente como la condición 
insoslayable que hace posible el acontecimiento de la libertad. 
Esta, en efecto, “sólo puede consistir en que el hombre 
socializado, los productores asociados, regulen racionalmente 
ese metabolismo suyo con la naturaleza poniéndolo bajo su 
control colectivo, en vez de ser dominados por él como por un 
poder ciego” (Marx, [1894] 2014: 1044). 

Tras este recorrido, ha quedado de manifiesto que “la 
dominación temporal constituida por la forma mercancía y la 
forma capital no se restringe al proceso de producción, sino que 
se extiende a todas las áreas de la vida” (Postone, 2006: 289). 
Esta alienación temporal reconfigura y modifica la experiencia 
y comprensión del tiempo y su naturaleza, como también de la 
naturaleza humana en general y de toda existencia sobre la 
Tierra. De ahí que compartamos la posición de Postone (2006) 
y Bensaid (2013) de considerar al tiempo como categoría 
central del análisis marxiano del modo de producción 
capitalista. La estructuración de un tiempo lineal, vacío, 
uniforme e indeterminado ha sustituido el tiempo concreto, 
dependiente de los acontecimientos y las formas de vida, por 
una temporalidad matematizada y de apariencia objetiva. Así, 
este tiempo profano y absoluto, sustraído a los ritmos y 
compases de la naturaleza —-humana y no humana, ha 
convertido el desencantamiento del mundo en la llave de 
acceso a la mercantilización de lo concreto, de los valores de 
uso y de la riqueza material al subsumirlos, formal y realmente, 
bajo la lógica del valor como única forma de riqueza social. 

Según Stavros Tombazos, la mercancía es evidencia de un 
tiempo de trabajo que resulta completamente diferente al 
tiempo como experiencia humana (2014: 3). Para nosotros, 
según hemos demostrado, es justamente la temporalidad de la 
forma mercancía la que subsume y gobierna formal y 
temporalmente toda vida humana, no solo en su faceta 


productiva, sino también de consumo y reproducción. Dicho de 
otro modo, el tiempo inmanente del modo de producción 
capitalista coloniza, con sus procesos fetichistas de igualación, 
toda percepción del tiempo y la vida. Obtura así, sistemática y 
deliberadamente, la emergencia de cualquier otra forma ajena 
al mercado de captar la temporalidad. La igualdad y la 
uniformidad en la experiencia del tiempo operan, entonces, 
como condición de posibilidad del modo de producción 
capitalista. Pues, para el capital: 


El obrero a lo largo de su vida no es otra cosa que fuerza de 
trabajo, y en consecuencia todo su tiempo disponible es, según la 
naturaleza y el derecho, tiempo de trabajo, perteneciente por tanto 
a la autovalorización del capital [...] en vez de que la conservación 
normal de la fuerza de trabajo constituya el límite de la jornada 
laboral, es, a la inversa el mayor gasto diario posible de la fuerza 
de trabajo, por morbosamente violento y penoso que sea ese 
gasto, lo que determina los límites del tiempo que para su 
descanso resta al obrero. El capital no pregunta por la duración de 
la vida de la fuerza de trabajo. Lo que le interesa es únicamente 
qué máximo de fuerza de trabajo se puede movilizar en una 
jornada laboral [...]. Produce el agotamiento y muerte prematuros 
de la fuerza de trabajo misma. Prolonga, durante un lapso dado, el 
tiempo de producción del obrero, reduciendo la duración de su vida 
(Marx, [1867] 2018: 319-320). 


He aquí, nuevamente, la escisión y fractura de la unidad 
identitaria de que hablábamos entre tiempo y vida a manos del 
sistema capitalista. Afloran en estas páginas de Marx, cargadas 
de indignación, conceptos como “usurpación”, “robo”, 
“escamoteo” y “reducción”. Son estas las categorías más 
adecuadas que encuentra para escribir el capítulo VIII de El 
Capital, titulado “La jornada laboral”. Cabe preguntarse aquí, 
entonces, cómo será posible dar con una salida del tiempo 
capitalista. Si creemos, al igual que lo hiciera Marx, que el 


capitalismo crea dialécticamente las condiciones para su 
superación, debemos buscar esta ocasión dentro de la misma 
lógica del sistema. En el segundo tomo de los Grundrisse 
([1857-1858] 2009), en su conocido “Fragmento sobre las 
máquinas”, parece cifrar Marx esta esperanza en el desarrollo 
de una técnica que no esté ya al servicio del valor, sino de la 
riqueza material. Al disminuir el tiempo de trabajo humano 
socialmente necesario, la técnica ofrece la oportunidad de 
liberar tiempo, haciendo más propicia la emergencia de otras 
temporalidades que brinden las condiciones para el desarrollo 
de los ámbitos humanos, naturales y cósicos. 

En contraposición al tiempo capitalista, a su onto-teo-logía 
para recuperar la expresión  heideggeriana—-, será 
probablemente el tiempo emancipado aquel en el que la 
calidad lo decida todo, donde seguramente un hombre en una 
hora ya no valga como otro hombre en una hora. El “reino de 
la libertad” solo podrá desplegarse allí donde el tiempo se 
constituya en valor de uso, en algo singularmente concreto y 
materialmente rico, que posibilite la emergencia de los seres 
humanos frente al péndulo del reloj. Donde, en definitiva, la 
igualación temporal sea fracturada. Esta, y no otra, es la 
condición para la superación de la enajenación entendida como 
dominación abstracta. Frente a la lógica reduccionista y 
homogeneizante de la igualdad humana, propia de la forma 
mercancía, reivindica Marx la singularidad del individuo, de su 
tiempo y de su vida. Tal vez, aventuramos, el desafío sea 
pensar y poner en obra una nueva sacralidad del tiempo, no 
fundada ya en figuras divinas, sino, más bien, en la proximidad 
“de condiciones más dignas y adecuadas a [la] naturaleza 
humana” que propicien “el desarrollo de las fuerzas humanas, 
considerad[as] como un fin en sí mismo” (Marx, [1894] 2014: 
1044). Quizás, el nuevo modo de recuperar el tiempo consista, 
paradójicamente, en abandonarlo. Sustraerlo a la lógica 
productivista del valor y el capital. Perderlo en el ocio 


improductivo para, en definitiva, encontrarnos. Como supo 
escribir Thomas Mann, “habrás perdido el tiempo, como te 
habrás perdido en el tiempo” (2005: 708). Acaso esta pérdida 
no sea otra cosa que nuestra genuina morada. 
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1. Doctorando en Filosofía con beca interna doctoral de Conicet en el 
Instituto de Estudios Históricos y Sociales de La Pampa (IEHSOLP). 
Profesor en la Facultad de Ciencias Humanas de la Universidad Nacional 
de la Pampa (UNLPam). + 

2. Para un desarrollo más detallado y profundo del estatus y la singularidad 
de la ciencia alemana en Marx, véase Bensaid (2011 y, especialmente, 
2013). « 

3. En la Ideología alemana ([1846] 1985), se demoran extensamente Marx y 
Engels en esta cuestión, despejando también el lugar del lenguaje en la 
tarea del pensamiento y en el humano modo de ser, siempre con otros y 
otras. En este capítulo, la totalidad de los subrayados pertenecen a los 
autores y las autoras que se citan. « 

4. Sabemos que no todos los sistemas metafísicos clásicos han sido de corte 
monista, aunque sí quizás los de mayor trascendencia. El mismo Marx, de 
hecho, analizó en detalle algunos sistemas ontológicos pluralistas en su 
tesis doctoral presentada en Jena el 6 de abril de 1841. + 

5. La discusión en torno al concepto de “necesidad” en Marx, temática 
apasionante y vinculada a las cuestiones aquí tratadas, excede, de 
momento, las pretensiones de este escrito. Para ahondar en esta temática, 
pueden consultarse los trabajos ya clásicos de Agnes Heller (1996, 
1998). « 

6. Puede consultarse también, para un desarrollo más detallado, el capítulo 
V de El Capital (Marx, [1867] 2018: 215-240). Sobre la cuestión de la 
fractura de la relación metabólica humanidad-naturaleza, remito al 
tratamiento que hace de la cuestión en este mismo libro Suyai García 
Gualda en el capítulo titulado “Crisis ambiental y justicia de géneros. 
Ecosocialismo y ambientalismo feminista anticapitalista”. « 

7. Hace ya algunos años que se ha comenzado a reflexionar en torno a otras 
temporalidades no humanas. Así, se han puesto en foco los ritmos, ciclos 


10. 


11. 


12. 


13. 


14. 


15. 


y tiempos de los animales no humanos, las plantas, la Tierra en su 
conjunto e, incluso, de las cosas. « 


. Aclaramos que no estamos ubicando en el interior de la corriente 


humanista a Heidegger. Conocido es el rechazo explícito del autor a esta 
tradición por considerarla parte del desarrollo de la historia de la 
metafísica. En su Carta sobre el humanismo ([1947] 2001), leemos: “.. 
todo humanismo se basa en una metafísica, excepto cuando se convierte 
él mismo en el fundamento de tal metafísica. Toda determinación de la 
esencia del hombre, que, sabiéndolo o no, presupone ya la interpretación 
de lo ente sin plantear la pregunta por la verdad del ser es metafísica. Por 
eso, y en concreto desde la perspectiva del modo en que se determina la 
esencia del hombre, lo particular y propio de toda metafísica se revela en 
el hecho de que es *humanista”. En consecuencia, todo humanismo sigue 
siendo metafísico. A la hora de determinar la humanidad del ser humano, 
el humanismo no sólo no pregunta por la relación del ser con el ser 
humano, sino que hasta impide esa pregunta, puesto que no la conoce ni 
la entiende en razón de su origen metafísico” (Heidegger, [1947] 2001: 
23-24). « 


. A diferencia de Caffentzis, Postone ubica el surgimiento de esta forma de 


comprender el tiempo entre los siglos XIV y XVI sosteniendo que “los 
orígenes del tiempo abstracto deberían buscarse en la prehistoria del 
capitalismo, a finales de la Edad Media. Pueden relacionarse con unas 
determinadas y estructuradas prácticas sociales que supusieron una 
transformación del significado de tiempo social en ciertos ámbitos de la 
sociedad europea durante el siglo xIV y que, a finales del xv11 habrán de 
convertirse en hegemónicas. Más específicamente, los orígenes históricos 
de la concepción del tiempo abstracto deberán verse en términos de la 
constitución de la realidad social de ese tiempo con la difusión de la 
forma de las relaciones sociales determinadas por la mercancía” (Postone, 
2006: 276). « 

Para un análisis más detallado de la diferencia entre riqueza material y 
valor como forma de riqueza social en los trabajos de madurez de Marx, 
remitimos al desarrollo que de la cuestión efectúa Postone (2006). « 

La cuestión del “libre” contrato es trabajada por Marx en la sección 
tercera del capítulo IV del tomo 1 de El Capital ([1867] 2018) y también 
en el póstumo titulado Capítulo VI (inédito)del libro I de El Capital ([1867] 
2001). « 

También Agnes Heller (1998), al ocuparse de la noción de “necesidad” en 
la obra de Marx, es del mismo parecer. « 

En torno a la cuestión de la justicia en Marx, puede verse su Crítica al 
programa de Gotha ([1875] 2015). Un trabajo crítico insoslayable sobre 
esta cuestión es el escrito de Norman Geras titulado The controversy about 
Marx and Justice (1989). « 

Para un análisis diverso, aunque no necesariamente opuesto en sus 
consecuencias, de la Crítica al Programa de Gotha, remitimos al capítulo de 
Fernando Lizárraga presente en este mismo libro. « 

Reed Hastings, CEO de Netflix, ha afirmado en repetidas entrevistas que 
el mayor rival de la plataforma no lo constituyen sus competidores, sino 
el sueño. Esto es, el tiempo en que los usuarios no consumen sus 
contenidos. « 


Las formas del comunismo 
en William Shakespeare y Oscar Wilde 


Laura Duimich!'! 


Es una verdad universalmente reconocida que muchos de los 
más claros retratos de las condiciones de vida de una época 
pueden encontrarse en la producción artística antes que en los 
relatos de los cronistas.!2! Karl Marx, cuyo estilo fue 
caracterizado en numerosas ocasiones como cientificista y 
positivista, sostiene en un artículo de 1854 que, para realizar 
un análisis completo acerca de las condiciones de vida y las 
características de los grupos sociales de la Inglaterra de su 
época, es preciso consultar los detallados relatos de sus 
escritores, pues otorgaban un panorama mucho más acertado 
que los presentados por los reconocidos especialistas en la 
materia. Marx y su amigo y mecenas, Friedrich Engels, eran 
ávidos lectores de los informes oficiales sobre las condiciones 
sociales y económicas del Reino Unido, conocían en detalle los 
datos que surgían de los reportes encomendados por el 
Parlamento, pero todo esto no les resultaba suficiente para 
comprender la dinámica de las clases sociales, las finas tramas 
de tensiones, alianzas, reglas no escritas y rituales que 
condicionaban sus movimientos internos y sus interacciones. En 
palabras de Marx: 


La presente y espléndida hermandad de autores de ficción 
ingleses, cuyas gráficas y elocuentes páginas han transmitido al 


mundo más verdades políticas y sociales que todas las que hemos 
oído por boca de todos los políticos, publicistas y moralistas 
profesionales juntos, ha descrito todos los grupos de la clase 
media, desde los 'muy refinados” rentistas y propietarios de 
obligaciones, que consideran todo negocio una vulgaridad, al 
pequeño tendero o al humilde pasante. ¿Cómo los han descrito 
Dickens y Thackeray, la señorita Bronté y la señora Gaskell? 
Llenos de presunción, afectados, ignorantes, tiranuelos; y el 
mundo civilizado ha confirmado el veredicto con el irrefutable 
epigrama que define a esta clase: “serviles con los de arriba, 
tiránicos con los de abajo” (Marx, [1854] 2013: 96-97). 


Cabe señalar que no estamos ante una observación juvenil, 
en la que pueda colarse alguna reminiscencia del romanticismo 
alemán, pues para esta época ya había publicado el que es 
considerado por muchos su principal escrito político: El 
Dieciocho de Brumario de Luis Bonaparte, y justo antes de 
adentrarse para siempre en los escritos económicos que luego 
llegarán a nosotros como El Capital. Este Marx maduro es quien 
conoce al dedillo las obras de William Shakespeare y ha leído, 
citado y utilizado para sus invectivas irónicas la gran novela 
cervantina, Don Quijote. 

El crítico cultural Terry HEagleton ha señalado en 
numerosas ocasiones que no es posible anticipar en gran detalle 
cómo será la sociedad poscapitalista. La principal razón es que 
solo contamos con el lenguaje del presente, y esto, como es 
sabido, pone límites al modo en que se estructura nuestro 
pensamiento. Prueba de ello, señala Eagleton, es la dificultad 
que encontramos a la hora de imaginar seres de otro planeta 
más allá de la deformación de los rasgos humanos, pues, si 
prestamos atención, estos nunca se ven como seres 
completamente diversos a la naturaleza humana. La utopía 
absoluta y la otredad absoluta quizá nos resulten irreconocibles 
(y hasta inconcebibles) ya que no contienen rasgos ni 
elementos que nos resulten familiares aquí y ahora. Del mismo 


modo ocurre con el comunismo: nos enfrenta a una crisis de 
representación, pues no conocemos las palabras que darán 
forma a la “poesía del futuro”. Esta limitación impuesta por el 
curso de lo que los marxistas entienden como la (pre)historia 
de la humanidad -—es decir, la época en la que aún vivimos 
dentro de los estrechos límites de la sociedad capitalista—- 
explicaría la reticencia del propio Marx a explayarse sobre la 
forma del comunismo, horizonte de su teoría social.!3! El 
aporte de Eagleton puede echar luz sobre esta ausencia, pues 
sobre otros temas Marx no mostró inconvenientes en brindar 
minuciosas y detalladas explicaciones, pero no se extendió 
sobre las características de la sociedad sin clases que 
reemplazaría a la sociedad capitalista que tanto parece haberle 
disgustado. En sucesivas ocasiones, Eagleton señala que la 
condición de marxista, a diferencia de la de aquellos que 
poseen otras ocupaciones, está llamada a extinguirse, pues la 
crítica de la sociedad capitalista (propia de la prehistoria) no 
tendrá razón de ser en una sociedad que ha superado ese 
estado de cosas (en el comienzo de la historia, según entienden 
los marxistas) una vez producido el salto cuántico hacia el 
comunismo. 

Con todo, es posible recurrir a fuentes alternativas que nos 
acerquen a otros modos de interpretar el mundo; una de ellas 
se encuentra en el ámbito de la ficción, y de allí que Eagleton 
considere pertinente identificar descripciones de la sociedad 
comunista presentadas en la literatura. Es a cuenta de una 
consideración semejante que parece razonable examinar las 
anticipaciones y formas de comunismo que aparecen en obras 
de William Shakespeare y Oscar Wilde. Así, en las páginas 
siguientes, examinaremos las visiones embrionarias del 
comunismo que se desprenden de algunas de las obras de teatro 
del bardo de Stratford-upon-Avon y de la perspicaz elaboración 
de Wilde sobre el ethos del mundo socialista, poniendo el 
acento en nociones tales como “comunidad”, “fraternidad”, 


“igualdad” y “reciprocidad”. 


Formas de comunismo en Shakespeare 

En primer lugar, revisamos la visión eagletoniana acerca de la 
república de Gonzalo en La tempestad y el comunismo según 
Elrey Lear; luego analizamos la importancia de la fraternidad en 
el vínculo entre Miranda y Fernando y cómo la reciprocidad, 
según Eagleton, constituye un elemento insoslayable para 
pensar el comunismo. 


El comunismo de la abundancia en La tempestad 
En su artículo “El comunismo: ¿Lear o Gonzalo?”, Terry 
Eagleton (2010) analiza el discurso de un personaje de La 
tempestad —última obra de teatro de William Shakespeare- que 
podría ser considerado como una descripción del 
comunismo. El referido discurso corresponde al personaje 
de Gonzalo, un anciano servidor que en su tiempo ayudó 
a Próspero y su hija, Miranda, a escapar con vida de 
Milán, luego de la traición y usurpación del trono por 
parte de Antonio. Próspero es amo y señor de la isla 
encantada; Gonzalo y sus compañeros son náufragos, 
arrojados a esas misteriosas tierras a causa de la 
tempestad que desató el mismísimo Próspero gracias a sus 
artes mágicas. Luego de reprender al personaje de 
Sebastián por su inclemente reproche dirigido al rey 
Alonso, Gonzalo manifiesta su desagrado por las 
circunstancias que los rodean y se dispone a revelar cuál 
sería su modelo de sociedad en caso de colonizar la isla. 
En su república, Gonzalo “dispondría de todas las cosas al 
revés de como se estila [...] nada de ricos, pobres y uso de 
servidumbre” (Shakespeare, 2003: 537), por lo que todas 
las personas serían socialmente iguales. 

Entre los rasgos de esa sociedad, también se encuentran 


otros aspectos distintivos del comunismo: se destacan 
principalmente la eliminación del comercio, el gobierno y las 
fronteras. En otras palabras, podríamos decir que el Estado y el 
mercado serán desconocidos. Además, este escenario será 
posible por la abundancia de los bienes naturales de propiedad 
común, que hará innecesario el trabajo. Hasta aquí, subraya 
Eagleton, la principal coincidencia entre la concepción de 
Gonzalo y la acepción clásica del comunismo es la ausencia de 
escasez. Así, la humanidad tendrá sus necesidades cubiertas sin 
la obligación de trabajar y, para darnos una idea del carácter 
de quienes formen parten de esta sociedad, aparece la 
referencia a un “inocente” pueblo, por lo que también 
contamos con indicios acerca de la visión de la naturaleza 
humana que imagina Gonzalo. 

Según la propuesta presente en La tempestad, podemos 
afirmar que el comunismo se apoya —al menos- sobre dos 
pilares: la abundancia material (condiciones objetivas) y la 
naturaleza humana bondadosa (condiciones subjetivas). Estas 
circunstancias se convierten en condición de posibilidad de un 
mundo sin gobierno, sin trabajo, sin Estado y sin propiedad. Tal 
como señala Eagleton, esta descripción coincide bastante con la 
visión tradicional de la utopía y también con la del comunismo 
de Marx; solo cambia la fuente de la abundancia. En la versión 
marxiana,!* el esfuerzo de las personas —corporizado, 
materializado en el desarrollo de las fuerzas productivas- es lo 
que permitirá trascender las estrechas condiciones materiales 
que impiden superar la prehistoria y avanzar a un mundo 
donde el desarrollo técnico permita el libre desenvolvimiento 
de todas las potencialidades de la humanidad; mientras que, en 
las utopías arcádicas, la plenitud material es producto de una 
naturaleza superabundante que provee de todo lo necesario sin 
esfuerzo humano alguno. Con todo, el resultado en el 
comunismo de Marx es que el desarrollo de las fuerzas 
productivas —contenido hasta ahora por las trabas de la 


sociedad capitalista- convertirá al trabajo en una innecesaria 
molestia del pasado. Desde este punto de vista, solo gracias a la 
existencia de una superabundancia material será posible dar 
paso a una sociedad que trascienda lo material; por ello, “[a]sí 
como debemos insistir en la realidad de las clases sociales para 
poder liberarnos de ellas [...] el objeto de insistir en la 
infraestructura material a la manera marxista es llegar al punto 
en que ya no necesitemos hacerlo” (Eagleton, 2010: 97). 

De acuerdo con la visión más repetida en el campo 
marxista según la cual la ideología ya no será necesaria en el 
comunismo, con la extinción de la sociedad capitalista tampoco 
harán falta los socialistas, pues su proyecto estará cumplido y 
no tendrán razón de ser. Del mismo modo, en La tempestad, la 
“productividad incesante” que permite la superabundancia — 
condición necesaria para el comunismo- proviene de la 
naturaleza y será suficiente para asegurar el ocio de todas las 
personas. Este aspecto, según Eagleton, aporta al comunismo de 
Gonzalo un matiz indolente, que se asemeja —-si trasladamos 
esta lógica de la vida colectiva a la vida de un individuo- a la 
visión del aristócrata que se inclina por el comunismo, como 
sucede con Oscar Wilde y que veremos más adelante. Va de 
suyo que la superabundancia —-ya sea natural o producto del 
desarrollo de las fuerzas productivas— y la bondadosa inocencia 
de las personas hacen que las consideraciones distributivas 
resulten superfluas. La utopía de Gonzalo no es la mera 
ensoñación de un náufrago desesperado. 

En un sugerente ensayo sobre las utopías o anticipaciones 
utópicas presentes en La tempestad, Thomas Bulger enfatiza, 
sobre todo, la relación entre Miranda y Fernando (hijo de 
Alonso) como ejemplo crucial de una relación amorosa que es 
mucho más que un lazo matrimonial. Pero, antes de ello, 
identifica otras posibilidades utópicas esbozadas por 
Shakespeare en esta obra. Se trata de elementos utópicos 
(y con perfiles comunistas) que Fagleton no analiza en su 


texto sobre las visiones de Gonzalo y de El rey Lear. Bulger 
señala que, en los primeros tramos de la obra, cuando Próspero 
desata la tormenta que hunde el barco del rey de Nápoles, 
Alonso, y sus compañeros, el contramaestre se burla del temor 
de los cortesanos y pone en evidencia que el poder político de 
los nobles nada puede contra las fuerzas de la tempestad y no 
supera la habilidad de los marineros. Se vislumbra así, en un 
instante, un mundo “basado en la habilidad natural y el valor 
social del trabajo” (Bulger, 1994: 38). El orden creado por 
Próspero en la isla encantada también contiene elementos 
utópicos como la búsqueda de la perfección a través del 
estudio, el dominio sobre las amenazas de la naturaleza a la 
supervivencia humana y un sistema de justicia menos brutal 
que el que predominaba en las monarquías realmente 
existentes. Por supuesto que la esclavitud de Ariel y Calibán no 
permiten señalar que se trate de una utopía igualitaria o 
comunista, pero sí un reflejo de las aspiraciones ideales del 
Renacimiento o quizá “a la república estrictamente 
estratificada de Platón” (Bulger, 1994: 38). 

En lo que toca a la república igualitaria de Gonzalo, Bulger 
señala que se trata de un modelo “estático de perfección que es 
irreal e irrealizable en cualquier tiempo y lugar” que, en cierto 
modo, refleja lo que Ernst Bloch denominaba “comuna 
primitiva”. Por ende, el discurso de Gonzalo es parte de una 
escena que rechaza los proyectos que, a la postre, son 
“reduccionistas, reaccionarios y primitivos” (Bulger, 1994: 40). 
De todos modos, la república igualitaria, inocente y de plena 
abundancia que imagina Gonzalo sirve de contraste a la bestial 
monarquía (auténtica construcción distópica) que conjuran el 
bufón Trínculo, el mayordomo Stefano y el monstruoso 
Calibán; un mundo de puros placeres sensoriales, borracheras, 
idioteces, regidos por un autoproclamado rey: el propio 
Stefano. 


La fraternidad en La tempestad: Fernando y Miranda 


Además de la imaginación de Gonzalo, en La tempestad 
encontramos en los personajes de Fernando y Miranda una 
característica del vínculo entre las personas, la fraternidad, que 
resulta indispensable en la construcción de un  ethos 
comunitario. El elemento relacional del comunismo que se 
anticipa en La tempestad es precisamente el amor a primera 
vista entre Fernando y Miranda. Según Bulger, esta relación 
muestra, en primer lugar, que las comunidades utópicas son 
posibles a pequeña escala, entre individuos virtuosos, y no en 
espacios sociales mayores. Miranda, educada por su poderoso 
padre, Próspero, representa virtudes intelectuales, las cuales se 
suman a la inocencia y la pureza que Gonzalo declamaba para 
los habitantes de su república. Más aún, el vínculo entre 
Miranda y Fernando es mucho más que aquel que surge de un 
amor repentino. Según Bulger, en esta relación, “cada uno se 
regocija en la felicidad del otro; cada uno encuentra el “lazo” de 
unión superior a la libertad por sí sola” (Bulger, 1994: 41). Se 
trata de “un amor libremente elegido, razonable, y puesto a 
prueba en el tiempo, el cual en ese nivel individual realiza la 
armonía, la solidaridad y la equidad esenciales para una 
comunidad utópica genuina” (Bulger, 1994: 41). 

La escena del matrimonio de Miranda y Fernando, dice el 
autor, expresa la visión utópica en toda su dimensión. El 
momento religioso suele ser el culmen de grandes utopías, 
como ocurre en el texto canónico de Moro o en la utopía 
feminista Herland, de Charlotte Perkins Gilman, añade Bulger. 
En efecto, tras bendecir la unión, Próspero ordena la 
realización de una mascarada festiva, donde convergen las 
diosas Ceres (que representa al mundo natural), Juno (diosa del 
matrimonio) e Iris, mensajera de los dioses. A esta danza se 
suman ninfas y segadores. Todo esto, puntualiza Bulger, 
representa la unión del mundo natural, el mundo social y el 
orden divino, un ideal que “puede ser reconocido por esos raros 
individuos que son nobles, virtuosos, altruistas e ilustrados” 


(Bulger, 1994: 42). Más aún, 


el uso de la mascarada, un género asociado a la corte, 
irónicamente subraya la nobleza de esta visión; el humilde origen 
social de los participantes señala una nobleza humana esencial 
que existe con anterioridad y con independencia de las 
distinciones de clase (Bulger, 1994: 42-43). 


En uno de sus primeros libros, Shakespeare and Society 
(1967), Fagleton identifica en el lazo entre Miranda y 
Fernando, en la mutua reciprocidad de su relación amorosa, un 
aspecto propio de una sociedad igualitaria. Pese a la condición 
de esclavitud a la que se encuentran reducidos, Miranda y 
Fernando rechazan la idea de que uno trabaje sin una 
correspondiente actitud del otro: se reúsan a ver la ocupación 
del otro desde la distancia, sin tomar parte también y 
convertirlo en algo mutuo. Este intercambio recíproco, sostiene 
Eagleton, es lo que les permite, aun en ese contexto, ser libres e 
iguales, constituyéndose este aspecto en la base de su relación. 
A los personajes les resulta insoportable que el esfuerzo de uno 
no sea compensado con el esfuerzo de otro con iguales 
capacidades. En La tempestad, sostiene Eagleton, la fusión de lo 
personal y lo social está estrechamente relacionada con la 
reciprocidad, los individuos cobran vida desde la comunidad y 
a la vez le dan forma activamente, pero “esta es también la 
condición de una verdadera relación entre dos individuos como 
iguales: en una relación amorosa, ambas personas deben dar 
y recibir simultáneamente [...] en una interacción mutua” 
(Eagleton, 1967: 149).!”! En este punto, podríamos decir que, 
lejos del ethos indolente de la república de Gonzalo, aquí la 
fraternidad muestra su capacidad para atemperar los vínculos 
con otros. Como señala Eagleton, lo que caracteriza a Miranda 
es la virtud de la compasión, de sentir con otro, como en el 
momento en que reconoce: “Oh, ¡he sufrido con aquellos que 


he visto sufrir!” (,2)” (cit. en Eagleton, 1967: 158). Por lo que, 
podemos decir, este rasgo no es exclusivo de su vínculo 
amoroso con Fernando, sino que da cuenta de su compromiso a 
nivel comunitario. Aún más, 


la fusión entre lo personal y lo social puede ser visto en el hecho 
de que un hombre solo se encuentra a sí mismo en la comunidad; 
entra en contacto vivo consigo mismo a través de su contacto 
vivo con otros (Fagleton, 1967: 156). 


y es por eso por lo que la reciprocidad del vínculo y el 
mutuo interés que caracterizan una relación amorosa 
individual pueden actuar como una imagen ideal de la relación 
recíproca entre el hombre y la sociedad (Eagleton, 1967: 149) 
y, de esta forma, es presentada por Shakespeare en La 
tempestad. 

La reciprocidad en el vínculo entre Miranda y Fernando se 
asemeja en mucho a la reciprocidad no instrumental que 
Gerald A. Cohen, un marxista analítico contemporáneo, postula 
como forma de relación deseable en una sociedad comunista. 
Además de la igualdad radical y de un principio comunitario 
que subsana las desigualdades permitidas por la justicia, Cohen 
señala que, para que dicha sociedad adopte una textura 
relacional completamente anticapitalista, se precisa de una 
forma específica de reciprocidad que, si bien no es “un 
requisito para la igualdad [...] sí es un requisito para que las 
relaciones humanas tomen una forma deseable” (Cohen, 2011: 
32-33). Así, esta forma de reciprocidad comunitaria y no 
instrumental “es el principio anti-mercado según el cual yo le 
sirvo a usted no debido a lo que pueda obtener a cambio por 
hacerlo, sino porque usted necesita o requiere mis servicios” 
(Cohen, 2011: 33). Este vínculo supera las dos emociones que 
mueven a las personas en la sociedad de mercado: la codicia y 
el temor, agrega Cohen. Con la reciprocidad no instrumental, 


en cambio, cada persona “se deleita en la cooperación por 
sí misma” y reemplaza la codicia y el temor por la 
valoración de la conjunción “servir y ser servido” (Cohen, 
2011: 34-35). En esta reciprocidad —que no es ingenua-—, 
está contenida la idea del don, en cuanto, como dice Cohen, yo 
“doy porque usted lo necesita, o lo requiere, y en la que tengo 
la expectativa de una generosidad comparable de su parte” 
(Cohen, 2011: 36). El lazo nupcial entre Miranda y Fernando, 
esa “relación amorosa” en la cual “ambas personas deben dar y 
recibir simultáneamente”, anticipa desde la literatura isabelina, 
casi punto por punto, la concepción contemporánea de la 
reciprocidad y la fraternidad. 


El comunismo de la escasez en El rey Lear 

En El rey Lear, se conjuga una crítica a la situación de 
superabundancia —el exceso- y una visión sobre la naturaleza 
humana distinta a la esbozada en La tempestad. Según Eagleton, 
“Lear captura la paradoja de que lo innecesario, el exceso, es lo 
natural para la clase de animales que somos” cuando sostiene 
“[n]o concedáis a la naturaleza más de lo que ella exige y la 
vida del hombre será de tan bajo valor como la de las bestias” 
(Eagelton 2010: 101). Aquello que parece un exceso respecto 
de nuestras “necesidades naturales” es justamente lo que 
constituye la naturaleza humana; como la cultura, sin la cual la 
humanidad perdería aquello que la distingue frente a otras 
especies que habitan la tierra. Dado que este exceso respecto de 
nuestra condición natural (y que hace a nuestra condición) 
puede adquirir formas destructivas, mos situamos ante un 
panorama menos prometedor que el delineado por Gonzalo: 
con relación a las condiciones subjetivas, encontramos una 
naturaleza humana no bondadosa; y en cuanto a las 
condiciones objetivas, nos enfrentamos a una naturaleza cuya 
superabundancia encontró sus límites (sobre todo gracias a la 
conducta humana). Como señala Eagleton, la sociedad de 


Gonzalo no corre el riesgo de quedarse sin petróleo, y por eso 
la oscura visión de la finitud presente en Lear puede ayudarnos 
a pensar el comunismo desde un mundo cuyos recursos cada 
vez son más exiguos. El comunismo de Gonzalo, si se nos 
permite, se funda en la predicción de abundancia que es más 
estalinista que marxiana; mientras que el comunismo de la 
escasez en el Rey Lear puede servir de oportuna advertencia 
sobre los límites ecológicos actuales que son motivo de 
importantes desarrollos contemporáneos del ecosocialismo.!*! 
En el comunismo cornucopiano, como ya señalamos, estamos 
frente a un escenario más allá de la medida: no es necesario 
echar mano a principios distributivos ni criterios de justicia, y 
es compatible con un ethos indolente; mientras que, en la 
oscuridad que atraviesa Lear luego de la traición de sus hijas 
mayores, el rey toma dimensión de lo superfluo y, en medio de 
la tormenta, se lamenta por su pasado lleno de excesos y 
suplica a los dioses mostrarse más justos con los pobres y 
miserables que no tienen cobijo en el temporal. 

Este gesto es compartido por el personaje de Gloster, 
cuando implora a los dioses que hagan sentir su poder a los 
opulentos “que nunca ven porque no sienten [y que] una 
distribución corrija todo exceso para que cada hombre tenga lo 
necesario” (cit. en Eagleton, 2010: 103). Establecer un punto 
de comparación entre las circunstancias adversas presentes en 
El rey Lear y las actuales permite a Eagleton preguntarse si es 
acaso en tiempos sombríos, en contextos de escasez y 
catástrofe, en los que resulte posible —por la fuerza de las 
circunstancias- que la humanidad pueda relacionarse de otro 
modo con los bienes materiales, inclinándose por compartir y 
tornándose mutuamente solidaria. Sin embargo, este 
comunismo de posguerra “bien podría caracterizarse por una 
igualdad y una cooperación mucho mayores de las que tenemos 
hoy, pero no sería un comunismo en el sentido de Marx ni de 
Gonzalo, porque no implicaría libertad positiva ni negativa” 


(Eagleton, 2010: 103); esto es: no habrá ocio ni 
superabundancia que nos libere de la opresión de las 
condiciones materiales. 

En este punto Eagleton insiste en la originalidad del aporte 
de Marx a la idea del comunismo en la historia, pues, más allá 
de las poéticas imaginaciones de los artistas “extasiados en 
sueños remotos de justicia e igualdad” acerca de cómo podría 
ser una sociedad poscapitalista, es menester responder a 
cuestiones más terrenales, 


aceptar que la libertad, la justicia, la igualdad, la cooperación y 
la autorrealización exigen ciertas condiciones que las faciliten [y] 
que dada la devastación a que hemos sometido el planeta, esas 
condiciones materiales son cada vez más difíciles de alcanzar 
(Eagleton, 2010: 104). 


Desde su esperanzada (y nunca optimista) visión, Eagleton 
recomienda no abandonar el sueño de Gonzalo, pues considera 
factible que un cambio en la condición humana provenga de las 
circunstancias de un escenario posapocalíptico; por ello, 
también el acento en las instituciones que promuevan 
resultados igualitarios y la vigencia de un ethos comunitario, tal 
como aparecen en las discusiones acerca de la justicia 
distributiva contemporáneas, constituyen un tema de primer 
orden para responder a los interrogantes del presente desde el 
campo socialista. 


La reciprocidad en el comunismo 

Con un chiste dirigido a Jacques Derrida y, por extensión — 
como es su costumbre, a muchas de las imposturas e 
impostaciones posmodernas—, Fagleton recomendaba no pasar 
la Navidad —en el caso de que aún estuviera con vida- en la 
casa del argelino. Es que, si uno llegaba con regalos para los 
invitados y el anfitrión, era en vano esperar que Derrida fuera a 


tener un gesto recíproco. La visión distributiva derrideana, 
fundada en el don absoluto, lo eximía de imitar siquiera 
ritualmente a Papá Noel. Mejor visitar a amigos que sí creyesen 
en el intercambio de regalos (aunque no sea una exigencia sine 
qua non). 

En efecto, para el pensador de Salford, la visión derrideana 
supone que la reciprocidad “arruina” el don o el acto de dar, lo 
cual refleja, dice Eagleton, el habitual “disgusto [derrideano] 
por la medida, la regulación, la identidad, la equivalencia y la 
calculabilidad” (Eagleton, 2018: 107). Estos no son fenómenos 
“elamorosos”, pero son parte de la existencia real de las 
personas en el plano terrenal y es difícil de despreciarlos sin 
“cierto ofensivo toque de privilegio” (Eagleton, 2018: 109). En 
un plano ideal, como ocurre con su visión de la hospitalidad 
absoluta, la noción del don absoluto de Derrida busca romper 
con la lógica del intercambio, el contrato y la coerción, al 
punto que, en respuesta a Marcel Mauss, sostiene que no debe 
haber reciprocidad, deuda ni otro regalo en respuesta al don. 
Esta desmesura del autor de Espectros de Marx —o, quizás, su in- 
mesura- encuentra una aguda respuesta por parte de Eagleton: 
“Dar incondicionalmente es dar sin importar si un retorno es 
posible o no, pero no significa (como considera Derrida) dar sin 
siquiera pensar en tal retorno. No es un asunto de higiene 
mental” (Eagleton, 2018: 109). 

Aquello que se dona, insiste Eagleton, debe ser gratuito, 
pero no es algo que resulta indiferente. Un gesto en extremo 
gratuito hasta resultar extravagante, añade, “puede sabotear las 
estrictas equivalencias de la justicia”, considerando que, por 
ejemplo, la famosa ley del talión no es una norma bárbara, no 
es un “cheque en blanco para una venganza salvaje sino una 
restricción sobre cuánto uno puede obtener como recompensa 
frente a un daño” (Eagleton, 2018: 110). Esta idea de las 
“estrictas equivalencias de la justicia” es fundamental en este 
texto eagletoniano. Es que HFagleton también pone en 


entredicho el problema de la medida y la equivalencia, en el 
marco de la tradición socialista, pero no niega la reciprocidad 
como sí lo hace Derrida. 

En línea con la posición de Marx en la Crítica del 
Programa de Gotha, Fagleton sostiene que en el socialismo, o 
fase inferior del comunismo, la producción económica no tiene 
nada de “gratuito, espontáneo, innecesario ni, en mayor 
medida, no-funcional”, pero, como se realiza en función del 
interés común y no para beneficio de una minoría, puede ser 
“considerada como una forma del don. Proveería los medios de 
vida como un fin y un valor en sí mismos. La producción 
serviría a un propósito práctico, pero también tendría fines 
expresivos y comunicativos” (Eagleton, 2018: 111-112). Por 
supuesto, como el mismo Marx lo advierte, en el socialismo 
perdura el derecho burgués y el intercambio de equivalentes, 
pero quedarían difuminados los límites entre el regalo o el don, 
los lazos sociales y la producción material, sin que sean 
borrados totalmente (Eagleton, 2018: 112). Es que, en la 
interpretación eagletoniana, Marx consideraba al socialismo 
como un mundo todavía atado a alguna forma medible, ya sea 
como “justicia, equidad, igualdad, [o] a cada quien según su 
trabajo” (Eagleton, 2018). Esto, claro está, supone la existencia 
de una abundancia suficiente pero en modo alguno ilimitada. 
Eagleton ironiza sobre algunas previsiones utopistas como las 
de Charles Fourier, quien “creía que en la sociedad del futuro el 
mar se convertiría en limonada. Marx seguramente habría 
preferido un buen Riesling” (Eagleton, 2015: 75). 

El problema de Derrida y sus seguidores, insiste Eagleton, 
es que no pueden concebir la reciprocidad por fuera de los 
términos mercantiles y por eso la rechazan. Pero, añade el 
autor, “una mutualidad fundada en los afectos o la obligación 
no es lo mismo que la equivalencia de las mercancías” 
(Eagleton, 2018: 16). Si se tiene en cuenta aunque sea solo el 
limitado principio de contribución del socialismo, ahí puede 


verse que no todo es un intercambio de equivalentes según el 
persistente derecho burgués. Fagleton señala que “devolver 
más de lo que uno ha recibido puede ser un deber 
supererogatorio exigido por la ley de amor. Y por esto, 
también, la reciprocidad no significa equivalencia” (Eagleton, 
2018: 17). Como puede observarse, aun cuando el socialismo se 
encuentra dentro de la medida, contiene elementos que ya 
apuntan a ese mundo sin medida, el comunismo, caracterizado 
por un “inmensurable exceso de lo sublime” (Eagleton, 2010). 
O, en términos menos concesivos hacia la jerga estética, el 
socialismo ya anticipa en parte aquello que —como vimos- G. A. 
Cohen denomina “reciprocidad no instrumental”, la cual es un 
componente clave para la deseabilidad de la sociedad de los 
productores asociados. 

Va de suyo que Fagleton lee en Marx un pronóstico de 
superabundancia que, como es bien sabido, es un tema que aún 
está sujeto a fuertes debates teóricos y hermenéuticos. Como 
sea, aceptando esta visión de plenitud material, el comunismo 
estaría entonces más allá de la medida. Así, el comunismo 
entraña la “transformación de la idea misma de lo 
conmensurable, una idea que va más allá de toda la noción 
artificial (y burguesa) de la igualdad” (Eagleton, 2010). Con 
una alegoría propia de su humanismo marxista y trágico, 
Eagleton recurre a la imagen paulina de la transición desde la 
ley hacia la gracia para ilustrar el pasaje desde el socialismo al 
comunismo. Dice Eagleton: 


Bajo la ley aún estamos ligados al pecado, tal como el socialismo 
todavía es un asunto de Estado, clase, dominio político (la 
dictadura del proletariado) etcétera y, por lo tanto, fuertemente 
atado por sus formas al régimen previo en el mismo momento en 
que lo derroca. La gracia significa, entre otras cosas, el hábito 
adquirido de la virtud, como lo opuesto de la idea de una serie de 
agotadores actos de voluntad kantianos o protestantes. [...]. 
Incluso bajo el socialismo, la cooperación o la ausencia de 


egoísmo o la solidaridad demandan un esfuerzo, una conformidad 
con una ley política o moral [...]. [En el comunismo] un orden 
social de cooperativas que se auto-gobiernan, estas cualidades 
han sido insertadas en las instituciones sociales mismas, de modo 
que ya no tengamos que pensar en ellas y podamos actuarlas 
espontáneamente como disposiciones innatas (Eagleton, 2010: 
101). 


Como puede advertirse, si bien el comunismo -según la 
lectura eagletoniana de Marx- está más allá de la medida e 
incluso de la virtud trabajosamente decidida en cada momento, 
esto no implica una gratuidad absoluta como pretende Derrida, 
a cuya fiesta de Navidad no conviene asistir (si es que uno 
espera, razonablemente, obtener un regalo). La reciprocidad no 
significa necesariamente equivalencia, como parece creer 
Derrida; y, además, puede perfectamente estar integrada a las 
instituciones sociales de modo tal que se convierta en hábito. 
En este punto, acaso sin quererlo, Eagleton se acerca en buena 
medida a la visión rawlsiana de las instituciones básicas como 
portadoras fundamentales de las virtudes sociales. 


El socialismo según Oscar Wilde 

Hasta aquí hemos visto que, en buena medida, es preciso 
contar con bienes materiales, si no abundantes, al menos 
suficientes para que la humanidad pueda dedicarse a las que 
son consideradas sus actividades más elevadas. Como vimos en 
el comunismo que pregona Gonzalo, una pródiga naturaleza, 
superabundante, permitirá que las personas puedan disfrutar 
del ocio, la recreación y la ausencia del mercado y del Estado. 
En este sentido, Eagleton afirma que “el verdadero precursor 
del comunismo es no el proletario sino el patricio, como 
irónicamente lo hizo notar Oscar Wilde, un hombre que creía 
devotamente en el comunismo entre una fiesta elegante y otra” 
(2010: 98-99). La forma de vida en el comunismo de la 


abundancia de Gonzalo se asemeja en algún punto a la imagen 
del indolente dandy o aristócrata: “Wilde ofrecía una 
maravillosa racionalización política de esta existencia 
extravagantemente privilegiada: sencillamente basta 
estarse echado todo el día, vestido con amplias ropas 
carmesí, leyendo a Platón y bebiendo coñac para ser uno 
mismo su propia sociedad comunista” (Eagleton, 2010: 
99). En efecto, en las primeras líneas de su ensayo sobre esta 
materia, El alma del hombre bajo el socialismo ([1891] 2018), 
Wilde deja clara su posición en favor de un modelo de sociedad 
caracterizado por un ethos indolente, cuando afirma que “[lla 
principal ventaja que podría resultar de la implantación del 
socialismo es, sin dudas, el hecho de que el socialismo nos 
relevaría de esa sórdida necesidad de vivir para los demás” 
(Wilde, 2018: 1). 

En efecto, Wilde destaca la superioridad de un modelo de 
sociedad socialista frente al “actual estado de cosas” para la 
plena realización de las personas, ya que la mayoría pierde su 
valioso tiempo, arruina sus vidas, por un altruismo exagerado. 
Si los grandes talentos de las ciencias y de las letras no 
hubieran dado la espalda a las demandas de otros, “y así 
realizar la perfección que había dentro suyo, para su propio 
incomparable beneficio, y para el incomparable y duradero 
beneficio de todo el mundo” (Wilde, 2018: 1), no hubiéramos 
podido conocer aquello que tenían para ofrecer a la 
humanidad. De este modo, lamenta que quienes han podido 
realizar en plenitud su potencial son solo excepciones, y 
denuncia la pobreza como una de las causas de esta situación. 
Las tareas que se llevan a cabo para paliar los efectos de la 
pobreza en las personas, aun cuando estén orientadas por 
buenas intenciones, son causa de que esta persista. De manera 
muy cruda, Wilde señala que uno de los problemas de la 
sociedad de su época es que “intentan resolver el problema de 
la pobreza, por caso, manteniendo vivos a los pobres; o, como 


lo hace una escuela muy avanzada, divirtiendo a los pobres” 
(Wilde, 2018: 2). La aparente brutalidad de esta frase encierra 
un sentido sobre el que vale la pena detenerse: no se trata de 
terminar con la vida de los pobres, sino de terminar con la 
pobreza; pues asistirlos “no es una solución; es agravar la 
dificultad. El objetivo adecuado es tratar de reconstruir la 
sociedad sobre una base tal que la pobreza resulte imposible” 
(Wilde, 2018: 2), pues el altruismo y la caridad solo la agravan. 

Estos términos remiten, en parte y anacrónicamente, a las 
discusiones contemporáneas acerca de la justicia distributiva, 
específicamente a las críticas acerca del funcionamiento del 
Estado de bienestar, que rescata las víctimas del sistema una 
vez que han caído, en lugar de evitar que se produzcan nuevas 
víctimas.!7! De manera igualmente contundente, Wilde sostiene 
que el socialismo será valioso por sí mismo porque conducirá al 
individualismo. A partir de los aportes de Gerald A. Cohen a la 
teoría de la justicia de John Rawls, sabemos cómo la 
realización individual, el entramado institucional y los valores 
comunitarios son los pilares a partir de los cuales puede 
construirse una sociedad justa. Señala Wilde que convertir la 
propiedad privada en riqueza pública y transformar la 
competencia en cooperación en el socialismo (o comunismo, ya 
que el autor los asume como términos intercambiables) 
devolverá a la sociedad una sana condición y, a su vez, 
asegurará el beneficio material de cada uno de sus miembros, 
esto es: restituirá a la sociedad su carácter comunitario. 

Wilde reconoce que la vigencia de la propiedad privada 
permite que algunas personas puedan desarrollar un cierto 
individualismo, pues la riqueza concede la posibilidad de 
desenvolver la personalidad, los deseos y las inclinaciones, sin 
tener que trabajar para vivir. Esas personas (filósofos, 
científicos, poetas) son las que pueden ser auténticamente 
humanas según Wilde, pues pueden realizarse y realizar 
parcialmente a la humanidad. Pero la vigencia de la propiedad 


privada también permite la pobreza, encarnada en aquellos que 
carecen de dicha propiedad. Veamos cómo es presentada su 
situación en palabras de Wilde, que vale la pena citar in 
extenso: 


Hay en cambio mucha gente que, estando siempre al borde del 
hambre, se ve obligada a hacer el trabajo de bestias de carga, 
tareas que nada tienen que ver con ellos y a las cuales se ven 
forzados por la perentoria, irracional, degradante tiranía de la 
necesidad. Estos son los pobres, y entre ellos no hay gracia en sus 
maneras ni en sus palabras, ni civilización, o cultura o 
refinamiento en sus placeres, ni gozo por la vida. La humanidad 
se beneficia en prosperidad material con el aporte de su fuerza 
colectiva. Pero solamente se beneficia el aspecto material, y el 
hombre que es pobre, en sí mismo no tiene absolutamente 
ninguna importancia. Es meramente el átomo infinitesimal de 
una fuerza que, en lugar de tomarlo en cuenta, lo destroza: en 
realidad lo prefiere destrozado, ya que de esta forma es mucho 
más obediente” (Wilde, 2018: 4). 


Este cruento retrato puede tomarse como una contundente 
denuncia acerca de las condiciones de vida en la Inglaterra de 
su tiempo (recordemos que Wilde vivió entre 1854 y 1900) y 
coincide con las descripciones presentes en las obras de Charles 
Dickens, pero, también, con el análisis de las condiciones de 
vida de la clase obrera que escribió Friedrich Engels poco 
tiempo después de instalarse en las afueras de Manchester. Y, 
pese a las evidentes diferencias en la prosa, las profesiones y 
hasta los estilos personales, podemos encontrar coincidencias 
en la respuesta de Engels y Wilde a la acuciante situación de 
los pobres: se trata de un modelo socialista cuyo sustento será 
una base material abundante, que será producida gracias al 
desarrollo de la técnica y la progresiva mecanización que hará 
posible deshacerse de los trabajos más duros. Así como, en el 
comunismo de Gonzalo, la incesante productividad de una 


naturaleza pródiga será el fundamento de una sociedad libre, 
así en el socialismo de Wilde son las máquinas las que deben 
salvar a la humanidad del yugo de la pobreza. La seguridad de 
las personas no dependerá en el socialismo del estado del 
tiempo, pues el progreso técnico hará posible que la situación 
de nadie se vea afectada por una helada; la inclemencia 
climática no provocará la aparición de mendigos pidiendo 
limosna: por eso, en la sociedad ideal de Wilde, el individuo 
podrá finalmente vivir su propia vida y librarse del peso de los 
demás. 

La crítica de Wilde al capitalismo industrial británico se 
complementa con su visión del socialismo, que, a su juicio, 
debería reemplazar a la sociedad centrada en la propiedad 
privada cuyas circunstancias considera absolutamente 
imposibles y repulsivas. Nuevamente, estamos ante una 
caracterización cuyo núcleo mayormente estético no llega a 
minimizar ni banalizar el fenómeno al que refiere. Por lo 
contrario, es la ferocidad de la pluma wildeana la que logra 
ponernos en la piel de un desaventajado del siglo XIX en 
Inglaterra (o podría ser Irlanda, su tierra natal), de un modo 
que las más elocuentes cifras de pobreza no podrían lograr. El 
aspecto novedoso es la insistencia en la necesidad de abolir la 
propiedad privada para hacer posible un verdadero, hermoso y 
sano individualismo, donde el ser no será postergado por el 
tener, sino que se vivirá; vivir es para Wilde algo muy poco 
frecuente, la humanidad se encuentra condenada a la mera 
existencia (2018: 9). Quienes desafían estos límites, los que se 
atreven a la desobediencia, son los que, en los confines de la 
sociedad de su tiempo (aunque, podríamos añadir, también en 
la nuestra), sienten el peso de sus decisiones a través de los 
golpes que reciben en el choque con los bordes de lo posible. 

Esta injusta situación encontrará su remedio en el 
socialismo, pues ser rebelde nunca es gratuito. El auténtico 
rebelde, el que está dispuesto a pagar un altísimo precio por su 


desobediencia, debe dedicarse con mucha fuerza a la lucha, y 
Wilde recuerda el caso de lord Byron, para afirmar que nunca 
pudo dar su máximo potencial por las batallas que tuvo que 
librar en su tiempo y que, sin dudas, desgastaron sus energías. 
Como sucedió con otras personalidades que se vieron obligadas 
a ser rebeldes, no pudo conocerse su versión “perfecta”, esto es: 
su versión libre de preocupaciones, heridas, peligros. Con todo 
esto en mente y en pocas palabras, Wilde explica cómo será el 
alma del hombre bajo el socialismo: 


Será una cosa maravillosa -la verdadera personalidad del 
hombre- cuando la veamos. Se desarrollará natural y 
simplemente, como crece una flor o un árbol. No estará en 
discordia. Nunca argumentará ni disputará. No tendrá que 
demostrar cosas. Lo sabrá todo. Y, sin embargo, no se preocupará 
por el conocimiento. Tendrá sabiduría. Su valor no se medirá con 
cosas materiales. No tendrá nada. Y a su vez tendrá todo, y 
aunque se le saque, todavía tendrá, así de rico será. Y no estará 
siempre entrometiéndose con los demás, o pidiéndoles que sean 
como él. Los amará por ser diferentes. Y si bien no se entrometerá 
en la vida de los demás, los ayudará a todos, de la misma forma 
que una cosa hermosa nos ayuda, por ser lo que es. La 
personalidad del hombre será muy maravillosa. Será tan 
maravillosa como la personalidad de un niño (Wilde, 2018: 
10-11). 


Como vemos, en el socialismo de Wilde, la abolición de la 
propiedad privada y la existencia de una abundancia material — 
asegurada por el desarrollo técnico- brindan las condiciones 
objetivas necesarias para la transformación de la condición 
humana (las circunstancias subjetivas), que, pese a encontrar su 
piedra angular en el individualismo, no por eso da lugar a una 
sociedad donde la ayuda mutua no pueda tener lugar. El Estado 
deberá ser el voluntario fabricante y distribuidor de los bienes 
necesarios, y fabricará lo que es útil, mientras que el individuo 


« 


deberá hacer lo que es hermoso: todo trabajo no 
intelectual, toda tarea monótona, aburrida, toda tarea 
relacionada con cosas feas que impliquen condiciones 
desagradables debiera hacerse con máquinas. [...]. El futuro 
del mundo depende de la esclavitud mecánica, de la esclavitud 
de la máquina” (Wilde, 2018: 18). El optimismo tecnológico de 
Wilde puede ser censurable desde nuestra actual percepción de 
los estragos del industrialismo desenfrenado e indiferente a los 
límites ecológicos planetarios, pero esa visión era moneda 
corriente en tiempos victorianos, y el mismo Marx pudo haber 
incurrido, en algunos de sus escritos, en la misma tendencia 
hacia lo que G. A. Cohen denominó “solución tecnológica” al 
problema de la escasez. 

Con todo, vemos que el ethos indolente que exige que el 
individuo pueda aprovechar todo el tiempo para sí aparece 
como condición de posibilidad para que “el alma del hombre” 
pueda atender a asuntos más elevados, como la construcción de 
un vínculo comunitario siempre y cuando, claro está, esto 
coincida con su preferencia. Esto es así pues, aunque nadie 
estará obligado a dar su tiempo por otros —de esa situación se 
busca salir inicialmente—, llegados a este punto, parece que las 
preferencias pueden orientarse en un sentido comunitario, 
luego de atravesar cierto camino virtuoso. Ciertamente, en el 
socialismo de Wilde, las personas no admitirán más leyes que 
las propias, ni otra autoridad que su propia autoridad, pues, al 
modo que sucede en otros escenarios utópicos, “cuando quede 
abolida la propiedad privada, no habrá necesidad de crimen, 
nadie se interesará por él; dejará de existir” (Wilde, 2018: 16). 
Aún más, Wilde asume el carácter utópico de su planteo y lo 
hace explícito, cuando se pregunta: 


¿Es esto utópico? Un mapa del mundo que no incluya utopía no 
merece ni mirarse pues deja fuera el país en el que la humanidad 
está siempre desembarcando. Y al desembarcar allí la humanidad 


y ver un país mejor, vuelve a poner proa hacia ella. El progreso 
es la realización de las utopías (Wilde, 2018: 18). 


Perseverar en el carácter práctico y posible, advierte 
Wilde, llega a perpetuar las condiciones existentes sin 
posibilidad de promover ningún cambio. 

Vale mencionar que, apenas un año antes de la publicación 
del texto de Wilde, también en Inglaterra había aparecido la 
novela utópica News from Nowhere [Noticias de Ninguna Parte] 
(2003), de William Morris. No viene al caso hacer aquí una 
comparación pormenorizada, pero sí, quizás, plantear algunas 
reflexiones sobre el rol de la utopía en los años inmediatamente 
posteriores a la muerte de Marx y con un Engels aún activo y 
convertido en figura de consulta para las incipientes 
organizaciones socialistas europeas. 

Como es sabido, en 1880 Engels publicó su famosísimo 
opúsculo Del Socialismo Utópico al Socialismo Científico 
(2012), en el cual trazó la evolución de la concepción 
materialista de la historia y enfatizó la importancia epocal de la 
literatura utópica, sin dejar de señalar las limitaciones que 
enfrentaban aquellas geniales anticipaciones de Saint-Simon, 
Charles Fourier y Robert Owen. Hubo quienes pensaron que, ya 
con los cuestionamientos de Marx y Engels al comunismo 
crítico-utópico, como lo llamaron en el Manifiesto, era 
suficiente para no ejercer nunca más la imaginación utópica. El 
libro de Engels pudo haber alimentado esa lectura superficial. 
Sin embargo, la proliferación de utopías en la segunda mitad 
del siglo XIX es testimonio de que algunos comprendieron bien 
la necesidad de esbozar en trazos gruesos el perfil de un 
socialismo deseable, capaz de capturar la imaginación de las 
masas. El materialismo histórico no tenía por qué prescindir 
para siempre de la imaginación utópica. 

En tal sentido, William Morris, quien hacia 1890 ya era un 
referente en el movimiento de Arts € Crafts y había editado 


numerosos libros socialistas y anarquistas, irrumpió con 
Noticias de Ninguna Parte, donde, a diferencia de Wilde, no 
concibe al socialismo como una sociedad de ocio creativo, 
maquinización y abundancia material, sino, por el contrario, 
como un mundo de trabajo artesanal, basado en el don, la 
hospitalidad y un retorno a la vida rural o semirrural.!*! En el 
mundo imaginado por Morris, quien además lideraba una de 
las más activas organizaciones socialistas londinenses, una 
violenta revolución proletaria produce una sociedad más 
cercana al anarquismo que al comunismo clásico, donde las 
personas se autorrealizan en un trabajo estrictamente 
voluntario, cooperativo y artesanal. Es una sociedad sin 
gobierno central, sin leyes, ni aparato coercitivo alguno, donde 
las decisiones se toman en asambleas democráticas locales que 
se reúnen solo para tratar temas específicos. Hay quienes 
incluso se rehúsan a trabajar y aun así pueden vivir 
dignamente, ya que, sin que pese ningún reproche, tienen 
acceso a los bienes que los demás producen como dones. La 
afortunada coincidencia (¿coincidencia?) entre la visión de 
Morris, de Wilde y de Fagleton es que el trabajo ocupa en la 
sociedad futura el lugar que el arte ocupa en la sociedad 
burguesa. Esta idea, acaso, captura en parte el sentido de la 
frase de Marx en El Dieciocho de Brumario, donde dice que el 
proletariado deberá buscar su propia poesía en el futuro. En 
palabras de Marx: 


La revolución social del siglo XIX no puede sacar su poesía del 
pasado, sino solamente del porvenir. No puede comenzar su 
propia tarea antes de despojarse de toda veneración supersticiosa 
por el pasado. Las anteriores revoluciones necesitaban 
remontarse a los recuerdos de la historia universal para aturdirse 


acerca de su propio contenido. La revolución del siglo XIX debe 


dejar que los muertos entierren a sus muertos, para cobrar 
conciencia de su propio contenido (Marx, [1852] 2003: 13). 


Las anticipaciones de Wilde y de Morris, en buena medida, 
captan esta recomendación de Marx. Wilde, como vimos, 
considera que el comunismo es, en cierto punto, una 
proyección de las condiciones de la burguesía de su tiempo, 
con más tecnología y abundancia, en un mundo de seres 
singulares capaces de llevar vidas plenas. Morris, aunque 
inspirado en cierto medievalismo, no deja de ser un artista 
moderno .e innovador que proyecta urbanizaciones 
confortables, limpias, bellas y funcionales para todas las 
personas. Quizá con alguna objeción sobre la idea de progreso, 
Morris suscribiría a la frase de Wilde que referimos 
anteriormente, en la que afirma que “[u]n mapa del mundo que 
no incluya utopía no merece ni mirarse pues deja fuera el país 
en el que la humanidad está siempre desembarcando” (Wilde, 
2018: 18). Con todo, si bien carece de estas fabulosas 
descripciones del socialismo del modo en que son presentadas 
por Morris, la riqueza de la crítica de Wilde radica, como 
hemos dicho, en la cruda constatación de cómo, en la sociedad 
de clases, las ofensas contra la propiedad son castigadas más 
brutalmente que las ofensas dirigidas contra una persona, de 
cómo la propiedad privada es principio y fundamento de la 
existencia humana. 


Consideraciones finales 

Hasta aquí hemos presentado, en primer lugar, las formas de 
comunismo a partir de elementos que pueden hallarse en dos 
obras de William Shakespeare, La tempestad y El rey Lear, a 
partir de las consideraciones del crítico literario británico Terry 
Eagleton. Los dos aspectos centrales para delinear una 
comparación entre ambas posiciones pueden denominarse 
“condiciones objetivas”, si se trata de una escena de 
abundancia o escasez, y “condiciones subjetivas”, si estamos 
ante una naturaleza humana que puede conformar un ethos 
indolente o un ethos comunitario. Como vimos, la sociedad 


imaginada por Gonzalo en La tempestad contempla la 
vigencia de una superabundancia plena, producto de una 
naturaleza absolutamente providente y un ethos indolente, pues 
las propias circunstancias materiales parecen hacer innecesario 
un lazo de otra índole. En el caso de El rey Lear, las acuciantes 
penurias materiales dan cuenta de un comunismo de la escasez, 
es la imagen de un comunismo de posguerra, posapocalíptico, 
en la que la adversidad —circunstancias que podríamos 
considerar análogas, en cierto sentido, a las de nuestro tiempo-— 
empuja a las personas a una transformación radical, a 
reconocer el dolor en los otros, y da lugar a condiciones 
subjetivas orientadas a un ethos comunitario. 

Además, en atención al señalamiento de Eagleton y Bulger 
acerca del singular vínculo entre Fernando y Miranda en La 
tempestad -que excede una mera caracterización de la relación 
amorosa y permite considerar el lazo entre individuo y 
sociedad, consideramos que es precisamente el aspecto de la 
fraternidad, constitutivo del ethos comunitario; es aquello que 
les permite considerarse libres e iguales aun en la situación en 
la que se encuentran. La mutua reciprocidad, imprescindible 
para la vigencia de la vida comunitaria, es abordada por 
Eagleton en su crítica a la noción derrideana de don, y con ello 
cerramos la primera parte de nuestro trabajo. 

En la segunda parte, analizamos el ensayo El alma del 
hombre bajo el socialismo, de Oscar Wilde, en el que realiza su 
propia descripción acerca de cómo sería la vida en el 
socialismo, si bien —como ocurre con otras utopías- se 
desarrolla más extensamente la crítica a la sociedad que 
denuncia quien escribe y no brinda una anticipación detallada 
acerca de los mecanismos institucionales que, por caso, darían 
forma a la sociedad futura. Con todo, Wilde aborda aspectos 
relativos a las condiciones objetivas y subjetivas para su 
realización. En su perspectiva, el socialismo se asemeja a la 
escena utópica abundante, en la que deja de existir la 


propiedad privada, pero existe suficiente para cubrir las 
necesidades de cada uno. El socialismo es la condición para 
alcanzar aquello que es más caro para Wilde: un individualismo 
refinado accesible a todas las personas, en el que nadie deberá 
perder su vida en favor de otros. Es, en cierto punto, llevar su 
propio modo de vida al total de la población: el estilo de vida 
del aristócrata, como señala Fagleton, aparece aquí como un 
modelo de sociedad comunista individual. La indolencia del 
dandy pasa a ser el ethos indolente de la utopía wildeana. Con 
todo, una vez que el socialismo es alcanzado, dado que no hay 
gobierno, ni crimen ni autoridad, se dará el natural y bello 
desarrollo de la personalidad. El desarrollo de la filosofía, las 
ciencias y las artes que avizora Wilde nos recuerda la escena 
pastoral del comunismo en Marx, a la que debemos agregar 
también, y aquí se sumaría también Engels, un alto nivel de 
tecnificación, imprescindible para la realización de las tareas 
menos placenteras pero necesarias para el desarrollo de 
cualquier sociedad. Tanto Shakespeare como Wilde destacan 
elementos sobre los que Marx presta atención cuando se refiere 
al tipo de sociedad que, en su análisis, sucederá a la capitalista, 
así como también anticipan elementos que son tomados en 
cuenta por las teorías contemporáneas de la justicia social. 
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1. Centro de Estudios Históricos de Estado, Política y Cultura (CEHEPyC), 
Universidad Nacional del Comahue. Quiero expresar mi gratitud a 
quienes estuvieron a cargo de la edición de este libro y, especialmente, a 
Fernando Lizárraga por sus comentarios. « 

2. Cabe aclarar que estamos parafraseando la línea inicial de una novela de 
Jane Austen y no presentando una posición epistemológica. Nos 
permitimos esta licencia como introducción al cruce entre literatura y 
teoría política que proponemos a lo largo de este trabajo. « 

3. Otra limitación, político-estratégica, si se quiere, reside en la decisión de 
Marx de no incurrir en derivas utópicas, ya que la literatura comunista 
crítico-utópica resultaba poco eficaz para la lucha emancipatoria del 
proletariado, tal como se indica claramente en el Manifiesto del Partido 
Comunista. «' 

4. Ciertamente se trata también, sobre todo en este punto, de la versión 
engelsiana. « 

5. Es nuestra la traducción de los textos que figuran en inglés en la 
bibliografía. « 

6. Para un análisis de los desafíos ambientales contemporáneos, puede 
consultarse en este mismo libro el capítulo de Suyai García Gualda. « 

7. Desde su peculiar socialismo liberal o democrático —y en férrea oposición 
tanto al capitalismo de laissez-faire, como a las economías centralmente 


planificadas-, John Rawls sostiene que el capitalismo del Estado de 
bienestar tiene como objetivo solamente que “nadie caiga por debajo de 
un mínimo nivel decente de vida”, pero permite profundas desigualdades 
y concentraciones de poder y de riqueza. Entonces, “dada la falta de 
justicia de trasfondo [instituciones de reciprocidad social] y las 
desigualdades de ingresos y riqueza, puede desarrollarse una subclase 
desmoralizada y deprimida”, “crónicamente” sujeta a la asistencia estatal, 
la cual “se siente excluida y no participa de la cultura política pública” 
(Rawls, 2004: 190). « 

. Sobre la hospitalidad socialista expresada en la novela de Morris, 
Fernando Lizárraga ha realizado novedosos aportes a partir de la 
concepción derrideana de hospitalidad absoluta. Ver Lizárraga, F. (2023). 
“Marxism and Absolute Hospitality”, manuscrito inédito de la ponencia 
presentada en la 20th Historical Materialism Annual Conference, 
Londres. « 


Antiguos y modernos igualitarismos 


La polis griega entre marxistas y neocons 


Diego Alexander Olivera!!! 


Es un consenso entre los estudiosos de la democracia griega, 
historiadores y politólogos que la polis nació, según la conocida 
definición de Cynthia Farrar (1995: 31), para no ejercer la 
coerción ni recibirla. Condición necesaria para ello era la 
igualdad política de todos los ciudadanos, expresada en tres 
principios constitutivos del régimen: isonomía (igualdad de ley), 
isokratía (igualdad de poder) e isegoría (igualdad de palabra). 
De las tres palabras, es isonomía la que, en un primer 
momento, aparece como sinónimo de demokratía. En la etapa 
arcaica, junto a eunomía (buen gobierno), era un eslogan que 
expresaba la resistencia nobiliaria a la tiranía (Barceló y De la 
Fuente, 2014). Pero, en la época clásica, se asimilaba a 
demokratía. Heródoto, por ejemplo, en el llamado “debate 
de los persas” (I11.80-83), puso en boca del noble Ótanes una 
defensa de la isonomía que no era otra cosa que una defensa de 
la democracia.!?! Allí, Ótanes reclamaba para sí un privilegio, 
ajeno al mundo persa, pero coherente con la praxis de la polis 
democrática, no gobernar ni ser gobernado 
(odte ydp ApyeLV oúte úpyeo0aL.!” 

En otras palabras, la condición necesaria para la igualdad, 
y a su vez consecuencia directa de ella, era la inexistencia de 
una línea divisoria entre quienes gobiernan y quienes son 


gobernados. Esta particularidad llamó la atención de los 
helenistas del siglo XX. Para Castoriadis (1997: 203), 
significaba que la Antigúiedad desconocía al Estado “como 
aparato O instancia separada de la colectividad”. Vernant 
(1992: 59) dirá que lo estatal se “ha despojado de todo carácter 
privado” y “aparece ya entonces como asunto de todos”. 
Mientras que Perry Anderson (1997: 32) afirmó que en Atenas 
era la democracia la que “significaba, precisamente, el rechazo 
de semejante división entre Estado y sociedad”. 

Por supuesto que esto sucedía dentro de los límites 
impuestos por la comunidad política. Como advierte Craig 
Champion (2009), la ciudadanía griega, a diferencia de la 
romana, era exclusiva, no inclusiva. La ampliación del número 
de ciudadanos con derecho a participar del gobierno de la polis 
tenía siempre un límite. Incluso Atenas, la más paradigmática 
de las democracias griegas, contaba apenas con treinta mil o 
cuarenta mil ciudadanos sobre una población por arriba de los 
doscientos mil (Strauss, 1986). Esos cuarenta mil ciudadanos 
varones “gobernaban”, por así decirlo, sobre el resto de los 
habitantes conformados por esclavos, mujeres y extranjeros 
(metecos). 

Por esa razón, por mucho tiempo fue la tendencia, desde 
las diversas corrientes académicas, abordar el problema de la 
democracia griega desde la paradoja de la esclavitud antigua. 
Sin embargo, Hannah Arendt advirtió tempranamente que la 
esclavitud ocupaba un papel relativamente marginal al 
momento de abordar la especificidad de la democracia griega 
en general, y la ateniense en particular (Wedin €: Wilén, 2019). 
Lo que en verdad hacía única y diferente a la experiencia 
griega, respecto de la moderna, no era su carácter exclusivista 
ni la presencia de la esclavitud; era, en cambio, el hecho de que 
el grueso de la población ciudadana, que gozaba de derechos 
políticos, era pobre, y que esa pobreza no condicionaba su 
participación en el gobierno de la ciudad. La democracia no 


abolió la desigualdad social, pero, de algún modo, esto no 
afectó la intervención de los pobres en los espacios de toma de 
decisión política. Dicho de otra forma, la comunidad política 
griega estaba constituida por ricos y pobres, pero aquellos no 
eran capaces de gobernar, directa o indirectamente, sobre 
estos. 

En consecuencia, en las últimas décadas del siglo 
pasado, el estudio de la democracia griega, en su versión 
ateniense, comenzó a prescindir de la esclavitud. En su lugar 
ganó terreno el papel de los pequeños propietarios agrícolas. 
Los antiguos marcos interpretativos conocidos como “modo de 
producción esclavista” y “modo de producción antiguo” fueron 
cediendo su lugar al llamado “modo campesino”. Esto es, la 
idea de que la producción económica descansaba sobre el 
trabajo libre e independiente de los sectores agrarios." Lo 
que suponía otorgar a ese grupo específico un papel más 
relevante en la creación de la democracia. Pues sería el 
ascenso de los pequeños productores agrícolas el 
desencadenante de las transformaciones sociopolíticas que 
darían lugar a la democracia griega. 

Hasta entonces la tesis dominante respecto del origen del 
igualitarismo griego era la de Jean Pierre Vernant (1992: 
51-60), que le atribuía un origen aristocrático, una extensión 
de la igualdad hasta entonces reconocida entre los nobles a los 
sectores no nobiliarios. No obstante, el nuevo enfoque insistía 
en un igualitarismo de base aldeana del que derivarían, tras la 
inserción de la aldea en el entramado institucional de la 
ciudad, los rasgos igualitarios de la ciudad griega (Donlan, 
2005).19! La polis campesina había desplazado a la polis 
nobiliaria en la comprensión del fenómeno democrático. 

Ese “momento campesino” de los estudios sobre la 
democracia antigua fue fundamental para reelaborar y 
reconfigurar viejos preceptos e ideas solidificadas respecto del 


régimen. Una figura central de ese proceso fue la politóloga 
Ellen Meiksins Wood, referente del llamado “marxismo crítico”. 
Su interés por el estudio del campesinado y la democracia 
griega formaba parte de un proyecto mayor que implicaba la 
crítica al capitalismo contemporáneo y al liberalismo político. 
El igualitarismo griego era para ella la puerta de entrada para 
reflexionar en torno a la desigualdad en el capitalismo actual. 
Su interés académico no se desligaba de su compromiso 
político. 

No fue el único caso. El clasicista Víctor Davis Hanson, 
miembro de la llamada Escuela Norteamericana, también 
articuló sus estudios sobre el campesinado ático con sus 
observaciones sobre la realidad política de los Estados Unidos. 
Hanson ganó notoriedad con su tesis sobre la forma occidental 
de hacer la guerra, cuya génesis encuentra en la Grecia clásica, 
y que vincula el igualitarismo agrario con el servicio militar y 
la ciudadanía política en la polis. Con el tiempo dicha tesis ha 
ido madurando hasta convertirse en un constructo teórico con 
el que su autor interviene en la discusión pública sobre la 
igualdad en la sociedad contemporánea (Olivera, 2023b). 

Tanto Woods como Hanson parten de un contexto de 
producción similar, atravesado por el modo campesino, pero un 
mismo fenómeno, el igualitarismo agrario, da lugar a 
conclusiones muy disímiles sobre el problema de la igualdad en 
la polis clásica y, sobre todo, en el mundo capitalista. La razón 
hay que buscarla en sus respectivos marcos teóricos, sus 
afiliaciones ideológicas e incluso en sus trayectorias de vida. 
Aquí interesa el concepto de “igualdad” que maneja Ellen 
Meiksins Wood porque su pensamiento político se inscribe 
dentro de las tradiciones del socialismo contemporáneo, objeto 
del presente libro. Sin embargo, resulta pertinente 
contraponerlo con el concepto de Hanson, un exponente de la 
derecha conservadora y meritocrática, porque esto permitirá 
evidenciar mejor el hecho de que, desde finales del siglo 


pasado, la cuestión de la igualdad en la Grecia clásica es un 
campo de batalla ideológico. 

Por tanto, la primera parte de este artículo indaga sobre la 
noción de igualitarismo griego en la obra de Meiksins Wood y 
la influencia posterior en sus análisis del capitalismo actual. La 
segunda hace lo propio con la producción historiográfica de 
Hanson. Finalmente, se plantean los límites y alcances de la 
democracia griega como laboratorio para nuestra comprensión 
del fenómeno de la igualdad. 


Democracia contra capitalismo 

Ellen Meiksins Woods nació en Nueva York, Estados Unidos, en 
1942, y falleció en Ottawa, Canadá, el 16 de enero de 2016. La 
mayor parte de su labor docente se dio en la Universidad de 
York, en Ontario, Canadá. Como escritora abarcó un amplio 
espectro de temas y temporalidades, pero siempre con el 
objetivo de contribuir a la crítica del capitalismo. Afiliada al 
“marxismo crítico”, ubicó en el centro de la teoría marxista a la 
historia y la lucha de clases, en discusión con posiciones 
estructuralistas y teleológicas dentro del propio marxismo 
(MacGaw, 2016). En esa línea su obra se caracterizó por una 
insistencia en la especificidad histórica del capitalismo, 
desligando los postulados centrales de este de la naturaleza 
humana o las leyes universales de la historia. 

Una idea fuerte en su producción teórica fue la tesis que 
asumía la división del conocimiento en esferas separadas como 
una invención de la modernidad capitalista. Es decir, la 
separación de diversos fenómenos sociales en esferas, como 
religión, cultura, economía, política, etc., es propia del 
capitalismo. La ausencia de este tipo de separaciones en las 
sociedades precapitalistas implicaba que en estas los diversos 
aspectos de la vida social estaban imbricados. Pero no en el 
capitalismo, y esto obedecía a la necesidad de disociar la 
economía de los demás fenómenos para darle prioridad en el 


orden social. Además, la esfera económica se robusteció al 
incorporar atributos que antes eran propios de las otras esferas. 
En democracia contra capitalismo (1995: 246), lo explica así: 


Cuando la “multitud trabajadora” ingresó finalmente a la 
comunidad de ciudadanos fue como agregado de esos individuos 
aislados, sin propiedad y abstraídos de las solidaridades 
comunales. Desde luego, la disolución de las identidades 
prescriptivas tradicionales y de las desigualdades jurídicas 
representó un avance para esos individuos, ahora “libres e 
iguales”, y la adquisición de la ciudadanía les confirió nuevos 
poderes, derechos y facultades. Pero no podemos calcular sus 
ganancias y pérdidas sin recordar que el supuesto histórico de su 
ciudadanía era la devaluación de la esfera política, la nueva 
relación entre lo “económico” y lo “político” que había reducido 
la importancia de la ciudadanía y transferido algunos de sus 
poderes, antes exclusivos, al dominio puramente económico de la 
propiedad privada y el mercado, donde la mera ventaja 
económica ocupa el lugar del privilegio jurídico y el monopolio 
político. La devaluación de la ciudadanía implícita en las 
relaciones sociales capitalistas es un atributo esencial de la 
democracia moderna. 


En consecuencia, en el capitalismo, la igualdad en la esfera 
política no afecta a la desigualdad en la esfera económica. En 
otras palabras, el individuo es jurídicamente libre e igual en la 
esfera política pero desigual y sujeto a explotación en la esfera 
económica. Y esa desigualdad en el orden económico afecta a 
la igualdad política al limitar su eficacia. Solo cuando se logró 
esto, la democracia se volvió una forma aceptable de gobierno 
para las elites capitalistas. Pues la ciudadanía política no tenía 
forma de incidir en las desigualdades propias del orden 
económico. De ahí la tendencia de los modernos a procurar una 
libertad negativa, centrada en el goce de la vida privada y no 
en la participación activa de la vida pública. Esta última ya no 


ofrecía ningún tipo de beneficio. 

Ahora bien, la polis ateniense le permite a Meiksins 
Woods, en un ejercicio comparativo, demostrar que esto es una 
situación específica del tipo de democracia desarrollada en el 
capitalismo. Pues en Atenas las reformas del legislador Solón 
(594 a. C.) modificaron la relación entre las esferas económicas 
y políticas de forma particular y diferente. En dichas reformas 
(seisachtheia), Solón puso fin a la esclavitud que sufrían muchos 
pequeños productores agrícolas a causa de las deudas 
contraídas con los sectores nobiliarios (eupatridas) por las malas 
cosechas, los desastres naturales, etc., agregando una cláusula 
que inhibía a un ciudadano de explotar económicamente a otro 
ciudadano.!*! Creando además las condiciones para que los 
pequeños y medianos campesinos, y aun aquellos que no 
gozaran de propiedad (thétes), pudieran actuar en la arena 
pública. Las reformas políticas de Solón instituyeron un orden 
timocrático en que los honores cívicos se repartían conforme el 
ingreso económico de los individuos. Pero al mismo tiempo 
recortaron los atributos de la nobleza limitando su capacidad 
de explotación sobre el campesinado. [7] 

Las reformas solonianas, sin embargo, no pudieron resolver 
cuestiones relativas a las lealtades tribales (génos) y los vínculos 
regionales. Para esto hubo de esperar a las reformas de 
Clístenes (509/8) que disolvieron las afiliaciones tribales al 
crear nuevas tribus con un criterio cívico en lugar de uno 
basado en el linaje. Asimismo, las nuevas tribus mezclaban en 
su interior a individuos provenientes de la Costa, el Valle y la 
Montaña, las tres regiones del ática. El resultado fue que los 
campesinos quedaron desligados de las antiguas lealtades 
debidas al linaje y al grupo asumiendo otras asociadas a su 
pertenencia a la comunidad política.!*! En el transcurso de 
un siglo, el campesinado ático se vio libre de diversas formas 
de explotación económica y de dominación política. De todo 
esto Meiksins Woods (2011: 61) infiere la siguiente conclusión: 


Cierto es que la democracia moderna, al igual que la antigua, es 
un sistema en el que los individuos son ciudadanos con 
independencia de cuál sea su condición o clase social. Pero si la 
clase no supone ninguna diferencia (legal) para el ejercicio de la 
ciudadanía en un caso o en el otro, en la democracia moderna lo 
inverso es, asimismo, cierto: la ciudadanía afecta muy poco a la 
clase. En cambio, no era así en la Grecia antigua ni podía serlo, 
pues los derechos políticos tenían efectos de gran calado en las 
relaciones entre ricos y pobres. 


En otras palabras, la lucha de clases adquiere en la polis 
ateniense una particularidad toda vez que la igualdad en la 
esfera política reconfigura la relación ricos/pobres que ya no se 
da en forma de explotación, sino de competencia dentro del 
cuerpo cívico. La extracción de plusvalor en la ciudad antigua 
se da a través de medios extraeconómicos como la guerra y la 
política. Por eso en Atenas las luchas de clases adquieren la 
forma de luchas políticas cuyo fin último es el control del 
Estado y, por ende, del excedente que desde él se redistribuye. 
[91 El ascenso del demos y la instauración de la democracia 
marcan una coyuntura novedosa en que los pobres controlan 
una parte nada despreciable del excedente.''%! De ahí la 
imposibilidad de la aristocracia de instituirse como un 
sector separado del resto, y definido por su lugar en la 
sociedad como grupo gobernante frente a la masa 
campesina devenida en quienes son gobernados. Esto es lo 
que cabría esperar en todo orden social donde 
encontramos aristocracia y campesinado. No es lo que 
encontramos en Atenas. 

Tras arribar a esta conclusión respecto del particularismo 
ateniense, nuestra autora pasa a una fase propositiva en la que 
procura aplicar el conocimiento del pasado al presente. En un 
contexto marcado por la disolución de la URSS, el “fin de la 
historia” de Fukuyama y la hegemonía del capital neoliberal, 


Meiksins Wood está preocupada por ofrecer nuevos espacios de 
luchas para la izquierda socialista. La resignación tras el 
fracaso del llamado “socialismo real” o la nostalgia de la 
oportunidad perdida no son lo suyo. En su lugar opta por 
advertir que el capitalismo es coherente con un tipo específico 
de democracia que ella define como “formal”, y que 
corresponde a nuestra democracia liberal representativa. No es, 
sin embargo, coherente con el tipo de democracia desarrollada 
en la Grecia clásica, que Meiksins Wood define como 
sustantiva, lo que implica afirmar que no puede convivir en 
armonía con el poder popular cuando este se expresa de forma 
directa y no por los canales instituidos para diluirlo. Por tanto, 
no se trata de cualquier democracia la que está contra el 
capitalismo, sino esta forma sustantiva de poder popular que 
tiende a modificar las relaciones de poder dentro de la esfera 
económica. 


En Atenas ciudadanía democrática significaba que los pequeños 
productores, y los campesinos en particular, en gran medida 
estaban libres de la explotación “extraeconómica”. Su 
participación política -en la asamblea, en los tribunales y en las 
calles limitaba su explotación económica. Al mismo tiempo, a 
diferencia de los obreros en el capitalismo, aún no estaban 
sometidos a las compulsiones “económicas” de la falta de 
propiedades. La libertad política y la económica eran 
inseparables: la libertad doble del demos en su significado 
simultáneo de estatus político y clase social, el pueblo común y 
los pobres; mientras que la igualdad política no sólo coexistió con 
la desigualdad socioeconómica, sino que la modificó 
sustancialmente. En este sentido, la democracia en Atenas no era 
“formal” sino sustantiva (Meiksins Wood, 1995: 247-248). 


En consecuencia, frente a las narrativas que avizoraban el 
fin de la historia y las grandes revoluciones, Meiksins Wood 
proponía la lucha por instituir una democracia sustantiva como 


horizonte para el socialismo del siglo XXI. En El imperio del 
Capital (2002: 38-39), señalaba la paradoja del capitalismo 
actual que ha logrado reducir cada aspecto de la vida a 
criterios económicos, pero que solo ha podido hacerlo 
dependiendo de un elemento extraeconómico, el Estado. Esa 
dependencia del Estado, que, a fin de cuentas, es quien 
instituye las lógicas de mercado, genera otra contradicción toda 
vez que las instituciones de poder pueden ser ocupadas por 
sectores populares o miembros de la propia elite que se erigen 
como voceros de las demandas populares. En esos casos el 
capital entra en tensión con el Estado. En otras palabras, un 
cambio en la configuración del Estado podría afectar las 
relaciones de explotación y apropiación en la esfera económica. 
Si ese cambio implica el ascenso del demos al gobierno, la 
concreción de una democracia sustantiva, entonces la igualdad 
en la esfera política condicionaría la desigualdad en la esfera 
económica, lo cual daría lugar a una sociedad más igualitaria. 
Esta propuesta poco tiene que ver con el populismo 
contemporáneo. En todo caso, el populismo es expresión de la 
contradicción, pero no su solución. Hay en los regímenes 
populistas medidas para paliar el daño ocasionado por la 
desigualdad, en formas de políticas  identitarias y 
redistributivas, pero que no modifican las condiciones de 
explotación en que se encuentra el trabajador respecto del 
burgués!!!!. Lo que Meiksins Wood proponía, inspirada en el 
ejemplo griego, era la cooptación del aparato estatal por parte 
del demos, una forma de democracia directa que, al reformular 
las relaciones de poder en la esfera política, haría lo propio en 
la esfera económica. En la propuesta populista, existe una 
mediación entre el demos y el Estado, esa idea de “mediación” 
es rechazada por Meiksins Wood, que aboga por el gobierno 
directo del demos, tal como ilustra el modelo ateniense. 


Atenas era una democracia en el sentido, y únicamente en el 


sentido, en que los griegos entendían el término que ellos mismos 
habían inventado. Tenía que ver con el poder del demos, no sólo 
como una categoría política, sino como una categoría social: la 
gente común y pobre. Aristóteles definió la democracia como una 
constitución en la que “los nacidos libres y los pobres controlan 
el gobierno, siendo, al mismo tiempo, una mayoría”, y la 
distinguió de la oligarquía, en la que “los ricos y los mejor 
nacidos controlan el gobierno, siendo, al mismo tiempo, una 
minoría”. Los criterios sociales -la pobreza en un caso, la riqueza 
y el linaje noble en el otro- desempeñan un papel fundamental en 
estas definiciones, y al final adquieren un peso mucho mayor que 
el simple criterio numérico. Esta noción de democracia como una 
forma de gobierno de clase —gobierno de los pobres- sin duda era 
un reflejo de las concepciones de quienes se oponían a ella y que 
tal vez inventaran incluso la palabra y la utilizaran con el valor 
de un insulto; pero los partidarios de la democracia, figuras 
moderadas como Pericles, consideraban la posición política de los 
pobres como esencial para la definición de democracia (2011: 
60). 


La expresión “democracia como una forma de gobierno de 
clase” describe la noción de igualdad que opera en la obra de 
Meiksins Wood. Es la clase, o mejor aún, cómo se resuelve la 
lucha de clases, el criterio usado para definir una sociedad 
igualitaria. En la Atenas clásica, hay igualdad porque el 
conflicto de clases se resolvió de tal forma que la aristocracia se 
vio imposibilitada de dominar políticamente y explotar 
económicamente a los campesinos y thétes. La máxima de 
Heródoto, “no gobernar ni ser gobernado”, implica, en su 
lectura de los hechos, la situación particular de campesinos y 
no propietarios que no gobiernan, pues la nobleza sigue 
ocupando espacios de poder como las magistraturas o en la 
misma asamblea como oradores, ni son gobernados, porque su 
condición de mayoría en la asamblea impide que la nobleza 
actúe en su contra. Asimismo, se trataría de una clase que no 


explota ni puede ser explotada económicamente. En síntesis, es 
la forma en que se resuelve la lucha de clase lo que hace de 
Atenas un paradigma de igualdad sociopolítica. 


El ídolo de la igualdad!'2! 

Victor Davis Hanson nació en Fowler, California, Estados 
Unidos, en 1953, en el seno de una familia de granjeros y 
veteranos de guerra. En la propiedad familiar, una granja de 
pasas de uva, creció escuchando historias de guerra, ya sea de 
parte de su abuelo, veterano de la Primera Guerra Mundial, o 
de su padre, que luchó en Corea. Esas dos experiencias, la 
granja y la memoria de la guerra, influyeron fuertemente en su 
producción académica y en su percepción de la realidad. No es 
casualidad que su tesis para aspirar al grado de doctor en 
Estudios Clásicos por la Universidad de Stanford se titulase 
Warfare and Agriculture in Classical Greece. Allí da indicios de lo 
que serán sus dos grandes tesis historiográficas; por un lado, la 
convicción de que existe una forma occidental de hacer la 
guerra, planteada en su libro The Western Way of War (1989), 
cuya génesis está en la Antigiiedad clásica. Por otro, la idea de 
un igualitarismo agrario que caracteriza a las sociedades libres 
occidentales y que, una vez más, tiene su origen en Grecia. A 
partir de esas dos grandes interpretaciones del pasado, Hanson 
fue cimentando su prestigio dentro del mundo académico, pero 
sobre todo fuera de él. 

A partir del año 2001, comenzó a escribir una columna en 
el National Review Online y desde entonces ha escrito en The 
New York Times, Wall Street Journal, The Daily Telegraph, entre 
otros. Lo que destaca en esas intervenciones como columnista 
es el uso del pasado como fuente de autoridad, y de la analogía 
como dispositivo para fundamentar posiciones teóricas e 
ideológicas (Spring, 2007: 91-115). Su prestigio en este rubro 
se cimentó a partir de la obtención del premio Eric Breindel a 
la Excelencia en Periodismo de Opinión en 2002. También 


recibió la Medalla Nacional de Humanidades en 2007 de manos 
del presidente George W. Bush. Pero es como columnista y 
periodista de opinión donde se siente más cómodo para 
desplegar su carismática oratoria. 

Su afiliación al neoconservadurismo fue tardía. Se dio a 
partir de su apoyo público a la guerra contra el terrorismo 
iniciada en 2001 por la administración Bush. La publicación de 
su libro Matanza y Cultura en 2002, donde retoma la tesis de la 
forma occidental de hacer la guerra, pero en un contexto de 
cruzada contra el terrorismo islámico, fue central en su 
identificación con los círculos neoconservadores. No menos 
importante fue su relación con el igualmente clasicista Donald 
Kagan, padre de Robert Kagan, el exasesor del presidente Bush. 
Kagan, un catedrático de Yale, era el referente neoconservador 
en lo que a uso de la historia antigua para extraer lecciones 
sobre el presente se refiere. Su obra en cuatro tomos sobre la 
guerra del Peloponeso, por ejemplo, aparecida entre 1969 y 
1987, ofrecía una analogía para entender el conflicto entre el 
Pacto de Varsovia y la OTAN.!!%! Hanson tomó el relevo de 
Kagan como el historiador de la Antigiiedad fetiche de los 
sectores conservadores y neoconservadores. Sin embargo, su 
vínculo con el movimiento se dio más bien por afinidad en 
ciertos temas de la agenda política, en especial política 
exterior, que por pertenencia institucional. !!*! 

Sus intervenciones más recientes en la arena pública 
apuntan a cuestionar la idea liberal-progresista de igualdad. El 
objetivo final es advertir “por qué y cómo la actual guerra 
contra la libertad personal al servicio de la igualdad obligatoria 
puede convertirse en el mayor peligro del siglo XXI” (Hanson, 
2014). Cuando criticaba a la administración Obama y sus 
políticas redistributivas y de reconocimiento, en especial el 
Obamacare, afirmaba que buscaba “destruir la libertad de 
muchos millones para garantizar una igualdad dirigida por el 
Estado en la atención para todos” (Hanson, 2014). ¿De qué 


manera procuraba Obama destruir la libertad ampliando la 
igualdad? Según Hanson, la administración demócrata 
perseguía, en el nombre de la igualdad, a grupos o tradiciones 
sospechosos. Uno de esos grupos eran los portadores legales de 
armas, una de esas tradiciones era la exclusión de las mujeres 
del combate en las Fuerzas Armadas. El resultado es que, en 
nombre de la igualdad, se limitaba la libertad individual y se 
erosionaban las bases del poder estadounidense. 

La historia acude siempre al socorro de los argumentos 
hansonianos, pues ella demuestra que subordinar la libertad a 
la igualdad es un acto contra natura; por tanto, exige de la 
coerción para poder existir. Son las personas libres, afirma 
Hanson, no las coaccionadas las que generan riquezas. Así 
pues, la agenda igualitarista no busca empoderar a los pobres, 
no podría hacerlo porque no genera hombres libres, sino que se 
propone empoderar a las elites progresistas. Estas despliegan 
una retórica de la igualdad en la esfera pública mientras 
disfrutan los privilegios de la desigualdad en la esfera privada. 
El corolario es una “igualocracia gubernamental que busca el 
poder para intimidar a otros y eximirse a sí misma” (Hanson, 
2014). En otras palabras, Hanson impugna la igualdad en 
cuanto “plan maestro” orquestado por el Estado y dirigido a 
limitar las libertades individuales. 

Su libro más reciente mantiene esta línea. En él argumenta 
que la globalización, el tribalismo y las elites progresistas están 
destruyendo la idea de Estados Unidos (Hanson, 2021). La 
globalización provoca que la clase media pierda terreno 
económico, pues los “ciudadanos deben ser económicamente 
autónomos” (Hanson, 2021: 14) para ser libres. El resultado es 
una polarización mayor entre ricos y pobres que prescinde de 
la clase media. Además, la globalización borra las fronteras y 
diluye las diferencias entre ciudadanos y residentes, 
contribuyendo así al tribalismo. Esto es, la preferencia de los 
inmigrantes por su cultura de origen los lleva a renunciar a 


optar por la cultura estadounidense, pero sin desistir de los 
derechos que emanan de la ciudadanía. Finalmente, todos esos 
cambios habrían beneficiado a una reducida elite progresista y 
cosmopolita que niega el carácter excepcional del país y aboga 
por un modelo “europeo” de Estado. En conclusión, “la 
globalización puede no occidentalizar el planeta tanto como 
internacionalizar Estados Unidos” (Hanson, 2021: 17). 

La distinción que realiza Hanson entre ciudadano y 
residente es central en cualquier intento por comprender su 
concepto de “igualdad” y su oposición al multiculturalismo. 
Mientras que el residente solo se establece en un territorio, el 
ciudadano tiene el “privilegio de disfrutar de derechos 
particulares basados en responsabilidades” (Hanson, 2021: 14). 
En el pasado, cuando la inmigración europea pobló Estados 
Unidos de nuevos residentes, la asimilación actuaba como 
garante de que el país no iba a fracturarse en un sinfín de 
identidades particulares. La asimilación convertía a residentes 
en ciudadanos, es decir, igualaba a individuos de diferentes 
orígenes. El progresismo, en cambio, al hacer extensible la 
ciudadanía a residentes de otras culturas sin el requisito previo 
de la asimilación, naturaliza la desigualdad étnica erosionando 
el valor de la ciudadanía. Esta, después de todo, tiene sentido 
en la medida en que pueda ofrecer beneficios; de no hacerlo, 
pierde trascendencia. Por eso Hanson advierte: “Cuanto más se 
estire para incluir a todos, menor será la probabilidad de que 
pueda proteger a alguien” (Hanson, 2021: 15). 

A priori puede resultar paradójica esta crítica a la igualdad 
de parte de quien ha hecho una contribución nada despreciable 
a nuestra comprensión de la igualdad en la polis griega. En su 
libro The Other Greeks (1999), sostiene la tesis de que fue el 
deseo griego de igualdad en la posesión de la tierra y la 
conservación de una clase de granjeros independientes lo que 
derivó en una ideología igualitarista. Opta por hablar de 
“sranjero” (farmer) en lugar de “campesino” (peasant), lo que 


implica una toma de posición teórica y metodológica, como 
indica Gallego (2009a: 181-237), porque desliga a los 
labradores griegos de la situación de dependencia que conlleva 
el concepto de “campesino”. Para Hanson, los labradores 
independientes habrían constituido un tercer estamento en la 
sociedad griega arcaica, ubicados entre los pobres sin 
propiedad y la aristocracia de sangre. Los granjeros fueron 
capaces de hacer valer su condición de propietarios agrícolas e 
infantes hoplitas para obtener participación en el gobierno de 
la polis. 

Por tanto, igualdad es para Hanson siempre igualdad de 
clase. La de los granjeros griegos o los propietarios agrícolas 
californianos, cuya uniformidad ideológica y cultural asegura la 
estabilidad y la representatividad. No tiene asidero en su 
pensamiento una noción de igualdad asociada a las políticas de 
redistribución y de reconocimiento. Esto, por el contrario, es 
percibido como interferencia estatal que limita o restringe la 
libertad individual.!!?! Con todo esto no sorprende la siguiente 
descripción del proceso que da como resultado el ascenso de los 
granjeros griegos (Hanson, 2012: 24): 


La clave del renacimiento cultural griego de los siglos VIII y VII 
a. C., del paso de lo colectivo a lo individual, se halla en el 
cambio radical en la producción agraria y, al mismo tiempo, en la 
práctica de la guerra. Al estar sometidos a la presión del 
crecimiento demográfico, los griegos recurrieron a unas 
explotaciones agrarias familiares de propiedad privada que, 
mediante prácticas intensivas, garantizaban excedentes 
alimenticios y permitían, no obstante, que aquella prosperidad 
agraria estuviera libre de intromisiones burocráticas impuestas 
desde arriba. 


El igualitarismo agrario no es un plan orquestado desde 
arriba, ni una forma primitiva de “igualocracia”. Es otra cosa, 


porque es producto de la evolución de una clase social, la de 
los granjeros, y no de una política redistributiva determinada. 
Ese desplazamiento del Estado a la clase implica un concepto 
de “igualdad” ajeno al de la izquierda progresista 
contemporánea: 


Así, los nuevos mesoi agrarios emergieron gradualmente como 
una clase distinta para asumir el poder en la polis griega. Los 
granjeros medianos, entonces, estaban allí primero. No eran 
creaciones ni los productos de la política y el gobierno griegos, 
sino más bien los prerrequisitos necesarios para las instituciones 
convencionales (Hanson, 2003: 223). 


En esa dirección, la polis ya no es “el lugar de encuentro 
de los intereses conflictivos, de las clases conflictivas”, como lo 
definió Finley (1986: 13) en su momento, sino la creación de 
una clase propietaria que estaba allí antes y que la moldea a su 
imagen y semejanza. Por tanto, se comprende por qué Hanson 
percibe como una “erosión” de los principios rectores de la 
polis griega la irrupción de la democracia.!!%! Porque esta 
supone la apropiación del Estado por parte de una clase que no 
es la que dio forma a la polis, ni comparte sus valores. Para 
Hanson los tenedores de tierra son el Estado. El papel de la 
ciudad como centro de redistribución de bienes simbólicos y 
materiales, mientras no traspase la frontera de la ciudadanía, es 
aceptable. Pero la polis democrática, que confunde ciudadanos 
con residentes, propietarios con no propietarios, redistribuye 
para igualar a quienes no son iguales.!!7! Todo ello lleva a la 
pérdida de la raison d'étre de la polis griega. 

La clase propietaria agrícola estaba allí antes que el 
gobierno y la política, siendo ella, no el Estado, la que le aportó 
a la polis su fisonomía igualitaria. En ese contexto la igualdad 
deja de ser un ídolo para convertirse en una virtud moral 
compartida por los miembros de la clase. La propia democracia 


resulta de “una extensión moderada de una larga tradición de 
valores agrarios a un grupo adicional que no poseía tierras” 
(Hanson, 2003: 262). Tales “valores” se hacen extensibles 
imprimiendo a toda la sociedad griega de una idiosincrasia 
igualitaria. Por eso Hanson concluye: 


Los granjeros sí conocían ganancias y pérdidas, oferta y demanda, 
precios dependientes de la escasez y el exceso. Pero este 
conocimiento no es incompatible con la noción simultánea de los 
griegos de que la agricultura, como la guerra no era una mera 
profesión, sino una oportunidad para probar al mismo tiempo la 
excelencia moral (Hanson, 2003: 267). 


Esa relación entre moralidad y agrarismo es, según creo, 
fundamental para comprender la noción hansoniana de 
igualdad. Porque, si no ha sido la política ni la burocracia 
estatal la responsable del desarrollo de una ideología igualitaria 
entre los labradores griegos, otra cosa debió de serlo. Mi 
hipótesis es que para Hanson ese lugar lo ocupa la moral. Es 
decir, una moralidad aldeana en lugar de una política 
redistributiva dio lugar al igualitarismo que caracterizó al 
mundo griego antiguo. !**! 


La polis griega como espacio de conflicto ideológico 

Es conocida la anécdota del filósofo Derek Parfit, popularizada 
en Argentina por Andrés Rosler (2018: 13), que dividía la 
historia de la filosofía política en dos campos. Por un lado, los 
que se comportan como arqueólogos y buscan entender el 
pasado en aras de sí mismo y, por tanto, emplean los vestigios 
para dar cuenta de una sociedad particular. Por otro, los que 
actúan como profanadores de tumbas, que están interesados en 
usar los vestigios del pasado para su propio interés, que rara 
vez coincide con la voluntad de comprender la historia. Es 
decir, a diferencia del arqueólogo, el profanador de tumbas no 


tiene una vocación de anticuario, no atesora los artefactos 
como modo de preservar el pasado; por el contrario, los usa 
para fines muy diferentes de aquellos para los que fueron 
creados. 

La historiadora y el historiador que he analizado aquí 
pertenecen al grupo de los profanadores de tumbas y no de los 
arqueólogos. Por eso no es extraño que una y otro caigan en 
diversas formas de anacronismo. La vieja premisa de la Escuela 
de Anales, evocada por Lucien Febvre (1993), que invitaba a 
los historiadores a evitar el “pecado irremisible” del 
anacronismo, es ajena tanto a Hanson como a Meiksins Wood. 
Tal vez su posición metodológica esté más cerca de otra 
integrante de la Escuela de París, Nicole Loraux. 

Loraux (2008) acuñó el concepto de “anacronismo 
moderado”, según el cual acercarse al estudio de la 
Antigúedad clásica haciendo uso del anacronismo supone 
“plantearle a su objeto griego precisamente cuestiones que ya 
no sean griegas” (Loraux, 2008: 207), realizar preguntas “que 
los antiguos no se plantearon o, al menos, no formularon o, 
mejor todavía, no llegaron a desmenuzar como tales” (Loraux, 
2008: 207). Hay que señalar que este enfoque del uso 
moderado del anacronismo no debe confundirse con el de los 
llamados “modernistas”, es decir, aquellos historiadores que 
tienden a rastrear en las sociedades antiguas elementos que las 
semejen a las modernas.!!”! El anacronismo moderado no niega 
la especificidad de cada sociedad histórica, pero procura 
encontrar el “lugar común” donde el diálogo entre estas es 
posible de realizarse, para profundizar el conocimiento de los 
seres humanos en el tiempo pasado y presente.!20! En síntesis, 
Hanson y  Meiksins Woods parten de problemáticas 
contemporáneas para buscar en el pasado herramientas teóricas 
que permitan dar respuestas a los problemas del presente. 

Sin —embargo, proceden desde marcos ideológicos 
diferentes que dan lugar a conclusiones disímiles. El concepto 


de “igualdad” que manejan también difiere. Todo esto a pesar 
de compartir una premisa historiográfica: la idea de que el 
actor central en el desarrollo de la polis griega fue el pequeño y 
mediano propietario agrícola libre. En consecuencia, lo que 
está en discusión no es el papel de los agricultores en la 
Antigua Grecia, sino el propio concepto de “igualdad” y la 
forma en que este permite entender el desarrollo histórico 
ateniense y explicar las desigualdades del presente. 

La disputa por los sentidos y conceptos que facilitan 
nuestra comprensión del mundo es un elemento clave del 
campo político. Freeden (2006: 3-22) señala que “una ideología 
es un conjunto complejo de decisiones sobre qué significados 
asignar a los conceptos a través de los cuales interactuamos con 
el mundo”, en consecuencia, “las ideologías son en sí mismas 
necesariamente políticas, porque las decisiones son una 
característica distintiva del acto político”. En esa línea, es 
interesante analizar los arreglos que Hanson y Meiksins Woods 
proponen para la noción de igualdad. El primero como una 
noción exclusivista que atañe a los iguales, a los miembros de 
una misma clase de propietarios libres que se diferencian de 
una elite predadora del Estado y una masa de no propietarios 
dependientes que subsisten por la protección estatal. De esos 
tres grupos, es el primero el único verdaderamente interesado 
en crear una sociedad libre y democrática. La autora 
canadiense, en cambio, entiende la igualdad como resultado de 
una modificación sustancial en las relaciones de poder entre las 
clases sociales. De modo que la clase explotadora (llámese 
“burguesía” o “nobleza”) se vea inhibida de explotar a la clase 
dependiente (sea campesinado u obreros). Estos últimos serían 
iguales a los primeros no solo jurídicamente, sino también en el 
acceso al poder político y en las relaciones económicas. De esa 
manera, la igualdad sería la condición necesaria para la 
libertad de las clases otrora dependientes. Es por eso por lo que 
son ellas las más interesadas en instituir una sociedad libre y 


democrática. 

El hecho de que Hanson y Wood recurran a la polis griega 
como estudio de caso para reafirmar sus nociones igualitaristas 
exige preguntar al respecto de los límites que tiene la historia 
antigua clásica como laboratorio para la teoría política 
moderna, en especial, la que se inscribe en la tradición 
socialista. A juicio de quien aquí escribe, el riesgo de remitir 
constantemente al caso ateniense para pensar la democracia y 
la igualdad es el de perpetuar una noción eurocéntrica de los 
conceptos. La Grecia clásica no ha sido la única sociedad 
igualitaria de la historia. Los estudios del antropólogo francés 
Pierre Clastres (2001) en las comunidades indígenas del 
Paraguay han demostrado que las sociedades primitivas 
funcionaban con una lógica igualitaria que procuraba evitar la 
escisión de la comunidad en gobernantes y gobernados. 
También en el Antiguo Oriente, Mesopotamia sobre todo, se 
dieron experiencias asamblearias de carácter igualitarias que 
ofrecen visiones alternativas a la helénica (Schemeil, 2000). En 
otras palabras, la tendencia en las ciencias humanas y sociales 
ha sido desde el siglo XIX, cuando Europa Occidental definió al 
mundo grecorromano como cuna de su civilización, idealizar la 
democracia griega. Por tanto, apelar al caso griego es un sello 
de autoridad civilizatoria tanto para quienes adscriben al 
pensamiento socialista, como para sus detractores. 

No se trata, no obstante, de renunciar al objeto griego para 
pensar conceptos como “igualdad” e “igualitarismo”, sino de 
enriquecer el análisis incorporando experiencias igualitarias no 
helénicas en clave comparada. Ese camino podría arrojar 
visiones y concepciones mucho más pluralistas y menos 
eurocéntricas. Tampoco se trata de ignorar los aportes hechos 
desde el marxismo crítico, sino de partir de ellos para 
complejizar y ampliar nuestra comprensión de un igualitarismo 
socialista. Urge hacerlo porque, como hemos visto en el caso de 
Victor Davis Hanson, la derecha  antiigualitarista y 


meritocrática también suele recurrir al conocimiento histórico 
para fundamentar su ideario capitalista. Después de todo, la 
historia funda identidad y por eso ha sido desde la Antigitedad 
un espacio de conflicto ideológico. 
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Payen (1997: 194-196) observa que Heródoto, al asimilar isonomía con 
demokratía, insertaba al régimen dentro de una tradición nobiliaria que lo 
alejaba de las críticas que identificaban democracia con el poder de los 
sectores populares. « 


. Esta expresión parece contradecir la idea aristotélica de que en 


democracia la libertad consiste en “ser gobernado y gobernar por turno” 
(árkhesthai kai árkhein). Sin embargo, la definición aristotélica resulta 
coherente con las condiciones del sistema político de la Atenas del siglo 
Iv. En cambio, la forma en que Heródoto describió la libertad de Otanes 
tenía más que ver con los primeros intentos de delinear las características 
de un régimen novedoso. También Platón, en Menexeno 239a, le hizo 
decir a Aspasia respecto de los atenienses: “... no nos consideramos 
esclavos ni amos (douloi oúde despotái) los unos de los otros”. Al respecto, 
cf. Olivera (2015). « 


.Esta será la tesis de Ellen Meiksins Wood (2003: 270): “... la 


característica distintiva de la democracia ateniense no era el grado en el 
que se basaba en el trabajo dependiente, el trabajo de los esclavos, sino 
por el contrario, la medida en que excluía la dependencia de la esfera de 
la producción. Esto es, la medida en que la producción descansaba sobre 
el trabajo libre e independiente con la exclusión del trabajo en formas y 
grados variables de dependencia jurídica o sujeción política”. « 


. No faltaron las posiciones intermedias que proponen una articulación 


entre el principio jerárquico nobiliario y el segmentario igualitario 
aldeano como Gallego (2009b: 147-176) y Placido (2008: 47-58). « 


. Finley (1982), con quien Woods discute, había visto aquí la clave para 


entender el surgimiento de la esclavitud-mercancía en Grecia, pues, 
desaparecida la mano de obra sometida interna (endógena), los 
aristócratas atenienses habrían recurrido a una mano de obra sometida 
externa (exógena) en forma de esclavo-mercancía. También nuestra 
autora (2011: 59) se expresaba en esa dirección: “Resulta aún más 
evidente que la liberación del campesinado y su falta de disponibilidad 
como mano de obra dependiente generaron nuevos incentivos para la 
esclavización de poblaciones que no eran griegas”. « 


. Fue central aquí la creación de la Heliea, el tribunal popular, que pasó a 


ser quien se encargase de los juicios por deudas para evitar atropellos de 
parte de la aristocracia. « 


. “Pero algo aún más fundamental es que las reformas de Clístenes 


“politizaron el campo ático y enraizaron allí la identidad política”. 
Representaban, en otras palabras, la incorporación de la aldea al estado, y 
del campesino a la comunidad cívica. El corolario económico de este 
estatus político fue para el campesino un grado excepcional de libertad 
respecto a las exacciones “extraeconómicas” bajo la forma de rentas o 
impuestos” (Meiksins Wood, 1995: 244-245). « 


. Una explicación del funcionamiento de la polis desde el materialismo 


histórico, y en consonancia con nuestra autora, ofrece MacGaw (2008: 
266): “La ciudad-estado es una asociación comunitaria que se apropia 
colectivamente de recursos económicos y sociales especialmente a través 
de mecanismos militares. La competencia por el acceso a los recursos del 
Estado (sinónimo de los ciudadanos de diferentes clases sociales) y su 
redistribución se implementa a través de mecanismos políticos”. « 

“Los efectos de estas reformas que liberaron al campesinado de la 
dependencia y la explotación extraeconómica se vieron realzados por el 
fortalecimiento de la comunidad cívica, la extensión de los derechos 
políticos y la elevación del ciudadano individual a expensas de los 
principios tradicionales del parentesco, la ascendencia y la sangre. Si bien 
los ciudadanos siguieron siendo clasificados aún dentro de categorías 
estratificadas, las viejas divisiones entre artesanos, campesinos y la 
aristocracia formada por los clanes nobles dejó de ser políticamente 
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significativa y fue sustituida por los criterios más cuantitativos de la 
riqueza, basados en un sistema ya existen te de clasificación militar. 
Mientras que el antiguo consejo de gobierno, el Areópago, seguía limitado 
a las dos clases más ricas, se concedió acceso al nuevo Consejo de los 
Cuatro cientos a la tercera clase, a fin de que actuara de contrapeso” 
(Meiksins Wood, 2011: 52). « 

Ver el capítulo de Facundo García Valverde en este mismo libro para el 
debate sobre reconocimiento y redistribución. « 

Se retoman aquí planteos previos realizados en Olivera (2023a) y Olivera 
(2023b). El encabezado “el ídolo de la igualdad” hace referencia a un 
artículo publicado por Hanson en National Review Online en 2014. « 

Sobre la relación entre historia y pensamiento político neoconservador 
entre los integrantes del clan Kagan, cf. Olivera (2020). « 

Así, por ejemplo, Hanson no participó de la creación del Project for the 
New American Century, el think thank neoconservador presidido por 
Robert Kagan y Bill Kristol. « 

Por ello Hanson establece una diferencia entre sociedad multirracial, 
donde los habitantes tienen diversos orígenes raciales, pero se 
homogenizan para conformar un país, de una sociedad multicultural 
donde el criterio es potenciar la diferencia y no procurar la asimilación. « 
“Eso explica por qué los filósofos vieron que cualquier cosa que socavara 
el agrarismo - grandes granjas, vida en la ciudad, trabajo asalariado, 
servicio mercenario, poder marítimo y participación de todos los 
ciudadanos en política sin importar la posesión de propiedad - 
erosionaría prontamente el concepto original de una polis” (Hanson, 
2003: 268). « 

Mientras que el régimen de granjeros procura un exclusivismo de clase, la 
democracia popular aboga por un exclusivismo institucional. « 
“Aristóteles imagina a la clase media no solo como moralmente superior a 
la élite, sino también como más estable y confiable que los pobres” 
(Hanson, 2021: 9). En otro lugar (Olivera, 2023b), he sostenido la tesis de 
que la relación que hace Hanson entre libertad y moralidad tiene sus 
raíces en la Escuela Austríaca, en especial, la obra de Frederick Hayek. « 
Aunque algunas de las conclusiones a las que arriba Hanson bien podrían 
ubicarse dentro de la corriente modernista. « 

Retomaba así una idea ya presente en el otro padre de Anales, Marc Bloch 
(2001), que afirmaba: “... algo debe existir en la naturaleza humana y en 
las sociedades humanas que sea permanente en el fondo. Sin ello, incluso 
los propios nombres del hombre y de las sociedades no valdrían nada”. « 


